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ADVERTENCIA 


El libro que hoy presentamos al lector, “Después de 
Artigas (1820-1836)” completa una tetralogía iniciada en 1967 
con “Evolución económica de la Banda Oriental” y conti- 
nuada por “Estructura económico-social de la Colonia” y 
“Después de Artigas (1820-1836)”. 

El trabajo continúa el objetivo central ya planteado ante- 
riormente, desentrañar la política agraria artiguista y sus con- 
secuencias. En esos límites, se deberá comprender que el pe- 
riodo que hoy dilucidamos sólo está estudiado en tanto mar- 
co histórico de disolución de la revolución agraria artiguista, 
y de ningún modo estudiado como período histórico a todos 
sus niveles. Y esto no sólo es válido para la limitación general 
que se fijó la investigación: el análisis del proceso de forma- 
ción de las relaciones de propiedad de la tierra. En este pe- 
ríodo que va desde la derrota artiguista hasta la primera gran 
confrontación histórica de los partidos tradicionales nacien- 
tes, ni siquiera es abrazada en su totalidad el conjunto de la 
historia de la propiedad rural, sino exclusivamente aquella 
parte que se relaciona con la herencia revolucionaria artiguis- 
ta hasta su definitiva liquidación. 

Cuanto más se aleja en el tiempo la revolución agraria 
artiguista, tanto más la historia de la propiedad de la tierra 
supone el desarrollo de nuevos conflictos, el surgimiento de 
nuevas clases y nuevos intereses. Justamente el período abra- 
zado en esta obra ve el tránsito de una estructura histórico- 
concreta a otra profunda y radicalmente distinta. Sobre esta 
nueva estructura, propia del Uruguay independiente, apenas 
si dejamos sugerida o anotada la serie más esencial de sus 
rasgos. Si bien contamos con toda la información necesaria 
para desplegar su historia, entendimos que no era el objetivo 
de esta obra. Por el contrario su temática será uno de los pro- 
cesos fundamentales en el trabajo que esperamos publicar 
dentro de poco tiempo sobre historia de la estructura econó- 
mico y social del Uruguay en el período de gestación de los 
partidos tradicionaies, obra de largo aliento y enfrentada en 
común con los historiadores Rosa Alonso, Selva López, María 
del Carmen de Sierra, Silvia Rodríguez Villamil, Raúl Jacob y 
Roberto Aguerre. 

Por último queremos señalar que en este tomo en parti- 
cular, la Prof. Rosa Alonso ha participado en la investigación 
de varios temas fundamentales. 


PRIMERA PARTE 


CAPITULO | 


LA POLITICA CISPLATINA Y LA REVOLUCION AGRARIA 


Generalidades 


Cuando se pretende configurar la política que siguió el ocupan- 
te portugués en torno a la revolución agraria heredzda de Artigas, 
no caben generalizaciones esquemáticas. Por supuesto que, en li- 
neas generales, cabe hablar de contrarrevolución agraria y de re- 
troceso z: las peores condiciones de propiedad de la tierra, propias 
del antiguo status colonial. Pero la traducción! de esa orientación 
general a la política sobre cómo y a quién distribuir la propiedad, 
conoce variados matices, períodos diferenciados, que deben ser cla- 
rados y comprendidos en el conjunto de la política de dominación 
del país, 

Los portugueses habían invadido y ocupado la Banda Oriental 
para la satisfacción de determinados fines que les eran específicos. 
Quien entienda que simp!emente llegaron a desfacer entuertos — 
la revolución agraria artiguista— con la galana intención de llamar 
a los gremdes propietarios despojados y devolverles lisa y llana- 
mente sus campos, cometería el mismo error de quien creyese que 
los portugueses venían a reengarzar la joya oriental a la corcna 
española. 

Los portugueses venían a quedarse. Venizn a finalizar el viejo 
proyecto de expansión hasta las aguas del Plata. Fines estratégico- 
políticos, por demás dilucidados, fines económicos que atendían por 
sobre todo a absorber la producción g:nadera y saladeril en bene- 
ficio de los consumos de su esclavatura y de la expansión de los 
grandes ganaderos y saladeristas riograndenses: tales en breve es- 
bozo, los objetivos propios de la dominación portugues2.”. 

Fue en nombre de la consolidación de este dominio que operó 
la política económica general de los portugueses, y en ella inserta, 
la política sobre la propiedad de la tierra y de solución de los con- 
flictos en su torno. 


El dominio ordenado y pacífico de los portugueses se dirigía 
— por supuesto— a rodearse de las clases dominantes eriollo-espa- 
ñolas que aceptando su dominio, entrelazasen sus intereses con el 
invasor, de tal modo, que la suerte del uno fuese inexorablemente 
la de los otros. De ahí, que, en principio, dado que correspondía a 
sus mismas ideas, los portugueses promoviesen y aceptasen la vuel- 
ta de los viejos propietarios con la consiguiente devolución de los 
bienes y propiedades confiscados, 

Pero, del mismo modo, la perennidad del dominio colonial es- 
taba vinculada a la aceptación más o menos pacifica por parte de 
las grandes masas de desheredados del campo, particularmente la 
del activo y principal sector de donatarios artiguistes u ocupantes 
sin título del mismo período revolucionario. Desde un principio, la 
“pacificación” fue una laboriosa política de acomodación y transac- 
ción con estas gremdes masas, a través de la transacción con sus je- 
fes locales o regionales. Todo intento de violar el consenso de esa 
“transacción” suponía el peligro de que esas grandes masas volvie- 
ran rápidamente a su anterior postura de rebeldía y revolución, por 
lo cuel la actitud de los portugueses y brasileños discurrió siempre 
con una mezcla de rigor y parsimonia, que atendía a las posibili- 
dades concretas que encontraban en cada caso para ir o no a fondo. 

Por último, la expansión colonial supone la emigración de am- 
plias masas de jefes militares, tropas, funcionarios, comerciantes y 
hacendados y toda laya de aventureros, que participan y empujan la 
aventura: colonial en nombre de sus intereses. Este fue siempre el 
norte por el cual se guió, a fin de cuentas, la política que a lo lar- 
go de todo el período cisplatino dirigió Carlos Federico de Lecor, 
Barón de la Laguna. La importancia de este factor siempre cre- 
ciente fue decisivo en el desencedenamiento de la rebeldía nacional 
criollo-española de 1825. 

En resumen, aparato colonial portugués, clases dominantes crio- 
llo-españolas, masas artiguistas: he aquí las tres grandes fuerzas 
que pugnaban en la Banda Orienta; cisplatina. La hábil política de 
Lecor estuvo dirigida a evitar ser triturado por la oposición here- 
dada del viejo mundo colonial y revolucionario, para lo cual ela- 
boró nuevas tensiones, provocó un reacomodamiento de los intere- 
ses, una reconexión de las principales contradicciones, determinan- 
do en lo fundamental la aparición de la estructura social semifeu- 
dal, por la cual los lazos de dependencia personal se sobreagrega- 
ron a los lazos de solidaridad de clase, desfibrando, corroyendo las 
¡antiguas configuraciones de “revolución” y “contrarrevolución”. En 
fin de cuentas, estas relaciones, teñidas de uno u otro contenido his- 
tórico-concreto tuvieron una suficiente solidez como para perdurar 
en la época independiente hasta cristalizar en los partidos de York 
y Lancaster, de borgoñones y armagnacs que dieron al Uruguay dé- 
cimonono su rostro reconocible: Blancos y Colorados. 
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Los propietarios: ¡Viva la restauración! 


A lo largo de todo su dominio, cada vez que los portugueses o 
bresileños tuvieron que decidir en torno a los problemas de las pro- 
piedades reivindicadas atendieron en general a tres grupos de cir- 
cunstancias. En primer lugar (elemento siempre presente) al mo- 
mento político en que transcurría la acción de reivindicación, En 
segundo lugar, a la mayor o menor perfección de la propiedad so- 
licitada y a la influencia del propietario y su posición en la jerar- 
quía colonial sobre la cual se asentaba su dominio. En tercer lugar 
a la importancia y número de los poseedores artiguistas afectados 
o a la calidad de portugueses de los que allí se hallasen en conflicto. 

En su conjunto estas circunstancias configuraban una variada 
gama de casos posibles, lcs cuales hicieron que los decretos y re- 
glamentos generales conocieren una aplicación matizada, resuelta 
a veces en aparente casuística, pero que en su conjunto reflejaban 
una consecuente política de fortalecimiento de la dominación colo- 
nial y de privilegios a los eslabones que en cada: clase sostenían al 
régimen. 

Las propiedades confiscadas de acuerdo a la llana letra del 
Reglamento y las abandonadas por sus propietarios cubrían más 
de la mitad del país, y como se recordará, el resto del territorio es- 
taba constituido por los repartimientos minifundistas de los pueblos, 
por las estancias de los hacendados patriotas y en particular por 
enormes extensiones de tierras fiscales poseídas laxamente por toda 
clase de hacendados precarios. Pero ya hemos visto que no todas las 
propiedades fueron repartidas: unas porque el corto plazo de aplica- 
ción pacífica del Reglamento no lo permitió, otras porque fueron 
destinadas a mantener los ganados del Estado y sostener los abaste- 
cimientos y finanzas revolucionarios, otras en fin, porque aun ha- 
biendo emigrado sus propietarios, no hubo materialmente tiempo 
de tenerlas en cuenta. 

Los propietarios de este grupo, no tuvieron prácticamente difi- 
cultades para reocupar sus campos, en lo que tiene que ver con una 
deleznable oposición de los poseedores artiguistas documentados o. 
no. Las dificultades que pudieran haber hallado se cifraron en aque- 
llos casos en que sus campos se cubrieron con los recién llegados 
portugueses, caso sobre el cual no detenemos nuestra atención por 
no corresponder al análisis que hoy realizamos, pese a su incremen- 
tada importancia a lo largo de la dominación cisplatina; o en aque- 
llos otros casos, en que esos grandes propietarios reivindicadores se 
escollaron los unos contra los otros en complejos pleitos por límites, 
ganados, títulos, etc.; en esta gameda clase se hallaron hombres co- 
mo Joaquín Núñez Prates, José Ramírez, Mateo Magariños, Mateo 
Solsona, Félix Sáenz, Felipe Contucci, los hermanos Villademoros, 
José Fontecely, Manuel Llames, etc. 

Para la reocupación lisa y llana de las viejas propiedades, de 
todos modos, los propietarios encontraron una extensa serie de obs- 
táculos devenidos los unos de las consecuencias de la misma anar- 
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quía y caos revolucionarios y otros de las chicanas de los magistra- 
dos cisplatinos tendientes siempre a proteger los intereses fiscales 
y políticos de la administración colonial. 

Una buena parte de los propietarios no se presentó personal- 
mente a reivindicar sus campos, razón que obstaba a que se tuvie- 
se en cuenta sus intereses, de acuerdo a la conocida Real Orden de 
1817. Algunos de los grandes propietarios españoles participaron en 
la intentona restauradora de 1819, por lo cual hombres como Benito 
Chain, Juan de Vargas, Roque de Haedo, Pedro Manuel García, Vi- 
llademoros, etc., fueron detenidos y algunos de entre ellos expulsa- 
dos de la provincia. Para muchos de éstos, el incidente significó pos- 
tergar sus reivindicaciones por muchos años, para otros, supuso 
pasar por las rigurosas horcas caudinas de la sumisión a Lecor, 
cuyo oneroso precio quedará sepultado en las compras de influen- 
cias obviamente indocumentadas. 

La revolución no sólo había confiscado el espacio de explotación 
ganadera, no sólo los ganados, sino que había arruinado a multitud 
de grandes y antaño florecientes hacendados. Obligados a emigrar al 
Brasil o a las Provincias Unidas, la mayoría de ellos conoció la 
miseria más completa y jamás pudo levantar cabeza. La reivindic2- 
ción de sus propiedades, por más que significara el volver a la vieja 
y perdida potencia económica, no era de todos modos una: empresa 
ni fácil ni exenta de gastos ©), Trasladarse a la Banda Oriental, man- 
tener un decoroso nivel de vida mientras se sustanciaban los largos 
y gravosos pleitos de reivindicación, morosamente llevados las más 
de las veces por una cohorte de hábiles especuladores de tierras y 
letrados adheridos a las facilidades del “régimen” no era para todos. 
Los más tuvieron que comprar una parte de su antiguo esplendor 
aceptando los convenios que los “embrollones de letra menuda” y 
los grandes comerciantes y hacendados incrustedos en el aparato 
colonial les proponían. Pero no sólo los ruinosos “apoderados” mar- 
ginaban y recortaban las riquezas reivindicadas. Como a lo largo de 
todo el siglo se habría de repetir, cada una de las instancias judi- 
ciales y ejecutivas que cruzaban de vallas los pleitos, debían ser 
salvadas mediante el tráfico siempre oneroso de influencias: una 
vista fiscal favorable, un amparo de posesión, un lanzamiento, un 
apoyo militar para el mismo, debían ser apoyados con ríos de dinero, 
que no por haber transcurrido lejos de la prueba escrita, son menos 
notoriamente existentes. 


El resultado de este infinito calvario de los empobrecidos gran- 
des propietarios fue bastante cuantioso. Al final de los lergos pleitos 
(liquidados en la Cisplatina o en la época independiente) los validos 
del régimen colonial cisplatino emergieron como grandes propieta- 
rios y los viejos nombres coloniales pasaron a un melancólico mal 
pasar, apenas satisfechos con el recuerdo ostentoso de pasadas glo- 
rias. Así perecieron viejas fortunas y propiedades coloniales como 
las de Juan Francisco Blanco, Pedro González, Juan Antonio Busti- 
llos, Bernabé Alcorta, José Fontecely (°); así pasaron a una oscura 
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mediatez los otrora poderosos nombres de Juan Bautista Dargain, 
Fr:ncisco González, Bernardo Posadas (*, 

Pero no se detenían aqui las dificultades que la ávida admi- 
nistración cisplatina oponía a los viejos propietarios. Una buena 
parte de éstos no había alcanzado a perteccionar totalmente la indis- 
cutida y privilegiada posesión que detentaban en la época de la 
dominació: española. Y lo que en aquella época hubiera significudo 
unas breves y moderadas actuaciones judiciales, se transformaba en 
la época cisplatina en cuantiosas partidas sujetas unas al tributo 
privado de los encargados de mover la máquina judicial y otras a 
las cargas fiscales mucho más voraces de la corona dominante (9. 

Quizás peor era la situación de aquellos que por diversas cir- 
cunstancias habían perdido los documentos que convalidaban sus 
derechos. Muchos títulos habían sido secuestrados por Artigas y 
remitidos a Purificación, en ocasión de la aplicación del Reglamento 
Provisorio, otros habían sido perdidos o destruidos por los saqueos 
y correrías de ambos contendientes, otros habían sido extraviados 
en archivos convulsionados o extraídos de sus anaqueles en Monte- 
video y Buenos Aires por las facciones que se alternaban en las 
guerras civiles. Para estos propietarios la devolución de las propie- 
dades estaba agravada por los lentos indagamientos, las compulsas 
siempre costosas en archivos extranjeros y nacionales, los testimo- 
nios de vecinos a veces renuentes, a veces malintencionados o ene- 
migos. Y sobrevolando sobre todas las instancias, las gravosidades 
de los “influyentes” y de las jerarquías siempre codiciosas. En este 
despeñadero parecen haber rodado rauchas esperanzas y no pocos 
propietarios encontraron en estas circunstancias la causa principal 
de sus difíciles reivindicaciones ‘®. 

Si lograban sortear los obstáculos anteriores, los propietarios 
debían aún salvar nuevas dificultades, atingentes éstas a la condi- 
ción de los poseedores situados en sus campos. 

Algunos de los grandes propietarios, sobre todo al sur del Río 
Negro, tenían sus campos cubiertos de decenas de poseedores: Pedro 
Manuel García, la casa Viana Achucarro, Melchor y Francisco Albín, 
Estancia de las Huérfanas, Villanueva Pico, Alagón, Azcuénaga, etc. 
En tales casos aun cuando contaran con la pronta amistad de las 
autoridades, estos propietarios, cuando se presentaron a reivindicar 
sus propiedades tuvieron que supeditar en alguna medida sus inte- 
reses singulares a las necesidades políticas de la dominación por- 
tuguesa. Aquí el gobierno cispletino, antes de alterar masivamente 
la situación de miles de habitantes de la campaña se vio obligado 
a contemporizar so riesgo de provocar conmociones revolucionarias, 
conmociones que nacieron justamente cuando abandonó sus precau- 
ciones. Fue especialmente en estos casos en los cuales las autorida- 
des propusieron los acuerdos entre propietarios y poseedores, ora 
mediante el arrendamiento, ora mediante la compra de sus fraccio- 
nes por los poseedores, ora mediante el pago de las mejoras a ¡os 
poseedores desalojados, ora mediante plazos suficientes para que los 
poseedores se colocaran en nuevos campos. 
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Peru en casi todos los casos, se llegó a rigurosas, aun cuando 
tardías medidas de expulsión de los donatarios artiguistas, expul- 
sión que se precipitó sobre todo en plenas vísperas revolucionarias. 

En algunos casos, los propietarios tuvieron que lidiar con posee- 
dores más o menos solidarios con la administración portuguesa. 
Algunos lo eran por su inclusión sillar en el aparato militar criollo 
y dependiente de los grandes caudillos adheridos a la dominación 
portuguesa; otros eran o donatarios artiguistas de nacionalidad por- 
tuguesa que adquirieron influencia en la administración cisplatina 
c poseedores de reciente poblamiento que ganaban su tranquila ocu- 
pación por pertenecer a las fuerzas conquistadoras. Aquí sólo la exis- 
tencia contrapuesta de una._muy poderosa influencia de los pro- 
pietarios, garantizó la devolución de los campos. Para aquellos 
propietarios del norte del Río Negro, la inclusión de gran número 
de poseedores portugueses o el hecho de que en esos destinos se 
hubieran ubicado los principsles oficiales cisplatinos, fue casi fatal 
para sus intereses (?, 

Un cierto número de propietarios españoles y porteños dejaron 
transcurrir toda la dominación cisplatina sin intentar siquiera la 
reivindicación de sus campos (herederos de Villanueva Pico ($, Milá 
de la Roca '”, Ansuátegui, Correa Morales), o se limitaron quizás a 
rromover la ratificación de sus títulos sin intentar la más penosa 
aventura de reocupar materialmente los campos (Azcuénaga, Larra- 
vide (1%, herederos de Camacho). 

Por último, muchos grandes propietarios encontraron graves 
obstáculos en sus propias rencillas por límites y ganados, En aquellos 
lindes discutidos, ora los donatarios artiguistas y demás intrusos 
mantenían cierta tranquilidad de posesión, ora esa misma circuns- 
tancia los aventaba lejos del pago, al sufrir la furia conjunta de 
ambos propietarios en conflicto. Un carácter particularmente agudo 
tuvieron estas luchas en los actuales límites de Río Negro y Paysan- 
dú, donde Almagro, Núñez Prates, Villademoros, Maldonado, Arce 
y Sayago, Ventura Barrera, herederos de Isidro Barrera y de Manuel 
del Cerro, Pedro González, Luis Saboredo, Herederos de José Tejera, 
Francisco Ayala y otros grandes propietarios, se trenzaron en poli- 
facéticos litigios, cuyo anecdotario, prolijamente inventariado en los 
expedientes, son otros tantos libretos de “western”. 


La “vía-crucis” cisplatina de los donatarios artiguistas 


La situación de los donatarios artiguistas, a su vez, dependió de 
muchas circunstancias. Dentro del cuadro general, jamás desmen- 
tido, de total desconocimiento de la validez de los títulos de pro- 
piedad nacidos de la donación artiguista, la posesión —por precaria 
que fuese— de sus campos, conoció sin embargo una serie que fue 
desde la total tranquilidad a lo largo de toda la dominación cispla- 
tina hasta la muy temprana expulsión de sus modestas suertes. 

Antes de estudiar la suerte corrida por los donatarios artiguistas 
se debe tener en cuenta una circunstancia muy importante. Los 
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donatarios artiguistas, en su inmensa mayoría lo habían sido en el 
marco de una feroz y cruenta revolución social y nacional. Ellos 
sabían y comprendían que la suerte de la propiedad de sus tierras 
estaba vinculada a la defensa de la revolución. De ahí que cuando 
advinieron la agresión portuguesa y los conflictos con el Directorio 
porteño, la inmensa mayoría de los donatarios artiguistas abandonó 
el pacífico trabajo creador para sumarse a las divisiones patriotas.“ 
La espantosa: mortandad de orientales, segados en diarias guerrillas 
y en batallas numerosas y sangrientas, hace fácil suponer cuán 
grande proporción de donatarios artiguistas jamás volvieron a sus 
campos. 

Pero aun muchos de sus sobrevivientes se vieron en amargos 
trances, emigraciones, prisiones, ete., antes de intentar siquiera 
volver a sus pagos. Cuando así lo hicieron, salvo en contados casos(*”, 
les fue impedida la reocupación de sus modestos terrenos por diver- 
sas razones. En algunos casos operó contra sus intereses la presencia” 
de los viejos propietarios que habían madrugado en la reivindicación 
y posesión material de sus antiguas estancias. En otros, su tardía 
reaparición, hizo que no se les tuviera en cuenta en los tempranos 
censos de ocupantes y donatarios artiguistas realizado por las auto- 
ridades portuguesas apenas pacificada la campaña, por lo cual no 
se les comprendió en los llamados “pobladores de buena fe” cuya 
posesión material estaba garantizada hasta el arreglo general de los 
campos (1%, En otros, por último, su deseo se recuperar la posesión 
chocó con iguales intereses de otros desamparados, dejados caer en 
sus campos por el vendaval revolucionario, o por hacendados de 
nacionalidad portuguesa, contra cuya situación nada podían hacer 
los donatarios que volvían tardíamente a sus terrenos. 

Puede estimarse como importante la expulsión irreversible de 
donatarios en aquellos campos que las autoridades portuguesas con- 
sideraron como imprescindibles para el entretenimiento de sus 
ejércitos, ganados y caballadas. Si no se respetaron incluso las pro- 
piedades de grandes hacendados y viejos pobladores, cuyo asenta- 
miento nada tenía que ver con la política agraria artiguista (19, es 
posible calcular qué escasos miramientos se habrá tenido con aque- 
llos donatarios que subsistían en rinconadas codiciadas por las auto- 
ridades, sea para usufructo público, o para el privado, que al fin de 
cuentas, fue el tránsito final que tuvieron la mayoría de ellas "5, 

Para el grueso de los donatarios artiguistas las dificultades 
relacionadas con la documentación de sus terrenos se transformaba 
en un obstáculo mil veces más insalvable que lo que lo había sido 
para los propietarios. Unos habían perdido los documentos exten- 
didos por los comisionados: artiguistas, otros apenas podían contar 
con trámites apenas esbozados e interrumpidos por la propia inva- 
sión portuguesa, otros, en fin, a cuyos campos aún no habían llegado 
los comisionados nombrados por el Reglamento, sólo podían mostrar 
los "permisos de población extendidos por sus jefes militares inme- 
diatos, en condiciones precarias y como simples recaudos destinados 
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a no ser molestados en tanto no les llegase ei turno de ser atendidos 
por las autoridades de tierras correspondientes. 

Sobre todo para éstos funcionó el certificado extendido en los 
¿ños cisplatinos por los comisionados de tierras y jetes militares de 
quienes habían recibido esos primeros y precarios documentos aún 
existentes o perdidos. Fue en el cuadro de esta necesidad testimon:al 
o protectora de la posesión donde se agigantaron los lazos de depen- 
dencia personal entre los donatarios ertiguistas y los jefes capaces 
de extender o negar aquellos certificados o la mera protección: allí 
creció el presiigio de hombres como Rivera, Laguna, Lavalleja, 
Manuel Durán, Hilario Pintos, Juan de León, Baltasar Ojeda, etc. 
Sus testimonios o su voluntad de negar o extender la protección 
devenida de su prestigio y poder, hizo que en la primera oposición 
entre los jefes rurales (en 1822-23) los donatarios artiguistas se 
dividieran de acuerdo a la resolución adopteda por los respectivos 
jefes o de acuerdo a la suerte corrida con sus respectivos terrenos. 

Los poseedores situados en pecr condición eran aquellos que por 
distintas razones estaban poblados en campos de favoritos del régi- 
men o en campos adquiridos por extranjeros comerciantes o hacen- 
dados de gran fortuna. En estos casos, la riqueza o la pertenencia al 
restringido Club del Barón aceitó la máquina judicial obteniendo 
rápidas sentencis y rápidos y crueles desalojos. Por último, no fue 
menos desgraciada la situación de aquellos poseedores aislados en 
grandes latifundios, ora por haber fallecido: o emigrado los hombres 
de su igual condición, ora por haber sido muy escasa y rápidamente 
interrumpida la distribución de los campos sobre los que se hallaban. 
En estos casos, los raleados poseedores que debían enfrentar la 
prepotencia y poder de los antiguos propietarios, neda pudieron 
hacer, más si se tiene en cuenta, que con ellos no obraba la natural 
parsimonia cisplatina que sabía morigerar su crueldad cuendo se 
conmovía peligrosamente a amplias masas de poseedores. 

De todos modos, otras circunstancias permitieron cierta o total 
tranquilidad en la posesión de los donatarios artiguistas. Muchos de 
los antiguos propietarios, ya lo hemos dicho, o no aparecieron jamás 
durante la dominación cisplatina o lo hicieron muy tardíamente. En 
ambos casos, los conflictos prácticamente se postergaron y resolvie- 
ron en el Uruguay independiente. Pero esta circunstancia que 
se dio en los campos de las Huérfanas, de Villanueva Pico, Correa 
Morales, Viana Achucarro, Azcuénaga, Larravide, Camacho, Ansuá- 
tegui, etc., no dio a los poseedores otra cosa que la simple posesión 
material de los terrenos. Cada vez que intentaron ampararse en su 
condición de poseedores para consolidar y sanear l3 propiedad 
mediante su titulación definitiva así fuese por compra, encontró la 
más decidida oposición de las autoridades portuguesas. 

Los poseedores de ciertos campos, cuyos propietarios por lss 
razones expuestas anteriormente, no atinaron a resolver definitiva- 
mente su propiedad, aun cuando vivieron con el Jesús en la boca, 
de todos modos vieron llegar la revolución sin haber sido desaloj3- 
dos de sus campos, por lo cual, los viejos propietarios o sus causa- 
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habientes debieron recomenzar las instancias judiciales bajo los 
gobiernos independientes. Incluso en aquellos campos, en los cuales 
se habían librado sentencias definitivas, algunos de los poseedores 
resignados y en vísperas de expulsiones irreversibles, también se 
encontraron con que la hora revolucionaria volvía sus situaciones 
al punto de partida. 

En fin, una buena parte de los poseedores artiguistas debió 
someterse, como ya dijimos, a las diversas transacciones 'especifi- 
cadas y ejecutadas por las autoridades. Si bien para ellos la Revo- 
lución llegó en cierto modo tarde, sin embargo, el hecho de encon- 
trarse sobre sus campos a título de arrendatarios, por onerosa que 
fuese la renta que debían pagar, siempre fue una ventaja enorme 
sobre los que, por las mismas razones, habían sido expulsados lejos 
de sus campos, Estos casi nada pudieron hacer en la época inde- 
pendiente, y cuando les fue permitido volver a sus campos lo hicieron 
bajo otros amparos y otras influencias. Aquéllos por el contrario, 
estalleda la Revolución, quemaron simbólicamente los lazos de 
arrendamiento y dejaron lisa y llanamente de pagar y de conside- 
rarse obligados ante los viejos propietarios; incluso se les verá inten- 
tar nuevamente la consolidación de sus propiedades y enconarse, 
al mismo tiempo o más tarde, en pleitos reiniciados por los viejos 
propietarios que vieron hundirse con el dominio cisplatino la sagrada 
“autoridad de cosa juzgada” con que se habían mirado felices y 
definitivos reocupantes. 


NOTAS AL CAPITULO I 


(1) Para la historia de todo el perfodo véase, Rosa Alonso, Lucía Sala 
de Touron, Nelson de la Torre y Julio O, Rodríguez, “La Oligarquía Oriental 
en la Cisplatina”, Ediciones Pueblos Unidos, Montevideo, 1970. 


(2) Alonso Peláez Villademoros aducía en 1825 ssr éste el principal 
motivo. En dicho año informaba a Lecor que su expediente se había para- 
lizado y no se había promovido “por la insolvencia total en que me hal'aba, 
tanto yo como la misma testamentaría, como es público y notorio por ser como 
fueron arruinadas y destrozadas las Haciendas, e intereses de Ja expresada 
testamentaría, y mi propia fortuna y intereses totales por las vicisitudes del 
tiempo y opiniones políticas” (EGH, ESE, 1820, n? 18, fojas b3v.). No era 
menos afirmativa doña Lorenza Moro viuda de Bernabé Alcorta, pues se vio 
obligada “en la necesidad de cubrir algunos créditos” a vender su casa de 
Montevideo “y hacer otros sacrificios, que me han reducido á la mayor in- 
digencia y quando yo y mis hijos debiamos contar con una desente subsis- 
tencia, tal vez mo es suficiente mi trabajo personal para el sustento diario, 
teniendo que apelar a la beneficencia y generosidad de algunas personas 
para no perecer” (EGH, ESE, 1822, n° 110, fojas 1 vuelta). José de Arvide, 
recordando su pasado esplendor, decía en 1822: "Mas todo desapareció. La 
anarquía eza fiera devastadora, arrastró qual uracán impetuoso lcs homb-ez, 
y las fortunas. Fui envuelto en esta ruina general, y por el largo espacio d> 
diez años que han corrido desde aquella epoca ominosa solo he podido subsistir 
á expensas dela amistad, y dela beneficencia,” (EGH, EE, 1831, “José Felix 
de Arvide”, fojas 12 a 14). Pero de todas las epopeyas conocidas de los 


` 17 


emigrados españoles confiscados pocas alcancen quizás el subido tono če la 
que Francisco González relataba en su larga solicitud de devolución de cam- 
pos: '“Sobrevino la revolución de estas provincias. E:te suceso —decía— me 
obligó como á muchos á avandonar mis hogares y mis propiedades todas, 
que vinieron á ser presa dela rapiña. Sobre veinte mil, ó más cabezas de 
ganado vacuno; mil del Caballar, chanchos, obejas, instrumentos de labras- 
za, y porción crecida de muebles, que servia ála comodidad y desencia dem: 
numerosa familia, todo, todo desapareció. Yo tube que salir errante, por 
los Montes, con mi esposa, é hijos en una carreta que felizmente pude es- 
capar á la rapasidad de mis perseguidores. Una peregrinación tan larga como 
penosa, y en las que solo pudimos ser sostenidos por la providencia en me- 
dio de Montes y desiertos espantosos nos fue guiando de un asilo en otro, 
hasta que ultimamente Jlegamos a la Villa de Paraná, donde he vivido, y 
vivo retirado casi dela comunicación de los hombres, sumerjido en la mayor 
miseria, y en edad casi octogenaria, cargado de achaques, que no me per- 
miten trabajar en cosa alguna”. (EGH, PG, CP, 1828-29-30, fojas 87 y 87v.) 


(3) Todos estos propietarios enajenaron sus campos a la poderosa casa 
de comerciantes ingleses “Steward-MacColl y Cia” de Buenos Aires, repre- 
sentada en Montevideo, por Diego Noble. Es bueno recordar que estos cto- 
mercíantes ¡ingleses realizaron sus compras prevalidos tanto en el estado pre- 
cario de la propiedad de aquellos españoles como en el turbión revoluciona- 
rio que ya amenazaba la Banda Oriental, donde los propios compradores ju- 
faron un gran papel como financiadores e intermediarios de la cruzada la- 
vallejista, 


(4) Los campos de estos poderosos latifundistas fueron adquiridos por 
una sociedad muy poderosa en los primeros años del Uruguay independiente, 
integrada por Francisco Juanicó, que usó para el caso su valimento en el 
"Club del Barón”, el comerciante y cónsul francés Andrés Cavaillon, concesio- 
nario de la explotación del legendario Rincón de Zamora por contrato con el go- 
bierno cisplatino, Nicolás Guerra, y Juan B. Lizaur, titulado heredero de 
Dargain. La reivindicación de estos campos, tanto en el gobierno cisplatino 
como bajo el gobierno provisorio de Rondeau fue promovida por Francisco 
Juanicó. 


(5) Juan de Almagro, antes de empantanar su reivindicación por la opo- 
sición de los donatarios artiguistas y ocupantes de su campo, debió remon- 
tar la oposición nacida de las autoridades portuguesas a la validez de sus 
títulos. El 15 de setiembre de 1820, el Brigadier Saldaña se dirigía a Lecor 
informando que a su juicio las estancias reivindicadas por Almagro “no co- 
rresponden á tal individuo, sino al Rey; como podrá V.E. informarse lla- 
mando á los Vezinos antiguos de tal territorio; y entre ellos 4 d.n Tomas 
Paredes, quien á estado hecho cargo de ellas como Mayordomo ace mas de 
diez y seis años; antiguamente por Cuenta de la Real Hacienda, y después 
por el Estado dela Provincia; hasta que las Tropas del mando de V.E. to- 
maron aquellos puntos”. Como consecuencia de la información de varios ve- 
cinos se prohibió a Almagro “toda extracción de frutos, ganados, cueros, 
y demas que hubiere existente en aq.os campos” (EGH, ESE, 1820, n? 37, 
fojas 1 y 5). Recién comenzado el año 1821, podría Almagro argüir con 
cierta verosimilitud que sus títulos poseían aquella perfección que exigían 
las autoridades cisplatinas. Pero su éxito no fue ajeno a la poderosa in- 
fluencia que el embajador español en Rio debio extremar ante la corte. 
(A. L. Sehulkin, “Historia de Paysandú, Diccionario Biográfico”, tomo I, 
pág. 39). i 


(6) “En medio de todas mis desgracias —decia el ya citado Francisco 
González —vengo å reputar ahora acaso como la mayor la perdida total 
que he sufrido de todos mis papeles y documentos, que conservaba en el 
mejor orden. Lo peor es, que hasta el archivo de donde podría obtener fácil- 
mente un nuevo testimonio de ella, ha sido saqueado y quemado, y es abso- 
lutamente imposible reparar este mal” (EGH, PG, CP, 1828-29-30, fojas 
STv.). Hombres tan` influyentes como el Comandante de Paysandú, Coronel 
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Joaquín Núñez Prates, vieron seriamente comprometida su suerte por cir- 
cunstancias análogas. En 1814, fugado de la Banda Oriental, había levan- 
tado en Buenos Aires una información supletoria, que presentó igualmente 
en 1822 ante las autoridades cisplatinas: “El saqueo general —decia— que 
he sufrido en mi Casa me obligan a valerme de esta justificación[...] este 
es el unico arbitrio que está á mis alcances; lo demas todo se ha perdido: 
dinero, muebles, ganados, papeles, todo sin ecepción ha sido destruido y des- 
bastado; apenas ha quedado en Salvo mi persona; tengo que empezar a tra- 
bajar de nuevo, y hasta los titulos y documentos de la Estancia quiere la 
desgracia que los haya de buscar también de nuevo”. (EGH, EE, 1833 “Su- 
cesión de Joaquín Núñez Prates", fojas 51 y 52.) La inexistencia de los 
originales le fue fatal cuendo surgió la oposición de su colindante Juan de 
Almagro, pues los años cisplatinos pasaron sin que Prates lograse su pre- 
ciado objetivo de perfeccionar sus títulos. José de Arvide, por su parte, 
explicaba la pérdida de sus títulos diciendo que en 1812 “quando el Caudillo 
Artigas se retiraba al Salto Chico, obligó á los pacíficos habitantes de esta 
Campaña, que abandonando todas sus propiedades, se agregasen al grupo de 
gente que llevaba consigo; entre estos desgrasiados, le cupo la suerte al 
mayordomo de mi Estancia, y sepuso en camino con toda la peonada, aban- 
donando todos mis intereses, menos los papeles y algunas cosas de mas im- 
portancia; pero el mismo:día de su salida le avanzaron los que llamaban 
de la División de Otorgués, y le saquearon hasta el extremo de dejarlo des- 
nudo. En este despojo llevaron la excritura de compra de mi Estancía del 
Carumbé” (EGH, EE, 1831, “José Félix de Arvide”, fojas 1 vuelta). Todos 
estos propietarios, al igual que Alonso Peláez Viilademoros, Juan Bautista 
Dargain, Pedro Manuel García, Miguel de Azcuenaga, €tc., debieron realizar 
extensos indagamientos antes de lograr la aceptación de sus propiedades. 


(7) La principal oposición que encontró Francisco Juanicó para la 
entera ocupación de su campo, luego de haber vencido las vallas de rutina, 
se hallaba en el asentamiento de tres oficiales portugueses de reciente adve- 
nimiento. Dos de los donatarios artiguistas de las Huérfanas, Vasco Antúnez 
y Pedro Cepeda, habían jugado un papel considerable en el proceso de 
“pacificación” de sus distritos. Portugueses ambos, ocuparon cargos impor- 
tantes en el departamento y puede descontarse el interés que habrán jugado 
para que la reivindicación del Colegio religioso porteño no prosperase. Más 
o menos similar es la suerte corrida por otros propietarios como José Félix 
de Arvide, que no pudo sobreponerse a la mucho más poderosa influencia del 
donatario artiguista de nacionalidad portuguesa, Ramón Santiago Rodríguez. 
Ej propio Alonso Peláez Villademoros, que habría de triunfar muchos años 
después contra su contradictor Núñez Prates, nada intentó en la época cispla- 
tina para reivindicar su campo de Capilla Vieja y Ñacurutú, limitándose a 
reivindicar el de su finado hermano Carlos, situado en el Queguay y Corrales. 
Pero de todos los propietarios, quizás hayan sido los Martínez de Haedo, 
quienes se hallaron en peor situación. Dejemos a Saint-Hilaire que fue minu- 
cioso relator y confesor ocasional de sus cuitas quien nos lo explique: Ha- 
llándose el sabio francés recorriendo la Banda Oriental, llegó a fines de 
diciembre de 1820 hasta la propia estancia de los Haedo, entre quienes se 
halló portador de una carta del general Saldaña. “Los señores Haedo —Aecía 
Saint Hilaire— han abandonado sus propiedades durante la guerra y no hace 
más que cuatro meses que han vuelto. No me he asombrado, por tanto, de 
encontrar esta casa tan mal amueblada; pero cuando he sabido que los pro- 
pietarios permanecieron aquí durante la guerra, me he sorprendido, lo con- 
fieso, de no ver mas que una mala choza construida de tierra y sin tejado. 
Por otra parte, he sido perfectamente bien recibido y encontré a las señoras 
modales excelentes. Es a los señores Haedo a quienes pertenece el Rincón de 
las Gallinas; poseían antes de la guerra, cuarenta mil cabezas de ganado y, 
en el momento de comenzar los disturbios, rechazaron 120 mil pesos por 
estos campos. Desde que la provincia se ha pacificado han solicitado al general 
Lecor reconocer su derecho de propiedad y éste lo ha prestado sin ninguna 
dificultad. Creyeron, luego de esto, que podrían restablecer la estancia que 
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posefan-en el Rincón y-en consecuencia han cómprado -esclavos y hecho los 
gastos preliminares que les han parecido necesarios. Iban a ponerse en pose- 
sión de su estancia cuando el general les significó que el Rincón, ofrecía una 
posición militar muy ventajosa para el ejército, por lo que debía quedar como 
propiedad real. Los Señores Haedo han entonces partido para Monteyideo a 
fin de hacer valer sus derechos que el propio general les había reconocido 
precedentemente por escrito. Le ofrecieron al general venderle el Rincón, pero 
él constantemente se ha rehusado a admitirlos en su presencia y se ha con- 
tentado de hacerles proponer, por un tercero; una renta perpetua de tres mil 
pesos. Los señores Haedo han rechazado esta oferta, no solamente-porque la 
suma está muy por debajo del valor de la cosa, sino también porque nada 
les garantizaba el pago. El dinero contante podría solamente satisfacerlos, 
pero, como los portugueses sólo están aquí precariamente es claro que no 
guieran dar dinero por un terreno que evacuarán puede ser que dentro de 
muy poto tiempo.” Auguste de Saint-Hilaire, Voyage á Rio Grande do Sul 
(Brésil), Orléans, 1887. 


(8) Son particularmente expresivos los hechos puramente jurídicos que 
en estos días padecían los títulos del finado Villanueva Pico. Su hija había 
legado los campos al presbítero de la parroquia de San Adrián (Navarra) 
Antonio Garris. Este a su vez había nombrado apoderado a un comerciante 
gaditano, Alejo Sagastuy, quien a su vez hizo otro tanto con Félix Alzaga. El 
14 de marzo de 1818, en Buenos Aires, Alzaga nombra apoderado a Manuel 
José Saiz de Cavia. El 13 de marzo de 1820, el propio Alzaga reclama al ex 
administrador de los Villanueva Pico, Joaquín de Chopitea, todos los docu- 
mentos y cuentas de la administración. El 31 de octubre del mismo año, Alza- 
ga, nombra apoderado a Francisco Juanicó. En toda esta historia nada se dice 
de la reivindicación del campo ante las autoridades cisplatinas, y será el 16 
de marzo de 1825, el momento en que aparece el Fiscal de Crimen cisplatino, 
José de Ellauri, como apoderado del “ausente Doctor Don Antonio Garris" 
reclamando taxativamente la propiedad discutida por intrusos. Es este mismo 
pedimento de Ellauri se menciona a don Roque Haedo como arrendatario de 

b.aquellos campos. Haedo había sido antiguamente administrador de los campos, 
de tal suerte, que en 1815 se conocía la estancia de los dos Solises como 
“estancia de los Haedo”. Es casi seguro que Roque de Haedo, luego de su 
castigada participación en la proclama restauradora de 1819, y merced a los 
buenos oficios de Francisco Juanicó, haya logrado por medios que nos son 
desconocidos, el reconocimiento de su carácter de administrador de propie- 
tario ausente. Por lo menos con ese carácter se da curso favorable en agosto 
de 1821 a una solicitud suya por la cual reclamaba el cumplimiento en sus 
campos de la orden que prohibía la correría de la “Yeguada'' por los ocu- 
pantes. EGH, EE, N? 5, 1827. 


: (9) De José Ramón Milá de la Roca nada hemos logrado averiguar en 
la époce cisplatina. Apenas si en 1817 se le ve en Montevideo “en tránsito” 
a Buenos Aires, según sus propias palabras enunciadas con motivo de re- 
nunciar al cargo de cabildante con que había sido favorecido sin ser consul- 
tado. De acuerdo a los expedientes sobre tierras cursados en esos años y 
corroborado por el propio diario de Auguste de Saint-Hilaire, sabemos que 
en sus campos se asentaron varios hacendados portugueses integrantes del 
ejército sin mencionar que en lo mejor del rincón se hallaba el Campamento 
de San José, destacamento militar encargado de la vigilancia al norte del 
Queguay. Como veremos más adelante, aún permanecían en sus campos una 
buena parte de los donatarios artiguistas. 


(10) Tanto Miguel] de Azcuénaga, como Manuel Larravide, hicieron 
reconocer e inscribir sus títulos en el Libro de Tomas de Razón, precario 
ndice catastral llevado al efecto por las autoridades cisplatinas. 


(11) Lorenzo Ruiz Días, donatario de las Huérfanas, "benemérito mi- 
litar” “falleció prisionero del ejército Portugués, cuando éste invadió el 
territorio de la República en 819”. Tal reza un testimonio de 1834 (EGH, EE, 
“Calera de las Huérfanas”, 2.a Pieza, fojas 5). Por su parte, el mismo Ma- 
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nuel Llupes recordaría en 1821 que se posesionó del campo en 1816 y lo 
ccupó hasta 1818 momento en el cual “otras atenciones llamaron la mia" 
dice elusivamente recordando su incorporación a la movilización general con- 
tra la invasión portuguesa. (EGH, EE, 1821, N? 15, fojas 4). Los hermanos 
Andrés, José y Nicolás Zermeño, donatarios en los campos de la casa Viana 
. Achucarro (Florida) dirían en 1831 que se habían mantenido en el campo 
“asta q.e los portugueses inbadieron la provincia y le fue por las circunstan- 
cias indispensable correr a las harmas en defenza de su amada patria, donde 
con cortas finterrupciones å estado sirviendo asta haora” (EGH, ESE, 1831, 
N? 259, fojas 2). Testimonios similares aduce el Capitán Francisco López, 
donatario en los campos de Villanueva Pico, quien luego de recordar el saqueo 
de sus ganados por las tropas portuguesas afirma haberle sido “indispensable 
abandonar mi nueva población” (EGH, EE, 1821, NỌ 5, fojas 78 vuelta). 


(12) Faustino Tejera, conocido oficial artiguista, solicitaba permiso 
para reocupar su campo en una fecha tan tardía como 1824, época en la cual 
recordaba haber abandonado su estancia “porlos efectos dela Guerra Ante- 
rior” (EGH, ESE, 1861, N? 27, fojas 4). Mateo Benitez, donatario cn campos 
reivindicados por Maldonado y por Arce y Sayago, obtuvo tempranamente el 
permiso para volver a su suerte, El 28 de noviembre de 1820, Joaquín Núñez 
Prates, en su calidad de Comandante del Departamento, se decía autorizado 
por una circular de Lecor para permitir a Mateo Benítez volver "con su fami- 
lia a Su antigua Posecion en las Puntas de D.n Esteban”. (EGH, ESE, 1821, 
N? 28, hoja suelta). 


(13) El 4 de diciembre de 1821, el juez territorial del distrito del Cor- 
dobés, Manuel Lago, recordaba que l donatario artiguista Lorenzo Velazco 
había abandonado su “Pobladión” “por los acontecimientos dela guerra' y 
que se hallaba embarazado para cumplir la orden superior de restituirle en 
su campo porque “no haviendose repoblado hasta aqui no sele tubo presente 
enla noticia q.e el Juez Ordin.o del Departam.to pasó ala Superioridad de 
V.E. de las familias q.e se allavan establecidas en campos de agena propiedad”. 
Pese a los reiterados pedidos de Velazco, en definitiva las autoridades n- 
permitieron su repoblamiento en la estancia de Manuel Rollano. (EGH, ESE, 
1821, N? 35, fojas 8 y ss.). Conocemos bastantes padrones de los citados aquí 
por el juez territorial Manuel Lago, y dado que en ellos faltan una gran 
cantidad de donatarios, cuya calidad de tal se halla probada en otras fuentes, 
es posible calibrar como muy significativa la resonancia que debió tener tal 
interpretación de los decretos de “amparo a los pobladores de buena fe”. 


(14) Auguste Saint-Hilaire trae variados ejemplos de estancieros expul- 
sados de sus campos con el argumento de su uso público. En Santa Teresa 
(Rocha), adscrita a la Capitanía de Río Grande luego de la alteración de 
límites cocinada entre Locor y el Cabildo sumiso, fue expulsado su propie- 
tario por el Conde Figueira, quien lo ocupó por no parecerle suficientes los 
títulos destinándolo “para los caballos y ganados que pertenecen al rey””(Saint- 
Hilaire “Ob. cit.”, pág. 145). Angel Núñez supo a su vez como pagaba el 
diablo, pues habiendo sido un dócil instrumento de los portugueses, recibió 
como premio la pérdida de sus campos de San Miguel, por el especioso motivo 
de la fundación de un pueblo. (Ob. cit. pág. 138). Hemos citado ya la suerte 
corrida por los Martínez de Haedo y su rica rinconada de las Gallinas. Pero 
fue sobre todo al norte del Queguay donde las tropas portuguesas ocuparon 
varias rinconadas situadas sobre el Uruguay, en lugares donde estaban las 
estancias de Milá de la Roca, Ansuátegui, Dargain, Barrera (est. de] Corra- 
lito), Francisco González, ete. Con el tiempo, sobre todo en estas últimas, el 
gobierno cisplatino autorizó el asentamiento de oficiales adictos, que apro- 
vecharon el Bando del 7 de noviembre de 1821, para iniciar y consolidar sus 
recientes apropiaciones. En estos terrenos, la expulsión de los hipotéticos do- 
natarios artiguistas que aún hubiese sobrevivido a las terribles contingencias 
de la guerra y de la emigración debe haber sido sumaría e indocumentada. 


(15) Los donatarios artiguistas de los Rincones del Rosario y de Pan 
de Azúcar fueron expulsados los unos en 1818 y los otros en 1821, con el 
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argumento de ser aquellos rincones propiedad de la Corona y necesarios para 
el mantenimiento de las caballadas y ganados del Rey. En 1822, el Rincón 
del Rosario fue donado graciosamente al Asesor General de la Provincia, Nico- 
lás de Herrera, que lo vendió a Juan Jackson en 1825 para evitar la consi- 
guiente restitución a sus legítimos propietarios los donatarios artiguistas. La 
Embajada inglesa y la tradicional obsecuencia de los gobiernos criollos conso- 
lidaría a la postre el fraude en favor del rico comerciante y hacendado inglés. 
Tomás Francisco Guerra uno de los seis donatarios del Rincón del Rosario 
informaría en 1826 que había mantenido la posesión de su campo "hta el 
año 18, en que se posesionó de ella la plaga cuyo esterminio ocupa aun hta 
hoy nras. mas inmediatas atenciones, En este año fue quando tratandome los 
portugueses como á su verdad.o enemigo, decidido por la causa del país, me 
quitaron alli mi sudor, y trabajo personal desterrandome fuera de el. Las 
Diviciones de Colonia muy en breve esterminaron los Ganados y posterior- 
mente á solicitud de D.n Nicolas Herrera (elevada al Monarca) bien hallado 
con que es mejor la razon del q.e posce aunque sea furtivamente, se hizo 
poseedor del hogar, y utiles que alli existían, como si su Rey pudiese donarle 
lo que era ageno”. (EGH, EE, 1826, N° 48, fojas 2). Apenas pacificada la 
campaña, en noviembre de 1820, las autoridades ordenaron a Juan Paulino 
Pimienta “el desalojo de los terrenos de Pan de Azucar q.e ultimamente 
repartió el Ministro de ésta Ciudad, y de alguno otro vecino, que se halle 
cituado en paraje del rincón, que impida la seguridad de las haciendas de 
S.M. que ban a introducirse en aquella Estancia, sin comprenderse en este 
caso los antiguos propietarios” (AGN, Caja 543, Carpeta 4, 24 de noviembre 
de 1820). 
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CAPITULO |f 


LA PACIFICACION: RESPETO PRECARIO A LOS 
"POSEEDORES DE BUENA FE” 


Las limitaciones de la restauración 


Cuando la campaña quedó totalmente “pacificada” las autorida- 
des portuguesas se enfrentaron por primera vez con el problema 
urgente de la propiedad de la tierra. Bien o mal, protocolizado o 
simplemente convencionado, un tratado se había establecido entre 
Lecor y-Rivera, entre Lecor y cada uno de los destacamentos patrio- 
tas que fueron desgranando su rendición desde fines de 1819. 

Sin embargo no era del todo novedoso el problema de principio 
en sí, El turbión revolucionario no había alterado solamente la 
propiedad rural. Hemos mencionado ya que la política confiscatoria 
de la revolución, aún cuando en forma mucho menos radical, y sobre 
todo mucho menos ordenada, había sembrado la confusión en el 
ámbito de la propiedad territorial urbana y de la propiedad en mer- 
caderías y dinero, Apenas el invasor se encontró dueño de la ciuda- 
dela de Montevideo se heslló entre dos fuegos cruzados: la vieja 
contrarrevolución española clamaba no sólo por la devolución de sus 
bienes sino también por el castigo a aquella burguesía girondina que 
había aprovechado la ruina de sus intereses; pero el sector criollo 
de la burguesía montevideana había sido el mejor aliado del invasor; 
sin su obsecuencia, muy difícil hubiera sido al portugués el dominio 
pacífico de la orgullosa ciudad. De ahí que el dilema planteado a las 
autoridades portuguesas no era sencillo de cortar. Los españoles, si 
bien no eran tan ingenuos para creerlo, reclamaban que los portu- 
gueses se comportasen como representantes de la corona española; 
los criollos exigían que Lecor respetase los términos de su traición 
y cumpliesen meramente el papel de gendarme contra el tono radical 
de la revolución artiguista. 

Lecor eludió un enfrentamiento personal con los bandos en 
pugna y trasladó la resolución de los conflictos a la corte, El 28 de 
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febrero de 1817, a poco más de un mes de la ocupación de Monte- 
video, Lecor elevó una consulta al Rey, solicitando instrucciones 
con respecto a los conflictos por propiedades confiscadas. 

Dos meses después, instruido además con los informes con que 
Lecor seguramente habría acompañado e iluminado la consulta, el 
Rey emitió una Real Cédula el 26 de abril de 1817: 


“Ilmo. y Exmo. Sr.— Haviendo hecho pres.te al Rey Ntro. Señor el 
oficio de V.E. con data de 28 de febrero ultimo en que V.E. trata del 
asunto de las propiedades, que estavan sequestradas pr. el Govno. rebo- 
lucionario quando V.E. entró en esta plaza de Montevideo. El mismo 
Señor me ha servido determinar, q.e V.E. permita a los Propietarios 
Españoles q.e ahí se hallen, y que de aquí en adelante se recogieran 
el usufructo de sus bienes, con el permiso de S.M. pero nunca a sus pro- 
curadores, deviendo con todo quedar subsistiendo el sequestro hasta 
ulteriores órdenes de S.M: lo que V. deverá participar al Goyernador 
de la Plaza para su Govierno— Dios guarde a V.B. 


Palacio de Rio Janeiro a 26 de avril de 1817”. 


En primer término es necesario señalar que la Real Cédula no 
distingue entre propiedades urbanas y rurales, por lo cual es posible 
que ya entonces, las autoridades portuguesas creyesen que su validez 
era fácilmente generalizable a los futuros problemas planteables 
apenas se dominase la campaña. Conviene además descoyuntar la 
formulación unida de la norma porque ella será durante largo tiem- 
po, la “lex maxima” que habrá de guiar a las autoridades: 


1) Los propietarios españoles que al 26 de abril se hallaban 
en Montevideo y los que se fuesen agregando en el futuro 
tendrán derecho al usufructo de sus bienes. 

2) El usufructo de los bienes no determina la devolución de 
la propiedad, ésta continúa secuestrada hasta ulteriores ór- 
denes del Rey. 

3) Los propietarios para reivindicar el usufructo de sus bienes 
debían venir a la Banda Oriental a reclamar personalmente 
el derecho, derecho que no era extensible a sus apoderados 
de ninguna clase que fueren. 


Cuando Lecor realizó hasta culminar su política de contempori- 
zación con las fuerzas criollas, a través de las transacciones con los 
destacamentos departamentales y con Rivera, garantizó a todos el 
respeto a sus propiedades y aceptó como incuestionable que no se 
innovaría con las propiedades en el estado en que se hallasen. Parz 
esta tarea, Lecor fue sin duda ayudado por una Real Cédula como 
la del 26 de abril de 1817, que sin duda permitía una extensa flexi- 
bilidad en el uso y aplicación de sus instrucciones. 

Muchos de los modos de aplicación, instrucciones a las autori- 
dades departamentales, resoluciones, etc., han llegado hasta nosotros; 
otros en cambio, apenas si pueden inferirse o sugerirse. No conoce- 
mos, por ejemplo, las instrucciones distribuidas a las noveles autori- 
dades departamentales, comandantes, alcaldes ordinarios, jueces 
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territoriales, etc., apenas se hicieron cargo de sus funciones, pero 
suponemos que atendían al cumplimiento de la Real Cédula de 1817, 
y al consabido acuerdo realizado con las fuerzas criollas en los días 
de la rendición. De acuerdo a una documentación fragmentaria estos 
primeros acontecimientos habrían transcurrido del siguiente modo. 

El gobierno de la provincia habría encargado a las autoridades 
de la campaña que fueran convocados todos los intrusos en campos 
de emigrados, convocados que fuesen debía serles informado que 
estaba prohibida la matanza en dichos campos hasta que se presen- 
tesen los legítimos dueños, momento en el cual y en cada caso, el 
gobierno resolvería lo que tuviere a bien de acuerdo a las normas 
que ya poseía y a las que solicitaría a la corte. 

De ello habla el coronel Joaquín Núñez Prates en una fecha 
tan temprana como el 16 de abril de 1820. Nombrado comandante 
de Paysandú, Núñez Prates comunicaba que su llegada l pueblo 
había sido recibida “con la mayor alegría de todos los habitantes 
dando muestras que Creísn que yo era un Angel de La guardia”, y 
luego de describir el “Estado tan deplorable de Pobreza” en que 
había hallado el territorio de su mando, informaba respecto a sus 
instrucciones; 

“empezaré esta semana haser que todos los abitantes intrusos con 


licencia de Artigas, que son los mas que existen seme pres=nten, y daré 
principio a dar mis disposiciones areglado a la instrucción”*(1), 


En otro oficio de Núñez Prates al Gobernador Intendente, queda 
claro, parte por lo menos de esas ¡ustrucciones de las que dice ha- 
cerse eco: 

“respecto a los que están poseyendo la Campaña -—agregaba— deste 
dePartam.to son intrusos por horden de Artigas, tube ablen mandar que 


se sospendiese toda matanza, asta que se prezenten sus legitimos 
Dueños” (2), 


El aparato normativo con que contaba Lecor era suficientemente 
escaso y laxo como para permitirle —eso esperaría— moverse con 
holgura entre las presiones de las clases en conflicto. Al exigir que 
sólo se corriesen las solicitudes de devolución de propiedades cur- 
sadas personalmente por los propietarios, al exigir la perfección 
documental a las propiedades reivindicadas, y al permitir el solo 
usufructo de las mismas con permanencia del carácter precario del 
secuestro de los bienes, las autoridades cisplatinas se hallaban en 
una relativamente cómoda situación. En esa especial coyuntura 
pudieron insertarse sin alarmante contradicción los términos de la 
transacción con las fuerzas criollas. La ausencia de los propietarios 
en buena parte de los campos en conflicto, postergaba “sine die” la 
violencia de expulsar a grandes masas de donztarios y ocupantes; la 
exigencia de la perfección de los títulos ayudaba a arrastrar moro- 
samente los expedientes hallando entre tento acuerdos pacíficos 
entre propietarios y ocupantes; por último, la simple devolución del 
usufructo de los bienes no era necesariamente excluyente del man- 
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, 

tenimiento de los intrusos en los campos devueltos, sobre todo si se 
atendía al hecho de que los campos habían sido vaciados por la 
guerra y por la emigración y que otros habían sido apenas rozados 
por los repartos. Fácil era pues conciliar la Real Cédula de 1817 con 
el convenio tácito de no innovar en la posesión de los donatarios 
artiguistas, fácil retribuir la adhesión de los propietarios contrarre- 
volucionarios sin menoscabo de la promesa arrancada por las masas 
revolucionarias resignadas al dominio cisplatino. Por lo' menos, pa- 
recía fácil. 

Pero la unanimidad de los propietarios entendía las cosas de 
otro modo. Españoles, porteños, e incluso los hacendados criollos que 
fueron confiscados apenas se pasaron al bando portugués, creían que 
la pacificación de la campaña era el inmediato preludio de la restau- 
ración, En sus escritos estos propietarios no ocultan su confianza en 
la sencillez con que habrían de funcioner las cosas. ¿Acaso el gobier- 
no portugués no había intervenido para liquidar la anarquía? José 
de Arvide por lo menos lo creía con total ingenuidad: 


“hallándose esta campaña pacificada por las armas de Su Magestad 
Fidelísima, respetada la seguridad individual, como las propiedades, he 
regresado á este destino, á los ocho años de emigración, con el fin de 
posesionarme dela referida Estancia” (3), 


Sobre todo se apresuraron a hacerlo aquellos propietarios que 
más habían colaborado en el afianzamiento de la autoridad portu- 
guesa, combatiendo incluso con las armas en la meno, o de aquellos 
otros que dando fe a la Real Cédula de 1817, se encerraron en la 
Plaza, creyendo garantizada: la inmediata devolución de las propie- 
dades apenas se tranquilizase la campaña. 


Lecor entre dos fuegos 


Contra lo que hubiese sido previsible, los frenos “funcionales” 
con los que Lecor habría creído devaluar el impacto restaurador 
eran rápidamente obviados. Los propietarios volvían de la emigra- 
ción con una gran celeridad. Como los hongos después de la lluvia, 
acudían del Brasil, de Buenos Aires y otras provincizs. Aquellos que 
por razones de su cargo en el extranjero no acudían personalmente 
a la reivindicación, se apresuraban a hacerlo ¿penas las autoridades 
cisplatinas oponían la valla legal inserta en la Real Cédula de 
1817 41, 

Por otra parte, la palpitante vida que transcurría en cada 
conflicto concreto entre propietarios y donatarios artiguistas creaba 
a cada paso incidentes no previstos, o sencillamente ocurría que las 
autoridades de campaña, criollas en su totalidad y devotas de la 
“transacción” entre Lecor y las fuerzas rurales, interpretasen las 
instrucciones al modo como parecian y deseaban entenderlo los 
paisanos de cada pago. 

Ordenes de devolución de propiedades comenzaron a desleirse 
sobre el campo mismo, Los jueces territoriales de algunos distritos 

y 
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comenzaron a impedir la posesión de los propietarios emigrados fun- 
dándose justamente en instrucciones de gobierno (*. Sobre todo el 
sector de propietarios que había acompañado la invasión portuguesa 
desde sus inicios se encontró perplejo y acudió a las autoridades 
reclamando por el incumplimiento de los términos de la alianza. 

La grita de este amplio sector, entre los que se hallaban figuras 
tan importantes como los Albín (Francisco, y sus hijos Martín, 
Bernabé, etc.), Antonio Villalba, e incluso (por lo que se verá des- 
pués) hombres principales del régimen como Juan José Durán, 
Julián de Gregorio Espinos2, etc., obligó a las autoridades a un 
nuevo “tour de force”. El 28 de julio de 1820, la gran resistencia que 
la devolución de propiedades encontraba en la campaña, hizo que 
las autoridades cisplatinas emitieran una circuler restrictiva de las 
primitivas instrucciones de amparo a los pobladores de buena fe. 

El 10 de junio de 1820 (®, el gobierno habría circulado una orden 
a lis autoridades de la campaña, en la que se recogían en forma 
escrita las conocidas cláusulas de la transacción con Rivera, por la 
cual, la devolución de las propiedades a sus antiguos amos debía 
rezlizarse sin inquietar a los pobladores que en ella se encontrasen 
en el momento de la pacificación general de la campaña. En estas 
condiciones, la ya renuente actividad de las autoridades menores de 
la campsña con respecto a la devolución de propiedades, parece 
haberse transformado en soberbio rechazo de todo procedimiento de 
amparo a los propietarios. Justamente en la circular del 28 de julio, 
el gobierno, atendidos los reclamos del grupo de propietarios más 
afecto al régimen, lenzó una novedosa interpretación de aquella 
circular que era a su vez, restrictiva de las cláusulas de la transacción 
con los jefes rurales criollos, De acuerdo con un texto indirecto, el 
gobierno ordenó “no ser comprendidos en ella —es decir en la orden 
del 10 de junio— los Vecinos Hacendados aue se refugiaron ála Plaza 
con motibo dela entrada en este territorio de las Tropas de S.M.F. 
deviendo ser estos amparados en la poses.on de sus propiedades”. 

Apenas lograda la “pacificación” de la campaña, los grandes 
propietarios, vuelta el alma al cuerpo, habían comenzado a promover 
los juicios de reivindicación de sus campos”. El gobierno había 
aceptado rápidamente a los primeros propietarios creando la inquie- 
tud entre los donatarios artiguistas y demás intrusos, El 10 de junio, 
oficiando a las autoridades departamentales el amparo a los pobla- 
dores de buena fe, el gobierno creía poder postergar las conflictos 
hasta que la Corte evacuase la consulta que al efecto le había eleva- 
do. Pocas semanas habían trenscurrido, cuando. para dar satisfacción 
al sector criollo cisplatino, el gobierno restringía a su vez el amparo. 
Antes de finalizar el primer semestre de su dominio pacífico sobre 
la campaña, ésta se encontraba nuevamente convulsionada por la 
codicia restauradora de los grandes latifundistas. 

El gobierno portugués se encontraba ante una difícil alterna- 
tiva: o proteger secamente la propiedad de los viejos latifundistas, 
conmoviendo el precario acuerdo realizado con las fuerzas patriotas 
aún no desarmadas ni desorganizadas, o por el contrario respetar la 
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trabajosa pacificación convalidando la revolución social que había 
jurado aniquilar, convirtiéndose así en “jacobino a pesar suyo”, y 
enajenándose la voluntszd y el poder de la rica clase comerciante y 
ganadera criollo-española. 

La circular lanzada el 26 de julio, por la cual el amparo a los 
pobladores de buene fe no alcanzaba a lesionar a los propietarios 
refugiados en la Plaza luego de la invasión portuguesa, provocó un 
vuelco en la aplicación de la política de pacificación. Con olvido de 
todas las precauciones, las autoridades dependientes del gobierno or- 
denaron la devolución de las propiedades con la expulsión de los 
intrusos que contarían apenas con un “tiempo racional al efecto” (3, 
Sobre las resonantes consecuencias de este viraje, sobre la avalancha 
de reclamos, resistencias y amenazas con que se vio rodeado el 
gobierno provincial, habla mejor que nadie el golpe de timón de! 26 
de agosto de 1820. El gobierno estaba desorientado, y si debemos 
creer entrelíneas en el texto de laz circular de esta fecha, además 
estaba asustado. 


“Sin embargo delas repetidas ordenes que he mandado circular para 
que no se incomode á las familias que se hallan pobladas en terrenos 
de antiguos propietarios —decía la circular— se me han dirigido varias 
representaciones implorando el auxilio y protección de este Superior 
Gobierno contra el desalojo de que se ven amenazados, y deseando dar 
á todos los havitantes pacíficos y laboriosos nuevos testimonios delas 
intenciones benéficas y principios moderados q.e dirigen la conducta de 
esta Superioridad quando se trata de amparar a los pobres y desvalidos: 

He venido en ordenar y mandar por punto general y para evitar 
vejaciones y recursos que å todas las familias y vecinos que se hailaren 
con publación en qunalesquiera terrenos sin excepción alguna ant€s del 
mes de Enero corriente en que se realizó la pacificación general seles 
ampare en su posecion y poblacion indistintam.te y no se permita que 
los incomoden los antiguos propietaurios con ningún pretexto anulando 
como anulo todas las órdenes, decretos y providencias que se han expe- 
dido en contrario. Todo sin perjuicio delas resoluciones de S.M. el Rey 
N.S. á las consultas que se han elevado sobre el particular, y p.a q.e 
esta disposición tenga todo su efecto s2 sirculará á todos los cavildos 
justicias y Comandan.tes militares de la provincia, de cuio honor y selo 
por los intereses del país y de sus havitantes expero el más exacto 
cumplimiento”. (Subrayado en el original) (9. 


La solución encontrada por el gobierno cisplatino estaba dirigida 
a postergar toda medida que contribuyese a hacer aún más inestable 
su dominación política. En este sentido operaba ya la Real Cédula 
de 1817 y la “acordada” del 26 de «agosto no hacía otra cosa que 
agregar nuevos eslabones contemporizadores a los nacidos con el 
“arreglo de Tres Arboles”. Como norma general tenía lugar enton- 
ces, que habiendo titulos saneados por los medios conocidos del de- 
recho, se aceptase el reconocimiento jurídico de la propiedad. En es- 
ta forma el gobierno cisplano evitaba desde el principio, enfrentarse 
a los grandes propietarios, dado qur desde el punto de vista norma- 
tivo y judicial no se oponía valla alguna al reconocimiento buscado. 
Pero, sabiamente —así lo creían—, las autoridades evitaban resolver 
por su cuenta la devolución material de los campos repartidos o sim- 
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plemente ocupados. Tarea era ésta que se trasladaba hábilmente a los 
propietarios mismos. Estos podían usar de todos los medios para 
arreglarse o transar con los donatarios que aún se hallasen en sus 
campos. 

Claro, “todos los medios”, no. Aquí se hallaba la otra cara de 
la moneda, Los portugueses no podían enajenarse en bloque a las 
masís de pequeños y medianos poseedores de origen artiguista. 
Estos, no eran hombres innominados; eran, por el contrario, los 
actores y herederos de una guerra revolucionaria que había conmo- 
vido al mundo; en su inmensa mayoría estaban insertedos en los 
cuerpos de milicias criollas con sus jefes al frente. Y todos ellos se 
creían amparados por las transacciones y proclamas de Lecor, que 
si habían servido para desfibrar una revolución, hoy podían trans- 
formarse en la bandera de lucha para iniciar otra 0”, 

De ahí que Lecor, con la asesoría de sus allegados criollos 
-creyera necesario contemplarlos de hecho en el uso de los campos 
otorgados por la revolución. Los propietarios continuarían recibiendo 
la propiedad, pero la ocupación de la misma no podía ni debía 
significar el incomodar a los llamados “poseedores de buena fe” que 
en el lenguaje jurídico de la época coincidía casi exactamente con 
los poseedores de origen artiguista, se hallaran o no documentados. 

Sobre esta interpretación fueron aún más claras, las circulares 
que el propio Lecor y el Gobernador Intendente enviaron a los 
cabildos y demás autoridades de campaña, puesto que en ellas se 
insistía que el Gobierno hiciese 


“entender atodas las autoridades subalternas q.e «1 amparo de posesion 
que se libra afabor delos antíguos propietarios, cuyos titulos hayan sido 
aprovados p.r esta superioridad, solo comprende los campos q.e se ha- 
Man desocupados, y de ningun modo aquella parte que estubiese poblada 
de antemano p.r otras familias pues estas deven susistir y ser amparadas 
y protexidas en sus poblaciones hasta la resolucion del Rey N.S. a las 
consultas q.e sobre el particular se han elevado asu Real concidera- 
ción” (1D), ' 


Apenas conocida la nueva política, los donatarios artiguistas se 
apresuraron a acogerse a la misma, haciendo que los magistrados y 
las autoridades departamentales paralizasen la acción de expulsión 
de los intrusos (12. 

Fue sobre todo inflexible en la aplicación de esta política, el 
Asesor General Nicolás de Herrera. Sus opiniones, infaltables en 
todos los expedientes y cualesquiera trámites consiguientes a los 
litigios sobre tierras, eran suficientes para detener todos los expe- 
dientes ejecutivos de expulsión. Como la sombra al cuerpo siguen 
a sus opiniones los escuetos “conforme” del general Levor. Cuando 
el 20 de diciembre de 1820, Manuel Rollano obtiene un auto por el 
cual se le devolvía sus campos del Cordobés, se le concedió la 
posesión “sin perjuicio de la protección acordada a las familias 
pobladas de buena fe” (13), Pocos días después se devuelve a Cele- 
donia Wich, viuda de Cristóbz1 Salvañach, la propiedad situada 
entre los arroyos Tacuarembó y Batoví, también “con la calidad de 
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que las familias pobladas de buena fe no serían inquietades” 9, Juan 
Francisco Blanco reclama al comenzar 1821, los dos rincones de los 
arroyos Averías Grande y Chico y del arroyo Flores y Río Negro, y 
luego de ¿lgunas instancias se le devuelve los campos el 12 de 
octubre “sin alterar de modo alguno, el cumplimiento de las órdenes 
anteriores de esta Superioridad, dirigidas a proteger á las familias 
que se hallen pobladas de buena fe en dichos terrenos, antes de 
la Pecificación de esta Campaña, hasta la resolución de su Magestad 
á las consultas que se han elevado å su Real Consideración” 05, 

En estos primeros meses de la dominación portuguesa, estos 
decretos que amparan a los poseedores artiguistas no están dirigidos 
solamente a propietzrios desafectos o poco influyentes, Por el con- 
trario, incluso los grandes propietarios que más habían contribuido 
al triunfo militar como los Albín y grandes comerciantes especula- 
dores como Juanicó vinculados al poder, debieron someterse a las 
restricciones consabides. 

Apenas asentado el gobierno, Francisco Albín se había presen- 
tado a reclamar su extenso latifundio sito entre el río San Salvador 
y los rroyos Aguila, Corralito y Maciel. Revisados y aprobados sus 
títulos se libraron órdenes para la entrega de los campos al encar- 
gado de la familia, Martín de Albín. La devolución tuvo lugar en 
sus primeras formalidades, pero debió ser suspendida la posesión 
como consecuencia de “otras providencias generales” que al obse- 
cuente decir de Albín, Lecor “tubo á bien impartir con respecto á 
esta clase de entregas”, reflejando también en su caso las marchas 
y contramarchas de las autoridades (10. 

Los grandes propietarios confiscados por Artigas, los emigrados 
en diversos períodos de la revolución, se encontraban estupefactos. 
Habían creído que con el asentamiento portugués finalizaban sus 
penurias y se encontraban con que éstas aún tenían larga vida: 
Aquellos que con Juan José Vázquez de Novoa “viendo ésta Pro- 
vincia en el dia en la mayor quietud y sosiego” habíanse “determi- 
nado pasar á tomar pozecion” de sus bienes no podían entender el 
basculante y desorientsdor juego de las autoridades. En su mayoría 
habían vuelto convencidos que habían sido llamados y urgidos vor 
el gobierno a ocupar sus campos y todos hacían suyas las palabras 
de José Fontecely cuzmdo se presentaba el 13 de julio de 1820 “en 
atención a lo dispuesto pr. el Exmo. Señor Cap.n Gral. acerca de 
la Entrega de las legítimas propiedades de Campaña”. 

Los grandes propietarios comprendieron que los intereses poli- 
ticos de los dominadores no coincidían precisszmente con los suyos!*”?. 
Y a lo que consideraban chicanas políticas de las autoridades co- 
meéenzaron a oponer las propias. 

Recordemos previamente algunas precisiones. 


Los viejos propietarios reanudan la ofensiva 


El ¿mparo de posesión a los pobladores de buena fe, significaba, 
sobre todo, el amparo a todos los poseedores de la época artiguista. 


30 


Pero no todos los poseedores artiguistas podían presentar docu- 
mentaciones perfectas, y algunos habiéndolas tenido, las habían 
perdido. Los había desde aquellos que habían realizado todos los 
trámites, pasando por los que solamente tenían el testimonio del 
rep¿rto, sin la confirmación del Cabildo, hasta aquellos que apenas 
podían presentar permisos de población de comisionados y jefes 
militares. Otra no menos importante parte de los poseedores que 
legítimamente podemos llamar artiguistas, se habían colocado en 
campos de notorios enemigos de la revolución a la espera de que 
atareados comisionados encargados de los repartos llegasen a sus 
partidos a refrendar su simple ocupación; consolidación que todos 
consideraban segura, por cuanto se sabía que dichos campos estaban 
expresamente confiscados a texto expreso por el Reglamento. Estos 
últimos no poseían pues ninguna documentación y apenas si podían 
solicitar el ampzro de las transacciones realizadas por los ex-jefes 
artiguistas con Lecor, y de las proclamas y decretos posteriores de 
éste, en el cual se les otorgaba el amparo por ser pobladores de 
buena fe asentados antes de enero de 1820. 

De esto, todos eran perfectamente conscientes. Se sabía que la 
insubordinación de las masas artiguistas a una política de despojo 
de las tierras otorgadas o simplemente ocupadas con permiso tácito, 
no iba a ser menor porque el poseedor careciese de documentación. 
Las autoridades portuguesas, a su vez, no habían concedido el am- 
paro de posesión por razones de derecho formal. Por el contrario: 
el amparo otorgado a los poseedores violaba todas las seculares 
tradiciones y leyes de derecho común sobre la propiedad, y esa 
violación no se vestía mejor porque se diese amparo solamente a 
los que tuviesen donación documentada. Ese amparo había sido 
refrendado solamente en consideraciones políticas, y para éstas, 
tanto valía que detrás dé cada poseedor hubiese un trámite revo- 
lucionario totalmente sustanciado, o a medio camino, o que simple- 
mente no hubiese ningún papel. Lss autoridades portuguesas com- 
prendían eso que aún parecen no haber comprendido ciertos histo- 
riadores, que ahora se han apurado en disminuir la política agraria 
artiguista como en justificer la contrarrevolución latifundista de los 
gobiernos que le siguieron, Los portugueses habían comprendido que 
la validez de los repartos artiguistas no se cifraba en la cantidad de 
papeles membretados sino en la fuerza revolucionsria que la había 
realizado. Y esta comprensión de las autoridades portuguesas, era 
tanto más necesaria, por cuanto las masas del campo estaban mucho 
más firmemente seguras sobre esta verdad, hasta el punto que para 
convencer a los incrédulos no disimulaban que podían alzarse nue- 
vamente en armas si fuera necesario 08, 

Por esta rendija jurídica comenzaron a colarse los viejos pro- 
pietarios. Se les verá entonces, fundamentar sus reivindicaciones 
con toda clase de matices y pormenores. A creer a muchos de los 
que entonces solicitaban sus propiedades, Artigas no había tocado 
sus campos, los poseedores eran unánimemente advenedizos, recién 
llegados al amparo de la anarquía anterior y de la benevolencia de 
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las autoridades cisplatinas. Por supuesto, toda esta argumentación 
estaba fundada en verdad parcial. Efectivamente, muchísimas fami- 
lias y hombres sueltos, orientales y litoraleños, comenzaron a colo- 
carse en todo campo abandonado o fiscal, Pero quienes más se habían 
distinguido en esta emigración habían sido justamente los brasileños 
que se amparaban doblemente en el viejo abandono de los campos 
y en el nuevo poder que cohonestaba la ocupación de los connacio- 
nales (19, 

Pero sobre esta situación real, viejos propietarios cuyos campos 
habían sido repartidos por Artigas y sus comisionados y lugarte- 
nientes u ocupados sin títulos por poseedores que lo hacían sabién- 
dose amparados por el Reglamento Provisorio, intentaron conti- 
nuamente tergiversar dicho origen y confundir los términos. Esta 
situación era mucho más compleja cuando en sus campos aquella 
afirmación era parcialmente verdadera, pues no eran escasos los 
campos donde coexistían donatarios artiguistas de todo tipo junto 
con recién llegados inmediatamente después de la pacificación “0, 

Cuando Juan de Almagro comienza; la reocupación de su fabu- 
loso latifundio de Paysandú, asegura que el abandono de sus cam- 
pos nada tiene que ver con las donaciones del anterior gobierno, 
aún cuando sabemos por el testimonio posterior de Tomás Paredes 
que sus campos estaban poblados por hacendados situados con per- 
miso de Artigas(21 y uno de ellos por lo menos, Vicente Duarte, in- 
tentaría en 1822, el ampero a su condición de donatario artiguista(??, 

Por su parte, Miguel Antoniu Vilardebó, apoderado de Celedo- 
nia Wich de Salvañach, encontrándose con que la reocupación del 
extenso fundo de Batoví y Tacuarembó se hallaba impedida por Bal- 
tasar Ojeda y los poseedores que allí estaban, argúía que todos 
aquellos intrusos se hallaban “poblados de su propia autoridad y sin 
título, licencia, o documento de Gobierno alguno”, cuando del mis- 
mo litigio se desprendía que los ocupantes poseían documentos ema- 
nados de Baltasar Ojeda, como representante artiguista al norte de 
Tacuarembó??, 

Francisco Albín no era menos categórico, pues afirmaba a me- 
diados de 1821, en uno de sus recurrentes pedidos de devolución 
de propiedad, que los intrusos de sus campos no eran otra co- 
sa en lo fundamental “qué hacendados vecinos” poseyentes de cam- 
pos propios, que nada tenían que ver con los pobladores de buena 
fe a los cuales las leyes le obligaban respetar. Su testimonio choca 
como se recordará, con las palabras emanadas del propio Artigas, 
que por orden expresa había ordenado repartir sus campos entre 
los vecinos, así como con el unánime testimonio de todos los veci- 
nos agraciados en los vecinos campos de Pedro Msnuel García, que 
en los mismos días afirmaban haber conocido el reparto de sus 
suertes junto con las de Francisco Albin, Huérfanas, Correa Mo- 
rales. etc.(24, 

Pero el impacto de la recordada del 26 de agosto de amparo a 
los pobladores de buena fe no se detuvo en la simple paralización 
de las expulsiones de donatarios e intrusos que ya se hallaban so- 
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bre sus campos. Por el contrario parece haber adquirido un ámbito. 
no buscado ni esperado por las autoridades. Los donatarios e intru- 
sos, que aún no habían vuelto, o simplemente los que habían 
emigrado de sus campos ante la: primer presión de los propietarios, 
comenzaron a repoblar las suertes donadas por Artigas convencidos. 
que el decreto no haría otra cosa que ampararlos(%%, En Tacuarém-. 
bó, Paysandú, Cerro Largo, Soriano, comenzaron a dejarse caer los 
donatarios, ora sobre campos aún abandonados, ora sobre estancias 
ya poseídas por los antiguos propietarios que vieron de tal modo 
replanteada una propiedad que creían por fin indiscutible y pacífi- 
ca, y que en algunos casos había sido abandonada resignadamente 
por los donatarios mismos(?”), 

Como consecuencia de este irrestricto amparo a los pobladores 
de buena fe, toda la propiedad penosamente consolidada en los pri- 
meros meses se vió conmovida. A creer a los propietarios quejum- 
brosos, todos los hombres que encontraban dificultades de asenta- 
miento, cualquiera fuese el origen de su trashumancia, aprovecha- 
ban el decreto de amparo para invadir todos los campos y resistir- 
se a' los intentos de expulsión de los propietarios lesionados. A las 
quejas de la viuda de Salvañach, de Villalba, Josefa Veloz, se agre- 
garon sin duda muchas como la que con toda precisión lanzaba do- 
ña Pascuala Alvarez, esposa del poderoso estanciero de Barriga Ne- 
gra, Juan Francisco Martínez y que transcribimos por entero, dado 
que refleja toda la gama de dificultades que hallaban los propieta- 
rios, a la vez que enseñan sobre la argumentación en uso: 


“D.a Pascuala Alvarez p.r orden de mi legitimo esposo d.n Juar, 
Fran.co Martínez, ante V.E. respetuosam.te represento: Que en la žus- 
tancia de nra. propiedad conocida con el título de Barriga Negra $e 
encuentran en el dia varios intrusos q.e despedidos como tales no ns 
mucho de una estancia vecina se han introducido arbitraríam.te en uros. 
terrenos y otros q.e los ocupaban con nro. consentim.to en clase ue 
inquilinos, con resguardos p.r escrito q.e les habia dado mi marido y.a 
q.e no fueren iinquietados p.r la justicia como usurpadores. unos y 
otros, pretenden q.e las ordenes superiores de V.E. relativas u amparar 
en la posesion á los q.e ocupaban terrenos ô bien sea p.r titulos q.e 
Artigas les hubiese conferido, Ó p.r el abandono q.e de ellos hubiesen 
hecho sus propietarios, res pueden ser aplicables, y están dispuestos á 
sostener los q.e tan malamente llaman sus dros. Mi marido, Exmo. Sor. 
en ninguno de los periodos q.e se han succedido desde el año de 1810 
há dejado de estar en posesion dela referida estancia de Barriga Negra, 
donde há conservado un administrador constantem.te de las haciendas 
sin q.e nadie haya pretendido usurparselas. Los mismos contra quienes 
represento lo son tales recientemente, y p.r tales despedidos de una 
estancia vecina; ellos y los inquilinos no pueden sostener, los 1.os la 
posesión de buena fé, y los 2.0s en cabeza propia, y ambos p.r el abuso 
q.e hacen y no pueden dejar de hacer de vtra. tolerancia, ó n.ros favo- 
res, amenazan la ultima ruina de una fortuna, q.e casí ya no es digna 
de este nombre” (28), 


La cuantía de las protestas elevadas por los propietarios desde 
toda la campaña no debía ser pequeña cuando el asesor Nicolás de 
Herrera dirigiéndose a Lecor calibró la presentada por Pascuala 
Alvarez como “una repetición de las quejas de los propietarios de 
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Estancias tontra el escandaloso desórden de los intrusos, que abu- 
san de la protección generosa q.e V.E. les ha dispensado”. ©% 

Pero de la formal resolución cisplatina de no molestar a los po- 
seedores de buena; fe, no se debe concluir que las circunstancias co-. 
rrespondieran exactamente a tan idílico fallo jurídico. El “reconoci- 
miento de la propiedad” por mediatizada que fuese, mantenía aún 
toda la sagrada solidez de la época colonial. Las autoridades —lo 
reiteramos— trasladaban a cada propietario la solución real de sus 
propios conflictos, Y en los hechos, el poder cisplatino alentó y apo- 
yó los esfuerzos que los propietarios reslizáron para volver a su 
anterior situación de dueños incontestados, limitándose en cada ca- 
so, a justipreciar las consecuencias sociales y políticas que la ocu- 
pación material de los viejos propietarios podía; traer para la tran- 
quilidad del dominio político, fin último de todos sus desvelos. 

Los donatarios artiguistas, mientras tanto, juzgaban de los su- 
cesos, no tanto por las resoluciones que en la letra lo ampsraban 
como por la conducta concreta que adoptaban las autoridades loca- 
les cada vez que debían resolver su propia posesión. Los donatarios 
se apoyaron en todos los medios para defender su posesión, pero 
sobre todo en la tácita transacción realizada entre Lecor y los dis- 
tintos jefes orientales tendientes a no innovar sobre la posesión de 
la tierra, 00 

Esta actitud no puede extrañar si se analiza lo que en diversos 
puntos del país estaba transcurriendo. Los grandes propietarios, so- 
bre todo en aquellos lugares donde hallaban la complicidad de las 
autoridades locales, no tenían empacho en desalojar los intrusos me- 
diante procedimientos expeditivos. Benito Chain, Juan de Alma- 
gro, Manuel Rollano, entre muchos otros, «poyados en los comisio- 
nados del partido, o contando con su benevolencia comenzaron a ex- 
pulsar violentamente a los intrusos que moraban en sus campos. 
El 31 de diciembre de 1820, Saint-Hilaire próximo a finalizar su 
periplo por la Banda Oriental, se hallaba a tres leguas del arroyo 
Zanja Honda: 


“entré en una choza —relata— y me he puesto a conversar con la 
dueña de la casa. Yo sabía que me encontraba sobre las tierras de un 
propittario muy rico llamado Don Benedito Chaim que fue del número 
de los realistas que el general Lecor envió el año pasado a Rio de 
Janeiro por haberse pronunciado demasiado altamente contra el Portu- 
gal cuando se esperaba la llegada de una escuadra española. —Mi choza, 
me ha dicho la mujer con la cual yo pasaba el rato, ha sido quemada 
hace poco; pero yo sé muy bien quien la incendió. —¿Quién puede 
haber cometido una acción tan horrible? le pregunté. —Pues quien sino 
el Maturrango. ¿No ve que él quiere hacernos salir de aquí de todos 
modos; pero es justo que los Maturrangos tengan todas las tierras y 
que los pobres como nosotros no tengan donde reposar su cabeza?” (31), 


La snónima donataria “artiguista, era una prueba de la distan- 
cia que había entre los decretos de amparo y la criminosidad del de- 
samparo en que se hallaban los intrusos en muchos lugares. Es más 
comprensible entonces que ciertos sectores de los donatarios, des- 
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validos unos, sorprendidos otros, o simplemente sabedores de que 
tarde o temprano las autoridades habrían de apoyar a los grandes 
propietarios, comenzaron tempranamente a someterse a los grandes 
propietarios que encendían el “reconocimiento” de su propiedad 
con la pólvora de la prepotencia y el engaño. En el otro extremo 
de la provincia, algunos vecinos del Cordobés (Cerro Largo) de- 
nunciaban que Manuel Rollano, prevalecido del auto favorable ex- 
tendido por los portugueses, reocupaba su propiedad desalojando a 
los donatarios artiguistas, ora mediante arreglos, ora mediante ame- 
nazas. Juan Galván —ya citado— alférez de Milicias de Cerro Lar- 
go se quejaba a las autoridades en su escrito del 20 de junio de 1821: 


"Don Manuel Royano, volvió, habrá poco más de un año, á poblar sus 
anteriores espaciosos terrenos, y tratando de desalojar de ellos a otros 

- varios vecinos alli situados con iguales suertes, fui yo uno de los últimos 
á quienes trató de expulsar, en lo qual insiste, no obstante que me hizo 
varias propuestas de conveniencia recíproca, á que por fin y postre no 
ha querido estar” (32). 


Lorenzo Velazco, asentado en el arroyo Pablo Páez, fue de 
aquellos sobre los cuales recayó la argucia cavilosa de las autori- 
dades, pues su tardío reasentamiento fue motivo para que se le 
expulsase de su terreno. Dos o tres meses después de su vecino 
Galván se presentó Velazco a las autoridades denunciando hallarse 
desposeído de las tierras 


“por D.n Manuel Rollano que prebalido de su antigua posesión, desaloja 
e todos los que por el nuevo Gobierno gozabamos de la justa domina- 
cion q.e nos dispensaba y auxiliaba, y á q.e éramos acreedores p.r todo 
derecho, no solo yo, sino cinco hijos, y mas veinte nietos, q.e en la 
mayor indigencia imploramos y excitamos toda la justa protección y 
alta consideración de V.E.” (33). 


La cruel política con los poseedores artiguistas se hizo más di- 
fícil justamente allí donde su gran número y los lozos con sus an- 
tiguos jefes mantenían su solidez. En los actuales departamentos 
de Tacuarembó y Rivera se hallaban viejos caudillos artiguistas 
como Hilario Pintos, Baltasar Ojeda, Pedro Pablo Osuna, etc. Ha- 
biendo los dos primeros recibido tierras en los repartos realizados 
por Artigas a partir de 1808, repitieron a su vez en 1816-18, con 
varios vecinos de sus distritos, el ciclo de repartos. Ubicado por el 
gobierno provincial al frente de todo el amplio distrito, Hilario 
Pintos nombró como jueces subalternos a todos sus viejos compa- 
ñeros de revolución: los unos como Francisco Cuebas y Pedro Pa- 
blo Osuna, donatarios de los años 1808-9, los otros como Gregorio 
Giménez y José Ignacio Quiñones agraciados .en 1816.*% Todos los 
hombres poblados al este del arroyo Salsipuedes habían recibido 
sus campos de manos de Hilario Pintos.(*5 Contra esta estructura 
peculiar se estrellaron los esfuerzos de muchos propietarios; Loren- 
za Moro de Alcorta, la viuda de Salvañach, Josefa Veloz. la viuda 
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de Juan A. Bustillos, etc., protestaban continuamente contra esta 
lenidad de los comisionados de partido que hacían nada frente a 
los más rigurosos despachos arrancados en los tribunales. 


NOTAS AL CAPITULO U 


(1) AGN, Caja 543, Carpeta 1, citado en A. Barrios Pintos “Pulperías de 
la Cisplatina”, p.3. 


(2) AGN, ex AGA, Caja 543, Carpeta N? 1, 1820. 


(3) EGH, EE, 1831, “José Félix de Arvide”, fojas 2. Prácticamente no 
hay un expediente donde no se acuda a razonamientos como el de Arvide. “Con 
la noticia que tube poco tiempo ha —decía Francisco González— de que V.E. 
había publicado Bando haciendo llamar repetidas veces alos propletarios para 
gue viniesen á poseer sus terrenos, me decidí a preparar mi justificación” 
(EGH, PG, CP, 1828-29-30, fojas 87v.). Alonso Peláez Villademoros explicaba 
así su ausencia recordando que había mantenido su estancia “hasta el año de 
1812 q.e no pudiendo sostenerla, opor mejor decir abiendo sido prisionero y 
espatriado a Santa Fé quedó abandonada dicha poblacion como es notorio sin 
que hasta la presente ni el ni mi Señora Madre ni yo pudiesemos tomar pose- 
sion; y conociendo que hala presente lo podemos hacer bajo dela Generosa 
protección delas Armas y Gobierno de S.M.F.” (EGH, ESE, 1820, NỌ 18, fojas 
15 vuelta y 16). Estanislao Cuevas, yerno de Juan de Arce y Sayago diría 
en mayo de 1820; “Fueron ocupados los Campos por los orientales y se apo- 
deraron estos de todos. 'En estas circunstancias y siendome absolutamente 
imposible su restauracion, me retiré a Buenos Aires (4 hacer varios cobros y 
recoger otros yntereses), en donde me he mantenido hasta ahora, que haviendo 
tenido noticia dela pacificación de estas campañas por las Armas de S.M.F. 
y de haberse restituido nuestros vienes, he venido á continuar su adminis- 
tración y reparar los males, y perjuicios enormes en ellos causados”. (EGH, 
ESE, 1821, N? 138, fojas 1). 


(4) El 16 de abril de 1820, el Escribano del Cabildo de Buenos Aires, 
Manuel de Llames, propietario del rincón oeste del Don Esteban había nom- 
brado apoderado a un vecino de Mercedes para que reclamase sus campos 
“que Artigas reputava do Estado”. “Y como encontrase —decía Llames-— 
que la disposición de este Superior Govierno hera hacer entrega a los propie- 


_tarios y no apoderados, sin embargo que sele ofrecio aponerlo en posesion el 


Sr.Com.te del Partido, con noticia de todo me puse en camino para este 
destino, en el que solicitando entrar al goce de dhas.mis aciendas noseme puso 
embarazo” (AGN, Caja 530, Carpeta 3, 26 de agosto de 1820). 


(5) Tal lo sucedido con los campos de Antonio Villalba, quien al reno- 
var su solicitud en 1821, recordaba que se había dado orden de devolución en 
mayo de 1820 y que al acudir su esposa Bertolina Albín a tomar posesión 
su estancia, el alcalde del partido “después de haberse hecho cargo de su con- 
testo, le contestó que no obstante que le constava que los terrenos de Estancia 
que solisitaba heran legitimam.te suios, no la podia poner en poses.n de ellos, 
acausa de hallarse con otra orn. posterior aesta, enla que sele previene, no 
entregue Est.a alg.a aningun Yndividuo delos que las huviesen abandonado 
por las ocurrencias dela .Campaña, hasta tanto, que no justifiquen en esta 
Superiorid.d con documentos legales, ser evidentemente legitimamente suyos, 
afin de evitar fraudes, que perjudiquen ala Real Haz.a” (EGH, EE. 1821, N°? 
15, fojas 17). 


(6) No hemos visto directamente la circular de esta fecha, pero,dado 
(que numerosos documentos de ratificación de la misma, se refieren a órdenes 
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“anteriores”, y dado que la circular restríctiva del 26 de julio se refiere 
expresamente a ella diciendo que dicho oficio está “reducido ála intelig.a y 
estencion de la Orn.Circular de 10 de junio” suponemos que el primer enun- 
ciado escrito de la famosa Circular de amparo a los pobladores de buena fe, 
corresponda precisamente al 10 de junio. (Ver AGN, Caja 543, Carpeta 3, 
7 de agosto de 1820). 


(7) En abril se habían presentado Manuel de Llames, Antonio Villalba, 
Francisco Albín, en mayo, los herederos de Juan de Arce y Sayago, Juan de 
Almagro, José Maldonado, poco después, en julio lo hacían Cayetano Alonso 
Peláez Villademoros, Pedro Manuel García y de inmediato, José Fontecely, 
José Felis de Arvide, Manuel Rollano, Celedonia Wich (viuda de Salvañach), 
Lorenza Moro de Alcorta, etc. Otros propietarios emigrados, pero de los cuales 
nada sabemos sobre su actuación respecto al Reglamento Provisorio, también 
lo hicieron en esos meses: Gertrudis Freire para reocupar “estancia en Ase- 
guay cabeceras del Río Negro”; Bonifacia Flores, viuda de Bernabé Prestes; 
Benita Torres para repoblar al "otro lado del arroyo Malo”; la viuda de 
Manuel Venturien para reocupar el rincón del Río Negro, Sarandí y Tupam- 
baé, etc., lo hicieron el 10 de mayo, 6 de junio y 16 de junio respectivamente 
(AGN, Caja 530, Carpeta 2bis, documentos varios). 


(8) Cinco días después de la circular del 26 de julio, con la firma del 
Dr. Revuelta, ee ordenaba dar posesión y amparo a Antonio Villalba y que 
en consecuencia el juez “ó com.te territorial” "hará salir å los intrusos dan- 
doles un tiempo racion.l al efecto”. (EGH, EE, 1821, N? 15, 2. 19 vuelta 
y 20. Resolución del 4 de agosto de 1820). 


(9) Citado sin fecha en EGH, ESE, 1820, NỌ 57. La datación se des- 
prende de EGH, ESE, 1820, N? 126, fojas 28 y 29 y se confirma en la circular 
del Cabildo a todas las autoridades de campaña, AGN, ex AGA, Libro 24, 
fojas 59. 


(10) Sobre los motivos que urgieròn a Lecor para imponer rigurosa- 
mente el amparo a los “pobladores de buena fe”, también nos es profunda- 
mente ilustrativo el testimonio de Saint-Hilaire. Habiendo sido testigo de 
cómo Benito Chain incendiaba el rancho de una donataria artiguista aferrada 
a su modesta suerte, comenta el viajero francés: “En los tiempos en que 
Artigas gobernaba estas provincias, mucha gente le pedía las tierras que perte- 
necían al rey, las de los emigrados, realistas, Europeos; y les acordó todo lo 
que sele pedía. El general] Lecor no ha confirmado precisamente estas dona- 
ciones, pero, fiel a su sistema de favorecer al partido de los insurgentes, 
porque es el más numeroso, les ha permitido, a los hombres así establecidos 
sobre el terreno da otros, a permanecer hasta nueva orden”. (Ob. cit. p. 252). 


(11) EGH, ESE, 1820, N? 126, fojas 28 y 29. Por su parte, los cabildos 
circularon con presteza las resoluciones que así se le 'urgían, como se des- 
prende de los acuses de recibo de los cabildos de San José y de Guadalupe: 

“Se hizo saber p.r Circular á los Jueses de este Departam.to —decía 21 
cabildo de San José— la honorable comunicación de V.E. datada el 29 del 
mes de Agosto la que demuestra la resolución de S.E. el Yll.mo y Exmo Sor 
Cap.n general de esta Prov.a Bayon dela Laguna, su mérito el que no se 
perturbe, é incomode alas familias Pobladas en campos, no desocupados, por 
ocuparlas o poserlas estas de antemano, quienes deveran serprotegidos ensus 
Poblaciones, y no incomodarlos por sus antiguos propietarios: vajo la respon- 
sabilidad legal al merito del asunto. f 

Usia ratifica por menor la recibida con fha, 7 del mes pasado dirijida 
aesta Cav.do p.r el mismo Yll.mo y Ex.mo Sor Cap.n Gral Baron dela Laguna— 
Ala que se dio el mismo activocumplim.to desu circulación, que ála presente 
dicha Comunicación de V.E. 

Dios Gue. á V.E. m.s a.s 
Sala Cap.r Departam.to de S.n José 
Oct.bre 3 de 1820— 
Pedro Alvares Antonio Otero”— 
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(Oficio del Cabildo de San José al Gob. Int. Juan José Durán. AGN, 
Caja 566, Carpeta N? 1, 1820). Ver además, el oficio del Cabildo de Guada- 
lupe, fechado el 16 de noviembre de 1820, redactado en similares términos. 
(AGN, Caja 543, Carpeta 2, 1820). 


(12) Como fenómeno lateral al objeto estudiado por nosotros, pero 
como elemento también determinante de la política de “amparo a los pobla- 
dores de buena fe”, es interesante recalcar que su ámbito no se detenía en 
los pobladores artiguistas. Conocemos varios expedientes en que el recurso 
sirvió para detener los conflictos de límites entre grandes propietarios (Pedro 
González contra Luis Saboredo: EGH, ESE, 1820, nọ 57; Francisco Ayala 
contra herederos de José Texera: EGH, ESE, 1820, n? 126; etc.) e incluso 
para que hacendados portugueses impidiesen el reasentamiento de hacendados 
emigrados por su condición de patriotas (EGH, ESE, 1820, NỌ 14, José Pilar 
Martínez contra Manuel Meyreles. Cerro Largo). 


(13) EGH, ESE, 1830, NỌ? 16. Fojas 2 y 2v. 
(14) EGH, EE, 1820, N9 20, fojas 1. 
(15) EGH, EE, 1821, N°? 17, fojas 15. 


(16) En 1821, Melchor de Albín, residente hasta entonces en Buenos 
Aires, donde era Administrador de Correos, amparado en su influyente rela- 
ción familiar (era hermano de Francisco), se hizo presente reclamando sus 
campos del riquísimo y bien ubicado rincón de entre los arroyos Víboras y 
Vacas, frente a Buenos Aires. El 5 de febrero, dieron el amparo de posesión 
solicitado pero “sin perturbar la posesión de las familias pobladoras en aque- 
los campos de buena fe antes de la pacificación de esta campaña, conforme 
a los Decretos circulares de la materia hasta resolución de su Magestad” 
(EGH,.EE, 1821, “Sobre traslación del pueblo de Víboras...”, 3% pieza, fojas 
69). A mediados de 1821, Francisco Juanicó comenzó a nombre de los here- 
deros de Dargain la reivindicación de la estancia del Hervidero, El 14 de julio 
del mismo año, se le concedía el amparo reclamado “sin que sea visto alterar 
de modo alguno las anteriores órdenes expedidas á favor de las familias 
pobladas de buena fe” (EGH, EE, 1821, N? 76). La eolicitud de Juan 
José Vázquez de Novoa, cursada por su vecino Antonio Villalba, también 
mereció igual restricción el 2 de febrero de 1820 (EGH, ESE, 1820, n9 17); 
Lorenza Moro de Alcorta (EGH, ESE, 1820, n? 25); A. P. Villademoros (EGH, 
ESE, 1820, NỌ 18), etc., etc., son otros de los abundantes testimonios que 
ofrecen los expedientes. 


(17) La opinión de los grandes hacendados españoles está reflejada 
nuevamente —en estos mismos días— en el diario de viaje de Saint-Hilaire. 
Hallándose en la estancia del rincón del arroyo del Sauce y del Potrero 
(Maldonado) dice: “El hombre en cuya casa me he detenido tiene tan poco 
amor por los portugueses como los demás habitantes del país y, es necesario 
aceptar, que no le falta razón, pues, cuando el general Silveira pasó por este 
cantón, les arrebató los ganados [...] Mi anfitrión me asegura que los espa- 
fioles de esta región detestan a los patriotas tanto como a los portugueses y 
que todo lo que desean, es volver bajo la obediencia del rey de España; pero 
el testimonio de este hombre es un poco sospechoso porque es nacido en 
Europa. Como todos gus compatriotas, se mece en la esperanza de ver llegar 
rápidamente una escuadra española.” (Ob. cit. pág. 169, 23 de octubre de 1820) 


(18) Saint-Hilaire fue testigo contemporáneo del prestigio que la Revo- 
lución artiguista poseía entre los desamparados de la campaña. Luego de des- 
calificar a las masas gauchas influido por las confidencias de los estancieros 
que encuentra a su paso, recuerda sin embargo que los gauchos “tenían sin 
cesar en la boca la palabra de patria y se han acostumbrado a oírla repetir 
que el tiempo en que gobernaban los insurgentes no se llama en el país más 
que como el tiempo de la Patria”. (Ob. cit. pág. 160, 16 de octubre de 1820). 
Parece que Saint-Hilaire estuvo incluso en una pequeña estancia nacida de 
una donación artiguista en los campos que fueran de Villanueva Pico. Hallán- 
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dose entre los dos arroyos Solís recoge el testimonio reticente y temeroso de 
las mujeres allí residentes: “Las mujeres entre las cuales he hecho alto me 
han hablado muy. mal de los portugueses, pero después de estar bien seguras 
que no pertenecía a esta nación. “¿Qué desean, pues, les dije?, ¿queréis entrar 
bajo la obediencia del rey de España o ser independientes?”'. No he podido 
obtener una respuesta categórica, pero se me ha parecido que no se amaba 
a los Europeos por el desprecio con e] cual tratan a los criollos.” (Ob. citada, 
p. 172, 26 de octubre de 1820). El amor que el gaucho tenía por Artigas 
adquiría límites superiores sobre todo entre la indiada. No fue poco el asombro 
de Saint-Hilaire cuando en los alrededores de Belén fue testigo del siguiente 
incidente: “A pesar de la supresión de la orden, el gusto y el conocimiento 
de la música no se ha extinguido enteramente entre los guaraníes y esta tarde 
he sido obsequiado con una serenata cuyos artistas no habrían sido igualados, 
seguramente, por nuestros músicos de aldea. Cuando hubo acabado la sere- 
nata, he dado una moneda a los músicos, y se han ido de inmediato a la 
taberna, un instante después les hemos oído cantar un himno que fue comi- 
puesto durante la guerra en honor de Artigas, En Europa, esto hubiese sido 
considerado un crimen; la tolerancia de los Portugueses es ta] que el coman- 
dante no le ha prestado atención” (Ob. cit. p. 285, 18 de enero de 1821). 
Nada mejor que las palabras con que una donataria artiguista expresa lo que 
las masas criollas esperaban de Lecor, nos pueden ilustrar sobre las razones 
de prudencia de las autoridades: “pero es justo que los Maturrangos tengan 
todas las tierras y que los pobres como nosotros no tengan donde reposar su 
cabeza? En tiempos de la guerra hemos tenido el permiso de establecernos 
aquí y esperamos con seguridad que el general portugués nos dará el de que- 
darnos” (Ob. cit., pág. 251/252, 31 de diciembre de 1820). 


(19) El gobierno cisplatino autorizó a quienes lo deseasen a '“estable- 
cerse sobre las tierras de propietarios provistos de títulos, pero a condición 
que las compren enseguida que aquellos se presenten. Una muchedumbre de 
oficiales brasileños, que pertenecen sea a las tropas de línea, sea a las mili- 
cias alejadas de sus casas, sufriendo sin cesar atrasos en los pagos, han apro- 
vechado las disposiciones del bando del general y han formado estancias donde 
se colocan con ganados salvajes que han tomado en los campos” (Saint-Hilaire, 
Ob. cit., pág. 280, 19 de enero de 1821). El propio Saint-Hilaire nos va 
describiendo distintos hacendados brasileños asentados en tierras que, por 
otros documentos, sabemos que pertenecían a viejos propietarios emigrados o 
confiscados por Artigas. = 


(20) Todos los padrones de 1521 y de años siguientes poseen abun- 
dantes ejemplos de esta afirmación, por cuanto en su mayoría, los censos 
registran la fecha de poblamiento de los intrusos, permitiendo distinguir las 
dos oleadas de asentamiento. 


(21) EGH, ESE, 1820, n? 37, fojas 2. 12 de noviembre de 1820. 

(22) EGH, ESE, 1822, n° 61, “Documento de terrenos de Viz.te Duarte”. 
(23) EGH, ESE, 1820, N? 20. 

(24) EGH, ESE, 1821, n? 56. Ver además EGH, ESE, 1818, n? 6. 


(25) Cuando el Coronel Núñez Prates permitió a Mateo Benítez repo- 
blar su campo del Don Esteban decía hacerlo “en Cumplim.to de la horden 
Sírcular por Mandado de la Superior Orden de el Yllmo. Exmo S.or Capitan 
General desta Provincia Barao da Laguna” (EGH, ESE, 1821, n? 28. Hoja 
suelta. 28 de noviembre de 1820). 


(26) De acuerdo al testimonio de Bertolina Albín de Villalba, en oca- 
sión de ocupar el campo “la Muger del tal Yupes q.e ya no vivía con sus 
Suegros, sino en elPueblo de S.n Salvador, habia mucho tiempo confesó ante 
.el dho Alcalde, q.e me conocia p.r lexitima dueña de los terrenos, a.do, fue 
recombenida, si tenia algo q.e decir ó repetir contra la posesión q.e se me 
iba á dar. En fin —agrega— la tome sin oposicion y sin haber intruso alguno 
en mis terrenos”. En esa ya segura posesión, advino la acordada del 26 de 
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agosto de 1820, que dio lugar a una nueva intrusión de Llupes en el campo 
de Villalba, que justificaba ante las autoridades diciendo: “tambien tengo 
entendido que hay una R1 Orden, que protege la posesion de aquellos, quela 
hubiesen obtenido p.r Dn José Artigas en el tiempo de su Gob.no” razón 
por la cual finalizaba solicitando el amparo que dicha Orden le acordaba. 
(EGH, EE, 1821, n? 15, fojas 1, 1v, 4 y 4v). 


(27) Gregorio Ximénez, donatario artiguista (cuyo documento es cono- 
cido) era calificado por la propietaria Josefa Veloz como ocupante "sin titu- 
los, ni dro. alguno”. De él cuenta la propietaria que “ocupada la Provincia 
pr las armas de S.M.F, y en aptitud de reclamar mi propiedad no hice otra 
cosa q.e presentarme en dha. mi estancia, y no trepidó Ximenez en recono- 
cerme como dueña sin alegar ning.a especie de dro. á la continuación de los 
q.e se había abrogado. Pero habiendose con posterioridad expedido ordenes 
circulares relativas al desalojo de los intrusos y amparo de los q.e no son 
considerados como tales, el Comand.te del partido de Canelones, sin duda 
equivocadam.te há conferido á dho. Ximenez la posesion de dha. Estancia, 
q.e en su virtud há procedido á ocuparla, y disponer de ella como de cosa 
propia” (EGH, ESE, 1820. “Exp.obrado p.r doña Josefa Veloz viuda de d.n 
Antonio Rodríguez etc.”; fojas 1). 


(28) EGH, ESE, 1820, n? 29, fojas 1 y lv, 13 de noviembre de 1820. 
Sobre la tergiversada información que ofrece la peticionante en torno a la 
propiedad de Juan Francisco. Martínez en los días del Reglamento Provisorio 
véase “La Revolución Agraria Artiguista”, EPU, 1969, págs. 398 y ss. 


(29) Exp. cit. fojas 2. Herrera consideró que el pleito de la propietaria 
con sus intrusos debía “resolverse p.r los principios que dictaron las ante- 
riores providencias”. En estos principios lo resolutorio era que el intruso 
fuera de los poblados antes de la pacificación de la Provincia. La información 
sumaria que ordenó Lecor en los campos de Martínez tendió justamente a 
decidir ese punto. El expediente no transmite la información, limitándose 
simplemente a revelar que los intrusos J.E. Albornos, F.Pacheco, F.Paredes, 
V.Barragán, 1. Villalba y P. Ximénez, aceptaron desalojar los campos en 
términos que iban de los dos a los cinco meses. (Ib.1.9). 


(30) “He regresado á esta capital —decía Juan Galván poblado en 
campos de Manuel Rollano— con el obgeto de recurrir al patrocinio de Vu- 
Excelencia á fin de que se digne amparar en dicha posecion, puesto q.e desde 
el ingreso delas armas de su Magestad Fidelísima en esta Provincia no se 
ha hecho moción alguna acerca de las datas de tierras, que en el Gobierno 
del General Artigas, fueron concedidas, dejando las cosas en el mismo estado 
en que estaban quando fue ocupada la Provincia”, (EGH, ESE, 1830, n9 16, 
fojas 2v. y 3). Y otro donatario de los mismos campos, Lorenzo Velazco, 
reclamaba contra la expulsión con que lo amenazaba Rollano, solicitando el 
amparo de aquella transacción, prácticamente con las mismas palabras, reve- 
lando tanto el concierto con que actuaban los vecinos afectados, como lo 
pública y notoria que era la transacción para todos los hombres de campo 
(EGH, ESE, 1821, N9 35, fojas 2.) 


(31) A. de Saint-Hilaire, “Ob. cit.”. 
(32) EGH, ESE, 1830, n? 16, fojas 2v. 


(33) EGH, ESE, 1321, n? 35, fojas 2. La actitud de Rollano molestó 
a las autoridades que aún se encontraban precariamente asentadas, de ahí 
que Nicolás Herrera en el dictamen ofrecido en su calidad de Asesor no 
tuviese por menos de recordar la jurisprudencia que ya había cristalizado, 
recordando que la devolución de la propiedad sólo debía entenderse “sin 
perjuicio de la protección acordada a las familias pobladas de buena fe”. 
Pero en ninguna de las dos instancias, ni en la de Juan Galván ni en la de 
Lorenzo Velazco, se ve a las autoridades portuguesas relvíndicar de oficio 
los derechos de aquellos otros vecinos ya desalojados por el propietario; sólo 
legisla para quienes tienen la oportunidad o la audacia de reivindicar sus 
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derechos. Pero tampoco en estos casos transcurren las cosas como lo desean 
los reclamantes. Mientras Galván obtiene la posesión pacífica de su suerte, 
Velazco verá transcurrir los años sin que se le devuelva el campo, siendo 
definitivamente expulsado en 1822, año en el cual, las autoridades ordenan 
a Velazco que esperase una resolución general de la Junta Superior, la cual 
se expidió el 3 de marzo intimándole el desalojo, mediante un “plazo pru- 
dencial”. (Ibíd., fojas 10v.). 


(34) El 20 de abril de 1821, Hilario Pintos oficiaba al Gobernador 
Intendente que “por las ordenes y facultades q.e usia meadado de este par- 
tido de mimando para Nombrar Jueses Comisionados para el Mejor orden 
de este partido e Nombrado a Dn. Gregorio Gimenes de Jues Comi.do desde 
el arroyo de achar delotro lado asta el arroyo Malo. del otro lado del arroyo 
Malo a D.n Frransisco Cuebe de Jues asta el arroyo de Taquarembo chico 
del otrro lado de dicho arroyo Taquarenbo chico enonbrado a D.n pedrro 
paulo osuna de Jues Com.do asta Santana y Taquarenbo grrande quedando 
al cargo de D.n José ynasio Quiñones desde la varra de Salsipuedes asta el 
arroyo de achar dicho Jueses edado arreconoser por orden de Ust.a [...]” 
(AGN, ex AGA, Caja 558, Carpeta 4). 


(35) Según un padrón de intrusos de 1821, los intrusos situados al 
este del Salsipuedes en los campos de Alcorta, Bustillos y Josefa Veloz, 
alcanzaban a 13 hacendados. El encargado de este relevamiento decía no saber 
si había terrenos realengos y que sólo Hilario Pintos “es quien tjene este 
Conocim.to enlos terrenos que él fué quien repartió por dadivas de Artigas”. 
(AGN, ex AGA, Caja 557, Carpeta 2.) 
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CAPITULO |I! 


LA TRANSICION: EXPROPIACION DE LOS GANADOS “DEL COMUN” 


Mientras tanto, a salvar los ganados 


Bien que mal, a tuertas o a derechas, el gobierno cisplatino 
parecía encontrar cierto derrotero en el complicado panorama que 
le ofrecían los conflictos de la campaña. Cada intruso en su campo, 
el antiguo propietario disfrutando del resto de los campos abando- 
nados, tal parecía ser el resultado idílico que esperaban las autori- 
dades. El tiempo impondría el acuerdo entre propietarios y posee- 
dores y los años futuros verían nuevamente saneada la propiedad, 
base inconmovible de la sociedad. Nada más vano, 

Los propietarios, lo dejamos visto, no aceptaban esperar un re- 
sultado tal, los donatarios e intrusos ora veian desvairse la protec- 
ción acordada, ora se avanzaban sobre sus precarios derechos sa- 
queando lo que el azar y el caos le permitían. Ni los propietarios 
respetaban la posesión material de los intrusos, ni éstos se queda- 
ban quietecitos en sus modestas suertes. 

Porque la historia mostrará nuevamente que las contradicciones 
inconciliables no admitían otra solución que la lucha violenta entre 
los contrarios, Pero además, en su faz concreta de conflictos por 
la propiedad, se advirtió nuevamente, que la tierra era sencillamen- 
te un medio más de producción, inhábil sin el acompañamien- 
to del otro medio de producción específico de la explotación 
agraria de la Banda Oriental: el ganado. 

Los portugueses habían logrado —démoslo por aceptado-- con- 
venir un acuerdo respecto al límite territorial donde debían ampa- 
rarse unos u otros derechos: Jos del propietario y los del intruso. 
Pero no habían logrado —ni soñaban con lograrlo— delimitar la 
propiedad de los ganados. “Es público y notorio —decía un hacen- 
dado en 1821— que de más de once años a esta fecha ningún ha- 
cendado de la campaña marca sus ganados, y que por lo mismo 
todo el que se encuentra en esta calidad se considera como procreo 
del anterior”. 
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Los donatarios e intrusos, sabedores naturalmente, de la preca- 
riedad del amparo a su posesión, optaban por extremar el usufruc- 
to de sus campos... y de los alrededores.'*! Los propietarios comen- 
zaron a darse cuenta de ciertos principios de economía política, so- 
bre los cuales no habían jamás detenido su atención. “La tierra no 
tiene valor” clamaban los propietarios, “sólo el ganado es riqueza” 
concluían. Uno de los primeros talentosos teóricos que así lo com- 
prendió fue don Alonso Peláez Villademoros, quien tropezando aún 
con la reivindicación de su estancia del Queguay, se enteraba de 
tanto en tanto, que los particulares y el ejército portugués compe- 
tian en arrastrar los ganados encerrados entre los dos Queguay: 


“¿De qué me serviria, Señor Exmo. el Dominio del Campo, sin los ga- 
nados q.e en él existen? Las riquezas de los hacendados en nuestra 
Campaña con especialidad las producen la cria de aquellos, por los dife- 
rentes ramos del comercio e industria q.e de ellos nacen, Nosotros no 
conocemos p.r lo general otro genero de agricultura” (3). 


Una gran parte de los grandes propietarios se hallaban propieta- 
rios nominales de grandes extensiones de campo, pero en los he- 
chos nada podían hacer para ejercer su condicion de tales, acen- 
tuando su ruina y deteriorando, por la no ocupación, su capacidad 
de propietarios reales.(* Por el contrario, los donatarios artiguistas 
y demás intrusos, en la medida de su situación económica, poder lo- 
cal y audacia, usufructuaban de todos los ganados salvajes que pa- 
cían en cada uno de las propiedades discutidas. De ese modo no 
sólo transformaban los decretos de devolución de propiedades en 
“papeles simples” sino que acrecentaban su riqueza de modo tal que 
podían aumentar su poder político hasta límites en que no fuese 
difícil transformar la propiedad de los ganados en irreversible 
propiedad del suelo.(%) 

Ya a fines de 1820, seguramente acicateado por las continuas 
reclamaciones de los propietarios y compelido por lo que ya había 
calificado como “escandaloso desórden de los intrusos, que abusan 
de la protección generosa” que se les había dispensado, Nicolás de 
Herrera interpuso en la clásica formulación de amparo a los pobla- 
dores de buena fe una adición restrictiva que como solía ocurrir 
con todas sus opiniones, se transformaban “en punto general para 
toda la provincia”. Decía Herrera en dicha oportunidad que debía 
prevenirse al juez comisionado 


“q.a la protección á las familias pobladas solo se entiende dela parte 
del campo que tengan ocupado con población y ganados, pues la res- 
tante corresponde p.r todo principio de razón y justicia al legítimo y 
antiguo propietario” (6), 


Como los conflictos por ganados sobrepasaban el ámbito de los 
sostenidos entre propietarios y donatarios, las autoridades cisplati- 
nas se vieron obligadas, a su vez, a poner un “punto final” a las in- 
terminables discusiones en torno al mejor derecho sobre ganados. 
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En fecha incierta, pero seguramente antes de marzo de 1821, la 
Junta ‘Consultiva “debió resolver 'el diferendo remitiéndose a las 
viejas leyes españolas según las cuales “por norma general, los ga- 
nados salvajes son del propietario del suelo donde pacen”. “La Jun- 
ta general consultiva ha reconocido en esta ley la guía más segura 
p.a el acierto de sus marchas: ella prohibe hacer faenas en campos 
de propiedad conocida sin permiso del propietario: ella ordena que 
cada hacendado marque, castre y beneficie todo el ganado q.e ven- 
ga á los pastos de su posesión y la Junta no ignora —agregaba el 
litigante de quien extraemos la opinión— q.e el ganado actualmen- 
te es un montón de arena q.e el viento lleva a todos partes”. a. 

El gobierno cisplatino, es necesario reiterarlo, jamás tomó las 
medidas de amparo por otro. motivo que por la extrema convulsión 
en que vivía la campaña, pero en este primer año de su ocupación 
pacífica —abril de 1820, mediados de 1821— la relativa y gradual 
tranquilidad que iba ganando la campaña se acompañaba de la 
erección de lazos de dependencia entre los viejos jefes artiguistas 
y las nuevas autoridades portuguesas. A medida que esta nueva es- 
tructura corroía las antiguas. relaciones revolucionarias entre cau- 
dillos y masas rurales, las autoridades portuguesas se fueron consi- 
derando habilitadas para retocar hoy aquí, mañana allá, la primiti- 
va y general política de amparo a los poseedores de buena fe, 

Fue justamente la ambigúedad de las situaciones reales lo que 
también en este caso permitió a las autoridades portuguesas limi- 
tar gravemente el antiguo amparo de posesión. Y nuevamente fue 
uno de los casos transcurridos en los tribunales lo que permitió ex- 
tender su resolución a norma general en toda la Provincia. En los 
extensos campos de Francisco Albín, al norte del río San Salvador, 
coexistían poseedores de variado tipo, donatarios artiguistas algunos, 
hacendados de los aledaños otros, etc. Restituida la propiedad y 
suspendida enseguida la ocupación material de la misma por las 
circunstancias conocidas, volvió Francisco Albín a mediados de 
1821, diciendo que hasta la fecha no había podido restituirse de los 
campos detentados por intrusos, que en su caso, sólo se .introducían 
en sus campos para “acabar con todas las haziendas”. Según Albín, 
quienes se introducían en sus terrenos —en lo fundamental-— eran 
hacendados vecinos poseedores de campos propios. En su escrito fi- 
nalizaba acusando a los principales de entre ellos de hacer corre- 
rías de mulas y matanza de yeguas en plena contravención de las 
órdenes impartidas por el propio Lecor, según las cuales no se po- 
drían realizar aquéllas sín acuerdo con los propietarios.($) Las re- 
clamaciones adelantadas por Albín, se dirigían expresamente con- 
tra la acción depredatoria de los hacendados vecinos, pero como ve- 
remos enseguida, la resolución recaída no distinguía situaciones: y 
por el contrario castigaba a los escasos poseedores artiguistas que 
aún yacían. en 'sus campos. 

El 14 de setiembre de 1821, Nicolás Herrera, en sus funciones 
de Asesor elevaba a Lecor sus "consideraciones señalando que: 
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“dirigiéndose las anteriores órdenes de esta Capitanía Gral. á proteger 
solamente alas familias pobres, que se hallaban pobladas de buena fé, 
y antes dela pacificación dela campaña, en campos de agena propiedad, 
y Siendo esta protección estensiva solamente alos ranchos y terrenos 
que ocupan con sus ganados, no hay razón ni justicia para que los q.e 
tienen propiedad estén usurpando la de un vecino hacendado q.e ha 
justificado su dominio con títulos antiguos y legales ni p.a q.e los q.e 
no Se hallan en este caso puedan correr los ganados y yeguadas alzadas, 
que presumptivamente corresponden a los dueños delos campos, como 
procreos delos ganados con q.e los tubieron poblados en otro tiempo” (9), 


De acuerdo a dicho principio Herrera aconsejaba se intimase 
desalojo a los intrusos que fueran propietarios en la vecindad, pero 
respecto a los pobladores de buena fe, que en el lenguaje cisplati- 
no valía decir donatarios y ocupantes artiguistas, decía Herrera: 


“álos demas q.e no tengan propiedad y se hallen poblados de buena fe 
antes dela pacificacion, les prohiba —-+€l juez territorial— vigorosamen- 
te toda especie de correrías”. 


Si hasta entonces Herrera se había. preocupado por no innovar 
de ningún modo respecto a las donaciones artiguistas, y la protec- 
ción así extendida alcanzaba literalmente a todo el campo poseído 
al tiempo de la pacificación y delimitado por los documentos, cuan- 
do los hubiera, o por el consenso, a partir de esta fecha y con motivo 
de la reclamación de Albín, Herrera propone reducir largamente el 
contenido del amparo de posesión a los pobladores de buena fe, re- 
comendando que se hiciese entender a los vecinos 


“que solo pueden residir, y p.r ahora y hasta nueva providencia en la 
extensión del terreno necesario p.a el pasto de sus ganados, y disponer 
delas haciendas propias que tengan a rodeo, y de ningún modo de las 
alzádas, bajo el mas serio apercibimiento de q.e en caso de contraven- 
cion justificada seran castigados con todo el rigor de las leyes" (10), 


Este era un paso más avanzado que la anterior resolución que 
les ordenaba limitsrse a la “parte del campo que tengan ocupado 
con población y ganados”, pues ahora se especificaba que los gana- 
dos debían entenderse solamente aquellos que tuviesen a rodeo, y 
de “ningún modo” a los alzados. La medida era gravísima y estaba 
enfilada a obtener dos resultados, En primer lugar, los poseedores, 
naturalmente, dadas las condiciones de la época no tenían todo lo 
que consideraban sus ganados en calidad de rodeo manso. Allí don- 
de las condiciones topográficas lo permitían, por la seguridad de las 
rinconadas y de los espesos montes, los ganados se conservaban al- 
zados, porque sus posibilidades de emigración a otros campos eran 
muy limitadas. El rodeo manso se imponía justamente en los terre- 
nos donde los problemas de límites obligaban a marcar y a aque- 
renciar los ganzdos. De este modo, reducir el amparo al sólo suelo 
poseído con ganado manso era ya una expropiación de los reales lí- 
mites donados por Artigas. a 

En segundo lugar. constituía una verdadera expropiación de los 
ganados alzados, considerados en el peor de los casos “del común”, 
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y expropiación acompañada con su obsequio'a los grandes pro- 
pietarios. No es menor la importancia de esta medida, porque —lo 
reiteramos— una de las causas que más obstaba'al real cumpli- 
miento de la devolución de las propiedades, era justamente la im- 
posibilidad material de los antiguos latifundistas para reocupar sus 
cempos con ganados. En estas condiciones el decreto sugerido por 
Herrera favorecía aceleradamente la real capacidad de los reivindi- 
cadores para asegurarse la restitución del suelo. 

De lo lejos que iba esta; nueva manera de entender la amplitud 
del “amparo de posesión” puede juzgarse por la recomendación fi- 
nal de Herrera en el caso que nos ocupa, según la cual 


“para evitar iguales abusos en otros puntos dela Campaña, será con- 
veniente q.e V.E. mande circular una orden alas Justicias y Coman- 
dantes de los Departamentos, instruyendolos de esta resolución p.a q.e 
se observe por punto general” (12), 


Resumiendo. Ya a fines de 1820, Nicolás de Herrera impone 
que los donatarios se limiten al terreno en que pacen sus ganados. 
Poco después se prohibe realizar correrías y yeguadas en los cam- 
pos discutidos sin permiso del antiguo propietario del suelo y por 
último se impone que el solo suelo sobre el que se ampara la po- 
sesión sea aquel donde se mantiene el ganado manso y puesto a 
rodeo. La importancia de esta medida fue rápidamente comprendi- 
da por todos los propietarios, porque a partir de entonces se les ve 
más urgidos por detener las faenas en sus campos que en lograr el 
definitivo desahucio de sus intrusos, que esperaban fuese la obra 
astuta del tiempo y de los hombres. “3) 

Por su parte, el propio Gobierno, atendiendo a la preocupación 
de los propietarios y consecuente con las normas que venía impar- 
tiendo, impuso como norma general a todas las autoridades' de cam- 
paña el cumplimiento de la prohibición y a su vez en cada uno de 
los casos en que se enfrentaban propietarios y donatarios ante los 
tribunales, (14 


La Junta de Hacendados de 1821 


La situación de la campaña a mediados del año 1821 no era 
nada: tranquilizadora. El gobierno cisplatino se había extremado en 
flexibilizar sus resoluciones, en satisfacer a los propietarios sin con- 
mover a las amplias capas de donatarios e intrúsos. Teniendo como 
derrotero fundamental colonizar los campos'con pobleción de 'ori- 
gen portugués, pero buscando al mismo tiempo hacer perdurable 
su dominio, estabilizando la propiedad hasta ‘transformarla en el 
consenso rutinario que les clases dominantes necesitaban, Lecor ne- 
césitaba paz, porque el imperio necesitaba paz. Asfixiado “por una 
situación financiera impostergable, las autoridades centrales de Rio. 
Janeiro no estaban en condiciones de comprometer su' hacienda en 
una nueva y gravosa aventura militar en la provincia" cisplatina. 

Lecor necesitaba campos, luego, era. necesario desalentar im- 
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perceptiblemente a los grandes hacendados aun emigrados y "cues- 
tionar los títulos de los que ya residían y reclamaban en la provin- 
cia, hasta la “nimia escrupulosidad”. Lecor y las clases criollo-cis- 
platinas que eran su basamento de poder necesitaban devolver a la 
propiedad privada el brillo y el religioso poder que había poseído 
antaño, luego, era imprescindible transformar los donatarios e in- 
trusos de clase libre y no dependiente en una capa más de aque- 
llas viejas formas de subordinación que había conocido la campa- 
ña colonial: de ahí que Lecor empujase a los donatarios o por el 
despeñadero de la expulsión de los campos o por las horcas caudi- 
nas de la sumisión como arrendatarios, medianeros, puesteros, o en 
el mejor de los casos como pequeños propietarios libres luego de 
comulgar con la santa hostia de la compra del campo a precio de 
mercado, (15) 

Si se observa: la mayoría de los expedientes litigiosos donde 
corren propietarios y donatarios sus derechos, puede comprobarse 
que alternativamente se expide un amparo de posesión al propie- 
tario, se acepta luego una reclamación del donatario y se le ampa- 
ra como poblador de buena fe suspendiendo el desalojo, para más 
tarde insistir nuevamente en el desalojo que es nuevamente sus- 
pendido apenas hay resistencia de los desahuciados.(19 Esta situa- 
ción no podía postergarse demasiado tiempo. Todos lo compren- 
dieron. Para que el propietario estuviese en condición de vencer 
era necesario fortalecerlo económicamente, y para que el donata- 
rio e intruso se rindiesen era menester ahogarlos sin violencia. El de- 
salojo judicial, extremoso y clamoroso, era el último recurso que 
hubiera permitido Lecor. Bastaba que el propio donatario y el in- 
truso, fueran empujados indolora y objetivamente por su situación 
económica a transformarse en lo que el gobierno y el propietario 
deseaban: un hombre subordinado y un productor dependiente, pa- 
ra que se obtuviese el mismo fin, 

Damos de barato que ni Lecor ni los grandes propietarios ni las 
sucesivas Juntas Consultivas y Juntas de Hacendados que trataron 
el problema, tuviesen una prolija idea del proceso que deseaban, pe- 
ro tal fue el resultado objetivo del curso que tuvieron los aconteci- 
mientos. 

El 11 de setiembre de 1821, se reunió la Junta de Real Hacien- 
da, dedicando su atención al problema irresuelto de la propiedad 
de la tierra y de la producción ganadera.“ No conocemos los tér- 
minos de su discusión, sólo sabemos con certidumbre, que en dicha 
sesión la Junta decidió realizar un censo completo de intrusos en 
toda la extensión de la campaña, a la vez que promover una serie 
de medidas complementarias para el mejoramiento de la producción 
ganadera. Por lo menos, comprobamos que a partir de entonces se 
convoca la Junta de Hacendados, que promueve una serie de medi- 
das que convienen a los grandes propietarios. 

Es por demás sugestivo el hecho de que tres días después de 
la sesión de la Junta, Nicolás de Herrera se pronunciase por la 
restricción del amparo de posesión a los estrechos límites en que 
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se conservase rodeo manso. Sin extendernos demasiado, es necesa- 
rio recordar que inmediatamente, el gobierno invita a los hacenda- 
dos carentes o escasos de ganados a realizar “sacas” de los mismos 
al norte del Río Negro, previo consentimiento de las autoridades.. A 
su vez la Junta de Hacendados, reunida en octubre(15, solicita la 
eliminación de las pulperías volantes, vehículo por el cual los pe- 
queños hacendados donatarios e intrusos comercializaban sus delez- 
nables producciones. 

Los grandes hacendados habían por fin reunido sus esfuerzos 
para enfrentar en bloque a los donatarios e intrusos y para presio- 
nar a un gobierno que necesitaba su adhesión en el tránsito de in- 
corporación de la. Banda Oriental a la digestión cisplatina. En un 
oficio dirigido al Gobernador Intendente y en el cual se distinguían 
las firmas de Tomás García de Zúñiga, Diego Martín Martínez, Jo- 
sé Ramírez, Félix Sainz, Mateo Gallegos, Félix Más de Ayala, Mē- 
nuel José Gutiérrez, Alonso Peláez Villademoros, Santiago Sayago, 
etc, los grandes hacendados exponían su larga via crucis bsjo la 
revolución y en los primeros años de dominio cisplatino: 


“Las condiciones políticas de los años anteriores —decian—, obligaron 
a muchos propietarios a abandonar sus posesiones, dexando todos sus 
intereses expuestos al pillage del pimero que quizo apropiárselos. Así 
es que la campaña que antes se miraba como el centro de la tranqui- 
lidad, se convirtió de improviso en teatro de una guerra espantosa y 
a la quietud sucedió la desolación y el esterminio. Muchos fueron sepul- 
tados en sus ruinas, y los demás tuvieron que buscar un asilo en la 
distancia, Pacificado el territorio por el triunfo de las armas de S.M.P. 
los propietarios o Hacendados trataron de reparar los males que había 
causado un período tan funesto. Empeñados en el fomento de la cría 
de ganados, encuentran dificultades difíciles de superar, toda vez que 
en ello no se interesa el brazo fuerte del gobierno. La campaña se halla 
infestada de una multitud de hombres vagos, que cifran su subsistencia 
en el robo y el pillaje, de aquí resulta que el Hacendado, quanto debía 
penzar en amanzar rodeos para poblar sus Estancias y lograr por ese 
medio el beneficio del proceso, solo tiene que atender a evitar los 
robos y correrías que se hacen por estos mismos en sus propios terre- 
nos, sufriendo también por esta causa la falta de brazos y peonada en 
los trabajos, que deben emprender para el incremento de sus posesiones”. 


Los hacendados no estaban en condiciones de reclamar lo que 
el gobierno cisplatino no estaba en condiciones de otorgar sin arries- 
gar su poder: la expulsión masiva de los intrusos que constituían 
la casi unanimidad de la población rural, pero sí podían exigir otro 
paso más en la expulsión subrepticiz: de los molestos ocupantes. 

En el proceso de desgastar la independencia económica de los 
hacendados pobres, donatarios o poseedores sin títulos, el gobierno 
y los grandes hacendados estaban dando pasos seguros. Con la pro- 
hibición de faenar ganados alzados, se había confiscado masivamen- 
te la; propiedad social de los ganados y se había otorgado un mono- 
polio escandaloso en favor de los grandes propietarios (propietarios 
cohecho colonial mediante) antiguamente perseguidos por Artigas. 
Con la restricción del amparo al solo suelo ocupado por ganado 
manso, se ahogaba a los donatarios e intrusos y se les condenaba a 
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jamás poder crecér, condición sin la cual la inevitable concentra- 
ción del capital agrario terminaría por ponerlos al borde de la rui- 
na. Un nuevo paso había sido el otorgar selectivamente el permiso 
para la saca de ganados entre los alzados al otro lado del Río Ne- 
gro, fortaleciendo así, preferentemente, a los eslabones más débiles 
del régimen. Los grandes hacendados reunidos en su poderosa Jun- 
ta, pidieron entonces un nuevo dispositivo: liquidar la independen- 
cia de los pequeños hacendados en la comercialización de su pro- 
ducción. Luego de historiar el nefasto papel que jugaban las pul- 
perías volantes de la campaña, como fuente y estímulo del abigeato 
y la corambre clandestina, decían: 


“Los Hacendados que suscriben proponen a V.E, en cumplimiento de las 
mismas leyes se adopte por ahora la medida de prohibir en la campaña 
bajo las más rigurosas penas el mercado o pulperias volantes y que las 
estables solo puedan fijarse en las Estancias de los vecinos principales, 
haciendo responsables a estos de los exesos que se hagan y puedan 
cometer con los demás vecinos; que en punto a las ventas de cuero, no 
puedan hacerse sin anuencia de] Juez del Partido, evitando de esta 
suerte los robos que con tanta frecuencia sufren los Hacendados en las 
ventas generales por qualquiera individuo: que ningún propietario 
permita en su casa hombres vagos y sin ocupación conocida, debiendo 
también ser al cargo de los juezes territoriales zelar sobre el particular, 
y examinar el vecindario de muchos que sin mas título que el de haber 
construido un triste rancho se apellidan vecinos, quando no son más 
que aposentadores de ladrones, con quienes están unidos para cometer 
todo género de excesos en las Estancias vecinas” (10), 


Los hacendados pedían el tiro de gracia. Eliminar las pulperías vo- 
lantes y obligar a todos los hacendados sin títulos a comercializar 
sus producciones en las pulperías de los grandes propietarios era 
la creación del monopolio del comercio interior de los frutos gana- 
deros, con todos los consiguientes efectos de la actividad monopo- 
lista: fijación de precios, control de la comercialización y de la 
producción, arbitrariedad en el reconocimiento de la propiedad de 
los cueros y por lo tanto de los gansdos. De ahí a convencer a los 
donatarios e intrusos que su suerte los condenaba a transfor- 
marse en arrendatarios, medianeros, puesteros y peones como úni- 
ca forma de subsistir faltaba poco. Muy poco. ¿La propiedad del 
suelo? Bien, ésa sería la fruta madura, 

Resolver los conflictos sobre la propiedad de la tierra, era sin 
duda la coronación de esta larga y sinuosa tarea planteada al go- 
bierno cisplatino. Las clases dominantes criollo-cisplatinas. necesi- 
taban —lo hemos dicho— devolver al derecho de propiedad toda 
la naturalidad supuesta en su origen y ejercició; pero en particu- 
lar, los intereses coloniales del gobierno portugués necesitaban dic- 
tar y hacer respetar normas generales que consagraran la masiva 
ocupación de terrenos baldíos o usurpados por sus connacionales 
(en especial riograndenses). La paciente tarea de digestión de aque- 
lla resistente nacionalidad oriental suponía la posibilidad real de 
poblar las vastas campañas con el elemento ganadero imperial. Pa- 
ra esta migración, para! su perdurable efectividad, era necesaria una 
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propiedad territorial saneada; tanto para aquellos que ocupaban o 
poseían materialmente los terrenos, como para quienes deseaban 
comprar tierras, que por la propia inseguridad jurídica de que esta- 
ban acompañadas eran impedidas de pasar íntegramente a la circula- 
ción mercantil. 

La vasta operación de sanear la propiedad, incentivar la pro- 
ducción ganadera urgida por los saladeristas riograndenses y la in- 
saciable esclavatura brasileña, pacificar la campaña, reordenar las 
relaciones sociales revolucionadas, etc., hacian menester un profun- 
do y seguro conocimiento del alcance de los conflictos a lo largo y 
ancho de la provincia. De ahí que una de las principales preocupa- 
ciones de la Junta de Real Hacienda fuera la de procurarse una in- 
formación pormenorizada de las tierras explotadas directamente 
por propietarios, y de la explotada por intrusos “en agena pro- 
piedad”. 

El 7 de setiembre de 1821,'?% el Gobernador Intendente comen- 
zó a impartir circulares a lss autoridades de campaña, donde expli- 
caba los objetivos del gobierno e instruía sobre la calidad de los 
censos que debían realizarse en cada jurisdicción. 

Si el gobierno esperaba de las autoridades de campaña una efi- 
ciente y rápida colaboración, se engañó rápidamente. Los docu- 
mentos que conocemos permiten fechar el envío de los padrones 
desde el 6 de noviembre de 1821 hasta el 12 de abril de 1822. Des- 
graciadamente nuestro conocimiento parece ser incompleto. Han 
llegado hasta nosotros, los padrones de la jurisdicción de Melo, 
Arroyos Godoy, Río Cebollatí al sur, y Río Yaguarón al norte; de 
Paysandú, que releva solamente parte de los actuales departamen- 
tos de Río Negro y Tacuarembó y roza apen:zs el sur del de Pay- 
sandú; el de las jurisdicciones de Mercedes, Soriano, San Salvador, 
Arroyo Grande y Monzón, comprendiendo casi todo el departa- 
mento de Soriano y parte del de Colonia; en fin conocemos apenas 
los oficios que acompañaban los padrones de Maldonado y de los 
campos de Viana Achucarro (Florida) pero no los padrones mismos. 

Pero incluso los padrones que hen llegado hasta nosotros ado- 
lecen de información sumaria, unas veces, parcial, otras y aun se 
da el caso de aquellas autoridades que con diversos pretextos no 
proporcionan ninguna información. Psrece desprenderse de los do- 
cumentos, que si bien algunas autoridades no estaban en condicio- 
nes culturales y administrativas para cumplir eficientemente sus 
cometidos, otras, por el contrario, interpretaron torcid:.mente lo so- 
licitado, o lo entendieron demasiado bien y entreveraron conscien- 
temente las cartas. A creeer a los padrones de Paysandú, el releva- 
miento se realizó convocando a los vecinos propietsrios e intrusos 
para que ofreciesen espontáneamente las informaciones a los jueces 
territoriales. Por lo que sabemos, la inmensa mayoría de los hacen- 
dados, en particular los intrusos, no se molestaron en acudir a los 
requerimientos y cuando lo hicieron ofrecían informaciones escue- 
tas y confusas. 

El gobierno necesitaba particularmente un padrón completo de 
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todos los intrusos-poseedores de tierras de propiedad. agena, y en 
las cuales no se hubiera logrado acuerdos entre ocupantes y pro- 
pietarios. La voz “intruso” fue equivocamente interpretada por 
muchas autoridades. Unas entendieron por tal a todo hacendado 
no propietario, proporcionando en consecuencia noticia sobre arren- 
datarios, agregados, ete., sin la menor explicación al efecto;'*%) otras 
se eximían de enviar toda información sobre ocupantes de origen 
artiguista —en.caso de haberlos— porque en aquellos lugares don- 
de pudiera haberlos habían ocurrido acuerdos entre propietarios e 
intrusos, 4) otras autoridades enviaban datos sobre intrusos. no 
arreglados con sus propietarios, pero no decían una palabra sobre 
el origen de su intrusión, y nos consta- perfectamente que muchos 
de los citados se habían acogido al Reglamento Provisorio,2*' había 
de aquellos que no enviaban información sobre hacendados intru- 
sos, sencillamente porque en la fecha del censo aún no se habían 
resuelto los litigios jurídicos que los oponían.'2% Y no faltó quien 
como el juez territorial de Arroyo Grande nos vedó toda noticia 
sobre su partido, porque según firmaba, en su jurisdicción no ha- 
bía intrusos, dado que no consideraba como tales a los hacendados 
propietarios con “licencia de Artigas”.20 

El padrón de Paysandú nos ha proporcionado si, una informa- 
ción desconocida como era la existencia de catorce donatarios en los 
campos de Alcorta, Bustillos y Veloz(?7); del mismo modo es muy ins- 
tructivo el padrón de la jurisdicción de San Salvador, por cuanto fue 
realizado mediante una labor itinerante y minuciosa, que nos per- 
mite comprobar la enorme cantidad de intrusos poblados en los 
años 15 y 16 y en menor grado de 1817-19; pero este mismo padrón 
oculta sistemáticamente toda referencia al origen jurídico de esa 
intrusión, pese a lo cual sabemos que cuatro intrusos citados en 
los campos de Ferreira da Cruz eran donatarios artiguistas, y su- 
ponemos lógicamente que el mismo origen deben tener los citados 
en los campos de Francisco Albín y Miguel de Azcuénaga, y otros 
propietarios, (28) . 

Pese a las reiteradas exigencias del gobierno, las autoridades 
departamentales, (por lo menos a la luz de los documentos conoci- 
dos) no parecen haber colaborado con entusiasmo en la labor de 
exhibir públicamente la enorme masa de intrusos que poblaban la 
campaña. De todos modos, los fugaces destellos que lanzaban cier- 
tos padrones permitieron completar la idez, que las autoridades cis- 
platinas poseían sobre el problema. En el curso de ese relevamien- 
to, compelido por sus necesidades políticas y por las exigencias de 
las clases dominantes apuradas por solucionar de una vez los con- 
flictos de la propiedad, Lecor lanzó su famoso Bando sobre tierras 
de noviembre de 1821. 
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NOTAS AL CAPITULO III 


(1) EGH, ESE, 1820, n? 57, fojas 35. 


(2) Doña Josefa Veloz, lo denunciaba con pavura; “Corro el riesgo — 
decía refiriéndose al donatario artiguista a quien quería expulsar— de q.e 
Ximenez q.e debe estar álos alcances del porvenir, aproveche los primeros 
momentos p.a enagenar Jas haciendas existentes, hacer faenas y destrosos en 
una propiedad q.e sabe no ser suya y en precaución de los perjuicios irrepa- 
rables á q.e me expone una conducta tal, es q.e ocurro á V.E. a efectos de 
q.e se sirva librar ádho.comand.te ó al inmediato á la referida estancia, 
intime á Ximénez q.e interin no recaiga resolución del Exmo. S.r Cap.n Gral. 
sobre el particular se abstenga de faenar, enagenar ni hacer uso alg.o delos 
bienes de qualq.a genero alli existentes”. (EGH, ESE, 1820, s/n., fojas 1v.). 
Nos imaginamos la fortaleza de ánimo que debió tener la venerable viuda 
cuando en abril de 1821, Ximénez fue, como juez comisionado, el encargado 
de cumplir esa misma orden que contra él solicitaba. 


(3) EGH, ESE, 1820, N? 18. à 


(4) En 1821, Conrado Rucker solicitó permiso para extraer ganados 
al norte dej Río Negro, con la intención de poblar la estancia de Don Manuel 
González. Fundamentando su solicitud nos informa sobre la “desgraciada suerte 
q.e habia sufrido el referido Gonzales vecino honrado de Paisandu hasta 
verse reducido ala mendicidad en el tiempo de la dominación del Gen.l D.n- 
José Artigas”. Aseguraba haberlo mantenido sin otra “esperanza de ser 
cubierto y reintegrado del din.o suplido, q.e Ja promesa de este hombre de 
bien de hacerlo luego q.e pudiese administrar sus bienes”. Dicho momento 
habría llegado cuando se vio a Lecor “ocupar felizmente estos Paises, y traher 
a ellos la paz y tranquilidad de q.e por tanto tiempo se hallaban privados” 
y al “publicarse los Bandos en q.e V.E. a nombre de S.M.F. prometia la 
protecciones, de sus habitantes, la seguridad de sus personas y de sus pro- 
piedades". González juzgó entonces “llegada la ocasión de volver al uso y 
administración de las suyas, y de poder por este medio satisfacer mi deuda, 
y solo esperó se pacificase la campaña. En efecto —seguía Rucker— conse- 
guido esto, fue a su Estancia, cita en el Rio Negro en el Departam.to de 
Paisandu: reconocio su estado y segun él, se halló sin fondos p.a trabajarla”. 
(AGN, Caja 557, 1821, Carpeta n? 6). Don José de Alagón, por las mismas 
circunstancias de revolución y anarquía, recordando la opulencia de su ha- 
cienda decía que “luego que supe que la colonia la ocupavan Armas de nro. 
-Rey Fidelísimo, me pasé a <!lla, en donde lo paso miserablemente”. Solicitaba 
para reocupar su estancia, permiso para extraer mil vacunos (Ibidem). 


(5) Juan de Almagro había obtenido su propiedad luego de lograr el 
reconocimiento discutido por las autoridades, “Pero, Exmo.Sr. —decía el acon- 
gojado propietario— yo era dueño de una hacienda populísima y lo soy ahora 
de un vasto desierto. Cien mil cabezas de ganado tenían mis haciendas en el 
año de 1810, y su procreo «Jas había aumentado a un punto, q.e el calculo 
parecería exageración, 'y hoy si hay algunos cortos restos de aquella prodi- 
giosa riqueza, estos restos se hallan en poder de varios intrusos q.e quieren 
convertir la usurpación de los campos y delos ganados en titulo de propiedad”. 
(EGH, 1820, ESE, n937, fojas 23y). 


(6) EGH, ESE, 1820, n? 57, fojas 4v. 

(7) EGH, ESE, 1820, n? 57, fojas 11 y 14 vuelta. 

(8) EGH, ESE, 1821, N° 56, fojas 1. 

(9) Ibid, fojas 1v. 

(10) Ibíd. £ 

(11) Si'la suerte otorgada por el Reglamento Provisorio permitía de 


acuerdo. a las condiciones mantener de k 500 a 3.000 cabezas de ganado 
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magro, de corta alzada y rendimiento muy escaso, es posible comprender 
qué drástica reducción del sutlo constituyó una medida como la solicitada 
por Herrera, si se tiene en cuenta que de acuerdo a los padrones de intrusos 
levantados a fines de 1821, los donatarios artiguistas en una gruesa propor- 
ción no poseían ni 100 cabezaz, y que los más florecientes contaban de 200 
a 400 cabezas. Para unos, pues, el decreto reducía sus campos en 15 o más 
veces, para otros valía tanto como reducirlos a la cuarta o sexta parte. 


(12) bíd. 


(13) Una buena parte de los expedientillos correspondientes a estos 
años, está constituida por la solicitud del antiguo propietario para que se dé 
cumplimiento en sus campos de la orden de prohibición de faenas a los intru- 
sos, Quizás sea típico el que eleva Roque de Haedo —administrador de los 
campos de Villanueva Pico —<quien a lo largo de la dominación cisplatina, 
sólo emergió de la inmovilidad no para reclamar sus campos sino para pedir 
aquel amparo. "Con el motibo —decia— de haverse dado orden por este 
Ylustre Govierno para que nadie pueda correr ni hacer matanza de la Yeguada 
en campos ajenos sin el corresp.te permiso de los Dueños y en particular 
sin la de este Gov.no; y en la actualidad estan executandolo muchos de los 
vecinos en mis terrenos; y para obiar estos perjuicios que se me siguen, y 
que se abstengan en adelante se ha de servir V.S. darme la correspondiente 
orden”. (EGH, ESE, 1821, n? 122, fojas 1. 29 de agosto de 1821). 


(14) En los campos que fueran de Pedro Manuel García, la numero- 
sísima población agraciada por repartos, de 26 a 30 pequeños hacendados, 
representada también por algunos de sus miembros en la autoridad local, 
impidió por bastante tiempo que el viejo latifundista español reconquistara 
sus tierras. 


El 13 de abril de 1821, Pedro Manuel García había obtenido un decreto 
favorable del Gobernador Intendente por el cual se facultaba al Comandante 
del Departamento para que desalojase a los patriotas. Pedro Norberto Fuen- 
tes —a la sazón comandante— pasó orden al Comisionado del Partido, Felis- 
berto Olivera (sucizor de un agraciado artiguista y comprometido él mismo 
en la suerte de todos) para que convocase a los vecinos. Reunidos 26 hacen- 
dados donatarios, elevaron la representación del caso, en la cual luego de 
hacer la historia del origen de sus posesiones y defender su legitimidad fina- 
lizaban solicitando “q.e teniendo á la vista las consecuencias tan tristes q.e 
resultan a nuestras «familias del desalojo de estos terrenos” se obligase a 
García a exhibir sus títulos y en caso de así hacerse, se le ordenase vender 
las suertes que cada uno ocupase. 

Ante la explosiva situación, Lecor, de acuerdo a lo ya establecido, mandó 
susp:nder los lanzamientos, ordenando no se incomodase a Jos vecinos en la 
parte que ocupaban entonces, pero sin que pudiesen extenderse fuera de dichos 
límitos ni correr yeguadas ni ganados, que sólo podían ser usufructuados por 
el propietario Pedro Manuel García. (EGH, EE, 1825, N9 3). 

Además de los casos ya citados de Francisco Albín, Roque de Haedo y 
Pedro Manuel García, los expedi: ntes ofrecen iguales solicitudes de José Fon- 
tocely, Alonso P. Villademoros, Lorenza Moro de Alcorta, Juan F. Blanco, 
Francisco Juanicó (por Dargain), Josefa Veloz, Celedonia Wich de Salvañach, 
Juan de Almagro, etc, 


(15) Con los campos llenos de intrusos y con el bendito amparo de pose- 
sión a los pobladores de buena fe, los grandes hacendados se hallaban con 
un misterio teológico: los hombres del campo preferían trabajar para sí antes 
que para otros, los gauchos no querían ser peones. Los propietarios compren- 
dieron —otra vez más— que la mejor forma de luchar por la propiedad pri- 
vada de los grandes latifundistas era exterminar la propiedad privada de los 
pobrez del campo. Nuevamente la creación de un proletariado rural necesitaba 
gue se expropiase sangrisntamente los medios de producción a los trabajadores 
directos. “La campaña se halla infestada por una multitud de hombres vagos, 
que cifran su subsistencia en el robo y el pillaje, de aquí resulta que el 
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Hacendado, quanto debía pensar en amanzar rodeos para poblar sus estancias 
y lograr por ese medio el beneficio del procreo, solo tiene que atender a evitar 
los robos y correrías que se hacen por estos mismos en sus propios terrenos, 
sufriendo también por esta causa la falta de brazos y peonada en los traba- 
jos, que deben emprender para el incremento de sus posesiones. (AGN, Caja 
558, Carpeta 4. Oficio de la Junta de Hacendados. Octubre de 1821. Citado 
por A. Barrios Pintos en “Pulperías de la Cisplatina”, p. 7). 


(16) A mediados de 1821, de todos modos, una buena cantidad de cam- 
pos habían sido limpiados ya de sus ocupantes. Rollano lo había logrado con 
todos salvo con Juan Galván. Otro tanto parece haber logrado Pascuala Alva- 
rez de Martínez y José Fontecely. Antonio Villalba, cuyo campo era mejor 
situado que extenso, se apoyó €n su influencia con Lecor y en el hecho que 
sólo debía lidiar con un donatario. Pero Pedro Manuel García, Francisco y 
Melchor Albín, Juanicó, Villanneva Pico, Azcuénaga, Salvañach, Alcorta, Bus- 
tillos, J. F. Blanco, Colegio de Huérfanas, paseaban aún sus alternativas por 
los tribunales sin haber logrado otra cosa que conmover a sus ocupantes y 
apurar la faena de ganados de sus respectivos campos. 


(17) Esta junta es citada en el envío de los censos de Mercedes y de 
Melo, como la sesión donde nació la iniciativa de los padrones de intrusos. 
(AGN, 558, Carpeta 4, y Caja 557, Carpeta 5). 


(18) Ver Actas del Cabildo de la fecha. 


(19) A. Barrios Pintos, “Pulperias de la Cisplatina”, pág. 7. Oficio de 
la Junta de Hacendados, AGN, Caja 558, Carpeta 4. 


(20) AGN, Caja 557, Carpeta 5, Documento 5. El juez Ordinario de 
Mercedes, Juan Ramón Docazal, cita esta fecha como la de la circular que 
le exigió el padrón de su jurisdicción. 


(21) Bernardo Suárez del Rondelo pedía atención sobre el error come- 
tido por su subalterno el Juez territorial del distrito de Cebollatí y Olimar, 
por cuya información “infiero —decía Suárez— no entenderse por intrusos 
los agregados q.e detalla haver poblados en campos agenos en la extensión 
de su territorio” (AGN, ex AGA, caja 558, Carpeta 4, 6 de noviembre de 1821). 


(22) Ibidem. : 


(23) Juan de la Cruz Monzón acompañaba los informes sobre intrusos 
con una breve nota fechada el 28 de noviembre de 1821, diciendo que enviaba 
la noticia de "los intrusos que tienen cada uno ensus pertenencias, exento 
uno del arroyo Negro motivado aque los que hay en aquel paraje estan con 
el conocimiento de los propietarios dueños quales son los Aedos”, (AGN, ex 
AGA, Caja 557, Carpeta 2). 


(24) Mateo Benítez, Juan Galván y Leonardo Fernández, son algunos 
de los donatarios artiguistas, citados respectivamente en los campos de Casi- 
miro Barreto, Manuel Rollano y Ferreira da Cruz, y de quienes los padro- 
nes silencian su origen artiguista. 


(25) Todos los intrusos ya comprobados como donatarios artiguistas de 
los campos de Juan Francisco Blanco, Josefa Veloz, Juan de Almagro, son 
omitidos en los censos, pese a corresponder a jurisdicciones que enviaron 
información, y pese a constarnos que en 1821, estaban ocupando los campos 
y litigando con sus propietarios. . 


1 (26) “Devo decirle que con respecto á los vecinos intrusos que vmd. 
me comunica en el suyo devo decir que ni ay ninguno en el Partido de mi 
Jurisdiccion, solo si los q.e se hallan en él son aquellos vecinos que se han 
poblado en el tiempo que governaba el Genera] Artigas, cuyos individuos todos 
estan con licencia, los q.e fueron facultados por el dicho señor en aquel 
tiempo para el reparto delos Terrenos”. (AGN, ex AGA, Caja 557, Carpeta 5, 
documento 5, fojas 2). Muy sugestiva es la información proporcionada por 
la sala capitular de Maldonado. En ella se dice que fue necesario realizar una 
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conferencia con Jos comisionados territoriales "para instruirles á viba voz del 
integro cumplimiento de dichas Superiores resoluciones, y darles una pauta 
analoga ala inteligencia de sus comisionados respectivos, siendo un motivo 
entre otros que fixo esta resolucion la extraviada inteligencia que dán ála 
vós intrusos quela confunden con los licenciados en terrenos de agéna pro- 
piedad, como son los que se leen en las listas n? 1 y num.o 2 que son vecinos 
lizenciados, y nó intrusos”. (AGN, ex AGA, caja 568, 1822, Carpeta 3). Des- 
graciadamente las benditas listas “1 y 2”, “lizenciados en terrenos de agéna 
propiedad”, inevitablemente donatarios artiguistas, no han llegado a nuestro 
conocimiento. Nada sabemos ni sobre los donatarios ni sobre los propietarios 
confiscados, apenas si podemos suponer legítimamente que los campos que 
necesitaran listas para registrar sus donatarios debian ser muy extensos. 


(27) AGN, ex AGA, Caja 557, Carpeta 2, fojas 4. 
(28) AGN, ex AGA, Caja 558, Carpeta 4. 


56 


CAPITULO IV 


LA CAIDA DE LOS VELOS: DESALOJOS O SUPEDITACION 


El Bando sobre tierras del 7 de noviembre de 1821 


El Bando dei 7 de noviembre de 1821, fue el instrumento jurí- 
dico capital que elaboró el gobierno cisplatino para. los problemas 
de la tierra. En su complejo e hibrido articulado se intentan abra- 
zar los objetivos de regular la salida fiscal de la tierra pública así 
como los de reglamentar el saneamiento de la propiedad discutida, 
Todo aquel que deseara comprar campos debía denunciarlos al Go- 
bierno como vacantes (art. 1) quien los vendería en pública subas- 
ta al mejor postor (art. 2). Se determinaban algunas medidas para 
atender al socorro y beneficio de los “habitantes y familias noto- 
riamente pobres del país” de modo que pudiesen levantar sus es- 
tablecimientos (erts. 3 y 4). 

El art. 5 conminaba a los ocupantes de campos denunciados o 
nacidos de “donación de alguna autoridad” y de cualquier otro ori- 
gen y que a la vez careciesen de “título legítimo de propiedad” 
ni los hubiesen pagado, a que se presentasen al gobierno en el tér- 
mino de seis meses, “con los documentos ó papeles que tengan, pa- 
ra que examinados por la Junta de Real Hacienda, se les admita á 
moderada composición y se les espida los correspondientes títulos 
de propiedad”. Para aquellos que se resistiesen al emplazamiento 
se les amenszaba con cursar cualquier denuncia que se realizase 
por terceros sobre sus mismos campos. 

El gobierno exigía a su vez, que todos los que se considerasen 
propietarios “sin distinción alguna” se presentasen en los seis: meses 
siguientes en la Escribanía Mayor para registrar sus “títulos de 
propied=d ó posesión, y cualesquiera documentos ó papeles en virtud 
de los cuales poseen sus campos y haciendas, á fin de que recaiga 
la confirmación que subsane cualquier falta de solemnidad y ase- 

. gure su validez y estabilidad para el futuro” (%, . 

Apenas pregonado el Bando de Lecor, su propia ambigüedad 
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dio lugar a que su letra fuese reclamada indistintamente por pro- 
pietarios e intrusos como fuente posible pzra validar sus respectivos 
derechos sobre la tierra. 

Muchos poseedores de los campos de Villanueva Pico, Colegio 
de las Huérfanas, Pedro Manuel García, Milá de la Roca, Correa 
Morales, Alcorta, etc., se consideraron suficientemente garantidos 
como para salir del anonimato en que habían escondido sus pose- 
siones y elevar sus representaciones a las autoridades reclamando 
el cumplimiento del Bendo en sus respectivos casos. Como primer 
requisito del buen andar de sus expedientes, recabaron y obtuvieron 
en su mayoría, los certificados correspondientes de los comisionados 
artiguistas que habían realizado la merced que ahora intentaban 
consolidar: Domingo Figueredo (Campos de Correa Morales), To- 
más Burgueño (Campos de Villanueva Pico), Felisberto Olivera 
(Campos de Pedro Manuel García), Faustino Tejera (Campos de 
Milá de la Roca), Vasco Antúnez y Pedro Solano (Campos de las 
Huérfanas), etc., promovieron ante los viejos comisionados artiguis- 
tas, Raimundo González, Manuel Durán, Manuel Cabral, e incluso 
ante el mismo Fructuoso Rivera, los testimonios que les fueron 
diligentemente otorgados (?, 

Su suerte fue, desde el punto de vista jurídico, insanable. Como 
en todos los casos en que se agitaban los inquietantes problemas de 
propietarios y poseedores, las autoridades tuvieron en cuenta, ante 
todo, la clase de campo y la condición política de los propietarios 
y poseedores. Pero en lo fundamental, las autoridades se negaron 
siempre a convalidar la posesión mediante el otorgamiento de los 
títulos correspondientes, limitándose —en aquellos casos en que los 
viejos propietarios aún no habían promovido la devolución de sus 
tierras— a indicar que no debían ser molestados en la ocupación 
material de los campos, Mas en el caso en que los poseedores inten- 
taban consolidar su titulación en campos cuyos antiguos propieta- 
rios habien ya iniciado su reivindicación, las autoridades fueron 
inexorables: suspendieron la tramitación independiente de las soli- 
citudes de los poseedores y obligaron en todos los casos a que 
sometiesen sus casos a la suerte general de los poseedores cuyos 
derechos se encontraban cuestionados en pleitos sustanciados ente 
los tribunales (?. 

El gobierno cisplatino fue inflexible en el cumplimiento de estos 
principios, negando la consolidación de la propiedad incluso a 
donatarios artiguistas como el ya citzdo de Felisberto Olivera o 
como los de Vasco Antúnez, Pedro Cepeda y otros donatarios portu- 
gueses de los campos de las Huérfanas (*, 

En julio de 1822, Vasco Antunes Maciel, entonces Coronel de 
Milicias de Caballería: de Colonia, pidió de las autoridades la mera 
ratificación de la donación artiguista: 


“disfrutando —decia— en pacífica posesión como donado por una Auto- 
ridad, que en aquélla época revestía la omnimoda enla Provincia, y era 
la única áquien se reconocía; y aunque hasta aora nó he sido incomo- 
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dado, sin embargo como á mérito de aquella donación he formado den- 
tro de] área significada una regular estancia con ganados Vacunos, y 
Caballar, áfin de asegurarme mas en ella, suplico se sirva sancionar la 
expuesta donación” (5). 


En los mismos días, Pedro Solano, otro donatario artiguista de 
las Huérfanas, expresa más cautelosamente su solicitud, seguro 
quizás de carecer de la prestancia jerárquica de su vecino. Solano 
expresaba que “habiendo duda: de si el expuesto Terreno es realen- 
go, o correspondiente a las Huérfanas” realizaba su denuncia para 
que siguiese el trámite de compra del campo a censo redimible (de 
acuerdo al Bando) o para que se le amparase en su posesión 
en caso de pertenecer al Colegio porteño, dado que su campo le 
había sido dado “por el Comisionado de un govierno que entonces 
era el unico que se reconocía por legítimo enla Provincia, y rebestía 
toda la omnimoda facultad”, 

El 18 de julio de 1822, el Cabildo de Colonia elevó el expediente 
así iniciado a la vista del Fiscal Francisco Llambi, quien respondió 
a mediados de agosto con la opinión que habría de sentar definitiva: 
jurisprudencia sobre todos los extensos campos de las Huérfanas, 
así como sobre todos los demás campos de propiedad privada de- 
nunciados por los “pobladores de buena fe”: 


“Yllmo. y Exmo. Sor. 

El Fiscal contestando la vista q.e se le confiere de las solicitudes de 
D.n Vasco Antunes Maciel y D.n Pedro Solano remitida por el Cabildo 
de la Colonia con oficio de 18 de Julio del presente año dice: q.e el te- 
rreno comprendido en la Estancia q.e se llama de las huerfanas no está 
en la clase de realengo ni de aquellos q.e segun el Bando de 7 de Nov.re 
deben venderse: qualguiera donación q.e de estos se hubiese hecho debe 
considerarse nula, y sin efecto, p.r ser contraria a los principios gene- 
rales de dro., en perjuicio de el dominio y señorio de un tercero á quien 
no pudo un comisionado privar de el, sin orden expresa, y conocim.to de 
causa, por lo mismo pide el Fiscal, se sirva VE. declarar no haver lugar 
á la presente solicitud, sin perjuicio de ios dros. del Fisco para el caso 
de resultar realengo el terreno q.e ocupa D.n Pedro Solano, sobre lo 
qual puede VE permitir produsca la correspondiente información suma- 
ria, formandose el exped.te por separado. Si asi fuera del Sup.or agra- 
do de VE, 

Llambi". 


El estilo de Llambi, incambiado a lo largo de todas sus vistas 
fiscales e intervenciones jurídicas y políticas, es seco y preciso. Como 
el tiempo lo demostraría, las invalidaciones de las donaciones sobre 
fundos privados serían siempre basadas en los mismos y tradiciona- 
les argumentos. Del claro hecho de que ni Llambí ni otros magis- 
trados tuviesen nada que decir contra iguales “desafueros” del po- 
der español, portugués, brasileño, porteño o de los futuros gobier- 
nos independientes, se desprende que la jurisprudencia se endereza- 
ba contra la donación aplicada con criterio democrático y revolu- 
cionario y no contra aquella que venía teñida de los privilegios co- 
loniales o burocrático-feudales. 
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El decreto final del Barón de la Laguna” y del siniestro 
Nicolás de Herrera agrega la sorna al almidón jurídico. El mismo 
Nicolás Herrera “donatario” del Rincón del Rosario por gracia del 
Rey portugués, no vaciló en adherir al punto de vista del fiscal. 
Pero de todos modos el decreto se encuadra en la política ladina del 
poder cisplatino: el acuerdo con Llambí se presta “sin q.e p.r ahora 
se haga novedad en Ja ocupación material dela parte de aq.as estan- 
cias, en q.e estan poblados los intrusos”. El lobo aún no las tenía 
todas consigo (”, 

De este modo, desde mediados de 1821, el gobierno cisplatino 
acepta como jurisprudencia probada, que la donación artiguista era 
insenablemente nula. Esto era ya una verdadera “novación sobre 
las antiguas datas de tierra”. Significaba el definitivo perecimiento 
de la antigua política de “amparo a los pobladores de buena fe”. 
Con ello, el gobierno cisplatino se considereba por fin, habilitado 
para adherirse a la salvaguardia del derecho de propiedad tantas 
veces reclamado por los grandes propietarios confiscados. Y éstos lo 
entendieron rápidamente. 

En un principio, parece que los propietarios reivindicadores, 
simplemente usaron la ambigúedad del Bando de Lecor para ampa- 
rerse en aquellos artículos notoriamente a su alcance.'A su sombra, 
fueron muchos los latifundistas emigrados o expropiados que concu- 
rrieron a exhibir sus títulos coloniales, o a completar su perfección, 
-o a iniciar las indagaciones necesarias para subrogar sus papeles 
extraviados, Aprovechando de esta nueva legislación fueron asenta- 
dos en el “gren libro de la propiedad cisplatina” (Libro de Tomas de 
Razón) una gran cantidad de títulos pertenecientes a porteños o 
residentes en la otra banda, y de españoles refugiados bajo el poder 
cisplatino. De este modo obtuvieron el reconocimiento de sus valio- 
sísimos y extensos campos, reconocimiento que si bien no siempre 
fue seguido por la reocupación material de sus tierras, se transformó 
en instancia jurídica cierta y antecedente de ulteriores reivindica- 
ciones, cuyos resonantes alcances en la época independiente estu- 
diaremos en la Segunda Parte. 

Pero el Bando, reforz=do por la jurisprudencia elaborada en los 
tribunales, fue la vía para que otros grandes propietarios reiniciaran 
con más ímpetu sus reclamaciones o para alentar a quienes aún no 
se habían animado a desempolvar sus añosos títulos coloniales. José 
Félix de Arvide, por ejemplo, había comenzado su trabajosa odisea 
judicial apenas asentada la pacificación cisplatina. El 28 de octubre 
de 1820 había dirigido su primer solicitud al todopoderoso general 
de la Columna del Uruguay, Brigadier Saldaña. Careciendo de los 
títulos, se vio obligado a cumplir la imprescindible etapa de infor- 
mación, hasta que el' 22 de marzo de 1822, cumplida a su satisfacción 
la instancia supletoria de sus títulos, se dirigió ya entonces a Lecor, 
a quien solicitaba la devolución de sus campos, por ser su caso de 
aquellos que se “detslla en el último bando promulgado” , por lo 
cual solicitaba se librase despacho poniéndolo en posesión de la 
estancia de Carumbé (8, 
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Pero como la vista fiscal de. Llambí había. dejado ya treslucir, 
lo que hacía al Bando particularmente favorable a los propietarios 
era el hecho de que todo su texto estaba exigiendo que se decidiese 
la prioridad de derechos de propietarios o poseedores a partir de la 
antigua y tradicional legislación sobre la propiedad, Todos los que 
se creyesen con derechos sobre una misma tierra, debían acudir con 
los documentos o testimonios que afianzasen el pleno o semipleno 
dominio que poseyesen. Por descontado e implícito estaba la con- 
secuente aplicación de los juicios de contradicción entre quienes se 
enfrentasen con derechos contrapuestos. Qué debía entenderse en 
el futuro como sentencia justa en aquellos casos en que se enfren- 
tasen viejos y nuevos propietarios, era lo que no aparecía claramente 
expresado en el Bando, pero Llambi en su calidad de fiscal y el aval 
extendido por Lecor y Herrera, permitían no solo augurarlo sino 
confirmarlo. ; 

El Bando había sido lanzado para “cortar” los litigios sobre la 
tierra, para dar una solución de fondo a las expectativas, a las incer- 
tidumbres, única forma de desarrollar intensiva y pacíficamente la 
explotación ganadera. Con él se quería liquidar la coexistencia 
paralizante de dos dominios sobre la tierra: el jurídico y el útil, El 
Bando —como esos tratados de igualdad que suelen firmar las gran- 
des potencias con los países débiles— parecía legislar abstracta e 
igualitariamente ante el gran propietario de origen colonial y el 
pequeño poseedor ocupante o donatario artiguista. 

“Los que ocupen campos por previa denuncia —decía el artículo 
del Bando— ó donación de alguna autoridad, ó por cualquier otro 
motivo y no tengan título legítimo de propiedad, ni hayan pagado 
los campos que ocupan, se presentarán al Gobierno en el término de 
seis meses, con los documentos ó papeles que tengan, para que exa- 
minados por la Junta de Real Hacienda se les admita á moderada 
composición y se les espida los correspondientes títulos de propie- 
dad”. Si uno tropieza con aquel “todos pueden presentar sus docu- 
mentos”, puede inclinarse por creer en una supuesta igualdad de 
situaciones entre los grandes propietarios y los poseedores artiguis- 
tas. Pero examinar, —en un tribunzl—, es juzgar, es contraponer, 
es decidir qué “documento ó papel” obtendrá prelación sobre otro. 
Era políticamente hablando, decidir que los viejos propietarios vol- 
viesen a sus campos, y que los poseedores artiguistas saliesen de 
ellos o aceptasen las diverses formas de subordinación en la pro- 
ducción ganadera, que las autoridades no tardaron en proponer e 
impulsar. Porque algo debe quedar claro: dar título de propiedad, 
o perfeccionar un título imperfecto pero prevaleciente, o anotar en 
el Libro de Tomas de Razón, o subrogar un título perdido, o llamar 
a exhibir los derechos contradictorios, era terminar con la vieja 
política de amparo a los pobladores de buena fe. i 
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“El derecho de los propietarios ha prevalecido” 


4 

Y esto fue lo que todos comprendieron rápidamente. Ya hemos 
visto cómo, en la ausencia del propietario reconocido como perfecto, 
se negó de todos modos la propiedad a los donatarios artiguistas y 
cómo habiendo propietarios reivindicantes, se obligó a los poseedores 
a enfrentarse en juicio a los tituledos dueños. En un clima tan atento 
como el de los poseedores y propietarios litigantes, en una aldea 
amurallada escasa de distracciones, en un marco reducido a un solo 
tribunal, los contedos miembros de las clases dominantes, los dos o 
tres letrados y procuradores que llenaban sus ocios con pleitos pro- 
pios y ajenos, tuvieron rápidamente idea de lo que acontecía. 

Entre otros lo comprendieron con claridad, los Albín. Francisco 
Martínez Nieto, casado con Felipa, hija de Melchor de Albín, creyó 
llegeda su hora. Luego de recordar que en febrero de 1821, habia 
obtenido el amparo de posesión de su suegro, exponía con infinita 
comprensión que no había hecho uso de aquella orden “por ser gra- 
vísima la circunstancia de respetar la posesión de las familias in- 
truszs”. Pero, señalaba Martínez Nieto, tan ambigua situación era 
intolerable por cuanto 'hacía imposible “emprender al propietario de 
las tierras ningún trabajo en ellas”. Martínez confirmaba a conti- 
nuación el espiritu que había ¿nimado a Lecor cuando había acep- 
tado la contemporización con los donatarios artiguistas, así como 
comprueba cuán definitivo cambio se había impreso a partir del 
Bando de 1821: 


“Pero como esta condición —decta— que en la fha. del despacho supe- 
rior era extensiva a todos los propietarios que tenían intrusos en sus 
campos y posteriormente el dro. de los propietarios ha prevalecido sir- 
viendome V.E, pr. regla general, sin que haya podido servirles de escudo 
la buena fé con que ocupaban propiedades agenas; yo tengo motivo de 
esperar de V.E. que igual protección sea dispensada a mi esposa cuyos 
títulos son los más antiguos de la provincia”. [Subrayado por los au- 
tores] (9), 


Francisco Albín sería de los primeros en recoger los frutos de 
la nueva política cisplatina. En mayo de 1822, presentado nueva- 
mente ante los tribunales, hacía notar la “falta de execución” de 
las órdenes librads.s en setiembre de 1821, dado que los intrusos no 
se retiraban y seguían las correrías de yeguas y ganados. Pero, por 
fin. el 17 de julio, recibida una orden conminatoria de Herrera y 
Lecor, el juez de partido Joaquín Cabo comuniczba haber realizado 
la intimación corespondiente a los intrusos los cuales se habían 
resignado al estrecho piazo de dos meses para la definitiva salida 
ae ls: propiedad de Albín. 

Pero la expulsión masiva de los donatarios e intrusos no fue, 
ni podía ser, un recurso generalizado. El gobierno no tenía interés 
en tremsformar la campaña en una hoguera revolucionaria y los 
grandes hacendados —en particular su capa más especuladora— no 
deseaban —y muchas veces no podían— explotar los extensos cam- 
pos directamente. Cabía entonces proponer e impulser la solución 
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mediatizadora de la que ya hablamos: transformar a los orgullosos 
trabajadores independientes del campo en productores subordinados 
y explotedos. Fueron varios los propietarios que finalizaron por pro- 
poner algún modo de transacción que validase sus postergadas espe- 
ranzas, ora proponiendo vender a quienes pudieran comprar, y arren- 
dando al resto (1%; ora proponiendo pagar las mejoras de los que se 
resistieran a alguna de las otras proposiciones('”, etc., alentados 
seguramente por el propio Gobierno que a través de sus asesores y 
fiscales no dejab ocasión sin proponerlo disyuntivamente (*?”, De 
este modo uno tras otro de los poseedores, donatarios e intrusos, fue 
conociendo la terrible alternativa: o desalojo o subordinación. 

En este pronto sistema, por ejemplo, fue evacuada la solicitud 
de la viuda de Bernsbé Alcorta. El 7 de marzo de 1822, Llambi, en 
su calidad de Fiscal daba por justificados los títulcs presentados, 
bajo cuya validez consideraba se debía amparar e: la propietaria y 
desalojar los intrusos que de acuerdo a lo expuesto por la viuda, no 
quisiesen convenir con su apoderado el arrendamiento propuesto. 
Del mismo modo recomendaba que el juez de partido procurase 
convencer a los intrusos de la conveniencia de pasar a la calidad 
de arrendatsrios y que en caso de no llegarse a un acuerdo, diese 
el tiempo necesario para que retirasen sus haciendas (*?). 

En marzo de 1822, también Juan de Almagro, exultante por los 
cambios operados respecto a sus derechos de propiedad, “despues 
de once años de grandes desastres y grandes padecimientos” expre- 
saba que habiendo conseguido “al fin encontrar en la justicia y en 
la bondad de S.E. motivos de nuevas esperanzas” y luego de agra- 
decer la “decidida protección que V.E. se dignó hacerme la: generosa 
promesa de hacer respetar mis derechos” solicitaba una orden para 
que todos los intrusos de sus campos los “evacuen y desalojen dentro 
de brevísimo término”, El 11 de marzo, Herrera y Lecor se apuraban 
a despachar la orden consiguiente al alcalde ordinario de Paysandú 
para que se intimase el desalojo “á no ser q.e se compongen con 
el propietario”. Así conminado, Juan de la Cruz Monzón podía infor- 
mar que el 27 de abril había reunido a todos los intrusos “en los 
campos de D.n Juan de Almagro, y estando todos juntos en este 
Juzgado —decía— les hize ver el Despacho de S.E. leyendoles de- 
lante de todos, quedaron todos conformes en obedecer puntualm.te 
conforme a la orden del Yllmo y Exmo. Sor Cap.n Gral. pidiendo 
p.r un ygual todos Plazo de Tres meses p.a el desalojo de dhos. 
Terrenos” “4, 

La orden de desalojo no se limitó a la sóla notificación porque 
como lo denuncia uno de los donstarios artiguistas, Vicente Duarte, 
se ejerció sobre la numerosa población la más cruel persecución: 


“teniendo mi ganadito manso —decía Duarte— hace ocho años ahora 
soy expulsado por Don Juan Almagro, embargandome dicho ganado y 
haciendose dueño de mis ranchos y corrales, cuya orden me ha hecho 
salir el Comisionado de mi Partido para que desaloje yo” (15), : 
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-==-Del mismo modo, conocida que fue la orientación-impresa por 
el gobierno, muchos de los viejos propietarios lograron reanudar los 
arrendamientos con sus anteriores colonos. Algunos de los antiguos 
arrendatarios coloniales simplemente habían dejado de pagar sus 
rentas, otros, como los de Fernando Martínez, habían consolidado 
además sus posesiones mediante la donación artiguista. También en 
este caso, el Bando y todo el contexto jurídico que lo acompañó, 
facilitaron ya no la reivindicación del campo en largo y oneroso 
juicio, sino la mucho más fácil labor compulsiva de reanudar el lazo 
de sujeción. En nombre de la testamentaría de Fernando Martínez, 
se presentó ante las autoridades a fines de 1822, María: Francisca 
Martínez de Pereda: 


“Las hariaciones políticas q.e sufrio la provincia en los años anteriores 
—decía la reclamante— reduciendo å mi familia ála necesidad de recidir 
en esta Ciudad, dejando sus bastas poceciones al cuidado de capataces, 
dieron lugar aque los antiguos arrendatarios, y los nuebos intrusos en 


“erecido numero se aprobechacen de nuestros campos sin contribuirnos la 
mas pequeña cantidad llegando su audacia al extremo de desconocer 
nuestro dominio, como ha sucedido en otras poceciones, efecto consi- 
- guiente del desorden y desorganizacion dela campaña en el tiempo de 
la guerra civil, 4 
Asi es q.e no han bastado las sabias providencias generales dicta- 
das p.r el Ex.mo S.r Baron dela Laguna p.a el 'arreglo del estado á 
hacer reconocer y respetar p.r los intrusos nuestros legitimos é incon- 
cusos derechos, prebalidos ya dela distancia en q.e se hallan de esta 
Ciudad, ya igualmente dela aucencia de los propietarios, nececitandose 
de una providencia seria y ejecutiva, p.a reducirlos al cumplimiento de 
sus deberes”. 


M. F. Martínez de Pereda finalizaba solicitando que se enviase 
despacho al juez territorial Feustino Laguna para que notificase a 
los intrusos de los rincones de Caballero, del Sarandí, de la Car- 
pintería, de Perros, de Conchas, de Minas y en las Puntas de Maestre 
de Campo para que “se sugeten y obliguen —decía— á satisfacernos 
los arrendamientos respectivos y proporcionados á los campos q.e 
ocupan” “compeliendolos —agregaba— en caso de no abenirse áque 
sin escusa ni replica dejen libres y desocupados nuestros terrenos”... 
“y si llegase la insubordinzción delos intrusos á resistir esta justa 
providencia, se ha dignar V.E. —a dios rogando y con el mazo 
dando— autorizar á mi apoderado p.a q.e deshaga los ranchos acosta: 
delos culpados, pidiendo á el efecto el correspondiente ausilio”. 

La resolución de las autoridades fue satisfactoria a tan edifi- 
cante caridad: se libró despacho para que los intrusos “se abengan, 
compongan y trancen con el apoderado q.e nombrese... bien pagan- 
do de presente ó en plazos los arrendamientos respectivos con el 
conocimiento formal de ser colonos; y q.e no queriendo pasar p.r 
esto p.r guardar buena armonia y mejor garantia a los dros, de 
propiedad no teniendo razon p.a poceer y detentar con perjuicio de 
tercero” se les habría de obligar “á dejar los campos liberandose de 
ser lanzados á la fuerza p.r la contumacia y rebeldía” 00, 
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Si puede suponerse que en estos agitados días de noviembre de 
1822,.no haya sido posible llevar .a cabo. el arrendamiento en masa 
que se proponía, no cabe ninguna duda que apenas se pacificó la 
campaña se realizó la amenaza. Como veremos, en 1825, los 31 veci- 
nos arrendatarios de la testementaría Martínez, pedirán el apoyo 
de las noveles autoridades revolucionarias para dejar de pagar aquel 
arrendamiento “arrancado por la fuerza”, 


El empuje propietarista de la provincia abrasilerada 


La independencia de Brasil, proclamada el 7 de setiembre de 
1822, provoca a los pocos días la separación de Lecor, quien se ins- 
tala con las fuerzas adictas a Brasil en Guadalupe e intima a los 
destacamentos leales a Portugal el abandono de la provincia. La 
crisis en el seno de las fuerzas armadas dominantes es aprovechada 
por el Cabildo montevideano, que en octubre, proclama su deseo de 
independencia. En el tema que ahora nos preocupa nos importa 
comprender que esta grave crisis trajo como consecuencia si no un 
viraje radical en la política agraria de Lecor, sí por lo menos la 
suspensión de los desalojos masivos que amenazaban a los donata- 
rios artiguistas y demás poseedores sin título de la campaña. Los 
propios movimientos insurreccionales dirigidos por Lavalleja, Leo- 
nardo Olivera, Manuel Durán, etc., no hicieron otra cosa que refor- 
zar el tono cauteloso que Lecor imprimió a su política, tan necesita- 
da de lograr el apoyo del paisanaje en su enfrentamiento con Alvaro 
Da Costa, Cabe recordar, sí, que vino a agregar un elemento de 
gran complejidad la ace'erada tendencia de repartir tierras entre los 
oficiales y soldados que habían acatado la independencia de Brasil, 
cuyas consecuencias no podrían menos que influir sobre la anterior 
puja entre propietarios y poseedores, apenas se resolviese el con- 
flicto militar que ahora detenía a Lecor (*). ` ! 

Apenas logrado el pleno dominio sobre toda la Provincia, las 
autoridades se lanzaron con todo vigor a proteger el derecho de los 
viejos propietarios. Ora reivindicados los campos por apoderados 
influyentes, ora convertidos los apoderados en virtuales propietarios 
de los campos reivindicados mediante el usurero sistema de la 
“iguala”, ora encabezados por los mismos propietarios, embarcados 
en la general oleada propietarista, la campaña oriental se vio con- 
movida de extremo -a extremo en una violentísima política de 
desalojos o de imposición de arrendamientos, medianerías y demás 
subordinaciones, de cuya abundancia nos ilustran los censos cispla- 
tinos y de los primeros años independientes, donde los “agregados” 
por convención con los propietarios suman centenares en cada 
departamento (17, ; 

La brusquedad del cambio, la coexistencia de la mayor part 


(*) Sobre la historia pormenorizada de este período, ver R. Alonso, L. Sala de 
Touron, N. de la Torre, J. Rodríguez, “La oligarquía Oriental en la Cisplatina” ya cit., 
Cap. V. “La dominación brasileña”, págs. 163 y ss. 
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de los numerosísimos pleitos de desalojo con la crisis: de otros fenó- 
menos sociales y económicos, facilitaron sin duda la no menos 
rápida conflagración libertadora dirigida por Lavalleja. Y esta casi 
simultaneidad entre la política propietarista y la. insurrección pa- 
triota, explica al mismo tiempo que gran parte de los pleitos apenas 
si conocieran las primeras instancias, siempre favorables:a los pro- 
pietarios de todos modos. Pero la frescura de ciertos pleitos, no 
impidió, sino que aceleró la participación de las masas campesinas 
en la revolución, dado que el violento final de los pleitos totalmente 
recorridos habíz descubierto el velo de la política cisplatina y se 
convertía, para cada poseedor “en campos de agena propiedad” en 
el trágico espejo de su inmediato futuro. 

La generalidad de esta situación sobre centenares y centenares 
de leguzs cuadradas discutidas, y la numerosísima población que 'en 
ella estaba comprometida, arroja una clarividente luz sobre ese 
reguero de pólvora que fue la Cruzada Libertadora desde el desem- 
barco en la Agraciada hasta las batallas de Rincón y Sarandí (**, 

Todo lo más que puede decirse respecto a la no rigurosa validez 
de nuestras afirmaciones corre a cargo de otros procesos perfecta- 
mente: plausibles y correlativos con fenómenos ya estudiados en 
nuestra: bibliografía. Veremos en el desarrollo de este período, como, 
algunos poseedores ora por su condición de portugueses, ora por su 
cercana amistad con importantes jefes criolios, supieron usar toda 
clase de procedimientos para postergar sus desalojos o para impe- 
dir:os totalmente. Y justemente sus casos son los que llenan aquellas 
excepciones de que hablamos al principio, 

En 1824, Lorenza Moro de Alcorta aún forcejeaba con Garrido 
y demás intrusos por liquidar su vieja reivindicación. La ya citada 
opinión de Llembí, sobre el reconocimiento de su propiedad había 
conocido algunos accidentes. Casi de inmediato al despacho recibido 
para su cumplimiento, el juez de Salsipuedes Fernando Acosta 
(donatario artiguista'a su.vez en la vecindad) hebía comunicado el 
9 de junio de 1822 que uno de los intrusos, aduciendo: poseer un 
documento extendido por el gobierno artiguista, afirmaba que no 
saldría de los terrenos entre tanto no se le expidiese orden del Go- 
bierno por separado. Como lo diría la viuda de Alcorta en este 
año 24, el intruso Garrido había pasado a Montevideo, ' aduciendo 
que estaba decidido a entrar en arreglos con la propietaria; pero 
en lug:r de así hacerlo abrió expediente por separado buscando ser 
amparado por el Bando de Lecor, para.lo cual había presentado el 
documento extendido en 1818 por Hilario Pintos. Los sucesos de los 
“años 22-23, postergaron todo rápido corte del asunto; en estos años 
la posesión de Garrido no se vio perturbada: y de acuerdo a lo'que 
la viuda de Alcorta sostendría más tarde, su actitud fortaleció y 
alentó a los demás intrusos, que también se negaron a desalojar 
los campos. 

Cuendo la tenaz viuda recomenzó en 1824 sus reclamaciones, 
Juan Ignacio; Garrido aleccionado por la experiencia propia y la 
desgracia de las masas que ya estaban siendo desalojad:zs, decidió 
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cargar sus escritos con la más sólida pólvora: un certificado de 
Rivera, Efectivamente el 13 de junio de 184 decía el caudillo ser 
cierto que en 1815, Artigas habia cedido a Garrido una suerte de 
estancia en el Cerro de las Animas y arroyo Guayabo, “cuyo terreno 
fue deciarado como del Estado; por hzber pertenecido al Europeo 
Alcorta”. Atirmaba. además que entonces se le había extendido. a 
Garrido un título de propiedad, que se había extraviado en sus 
manos, debido a lo cuél le extendía el certificado correspondiente. 
El intento de Garrido de consolidar la donación en perfecta propie- 
dad, provocó natura.mente la réplica de la viuda de Alcorta, En un 
tono que no disimulaba el fastidio, recordaba el amparo de posesión 
ordenado en. 1822, así como las reiteradas órdenes y despachos 
acordes a su derecho. Acusaba a Garrido de haber aceptado «rre- 
glarse en arrendamiento y que lejos de así hacerlo había denunciado 
como valuto el terreno, en cuya consecuencia había “alarmado a los 
otros dos intrusos para que no me paguen el arrendamiento que me 
habían ofrecido en ganados”, y para cuya realización había costeado 
szlarios y carretas. En definitiva, la viuda esperaba: de las autori- 
dades que pusiesen pronto fin a sus desvelos reiterándose la orden 
de lanzamiento sin más término “a los intrusos que aquel muy 
preciso para levantar sus ranchos y sacar sus haciendas”, pero no 
sin antes pagar los años de arrendamiento vencidos; al mismo tiem- 
po se decía dispuesta a que tanto Garrido como los demás ocupantes 
llegasen con ella a un entendimiento. 

A fines de julio de 1824, Llambí proponía se suspendiese el 
amparo de posesión otorgado a Garrido y se le intimsse el desalojo 
junto. a los demás intrusos. Conforme al despacho recibido, el juez 
territorial de entonces, , Gabriel Rivero, fuerte hacendado del par- 
tido, comunicaba a sus superiores el 17 de agosto de 1824, haber 
finelizado la diligencia de intimación por la cual Garrido, el más 
tenaz de los intrusos se comprometía a desalojar el campo en el 
plazo de cuatro meses (1%, En mucho menos de un año, encontra- 
remos.a Garrido, acompañado seguramente por los donatarios. con él 
expulszdos, enrolado en las fuerzas patriotas þajo las órdenes de 
Rivera 40, 

En el cuadro de'adhesión-a Lecor, que la puja entre abrasilera- 
dos y patriotas había provocado; muchos de los donatarios insertos 
en las relaciones de dependencia personal con los principales cau- 
dillos criolos, al igual que Juan Ignacio. Garrido, lograron cierta 
pacífica - posesión. Faustino Texera, fue otro-de los ejemplos. En 
1824, reinicia también sus intentos de consolidar su propiedad, luego 
del triunfo de Lecor, a quien según sus pslabras, había “guiado la 
estrella de la felicidad” “Para hacer la libertad de esta Provincia”, 
razón por la cual, decía, “ahora «que se' halla restablecido el orden y 
el derecho; es cuando le ha parecido ocasión” pará pedir se le ex- 
tendiesen los títulos de sus- campos. Munido de 'los testimonios del 
coronel portugués Ramón Santiago Rodríguez (que disputaba cempos 
con Arvide) y del capitán Pedro González que dieron por auténtico 
el certificado extendido por Raymundo González así como el acto 
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mismo de la donación, Texera se dirigió a mediados de 1824 solici- 
tando nuevamente la escrituración. A pesar de que el expediente 
fue interrumpido (?*? no es difícil comprender que dado el espíritu 
propietarista de las autoridades que no aceptaban conceder títulos 
sobre campos notoriamente pertenecientes a particulares, Texera 
abandonó su proyecto prefiriendo la anónima posesión con la cual 
lo encontró la revolución libertadora a cuyas filas se incorporó de 
inmediato (22, : 

Pero donde la nueva política cisplatina adquirió particular 
resonancia y conmoción fue en especial sobre los campos de Pedro 
Manuel García, Dargain, Francisco González, Juan Francisco Blan- 
co, etc. Sobrevenidos los acontecimientos de la separación entre el 
Montevideo insurreccionado y la campaña dominada por Lecor, 
transcurrió un buen tiempo sin que los numerosísimos habitantes de 
las zonas del rincón del Río Negro, arroyo Vera y Grande, fuesen 
molestedos en su pacífico trabajo. Pero vuelta nuevamente la tran- 
quilidad cisplatina, se presentó nuevamente Pedro Manuel García 
agitando su vieja codicia. 

El 26 de octubre de 1824, conocido el desinterés del Cabildo de 
Soriano y de Julián de Gregorio Espinosa a los campos de García, 
Lecor concedió el decreto que consolidzba definitivamente la pro- 
piedad del viejo latifundista español, intimando el desalojo de todos 
aquellos vecinos que no quisiesen avenirse a un arreglo con el 
propietario. 

La agitación que dicha: medida aparejó fue mayúscula y nueva- 
mente los vecinos comprendidos en el desalojo delegaron a Lorenzo 
Centurión para que se opusiese firmemente al atropello. El escrito 
de Centurión (poseedor artiguista y en estos días comisionado del 
partido de arroyo Grande) revela la sorda rabia que ya entonces 
crecía entre los pequeños hacendados, al mismo tiempo que desnuda 
su desesperanza por la repetición irreversible de los desalojos de 
patriotas. 

En los campos de García, se h:zllaban decenas de útiles indi- 
viduos —decía Centurión—, pero llenos de desgracias... 


“por que no tienen lo preciso para defender sus pequeñas propiedades 
contra las tentativas de un hombre que desconociendo el poder de las 
calamidades públicas se empeña en hacerlas un crimen de lo que ori- 
ginalmente no ha sido más que el efecto de la necesidad que conduce 
a los hombres á establecerse donde Jas tierras convidan á un cultivo 
favorable y del abandono en que yacían estas de que hablamos cuando 
fueron pobladas por mi y por mis convecinos”. 


Seguía Centurión recordando las anteriores y fallidas tentativas 
de Pedro Manuel García, que encontraron, tento la resistencia de 
los vecinos como la hábil parsimonia de Jos primeros días del gobier- 
no de Lecor. Sobre el cambio de posición de las autoridades, los 
vecinos no se llamaban a engaño: 


“pero aun quando su derecho sea visto que nos favoreciese —decfan— 
por el hecho de haberse suspendido las gestiones de Garcia, posterior- 
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mente parece que estas han logrado prevalecer en el Superior ánimo de 
V.E. por cuyas órdenes libradas en 26 de octubre último, parece que no 
tardará en decretarse el desalojo de los enunciados campos sin conside- 
ración á las circunstancias de que haré mérito”. 


Continúa el escrito de Centurión con aquellos conmovedores 
relatos de que están preñadas las páginas de los expedientes sobre 
tierras de nuestro país; donde se revela la larga y cruel historia 
de despojos en que concluye al fin de cuentas toda la historia de 
la propiedad territorial del Uruguay: 


“Todos los veintiocho vecinos que se hayan poblados en los pretendidos 
campos de García, —continuaba— son cabezas de otras tantas familias 
numerosas que perdiendo sus chozas, sus ganados, sus sementeras, no 
solo pierden aquel afecto que vincula á los hombres á la tierra que una 
vez regaron con el sudor de su frente, que lo detiene por consecuencia, 
que destruye su inconstancia; y de vago, de ambulante é inquieto lo 
transforma en sosegado, tenaz é infatigable cultivador, muchas veces de 
un terreno incapaz de corresponder a sus extremos, 

Estos hombres y sus familias ¿adónde llevarán lo que poseen, ó a 
quien podrán venderlo en el conflicto de un desalojo y la incertidumbre 
de un futuro que no conocen? Si les sacrifican todo, Óó perecen, ó se 
hacen vagos, inútiles y aun perniciosos á la sociedad. Si nó lo sacrifi- 
can, es decir, sinó lo venden á cualquier precio será preciso sostener 
un pleito contra aquel que los observa y los aflige para que abandonen 
las tierras; el pleito será su ruina, y con su ruina no será mucho lo 
que gane García; pero si será considerable lo que pierda la población y 
la industria”, 


Pero, por otra parte, sabedores los vecinos de que la nueva 
política de las autoridades brasileñas era: totalmente solidaria con 
los intereses de los grandes propietarios, no intentaban siquiera 
volver el pleito a los viejos términos, que sólo se habían justificado 
por el temor que las autoridades sentízn a la fresca hombría revo- 
lucionaria de las masas artiguistas. Por ello, continuando con su 
representación, los vecinos se declararon dispuestos a entrar en 
arreglos con Pedro Manuel Gercía, único medio que se les dejaba 
para preservar en algo los frutos de tantos años de laborioso bregar 
sobre la tierra: 


“Nosotros estamos prontos á comprar las tierras —agregaban—, ó á 
tomarla en arriendo: estamos prontos á vender lo adquirido por precios 
equitativos, siempre que García se constituya á tomarlo en el estado 
en que se encuentren. Nosotros en fin á todo nos prestamos y aun al 
mismo desalojo si absolutamente no hay otro remedio”, 


Finalizaba el escrito solicitando un plazo no menor de dos años 
de modo que se les permitiese vender las cosechas, hallar campos 
adecuados para el “establecimiento de familias pobres” como las por 
ellos formadas, y que entre tanto se les permitiese permanecer en 
sus campos pagando el arrendamiento correspondiente. 

El Fiscal creyó del caso aconsejar que por lo menos se le con- 
cediese el último recurso a los pobladores “incapaces por su desva- 
limento de sostener un pleito en que se versen tantos y tan opuestos 
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intereses”. El propio García, para quien parecía indiferente explotar 
la tierra directamente'o por el contrario arrencar jugosos arrenda- 
mientos a quienés trabajaran pára él, se manifestó de acuerdo en 
que los pob.adores se entendiesen con él, vendiéndoles las tierras 
o mediante otrzs formas de arreglo. 

Finalmente, iniciado ya el año memorable de 1325, Lecor de 
dó la vieja disputa. adjudicando la propiedad a García, pero “con 
la precisa c:lidad de vender ó arrendar á los pobladores . de la opo- 
sición el campo que cada uno ocupa; o de comprarles por el precio 
corr.te los ganados, ranchos, corrales y demás enseres que aquellos 
tengan en sus respectivos establecimientos” (23). Los vientos revolu- 
cionarios soplaban' nuevamente, y uno de los principsles lugarte- 
nientes de Lavalleja, habría -de ser justamente Lerenzo Centurión. 
Tendrían que venir otros años de fragorosa contrarrevolución lati- 
fundista para: que. la alegría de-la tierra libre y la patria libre se 
ahogara en uno de los más inicuos y crueles desalojos que conoció 
la historia uruguaya; però ya bajo el gobierno de Oribe 49, 


Las ventajas del “Club del Barón” 


El cambio reaccionario de la política agraria EPET A se “hacía 
tanto más evidente a' poco quien encabezara la reclamación de 
propiedades apoyara sus esfuerzos con su influencia y riqueza. Nadie 
más feliz quizás, en este sentido que Francisco Juanicó. Bien com- 
prando títulos de propietarios ausentes arruinados o fallecidos, bien 
usándolos como titulares nominales del dominio a reivindicar, Jua- 
nicó emerge de la dominsción cisplatina, como propietario único o 
en sociedad de. enormes latifundios situados en los actuales depar- 
tamentos de Paysandú y Salto. 

Apenas reivindicado uno de ellos, el conocido por del: Hervi- 
dero, obtuvo Juanicó para sus representados (los herederos de Juan 
Bsutista Dargain) un decreto a mediados de 1821 con la consabida 
limitación de no molestar “por ahora” a los pobladores de buena 
fe. Pasados algunos meses del Bando de Lecor, Juanicó recibió el 
30 de enero de 1822, la posesión material del campo'””, 

Como ya fue explicado, en los campos del Hervidero, se había 
establecido el-cuartel general de Artigas, y los donatarios de sus 
tierras en agricultura y pastoreo, fueron, como esde suponerse, las 
reservas humanas más cercanas.con que contó Artigas en su gesta 
guerrera. De ahí que sea lógico concluir que en la época cisplatina, 
la mayor parte de sus anónimos donatarios hubiere o des: parecido 
en las cruentas guerras o emigrado a Entre Ríos y Corrientes tras 
los pasos del jefe‘ oriental. Lo dicho se hace mucho más cierto y 
verosímil si pensamos en aquellos indios que Artigas hebía colo- 
cado preferentemente en las cercanías de su cuartel general, es de- 
cir en los campos de Dargain, y que 'Saint-Hilaire en su diario 
describe como dispersados y desarraigzdos de toda producción mu- 
cho más al norte del Daymán!*”. En los años que corrieron en- 
seguida de la pacificación, todos los campos abandonados del norte 
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del país, fueron justamente la mejor presa de los recién llegados 
portugueses. Prácticamente exentos de pobladores artiguistas, emi- 
grados o muertos como se deja dicho, los campos del Hervidero re- 
cibieron a oficiales del ejército portugués: los capitanes Floriano 
dos Santos Roballo, Jozquim Thomas da Silva y el teniente de dra- 
gones Joao Rodrigues. 

A consecuencia de. los sucesos de los años 22-23,.con la consi- 
guiente fuga de Lecor hacia la campaña, fue particularmente ne- 
cesario para lẹ facción brasileña conservar su prestigio en la cam- 
paña y en especial con los oficiales militares, de cuyo apoyo de- 
pendía .el éxito en el enfrentamiento con Costa. En esos días, tam- 
bién se. paralizaron los.trámites del pleito del Hervidero, y todos 
sus poseedores, artiguistes si los hubiese o portugueses, conocieron 
hcras de tranquilidad. En una primera instancia para pacificar a 
los insurrectos artiguistas y comprar su adhesión; en una segunda 
instancia para asegurarse el apoyo de sus propias fuerzas militares 
y de las criollas, Lecor no había: aun tensado demasiado la cuerda 
de los desalojos a los poseedores. Pero cumplidas ambas “pacifica- 
ciones”, Juanicó consideró terminadas las horas'de las contempla- 
ciones. ` -` > 

A fines de 1824, Francisco Juznicó se dirigió a Lecor, de quien 
era uno de sus más adictos consejeros áulicos, recordando con un 
espíritu si se quiere deportivo, las antiguas providencias recaídas 
sobre su solicitud, así como sobre las demás propiedades discutidas: 


“Bien se deja de ver —decía— que estas anteriores órdenes circulares 
` las dictó la política acomodada: á las circunstancias muy particulares 
"en que á tal época esta provincia se. hallaba. Así lo comprendieron 
todos, y así lo entendí yo, que queriendo .acomodarme a su espíritu, y 
,  Ccoadyuvarle, he guardado el silencio que se observa, No así lo quisieron 
entender los intrusos, pues que guiados siempre de esa pretendida buena 
fé, con que entraron á poblar campos agenos, que había hecho aban- 
donar accidental y temporalmente los furores de-la revolución, fueron 
extendiéndose por ello estrechando con'el ceño autoridad de verdaderos 

_ propietarios á los legítimos dueños, que habían regresado á su cuydado 
y posecion como ha sucedido cabalmente con la Estancia del Hervidero”. 

. 1 , 


En consecuencia, entendía Juanicó que era llegado el caso de em- 
plear la deliciosa constitución del Imperio, jurada poco ha en. los 
circulos del “club del Barón”, sobre todo en esos días en que la 
imprescindible demagogia de las primeras horas habías: dejado de 
ser necesaria: 


“Mas habiendo cesado felizmente esas causas políticas —segula— que 
tales determinaciones exigieron, y que provocaron tan ¿mperiosamente 
mi prudencia, estoy en el caso de pedir, á nombre de mis instituyentes, 
se detengan sus efectos y que se haga en ellos efectivo garantía que 
ofrece la sección 22 art. 179, tit. 8 cap. 3% de la Constitución del 
i Imperio, aceptada y “jurada por esta Provincia”. 


Un tanto curándose en -salud prometía Juanicó que no habría de 
“usar indiscretam.te de la plenitud del derecho de propiedad”. Y 
su discreción” era buen índice de lo que ya estaba sucediendo 
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en la Banda Oriental, por cuanto eran demasiado conocidas las ac- 
tividades de Lavalleja en la otra Banda y el ir y venir de los 
chasques que cruzaban el Urugusy poniendo en comunicación a los 
patriotas dispuestos a la revolución. 


“Los intrusos que no hagan daño —prometía— y quieran avenirse 
conmigo ó con el apoderado substituto que allí reside sugetándose á 
pagar el arrendamiento que corresponda, hallarán toda la facilidad 
posible”. 


Podría parecer conmovedora y tierna la graciosa disposición que 
ahora manifestaba Juanicó, para quien olvide, que el gran espe- 
culador por dar nada (los campos no estaban pagos) aceptaba co- 
brar una renta de les que se arrancaban entonces. Algunos de los 
poseedores podían, claro está, echar este tipo de cuentas; pero para 
ellos, Juanicó pedía que el juez los obligase “a salir de todo el 
territorio que comprehende, la expresada Estancia”. 

Lecor, sensible a los requerimientos de su adicto no vaciló el 
12 de diciembre de 1824 en intimar el desalojo a los intrusos que 
no quisiesen “componerse con el encargado de aquellas estancias, 
comprando o arrendando: bajo el apercibimiento q.e de no verifi- 
carlo seran expulsos a su costa”. Por si la prosa no era clara, se 
añadía una prevención al “comandante militar del Partido” para 
que impartiese “los auxilios que le pidiese el Juez Comisionado 
p.a el efectivo cumplimiento” de la orden. ~ 

De todos los intrusos que se hallaban en aquellos campos sólo 
se animaron a disentir los tres oficiales brasileños anteriormente 
citados, pero la ola propietarista anegaba incluso los picos salien- 
tes; haciendo que sus reclamaciones fueran prontamente desechadas. 
Las dificultades se presentaron en otro plano: en el de saldar el 
precio de adquisición de los campos, de cuyo efectivo pago se 
tenían ideas más bien imprecisas. Como se verá enseguida, el ras- 
trillo fiscalista de las autoridades cisplatinss no estaba dirigido jus- 
tamente contra Juanicó, pero para que funcionase aceitedamente 
contra los demás, debía “vestirse el expediente” con las siete ena- 
guas legales que ordenaba el propio Bando de Lecor. Juanicó no 
hesitó`ante la solicitud fiscalista del Barón; hizo ver que por el 
contrerio, el gobierno cisplatino sería acaso el deudor de sus las- 
timados 'representados: en un comienzo “las tropas del ilustrisimo 
Señor General Diego de Souza” habían cobrado usurariamente el 
precio devengado, en ganados que arrearon con escasos modales; 
en una: segunda etapa, orientales, porteños, y nuevamente portu- 
gueses “aniquilaron, destruyeron y solo dejaron la superficie por 
sí misma improductiva de una de las estancias más pingiies de esta 
Provincia”. 

El Fiscal reconocía que no existían pruebas de haberse pagado 
el campo, pero se adelantó caballerescamente a reconocer las pér- 
didas sufridas por el litigante, por “quanto publicamente consta, q.e 
el dueño fue despojado pr el govierno que fundaba alli una nueva 
poblacion”, agregando muy serio “q.e seria muy injusto q.e ademas 
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de no satisfacerle el arrendamiento que como consta le corresponde; 
le cobrase el censo de la misma finca q.e le ocupó”. 

Cuando Llambí escribía. estas: palabras —setiembre de 1825— 
la revolución había transformado el sainete jurídico en una guerra 
dramática. Juanicó consideró seguramente que convendría dejar. pa- 
sar los años, permitir. que sus campos fuesen nuevamente ocupados 
por un gobierno patriota y al cabo de otros años cobrar dos arren- 
damientos: el artiguista y el que seguramente habría de corres- 
ponderle en la segunda revolución. Y si bien esto que dejamos dicho 
es una broma, no lo fue menos la que Juanicó estampó en 1829 
cuando reiniciado su expediente, aseguraba a las autoridades del 
pais independiente que se había negado a finiquitar el -expediente 
bajo la Cisplatina porque se había iniciado “la feliz guerra” y:no 
había querido enriquecer las arcas de la cruel dominación9”. 

Juanicó se repetía. Las mismas palabras las había hilvanado con 
motivo de los campos de Francisco González. Debe ser por-la 'efi- 
cacia de la reiteración que en ambos casos encontró quien le ere- 
yese, haciendo nuevamente cierto lo que aquel viajero contempo- 
ráneo dijera de algunos altos miembros de.la Banda Oriental: . “Hay 
hombres que engordan con todos los partidos”. 

Con el campo' de Francisco González, Juanicó realizó otra de 
esas operaciones maestras del negocio reivindicador a -la “iguala”. 
Francisco González, comprador a censo de los rincones de San An- 
tonio y de'los dos Itapebí (Salto) había sido un poderoso hicen- 
dado, cuyo miserable periplo de propietario en ruinas hemos ya 
transcripto. De aquella villa de Paraná donde vivía “sumergido en 
la mayor miseria y en edad casi octogenaria” parece haberle ex- 
traído la larga y avizora mano-de Francisco Juanicó, quien segu- 
ramente lo trajo a su 'costa para con sus títulos proporcionarse la 
posibilidad de reivindicar su campo mediante desconocidos acuerdos 
seguramente onerosos. Palanqueado por tan influyente personaje, 
eseguraba González que volvía a solicitar su "propiedad amparado - 
por la nueva política vertida en el Bando de”1821.-Por iguales ra- 
zones que las expresadas para los campos de Dargain, una infor- 
mación levantada a solicitud del fiscal Lucas Obes, llegó a la con- 
clusión que en los campos reclamados sólo había poseedores “po- 
blados modernamente”. 

Se estaba en plena tarea de cubrir las etapas reglamenterias de 
averiguación de títulos cuando estalló la revolución, haciendo que | 
los trámites fueran continuados por Juanicó en medio de les difi- 
cultades implícitas de la guerra. El brioso especulador intentó en- 
tonces desalojar a todos los .individuos “que con el pretexto de In- 
vernadas y otros no menos futiles se han ubicado en sus campos. 
Vuecelencia —decía— ve muy bien que los tales son intrusos y 
deben por tanto ser expulsados dentro de un breve y perentorio 
término”, reclamando por tanto que el juez territorial auxiliado por 
el Comandante militar del Departamento desalojase a los ocupantes. 
Llambií consideró el asunto con cierto realismo, pues tuvo en cuenta 
el. hecho bastante importante de que la campaña insurreccionada ha- 
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cía poco caso de los papeles sellados cisplatinos. “Vuescelencia —ad-: 
vertía a Lecor— se expondríz. á que fuese negado. el cumplimiento 
de el despacho que se librase con el objeto de dexalojar aquellas” 
por cuanto aparecía como “intempestiva por el estado político. de 
la campaña” y si.bien no podía.menos que santificar: con sù opi“ 
nión “la posesión que -lejitimamente” le correspondía a Juanicó, su- 
gería que fuese este mismo quien promoviese “el desalojo de los 
nuevos intrusos”, acción que consideraba privativa del propietario. 
Lecor, que de todos:modos debía cuidsr' las formas de su irres- 
tricta soberanía sobre la provincia cisplatina decidió navegar en 
plena irrealidad, ordenando al Comandante militar del Departamen- 
to, que apenas podía tenerse en el suelo que pisaba, que intimase 
desalojo a los intrusos de los campos de Juanicó, señalándoles pla-. 
zo suficiente para transportar.sus ganados y haciendas a otros des- 
tinos. El divertido decreto se firmó pocos días antes de la batalla: 
de Sarandi, superior tribunal donde los intrusos: lentas en masa 
decidieron elevar todos sus expedientes. (28) i3 


t 


En vísperas de la EE - 


A) igual que tantos: otros, a fines de 1824, presentáronse 1 nueva- 
mente los herederos de Juan Francisco Blanco. (20 Su esposa e hijos. 
menores nombraron como apoderado a Juan Ramón Docasal quien 
se hizo presente ante las autoridades ponderando las penurias que- 
aquéllos pasaban pues no tenían otro recurso que los frutos de las 
estancias que se venían a reclamar. El 17 de octubre de 1824, Lucas 
Obes, entonces fiscal, retomó la vieja resolución del 12 de enero de 
1821 recomendando se diesen 30 días a los intrusos para que exhi-,; 
biesen sus derechos. Intimados en esta forme, los donatarios arti- 
guistas y demás poseedores dieron poder a Pedro Pablo Gamarra y 
José Espinosa (cuyo documento de donación ha llegado hasta noso- 
tros) para que realizasen la defensa de todos los vecinos desaloja- 
dos de los rincones de Averías Grande, Averías Chico y del arroyo 
Flores y Rio Negro. El apoderado Gamarra denunció entonces que 
el juez comisionado Juan Guerrero les había comuniczdo el despa- 
cho superior mediante la violencia 


*“prescribiendonos —agregaba— la intimación del desalojo de los cam- 
pos que posehemos, al pretexto de q.e aquellos campos son de la pro- 
piedad de Blanco, y q.e nosotros de propia autoridad, nos hemos entro- 
metido a usurparlos”. “Todos nosotros — insistían —tenemos un dro. 
fundado p.a gozarlos sin interrupción, ni inquietación; por ello, por mi, 
y á nombre de todos desde el ceno de nuestro abatimiento protestamos 
p.r la crueld.d con q.e se nos ha intimado aquel decreto”. `. i 


Como hemos visto,. todos los vecinos conocían los nuevos tiem- 
pos que se vivían, y ante la dura realidad intentaron oponer toda 
suerte de obstáculos jurídicos para impedir los desalojos. Viejas 
prácticas del derecho, como la prescripción, les eran inaplicables, por 
cuanto su posesión no era.antigua ni ininterrumpida; sin embargo 
se les verá enarbolarla como si realmente creyesen en la posibilidad 
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de que se les aplicase. De «ahí que su uso debe interpretarse apenas 
como un medio de-encarecer alguna minima transacción: 


“yo con mis Compañeros —decía Gamarra— hemos ganado el dro. de 
prescripción por el hecho constante y publico de q.e a presencia de 
los herederos de Blanco, los hemos posehido, quieta y pacificamente 
sin q.e jamas hubieramos sido interrumpidos ni nquistados en. ese dro: 
de Propiedad”. 


` 


Ciertas palabras del escrito de los poseedores del campo de Juan 

Francisco, Blanco son un documento ilustrativo pzra calibrar el áni- 
mo de los desposeídos del campo en las vísperas de la revolución 
libertadora. Afirmaba Gamarra que sus derechos no sólo estaban 
afirmados por su lerga posesión sino también “por la donación ó. 
gracia q.e se nos hizo por Dn. José Artigas, legítimo magistrado q.e 
al reparo de los Campos valdíos, proporcionaba los vienes á la Cau- 
sa Pública”. Claro está que semejante mención de las virtudes de 
la política agraria artiguista, sólo podía transformarse en un moti- 
vo más de rigor por parte de las autoridades, pero por lo mismo es 
sumamente sugestivo que a escasos días del desembarco de los 
Treinta y Tres, se desafiase así las iras del gobierno cisplatino*a 
riesgo de recibir el desalojo por respuesta. 
. De todos modos, ni Gamarra ni los demás vecinos (Pedro. Ca- 
safuz, Juan Pereyra, Juen Martín Román, María Casafuz, Francis-. 
co Reyes, Luisa Rodríguez, José Luis Espinosa, N. Curuzú, etc.) po- 
dían en esos días lograr que Lecor volviese sobre'sus pasos, por lo 
cual también los poseedores de Juan F. Blanco terminaban manifes- 
tándose dispuestos a arribar a alguna suerte de transacción. 


“También deseamos la paz —Jecian— y de no meternos en pleytos, 
q.e menoscabe nuestro sociego, y los pocos intereses en cuyo Caso esta- 
mos prontos á desocupar los campos, 'siempre' q.e se nos pague las 
mejoras, y se nos de un tiempo mas q.e suficiente de años p.a trasladar 
ntras. haciendas, y buscar campos proporcionados”. 


La revolución cortó aquí también el pleito a su modo y los ve- 
cinos incorporados a las partidas patriotas tuvieron el respiro que 
dió la guerra revolucionaria, para en la paz encontrarse ya no con 
la desaparición de sus fatigas sino con un peligroso. contendor: Juan 
Francisco Blanco vendió sus campos, o mejor dicho, sus desmone- 
tizados títulos al comerciante inglés Diego Noble. 

Y del mismo modo, uno-tras otro de los desalojos aparentemen- 
te inevitables de centenares de pequeños hacendados patriotas fue 
ron quebrantados por la llamarada revolucionaria.'*% 

En fin, languidecía el poder cisplatino cuando algunos de los 
propietarios españoles, prácticamente ausentes durante todo el pe- 
ríodo, obtuvieron lo que entonces debió parecer sin valor, pero que 
los curiales y especuladores del país independiente transformarían 
en leguas cuadradas de oro. En setiembre de 1825, doña Florencia 
Carrasco, viuda de Juan Antonio Bustillos encomendaba a José Fon- 
tecely reclamar la propiedad situada entre el Carpintería, Canga, 
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Laureles y Rio Negro (Tacuarembó). Jugado el todo por el todo, el 
gobierno cisplatino le allanó todos los obstáculos y le reconoció rápi- 
damente la propiedad.*?? La llaneza con que se le otorgaron los 
documentos estaba seguramente vinculado al hecho de que tras la 
viuda se encontraba ya Diego Noble, comprador en definitiva de 
sus campos así como de los de su apoderado Fontecely.(%?) En los 
mismos días, el 5 de agosto, Alonso Peláez Villademoros conseguía 
también el definitivo reconocimiento de sus bienes, reconocimiento 
que tan bien sabrían usar sus descendientes los Algorta Villademo- 
ros ya avanzado el siglo XIX.(*%) Y para mencionar otro de los más 
importantes, Félix de Alzaga, conseguía los buenos oficios del Fis- 
cal de Crimen imperial, José de Ellauri, para comenzar la reivindi- 
cación de Jos riquisimos y pobladísimos campos de los dos Solises 
y Pen de Azúcar,** cuyo definitivo reintegro obtendría de manos 
de Oribe y Llambí en 1835. 


NOTAS AL CAPITULO IV 


(1) Si bien no es objeto de nuestro estudio, fue de capital importancia 
el artículo 69, elaborado especialmente para aumentar los campos disponibles 
y necesarios para su reparto entre los portugueses. El artículo declaraba fis- 
cales las diferencias de superficie hallables entre la citada en el título y la 
que se hallare realmente. Las “sobras fiscales”, término con el cual se le 
conoció a lo largo del siglo, fueron de este modo confiscadas jurídicamente 
a los grandes propietarios en beneficio fundamentalmente de los atentos de- 
nunciantes portugueses. 


(2) A mediados de 1822, Felisberto Olivera, (aquel mismo comisionado 
que había negado la información sobre los vecinos de su partido, conside- 
rándolos como hacendados con “licencia” y no como intrusos) se presentó 
por intermedio de su apoderado Enrique Borche, deseando consolidar su 
posesión de acuerdo al Bando de Lecor, cuyo artículo respectivo citaba en 
apoyo de su solicitud. Olivera, de nacionalidad portuguesa, había comprado la 
acción de población concedida al donatario artiguista Tomás Cortés en 1816, 
con cuyos documentos aseguraba sentirse poco seguro de la perfección de los 
mismos, de acuerdo a lo que la misma legislación del Bando aseguraba. En 
consecuencia se manifestaba dispuesto a componer el precio de su campo o a 
comprarlo a su propietario si quedase claro que Pedro Manuel García era su 
Justo dueño. Luego de ciertas instancias en que quedó afirmado el dominio 
de García, ce ordenó a Olivera que'tanto él como sus vecinos nombrasen apo- 
derado para juzgar sus respectivos derechos en oposición a los del mencio- 
nado García. (EGH, ESE, 1822, N° 131). Otro tanto ocurrió en el caso de 
Juan Ignacio Garrido, quien munido de un certificado de Hilario Pintos, deci- 
dió ampararse al Bando de Lecor, buscando perfeccionar su posesión sita en 
los campos del finado Bernabé Alcorta; aceptada en principio su solicitud, 
dado que se desconocía el carácter de intrusión en campos ajenos, se le denegó 
la misma apenas quedó claro que su posesión estaba cuestionada junto a la 
de otros intrusos por Lorenza Moro viuda de Alcorta, contra la cual debió en 
lo sucesivo realizar el pleito correspondiente. (EGH, ESE, 1822, N? 36). Pero 
los casos de poseedores (incluidos en notorios pleitos con viejos propietarios) 
que intentaron ampararse al Bando de Lecor, como es comprensible no fueron 
muy abundantes y prácticamente dejaron de agitarse, apenas los donatarios 
comprendieron en beneficio de quién se había lanzado el Bando. 
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(3) Por opuestas razones a las de la nota anterior, fueron en cambio 
bastante comunes los intentos de consolidación realizados por los poseedores 
situados en campos de propietarios ausentes del territorio de la Provincia. 
Aprovechando la ausencia de José Milá de la Roca, uno de los agraciados en 
sus campos obtuvo por io menos la tranquilidad material de la posesión. Faus- 
tino Texera, conocido oficial artiguista, se hallaba poblado entre el Guaviyú y 
el Sarandí ya en el año 1816, desde cuya fecha había tenido rodeo poblado 
“con toda clase de animales” hasta el año 20, momento en el cual la guerra 
y la ocupación extranjera le obligaron a abandonar el campo. Establecida la 
pacificación, decidió Texera volver a su posesión, para lo cual debió previa- 
mente —según sus palabras— hacerse del capital necesario para repoblar el 
campo exhausto de ganados, que logró finalmente adquirir “al ardor de gran- 
des sudores y fatigas”. A fines de 1822 “'tranquilizada la provincia”, decía, 
gracias “al alto zelo y prudente vigilancia” del Barón, decidió acogerse a lo 
que entendía beneficios del Bando. Dirigióse entonces al Brigadier Pinto, 
autoridad militar residente en Salto, e quien expuso sus deseos de volcarse 
“ala industria de Criar y Agricultura, para de este modo poder Alimentar 
orradam.te la crecida Familia” que poseía, en virtud de lo cual solicitaba se 
le aplicase lo decretado por el Bando y se le devolviese la propiedad, exten- 
diéndosele el título correspondiente. El g de enero de 1823, en plena segre- 
gación de la campaña “abrasilerada” del Montevideo insurrecto, el Brigadier 
Pinto le permitió poblarse precariamente sobre el campo abandonado, pero 
enviándole para su adquisición definitiva a las autoridades superiores, únicas 
autorizadas para resolver lo atingente a la propiedad rural. El mismo Faus- 
tino Texera explicaría años más tarde, que desconforme con el “tenor” de la 
resolución, a la que consideraba “incompatible” con sus “circunstancias de 
escasez y apuro” y con “la calidad de la donación que se le había hecho, aban- 
donó su solicitud con la esperanza de que llegaría un tiempo más favorable 
y oportuno” (EGH, ESE, 1861, N9 27). 


(4) EGH, ESE, 1822, n? 34, fojas 1. 
* (5) EGH, ESE, 1822, n? 34, fojas 3 vuelta. A 


(6) Tbídcm. Oficio del Cabildo de Colonia, fojas 5; vista fiscal de 
Llambí, fojas 6; decreto, fojas 6 vta. . 


(7) Gracias a un expediente exhumado y publicado por la profesora 
Aurora Capillas de Castellanos en su excelente trabajo “Historia del Consu- 
lado de Comercio de Montevideo” se conoce perfectamente la suerte corrida 
por la reivindicación del Colegio de Niñas Huérfanas de Buenos Aires en la 
época cisplatina. 


(8) EGH, EE, 1831, “José Félix de Arvíde”, También Lorenza Moro 
de Alcorta reinició su batalla judicial al amparo del Bando de noviembre. 
Se lamentaba la viuda que bajo la dominación cisplatina no hubiesen sido 
“suficientes” sus “referidos clamores para lograr el desalojo, ó lanzamiento 
de los intrusos”, expresando que en las nuevas circunstancias esperaba se im- 
partiesen las órdenes correspondientes al comandante militar del Departa- 
mento para que se diese el tan ansiado amparo de reocupación a su apoderado 
y hermano Genaro Franco. (EGH, ESE, 1822, N9 110). 


(9) EGH, EE, Exp. citado. 


(10) Pedro Manuel García, Roque de Haedo, Lorenza Moro de Alcorta, 
Francisco Juanicó, ete., hicieron proposiciones en ese sentido. 


(11) La Junta Superior a la que había pasado la reclamación de uno 
de los poseedores de Manuel Rollano, el antes citado Lorenzo Velazco, se ha- 
bía expedido el 3 de marzo intimando el desalojo en un plazo suficiente para 
que se acomodase en nuevas poblaciones o en terrenos realengos que desease 
denunciar y comprar de acuerdo al Bando, y ordenando al propietario que 
pagase a justa tasación los ranchos, corrales y demás establecimientos que 
allí tuviese Velazco. 


(12) Medidas de esta clase impuso el gobierno en casi todos los con- 


. E 


flictos ya expuestos. En particular puede verse lo resuelto en los campos de 
Almagro, Alcorta, García, Rollano, etc. 


(13) 
(14) 
(15) 


"(16) 


(17) . 


. (18) 


EGH, ESE, 1822, N°? 110. 

EGH, ESE, 1820, N? 37, fojas 23, 23 v. y 24. 
EGH, ESE, 1822, N? 61, fojas 1. 

EGH, ESE, 1822, `n? 231., 

Ver los censos citados. 


‘Quizás sea posible algún día estudiar con mayor precisión un 


fenómeno: tan sugestivo como el siguiente: un donatario artiguista, Lavalleja, 
desembarca sobre una 'zona donde poseen sus campos varios donatarios arti- 


guistas: 


Leonardo Fernández, Anastasio Hereñú, étc. y quien lo espera en 


tierra es, Tomás Gómez, estanciero del lugar, poblado —según el censo de 
1821—, como intruso en 1816, Sigue cruzando los campós donde Artigas rea- 
lizó repartos (estancias de Francisco Albin y Miguel de Azcuénaga) y es en 
los campos de éste, en la estancia de un donatario artiguista, Cayetano Olive- 
ra, donde se realiza el encuentro con Rivera. Por último, Lorenzo Centurión, 
caudillo local de los donatarios artiguistas de Pedro Manuel García, es uno 
-de los primeros, que'se le incorpora con una partida de su pago. 


e 


< (19) 
.(20) 


del Pino”, 
- (81) 
(22) 
(23) 


(24) 
(25) 
(26) 


“:(27) 


(28) 
(29) 
(30), 


EGH, ESE, 1822, N? 110. 


“Diario de la guerra del Brasil, llevado:por el Ayudante José Brito 
“Revista Histórica”, [1% época], 1910. 


EGH; ESE, 1861, exp. citado, 
Schulkin, Ob. cit., Tomo II. | 


-EGH, EE, Ne 3, 


Véase en este tomo, Capítulo XI, págs. 250 y 88. 
EGH, EE, 1821, N? 76. 
A. de Saint-Hilaire,'Ob. cit. 


* EGH; EE, 1821; N9 76. + *' IA: 


Véase, EGH, PG, CP, 1828- 1829- 1830, fojas 86 y s8. 
EGH, EE, 1821, No: a 
Para no fatigar al lector con toda suerte de ejemplos nos limi- 


tamos a citar el muy ilustrativo caso de Juan de Almagro, cuya trascendencia 
ulteror hace necesario recordar su última aventura cisplatina.. En febrero 
de 1825, quejándose de “que los intrusos han continuado en los campos en 
log mismos términos que antes” lograba por fin.que el 9 de febrero, Lecor 
ordenase el inmediato desalojo de toda la numerosa grey de desamparados, 
otorgando apenas un plazo de 15 días para su consumación. También aquí la 
revolución” libertadora, no pudo ser el definitivo descanso de los patriotas, 
pues desde 1830, Almagro haría de su pleito uno de los más resonantes del 
-Uruguay independiente, 'obteniendo al fin el pago onerosiísimo por el Estado 
de los campos confiscados por Artigas. (EGH, ESE, 1822, N9 37, fojas 29): 
Ver además el capítulo ... 


(31) 
(32) 
(33) 


2 84), 
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EGH, ESE, 1825, NỌ 1. Fojas 19 y ss. 


“AGN; FJC 39; Legajo N? 1, Exp. N9 3. 


AGN, FJC 39; Legajo N9 de Exp. NÓ 1. 
EGH, EE, 1827, N9 5.. 


SEGUNDA PARTE. 
j , CAPITULO V 


EL PERIODO REVOLUCIONARIO (1825 - 1828) 


t 


Patria libre, ¿tierra libre? 


«La batalla de Sarandí, finalizada con el triunfo aplastante. de 
las fuerzas insurgentes, trajo entre otros resultados, que la campa- 
ña oriental quedara firmemente en manos del bando patriota. 

` En estas circunstancias, y durante los meses siguientes, una se- 
rie 'de pequeños hacendados nacidos. en la vieja política agraria ar- 
tiguista intentaron dar los primeros pasos para consolidar su bien- 
estar y la seguridad de sus. terrenos, al mismo tiempo que la patria 
renacía por su esfúerzo. Donatarios artiguistas de los campos de Ca- 
nelones, Durazno, Paysandú y Colonia se presentaron sucesivamen- 
te desde diciembre de 1825 y en el correr de todo el año 1826, ante 
las novísimas autoridades patrias de la provincia, creyendo que con 
el triunfo de las armas revolucionarias había llegado la hora de 
consolidar. lo que la revolución de la Patria Vieja les había otorga- 
do y la.dominación extranjera. les había, ora desconocido, ora des- 
-pojado. 

Quizás haya sido Francisco López, da primer donatario artiguis- 
ta: que. se presentó buscando la consolidación de.la donación revo- 
lucionaria. En diciembre de 1825, a pocos-días del triunfo de Saran- 
«di, se presentó ante el Alcalde de primer voto: de Maldonado argu- 
mentando haber- recibido una suerte de campo por el “Gobierno 
Oriental en el año diez y-seis” ubicada en el'arroyo de los Cabezo- 
.nes (Campos de Villanueva Pico: - Haedo); Solicitaba se pidiese a 
-Manuel: Cabral juez; comisionado de quien había: recibido la pose- 
sión y de Pedro Taveyro, secretario entonces del Cabildo montevi- 
deano. que avalasen la. verdad de sus dichos: El 13'de diciembre, 
Manuel Cabral, .y el 15, Pedro--Taveyro, confirmaban. la existencia 
de la gracia artiguista. Se presentó Francisco López ante las auto- 
ridades provinciales provisto de los testimonios citados, historian- 
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do nuevamente el origen de la suerte de campo reivindicada y re- 
cordando el despojo de que había sido objeto bajo la dominación 
portuguesa, soliciteba que “ahora que se ven garantidos los dere- 
chos del Ciudadano” se le tuviese por legítimo poseedor del terre- 
no “hasta que se arreglen en la Provincia el orden que debe obser- 
varse para la verdadera propiedad de ellos”.( 

El 13 de enero de 1826, con la firma.de Calleros, Revuelta y Fe- 
lipe Alvarez Bengochea “se' autorizó la toma de posesión de Francis- 
co López pero sin perjuicio de quien mejor derecho pudiera probar. 

Pocos meses después, todos los donatarios artiguistas de los 
campos de la testamentaria Fernando Martínez, que habían conser- 
vado la residencia en aquellos. campos, luego de haberse sometido 
a onerosos arrendamientos, creyeron también llegada la oportuni- 
dod de sacudirse la tutela feudal que sobre ellos pesaba. Uno de 
los donatzrios artiguistas del pago, José Ramón Calleros, había sido 
nombrado Juez Comisionado del Partido, y en este carácter, los 
arrendatarios-de la: testamentaría Férnando Martínez, le encomen- 
daron que se dirigiese a las autoridades patrias solicitándole se les 
eximiese de la renta que les había sido impuesta por la fuerza bajo 
la dominación cisplatina en desmedro de la donación artiguista. Con 
este motivo José Ramón Calleros, el 15 de mayo de 1826 elevó una 
nota al alcalde de la villa de San Pedro —Durazno— avisándole de 
las circunstancias del caso: 


“que allandose, en el partido de Mi mando, Treynta y hun Besinos, 
biviendo hunos agraciados, enterrenos realengos por el Govierno, an- 
” terior de la Patria otros a favor de los agraciados, y despues por el 
ynperio fueron obligados arendar dhos Campos alos erederos dela finá- 
«da D.a Martina Gomes y Saravias y haora dhos Señores piden que les 
paguen los arrendamentos, y estos Besinos Seme an ‘presentado, pidiendo 
quieren Saver Ci el Govierno atual alla por conveniente que se paguen 
"tales arrendamientos pues ellos disen no dudar pagar, Si este Govierno 
Manda que asi sea, y portanto ocurro ala vonda de V. para que se dine 
determinar lo que alle por conveniente”. 


Enfrentado a una medida de tanta trascendencia, el alcalde Jo- 
sé Leal, así interpelado, sólo atinó a elevar la representación a las 
autoridades provincisles residentes en la misma Villa. El poder 


«provincial —por otra parte— se hallaba aún en su más reciente 


formación y carecía de la mayor parte de los organismos *encarga- 
dos de legislzr o juzgar estos casos. Si bien las nuevas autoridades 
revolucionarias estaban lejos de aquel jacobinismo de la Patria 
Vieja artiguista, tampoco eran tan inhábiles como para no compren- 
der que la adhesión de los paisanos era cosa de cuidar. De ahí que 
las. resoluciones de estos meses tendiesen siempre a postergar las si- 
tuaciones y a contemporizar con los paisanos pobres, con cuyo con- 
curso y brazo la insurrección iba de triunfo en triunfo. 

Careciendo -—como decíamos— de organismos y poderes regu- 
lares, pasó la petición a la vista del asesor del Gobernador, Dr. Jo- 
sé de Rebuelta quien se expidió de inmediato de acuerdo a las cir- 
cunstancias que dejemos dichas: : , 
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“Exmo. Sor. 
El Asesor es de parecer, atendidas las circunstancias, y por otra parte 


advirtiendo que todos estos infelices, los que no son agraciados, estan 
con las armas en la mano, sosteniendo y defendiendo los terrenos, é 
intereses de la que se llama propietaria; es de parecer q.e p.r ahora, y 
en el interin las cosas, no tomen otro sociego, y tranquilidad, no se 
ies moleste con arrendamientos; y q.e esto se le contexte, al Juez que 
oficia”. 


El 29 de mayo, fue el mismo Lavalleja el que así aconsejado 
resolvió que cesasen los arrendamientos “con calidad de p.r ahora, 
y hasta tanto la q.e se dice propietaria justifique pertenecerles los 
terrenos en disputa”.'* La precariedad con que se atendía los re- 
querimientos de los donatarios artiguistas estaba lejos de la segu- 
ridad en el trabajo y en el bienestzr que Artigas había querido 
para los patriotas pobres. De esta suma de precariedades, se tejería 
en el correr del tiempo, la contrarrevolución latifundista encarama- 
da en el poder del país independiente. 

Algunos días antes, otro donatario artiguista, Faustino Tejera, 
oficial activo en le revolución ahora, renovaría su intento de conso- 
lidación de la donación artiguista. El 25 de mayo se presentó Tejera, 
recordando la donación obtenida y la insatisfactoria tramitación 
que se le quiso correr en la dominación cisplatina, tramitación que 
había abandonado “con la esperanza de que llegaría un tiempo más 
favorable y oportuno”, Entendía Tejera que llegada la “libertad de 
la Provincia” “ahora que se halla restablecido el orden y el dere- 
cho” esperaba que se le extendiese “el documento que acredite al 
exponente la legitimidad del terreno que cita, y que hace tantos 
años posee por donación de una autoridad legítima”, 

Se dio vista de la solicitud al Tesorero interino Luis Larrobla, 
quien haciendo las veces de fiscal enunció la única opinión fiscal 
de reconocimiento de la autoridad artiguista, que hemos visto a lo 
largo de toda la historia nacional: 


“Villa de Guadalupe Julio 31 de 1826 

El Administrador y Tesorero que subserive: visto el presente expediente 
es de parecer, q.e hallandose facultado el Ex-General D.n Jose Artigas 
para hacer la cesión del terreno que se expresa y no perteneciendo este 
á propiedad alguna particular: se le debe á D.n Faustino Texera exten- 
der el documento que solicita. — Luis de la Robla”. 


Por supuesto que en este dictemen de Larrobla se deben dis- 
tinguir dos aspectos. El uno, que hemos resaltado, es el de reconoc- 
cer la legitimidad de las donaciones artiguistas, la capacidad legal 
del gobierno artiguista para re:lizarlas, el considerar sus donacio- 
nes como propiedad perfecta. El otro aspecto, en cambio, está total- 
mente concorde con el conjunto de las opiniones de la clase de los 
hacendados y propietarios que dirigía la revolución lavellejista: se 
acepta la donación en el bien entendido que ella ha sido hecha so- 
bre una propiedad fiscal, y no particular. Pero de todos modos, su 
opinión de que en caso de ser fiscal, la propiedad debía reconocer- 


y 


se como perfecta no fue sostenida jamás por ninguna otra autori- 
dad o tribunal del país independiente. ` 

En virtud de este dictamen de Larrobla, el 1? de agosto de 
1826 el Gobierno provisorio, con la firma de Joaquín Suárez y José 
de Rebuelta ordenó, se extendiese el título tal como lo solicitaba el 
donatario Faustino Tejera.'* Años más tarde tendremos oportuni- 
dad de ver nuevamente la suerte corrida por Tejera y los demás 
donatarios de los campos de Milá de la Roca. 

El 3 de junio del mismo año, José Antonio Silva, otro donata- 
rio artiguista de los campos que fueran de Fernando Martínez, pero 
situado en las puntas del Arroyo Tomás Cuadra, se presentó pro- 
visto del documento extendido por Cayetano Fernández, relatando 
las persecuciones de que había sido objeto hasta abandonar la suer- 
te de campo con que había sido agraciado: 


+ 
“mas hoy q.e favorecidos bajo los auspicios de nuestro Govierno sabio 
y arreglado ——agregaba— contamos con la Seguridad de nuestras pro- 
piedades legitimamente habidas, vengo en suplicar á VE. qœ teniendome 
por presentado con el documento de propiedad, se digne confirmarlo 
p.a renovar mis poblaciones”. 


El asesor Rebuelta solicitó por parte del comisionado de partido 
que se avalase la existencia de la donación, cosa que realizó el 
juez comisionado Rufino Vera quien confirmó la gracia y la auto- 
ridad que para el caso poseía Cayetano Fernández. Así infor- 
mado decidió Revuelta que se amparase la posesión de Silva exten- 
diendo el decreto como “título de posesión” pero sin desmedro de 
quien se considerase con mejor derecho.!*? 


De cómo un “viejo godo” se vuelve un “patriota nuevo” 


En agosto de 1826 los sucesos comenzaron a tomar un cariz to- 
talmente distinto. Irreversible, como parecía, la insurrección patrio- 
ta, inmersa ya en la guerra general de las Provincias Unidas con- 
tra el Imperio, los grandes propietarios o sus herederos y compra- 
dores de todo tipo, creyeron necesario hacer valer su prestigio, in- 
fluencia, poder y dinero para consolidar y rescatar sus viejas pro- 
piedades ante las autoridades y tribunales de la provincia reciente- 
mente libereda o en trance de conquistar su definitiva indepen- 
dencia. 

Tempranamente se suscitaron graves conflictos con una de las 
más grandes propiedades de la Banda Oriental: la estancia de los 
dos Solises y Potrero de Pan de Azúcar.” Su importancia devenía 
de la gran extensión de los campos. su estrecha cercanía a Monte- 
video, su densa población y la amplia participación que los hacen- 
dados de sus cempos tenían en la revolución libertadora, Pero su 
trascendencia —con ser mucha— no se agotaba en los límites del 
pleito entre los donatarios artiguistas y demás poseedores y dona- 
tarios de los mismos días del pleito, sino que por el contrario, ad- 
quiría la estatura de puja general entre los patriotas pobres y los 
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grandes latifundistas. No cabe la menor duda, de que todos los pro- 
pietarios y poseedores artiguistas o simples ocupantes tenían pues- 
tos'sus ojos en la suerte final del litigio. De ahí que el relato de sus 
variadas vicisitudes tenga un valor en cierto modo general con res- 
pecto a todo el problema de la tierra. 

No está claro quien era el verdadero “propietario” de los cam- 
pos de Villanueva, en el curso de estos años. Félix Alzaga, a la pos- 
tre propietario “legítimo”, se encontraba entonces en Buenos Aires, 
y en el filo de los años 20 su influencia había crecido lo suficiente 
como para medrar en el juego escandaloso de la deuda flotante y 
de los fondos públicos, y recuperar todo lo confiscado a su familia 
en 1812. Es posible que ya entonces hubiera comprado en aquellos 
“cuatro mil pesos” que mencionan posteriores expedientes, los irre- 
gulares títulos de propiedad que los desfallecientes propietarios es- 
pañoles se consideraban ya incapaces de hacer valer de otro modo. 
De cualquier manera, el influjo de Alzaga no dejó de crecer hasta 
un punto que en 1825 y años siguientes lo veremos como influyente 
abastecedor del Ejército Republicano destinado a la Banda Oriental 
en la guerra con el imperio. 

Ya en las postrimerizs de la dominación cisplatina —lo hemos 
visto— Félix de Alzaga habia nombrado como apoderado al fiscal 
de crimen cispiatino, José Ellauri, Es realmente con Ellauri, que 
comienza el expediente de reivindicación de la estencia de los dos 
Solises. Y se explica. Nadie mejor que Ellauri hubiera garantizado 
que el gobierno de Lecor accediera a conceder lo que el tiempo aún 
no había permitido. Pero los felices cálculos de Félix de Alzaga 
amenazaron fracasar ante el surgimiento de la Cruzada Libertadora. 
Mas como ya tuvimos oportunidad de decir, la nueva revolución de 
independencia era profundamente distinta a la que encabezara Ar- 
tigas y contra lo que hubiera sido dable esperar, la revolución no 
impidió sino que agilitó los trámites de reivindicación de los gran- 
des propietarios. ' 

Los derechos de Villanueva Pico adquirían cada vez más un 
tono especulador e intrincado. Violando todes las formas jurídicas, 
cada uno de los apoderados de turno cedía a otro la representación 
de los derechos. En el curso del litigio lo haría notar uno de los 
poseedores artiguistas. 

Este hábil procedimiento fue el que permitió que el curso del 
expediente iniciado por Ellauri en Ja: época cisplatina no se detu- 
viera ante las trincheras del sitio de Montevideo, sino que por el 
contrario, saltara el obstáculo y se hiciera representar en Canelo- 
nes donde residían las autoridades patrizs. Vicente López, hijo del 
donatario artiguista ya citado, Francisco López, denunciaría con 
toda fuerza el escandaloso procedimiento, por el cual el Dr. Ellauri. 


“desde la plaza sitiada de Montevideo donde sirve a sueldo al enemigo 
con el carácter de Fiscal del crimen se presenta por escrito a este Go- 
bierno... y pide que las diligencias subcesivas se entiendan con don 
Roqua Haedo, Administrador, dice, de los campos en cuestión, ó con 
el que con su poder se apersone, sin embargo de que el mismo Ellauri 


parece le repuenaba formalizar otra substitución. El Don Roque Haedo, 
residente también en Montevideo y á muy pocas quadras del Señor 
Ellauri otorga impavidamente un poder especia] á fabor de Don Jacinto 
Alvarez, no obstante, que en autos no fue reconocido por parte, ni de 
consiguiente concedido lo que pedía... Don Jacinto Albarez substituye 
su poder en Don José Encarnación Zas... y aquí tiene Vuexelencia los 
siete escalones que ha bajado desde Carcas en España el poder del 
Padre Garris con la circunstancia de que desde el Fiscal Imperia] del 
Crimen hasta Don Roque Haedo, ha dado un salto mortal, y de tal 
suerte que alli mismo hubiese perecido, si del señor Alzaga hubiera 
salido vivo y no tan muerto como lo fué por la Ley” (alusión a la eje- 
cución de Martín de Alzaga, padre del reivindicador Félix de Alzaga). 


Así pues, mientras los patriotas morían peleando en las trin- 
cheras de Montevideo y en las batallas campales, los grandes pro- 
pietarios saltaban por encima de las “meras contingencias” de la 
guerra y se hacian representar los unos a los otros, para de todos 
modos despojar a los pequeños hacendados invalidando así la gesta 
agraria. artiguista en recuerdo de la cual la masa de patriotas po- 
bres se había lanzado nuevamente a la revolución libertadora. 

No fueron menos diestros los especuladores en la disposición 
táctica de sus fuerzas. Lejos de enfrentarse a toda la masa de po- 
seedores en su conjunto, prefirieron medir sus fuerzas con uno tan 
sólo de los poseedores artiguistas. Sabían perfectamente que logra- 
do en los tribunales un pronunciamiento favorable a sus intereses, 
sentada que fuese así la jurisprudencia, se allanaría fácilmente el 
camino para desalojar al resto de los poseedores amparándose en 
el precedente establecido. 

José Ellauri se presentó a nombre del “ausente Doctor Don An- 
tonio Garris” dándose por enterado que Francisco López se hallaba 
poblando un terreno de los de propiedad de su representado, así 
como que se hallaban en el campo “algunos otros situados de ante- 
mano en las mismas tierras”. Considerando incuestionable sus títu- 
los, solicitaba que se librase despacho ordenando el desalojo inme- 
diato a “Don Francisco López y todos los demás intrusos”. El juez 
nombrado especialmente para el caso ordenó el 11 de setiembre de 
1826 que López y los “intrusos en los terrenos del Dr. D. Antonio 
Garris desalojen en el perentorio término de un mes”, intimándo- 
les asimismo que compareciesen en el juzgado si se creían con 
algún derecho. 

Según afirmaría posteriormente el propio Alzaga “nadie com- 
pareció á estar en derecho sino D. Francisco López” y que tal cosa 
había sucedido a pesar que “el pleito con López era público, sabían 
todos lo que en él se disputaba, sin embargo nadie ocurrió, cuando 
estaban citados á concurrir”. La explicación era muy sencilla. Ló- 
pez había concurrido al juicio, por la simple razón que se conside- 
raba con derecho y estaba amenazado expresa y violentamente de 
desalojo. Las razones por las cuales no lo hicieron los demás dona- 
tarios artiguistas y demás intrusos no son a su vez difíciles de en- 
tender. De su número, que el propio Alzaga estimaba en “mil ha- 
bitantes al menos”, los unos prefirieron aguardar los acontecimien- 
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tos revolucionarios de cuyo decurso esperarían sin duda la consoli- 
dación de sus respectivas propiedades; otros se limitaban a obser- 
var sencillamente lo que szcontecía con López; y otros en fin, como 
sucedía en numerosos casos, ni se enteraron pues estaban comba- 
tiendo con las armas en la mano en la gesta nacional, muy lejos de 
suponer que los viejos y presentes enemigos encontraran tribuna- 
les tan descastados como para preferir las rapiñas coloniales a las 
glorias de la independencia. 

Compelido por la reclamación de Ellauri (cuyos derechos fue- 
ron subsiguientemente representados por José Encarnación de Zas), 
Francisco López y Joaquín Revillo (donatario por gracia de Lava- 
lleja en 1825) nombraron apoderado al hijo del primero, Vicente 
López, quien en un sustancioso escrito hacía notar que si el “Rey 
de España pudo hacer una donación de esa calidad a un vasallo su- 
yo, con más fuerza y derecho justos, pudo la Patria hoy ser grata 
á los constantes sacrificios de sus hijos, prodigándoles recursos de 
que necesitan para el sustento y adelanto del País tan desconocido 
en aquella época”. Vicente López finalizaba su representación plan- 
teando ante los tribunales y autoridades uno de los temas queman- 
tes en el enjuiciamiento de la política artiguista: 


"Solo resta saber —dectfa— si en el tiempo en que el Señor General 
Don José Artigas obtuvo el mando en la Provincia Oriental, fue reco- 
nocido por tal en los pueblos de la Prov.cia, y sus disposiciones fueron 
observadas ó nó como e igualmente las donaciones que hizo en bene- 
ficio de los hijos del país”. 


Luego de algunas otras instancias, José Encarnación de Zas contes- 
taría esta cuestión planteada por López, con lo que consideraba la 
“artillería divisionaria” de la argumentación grata a las autorida- 
des de la provincia. Sus términos habrán de transmitirse —por otra 
parte— de escrito en escrito hasta consolidarse en la línea jurídico- 
política del latifundio antiartiguista; de ahí que importa citar lite- 
ralmente la primera aparición de la nueva orientación agrario-lati- 
fundista de la patria en armas: 


“aun permitiendo que fuese cierta la donación de unos terrenos conce- 
didos solo en posecion —decía el “patriota” J. E. de Zas— en fuerza 
de las circunstancias de la época en que se dieron á algunos vecinos, 
por el abandono que esas circunstancias obligaron á hacer de ellos á 
sus propietarios es bien claro, que ni el General Don José Artigas, ni 
el Cabildo Gobernador Intendente, ni ninguna otra autoridad, que me- 
rezca la denominación de tal estaría facultado, para arrancar el sagrado 
derecho de la propiedad, legitimamente adquirida y rebestir con él 4 un 
tercero por mas meritorio y digno que le considerase por sus servicios 
á la patria. Tales actos por los cuales injustamente se quita y tiene lo 
ageno contra la voluntad de su dueño en jamás han podido ni pueden 
estimarse legitimos, licitos, ni honestos. Este principio es de la moral, 
de la razón, de la justicia y de la religion santa que profesamos. Justo 
es que los servicios sean galardonados en proporción de su utilidad al 
bien general pero jamás con perjuicio de un particular; y esto es tan 
obvio en nuestro sistema, que aun en el dia mismo por Leyes expresas 
del Soberano Congreso Constituyente, y de nuestra Honorable Repre- 
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sentación Provincial está sancionada la inmunidad de los bienes y pro- 
piedades de los mismos que están empeñando toda clase de esfuerzos 
para seducirnos al yugo del Emperador del Brasil.., ¿Adonde bamos a 
parar? En la ilustración del siglo en que vivimos, no es tolerable seme- 
jante absurdo...” 


El viraje que ha tenido este final del año 26 hace más hábiles 
a los donatarios artiguistas y a sus apoderados. Los empapa de la 
chicana jurídica, con la cual creían poder litigar con ciertos pujos 
de éxito. Fue indudablemente su más grave error. Por felices que 
fuesen las triquiñuelas o callejones del derecho de propiedad en 
que se apoyaban, caían irremisiblemente en el terreno favorable a 
los grandes propietarios, abandonando por otra parte, el ámbito re- 
volucionario único en que se amparaba el pequeño poseedor de 
tierra y sobre el cual había nacido un nuevo derecho, el derecho re- 
volucionario que se justificaba a sí mismo por la fuerza solidaria 
de los pequeños hacendados nacidos de la política agraria artiguista. 

Como contestación al escrito contrarrevolucionario y antiarti- 
guista de José Encarnación de Zas, el donatario López atinó a cues- 
tionar los títulos, —“no son más que un testimonio de testimonios”— 
y a intentar enfrentar al gran propietario contra el gobierno patrio 
contra el cual sugería que Zas girase sus derechos, dado que el Go- 
bierno había sido quien había realizado el reparto de los campos 
en disputa. El predominio de Alzaga en el gobierno rivadavisno, el 
que también poseía Zas en el gobierno de la Provincia Oriental, se 
vieron preferentemente reflejados en la vista fiscal del agente nom- 
brado para el caso: Antonino Domingo Costa. Costa poseía poco re- 
comendables antecedentes. Junto con Turreyro, Bonifacio Isaac. y 
otros traidores había intentado desorganizar y liquidar la revolu- 
ción lavalleiista por cuente del Barón de la Lasuna, Pese a ser co- 
nocida aquélla su participación en la conspiración antipatriota, sus 
vínculos con los grandes hacendados le permitieron escalar posi- 
ciones en el gobierno patrio. La opinión one enuncia a nombre del 
gobierno no hace otra cosa aue retribuir el apovo así losrado. Diri- 
giéndose al Alcalde de primer voto, juez en el litis, decía Costa: 


“ha visto y examinado detenidamente los documentos en que cada una 
de las partes funda sus derechos, y halla que los del actor (Alzaga) 
son de los que conocemos con el nombre de auténticos; y los del de- 
mandado (Francisco López) unos meros papeles simples ó privados por 
los cuales El Gobierno Delegado mandó tomar posecion que hoy tiene 
Don Francisco López; sin perjuicio de tercero; y los que son destituidos 
totalmente de todo merito legal por el certificado de foxas ciento veinte 
y una. En esta virtud es de dictamen el que subscribe puede V. mandar 
desaloje Don Francisco López el campo en cuestión [...] 


Apeló López el auto que subsiguió, conforme a la vista fiscal, 
y enredóse el pleito en cuestiones de forma. Sucedió entonces que 
aprobada la Constitución unitaria rivadaviana, la parte de Alzaga 
y los asesores y fiscales que alternaban en el litigio, propusieron 
elevar el expediente a las autoridades centrales residentes en Bue- 
nos Aires, sobre cuya resolución se descontaba que aprobaría” la 
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propiedad de Alzaga. En vano impugnó López la maniobra aducien- 
do que en tanto la Sala de la Provincia no aprobase la Constitu- 
ción seguían rigiendo las normas provinciales; tampoco fue sufi- 
ciente que el propio Lavalleja pidiese la suspensión del desalojo y 
se alarmase por el cariz que adquiría la reivindicación en la zona 
ocupada por los soldados patriotas. Si bien se suspendió el desalo- 
jo, López no pudo impedir que el expediente se elevase a Buenos 
Aires, cuyas autoridades confirmaron, como se esperaba, la legiti- 
mided de los títulos de Alzaga y la solución del litigio a placer del 
gran propietario.!*) 

La incorporación de la Provincia Oriental a las Provincias Uni- 
das bajo el régimen unitario trajo, entre otras consecuencias, el 
sometimiento de la política oriental de tierras a la que ya existía y 
fue promoviéndose en la nación rioplatense. Sus alcances eran ne- 
fastos para los donatarios artiguistas así como para los simples ocu- 
pantes de tierras abandonadas a partir de 1825. Para agravar las 
cosas el gobierno porteño envió como Fiscal de la Provincia Orien- 
tal a un hombre de su círculo que siguió a la letra la política agra- 
ria rivadaviana, que en nuestro país iba directamente en contra de 
los donatarios artiguistas. 

El fiscal porteño Juan José Ferrera había tenido una decisiva 
participación para descolocar el pleito Alzaga-López de los límites 
y jurisdicción provinciales, y su Opinión fue decisiva para enviarlo 
a resolución del poder central, donde la donación artiguista fue de- 
sechada en beneficio del gran especulador porteño. 

En su breve residencia, tuvo oportunidad de ofrecer dictamen 
en otros expedientes artiguistas. Pese a su expulsión de la provin- 
cia apenas el régimen unitario' lo arrastró en su caída, sus 
puntos de vista fueron amorosamente abrazados por las autorida- 
des judiciales que lo continuaron y algunos de sus dictámenes con- 
figuraron una jurisprudencia irreversible en el inmediato futuro. 
Sirva de ejemplo lo acontecido con los donatarios artiguistes del 
Rincón del Rosario. 


La tierra oriental y la Deuda argentina 


No pretendemos el análisis exhaustivo de la legislación agraria 
rivadaviana, sino sólo examinarla en cuanto pueda haber incidido 
su aplicación en la Provincia Oriental recientemente incorporada a 
las Provincias Unidas. 

El 1° de julio de 1822, bajo la orientación de Rivadavia se habia 
dictado una ley por la cual se declaraba no enajenable la tierra 
pública, determinándose al mismo tiempo que sería otorgada sola- 
mente en enfiteusis. El 21 de julio del mismo año “como si fuera 
necesario repetir, para que fuera comprendida una prohibición tan 
desusada” se reitera la misma disposición. Avellaneda, a quien per- 
tenecen estas palabras, agregaba en sus comentarios a las leyes 
rivadavianas: 
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“Uno y otro decreto guardaban silencio sobre el designio que los había 
inspirado, pero éste no tardó en ser revelado. 

Un mes después, el Gobierno solicitaba la autorización de la Legis- 
latura paa negociar un empréstito en Londres, agregando que al pro- 
hibir la enajenación de las tierras se había tenido por objeto el ofreci- 
miento en garantía a Jos prestamistas.” (6a), 


El 19 de agosto de 1822 se autorizó al Gobierno a contraer un 
empréstito afectando las tierras públicas como garantía y años des- 
pues, el 15 de febrero de 1826, con motivo de la consolidación de 
toda la deuda pública contraída antes de 1820, se hipotecó en garan- 
tía la tierra pública, cuya enajenación quedaba prohibida en la 
República. 

En esta zarabanda de la tierra y la deuda pública, en el nuevo 
marco de la Provincia Oriental incorporada al resto de las Unidas, 
hasta el último de los paisanos orientales vinculados 'a la tierra que- 
daba comprometido, 

Por algo en una fecha tan temprana como 1813, en las célebres 
Instrucciones, precaviéndose de la tradicional codicia porteña por 
las tierras orientales y garantizando una política autonómica y po- 
pular, que permitiese el acceso libre y democrático a la tierra, 
Artigas había estampado enérgicamente en el art. 15: “No permita 
se haga ley para esta Provincia sobre bienes de extranjeros que 
mueran intestados, sobre multas y confiscaciones que se aplicaban 
antes al Rey y sobre territorios de éste, mientras ella no forme su 
reglamento y determine a qué fondos deben aplicarse”. He aquí, en 
embrión, el paquete de medidas que dos años después se desplega- 
rían en el pormenorizado articulado del Reglamento Provisorio del 
10 de setiembre de 1815. 

El 16 de marzo de 1826, Rivadavia reglamenta la ley que afec- 
taba la tierra pública a la deuda nacional y demostrando la persis- 
tencia de aquella voracidad del gobierno unitario sobre las tierras 
provinciales, exigió a cada uno de sus gobiernos “que pasaran a la 
mayor brevedad al Ministerio de Hacienda, una razón en cuanto 
pueda ser circunstanciada de las tierras y demás bienes inmuebles 
de propiedad pública existentes en sus respectivos territorios”, Para 
deshacer toda autonomía que afectase esta centralización se ordenó 
que ninguna provincia pudiese enajenar la tierra incluso por razo- 
nes de fuerza mayor sin autorización especial del gobierno central. 

Muy poco después, el 18 de mayo, la Sala del Congreso de 
Buenos Aires, aprobaba, por fin, la tantas veces anunciada ley de 
enfiteusis argentina, que afectaba —reiteramos— toda la política 
agraria de la Provincia oriental. 

Por dicha ley se declaraba como una forma de acceso a la tierra 
pública, la del contrato de enfiteusis, sistema público de arrenda- 
miento de tierras fiscales. Se establecía que este contrato tendría 
un término mínimo de 20 años mediante el pago de un canon o 
renta anual del 8 % sobre los valores de tasación si fueran de pas- 
toreo y del 4% si fueren de agricultura. Se determinaba asimismo 
la revaluación de las rentas cada 10 años. 


El 27 de junio de 1826 se dictaba un decreto reglamentario de 
la ley anterior en torno a problemas técnicos y el 10 de mayo de 
1827 se limitó la posibilidad de contrato enfitéutico a una sola vez 
por cada titular para paliar la ya amenazante tendencia a la mono- 
polización de grandes espacios de tierras por parte'de los denun- 
ciantes, 

Imposible analizar en su conjunto la política agraria rivada- 
viana, Sus clásicos comentaristas han señalado algunos de sus aspec- 
tos más notorios. Rivadavia, apoyándose en la economía política en 
boga, acepta con los teóricos de la pujante burguesía industrial 
europea, que la renta del suelo es un despojo al “trabajo social”, 
que claro está, estos teóricos identifican con la tasa de ganancia del 
empresario industrial. Por otra parte, la enfiteusis, antiquísimo 
instituto jurídico romano-español, había cumplido históricamente la 
tarea de resolver la contradicción que oponía a propietarios y tra- 
bajadores directos de! suelo (arrendatarios o medianeros) por las 
ya conocidas consecuencias de inseguridad y brevedad del contrato 
y de carencia de estímulos económicos. Contradicción tanto más 
relevante en la etapa histórica que vivía la revolución industrial y 
que pretendía transformarse también en revolución agrícola expre- 
sada en cambios técnicos y en inversión cada vez más creciente de 
capital en la agricultura, 

Por lo tanto, de acuerdo a este ya clásico análisis de la política 
rivadaviana, la enfiteusis resolvería la apropiación social de la renta 
del suelo y la creación del marco económico que hiciera fácil el paso 
a la transformación técnica de la agricultura por estímulos crecien- 
tes a la inversión del capital por parte del empresario-enfiteuta. 
Esta concepción estaría más o menos expuesta por los autores de 
aquella legislación de quienes entre otros, fue vocero el Ministro 
de Gobierno Julián Segundo de Agüero. Desde las páginas del 
“Mensajero Argentino”, Agúero había afirmado que ninguno de Jos 
sistemas de enajenación de la tierra “reviste ciertamente las cali- 
dades ni reúne las ventajas como el contrata de enfiteusis”, con- 
trato que “hace gozar al poblador de todo el dominio útil del terre- 
no, mientras que el propietario. que es la sociedad. goza también de 
una renta segura que representa e! dominio directo” (6b), < 

Damos por admitido que en esta política agraria se halle pre- 
sente un elemento revolucionario burgués, uno de los más avanzados 
de la época. Pero un justo análisis histórico no puede abstraer cier- 
tos principios ideológicos de lo aque ellos van a significar apenas 
baien del cielo a la tierra, es decir, insertos en el contexto histórico 
concreto de la época. 

La clase que l'evaba adelante esta política no estaba movida 
por el escrupuloso propósito de experimentar en la práctica de las 
llanuras platenses los productos teóricos nacidos en las brumas 
británicas, sino por otros motivos más inmediatos y directos. El gran 
capital usurario porteño temía que sus créditos contra el Estado 
naufragaran en los avatares de los bruscos cambios de poder de la 
joven República. Cobrar sus créditos comprometiendo a la nación 
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con un empréstito extranjero fue un oficio regular de esta clase en 
una y otra orilla del Plata a lo largo del siglo. Por su parte, el 
inversor de la City no era menos escrupuloso y exigente en cuanto 
a afianzar sus préstamos contra los vaivenes de los gobiernos “nati- 
vos” que los solicitaban. La tierra pública fue pues para ambos 
extremos de la cadena, la prenda universal de toda transacción 
financiera, 

En la misma formulación de la ley se hallaban falsificados los 
supuestos principios teóricos que pudieran proclamarse al no existir 
como única la tan mentada propiedad eminente de la sociedad sobre 
la tierra. Pues al otorgarse la tierra como garantía del empréstito 
inglés se estaba estableciendo la copropiedad entre el prestatario y 
el prestamista. Sobre la propiedad de la sociedad rioplatense planea 
la propiedad de la Bolsa de Londres. Y esto transforma el presunto 
vuelo revolucionario de los principios de la economía política en 
los mucho más peatonales intereses de una clase preburguesa, No 
era, pues, un paso dirigido al fortalecimiento del capitalismo, sino 
más bien, un amarramiento a formas precapitalistas. 

Por lo demás, la historia es conocida y peor. La ley de enfiteusis 
fue más groseramente precapitalista en su aplicación que lo que 
hubiera sido posible prever en el texto. El escandaloso acapara- 
miento monopolista de la tierra y la defraudación por el no pago 
de la renta fueron sus rasgos típicos. Podríamos decir con el aeda: 
“Ni murió ni fue guerrero”, 

En el supuesto caso de que la enfiteusis rivadaviana sólo estu- 
viera preocupada por las motivaciones teóricas más puras del pen- 
samiento avanzado y que por añadidura hubiera sorteado la viciosa 
puesta en práctica citada, aún así su traslación a la Provincia 
Oriental, donde ya había ocurrido una revolución agraria radical, era 
claramente un paso atrás. En ese conocido contexto histórico, el 
sometimiento de la política agraria oriental a la espúrea urgencia 
del sector especulador porteño o de la Bolsa de Londres suponía 
comprometer la felicidad de los paisanos que esperaban la repeti- 
ción de la revolución agraria del año 15. 

Y esta urgencia, esta exasperada necesidad del gobierno porte- 
ño por arrojarse sobre las tierras de esta Banda, estaba reforzada 
por la clase de los grandes hacendados porteños confiscados per 
Artigas. El envío del fiscal de Hacienda. Juan José Ferrera, como 
custodio de la ley argentina, como guardián de la no enajenación de 
la tierra pública, preservada como garantía de la deuda argentina, 
la aparición del fiscal Ferrera en los tribunales orientales indicaba 
el comienzo de graves conflictos. 

Transcurría en sus términos más violentos el pleito de Alzaga 
contra los donatarios artiguistas de los dos Solises, cuando en no- 
viembre de 1826, se presentó uno de los más prestigiosos donatarios 
artiguistas del Rincón del Rosario: Tomás Francisco Guerra. En su 
escrito dirigido al gobernador Suárez, presentaba el documento de 
Manuel Durán. y hacía caudal de la donación recibida y del despojo 
sufrido en 1818 a manos de los portugueses, quienes otorgaron todo el 


90 


Rincón a Nicolás Herrera en premio a su traición a la patria. Adu- 
cía que en tales términos nada pudo hacer para reconquistar la mo- 
desta suerte ganada durante la Patria Vieja y explicaba su recur- 
so ante las autoridades patrias en estos términos: 


“Esperaba que mejorando de circunstancias el pais, me proporcionase 
ocasion mas oportuna desarrollando principios mas liberales como en 
efecto la provida que vela sobre la conservación de los humanos haya 
dado lugar a que en el resonasen los dulces ecos de libertad dando un 
golpe al tirano que nos oprimia el Gobierno patrio poscesionandose de 
sus inalienables dros. se puso en aptitud de esterminar del todo y 
romper los vinculos odiosos que nos ligaban”. : 


En consecuencia de la libertad y soberanía reconquistada, no du- 
daba Guerra, que le sería devuelta la suerte con que había sido 
agraciado en 1816, y para reforzar su solicitud sentaba una afirma- 
ción que no hacía otra cosa que confirmar la enorme extensión que 
tuvieron los repartos artiguistas: 


“Millares de habitantes en la campaña poseen inmensos campos donados 
en igual forma. No creo habrá un motivo para que los desalojen, ni 
menos para que á mi no se me ampare en mi posecion”. 


No habría de pasar muchos años antes que Tomás Francisco 
Guerra y los “millares de habitantes” que habían recibido iguales 
suertes por Artigas viesen fracasadas sus más caras esperanzas. 

El 9 de noviembre de 1826, el asesor de Gobierno, Dr. Revuelta 
pasó el “documento simple” de Guerra el fiscal (nombrado para el 
caso) Francisco Solano Antuña, que en esos días representaba los 
derechos del riquísimo propietario español confiscado Juan de Al- 
magro, Antuña, advenedizo nacido políticamente bajo el Gobierno 
cisplatino, quien lo llamó para ocupar el puesto de Secretario de 
Cabildo luego de la expulsión de Taveyro, ofreció como dictamen 
una increíble inquisición respecto a qué calidedes tenía Durán y 
con qué instrucciones se había manejado para realizar su tarea de 
repartos, al tiempo que descalificaba desde el principio la validez 
del documento de donación, afirmando: 

“que como el documento simple que se acompaña, no es, ni puede ser 
de ningun valor, entretanto que no se acredite que D. Manl, Duran tuvo 
efectivamente comision para agraciar con tierras ó enagenarlas es de 
absoluta necesidad agregarse originales ó en copia fehaciente los des- 
pachos de aquella comision; las instrucciones que con ellos le hubiese 
dado el Gob.no, y las diligencias, que huviesen precedido á la venta ó 
concesión de la estancia que se reclama”. 


De más está decir, que Antuña conocía perfectamente el origen 
de las donaciones artiguistas así como toda la legislación y autori- 
dades nacidas del Reglamento Provisorio. Los testimonios e infor- 
maciones que solicitaba eran de las conocidas vallas que sabían co- 
locar los letrados “embrollones” para obligar a los donatarios a re- 
montar la corriente en les peores condiciones. El 28 de noviembre, 
con la rúbrica de Suárez y Revuelta, se solicitó a Manuel Durán 
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los testimonios que pudiese ofrecer, lo que satisfizo el ex-comisio- 
nado de tierras mostrando los originales de su Despacho y de las 
“instrucciones” recibidas que no eran otra cosa que una copia del 
Reglamento Provisorio. Por razones de competencia, Antuña, se ex- 
cusó de dictaminar nueva vista de los testimonios así ofrecidos, por 
lo cual Suárez decidió el 12 de diciembre que se esperase al “letra- 
do q.e debe servir en la Provincia el cergo de Fiscal del Estado” 
próximo “á venir de la Capital de la República”. 

Llegado Ferrera, y cuando ya había emitido opinión en el li- 
tigio de Alzaga, se encaró con el documento y solicitud de Tomás 
Guerra en el Rincón del Rosario, Su primer medida fue solicitar los 
informes de distintas oficinas que entendían en la administración 
de la estancia del Rincón del Rosario embargada por Lavalleja, por 
ser un bien de enemigo emigrado. 

Informado de todos los aspectos que giraban en torno al Rin- 
cón del Rosario, Ferreira lanzó su opinión el 24 de marzo de 1827. 

De zcuerdo a la opinión de Ferrera, al renovar su solicitud To- 
más Francisco Guerra no había 


“advertido sin duda que el papel referido no es de por sí un título 
bastante de posecion pues por los cap.os del Reglamento de la materia 
se prescribió, que los que se interesaran en la ocupación de terrenos 
valdíos debían solicitarlos directamente del Alc.e Provincial con los 
informes de éste y subtenientes respectivos, obtener del Ayuntamiento 
Gov,or los titulos correspondientes”. 


- 


Por añadidura, siempre de acuerdo a la “luminosa” vista fiscal: 


"por el art.o 19 del citado Reglamento se prohibió a los agraciados con 
tales terrenos la cnagenacion de las suertes quo les cupicran y que con- 
trajeran sobre ellas débito alguno hasta el arreglo formal de la Pro- 
vincia en que se resolvería lo que conviniere; en virtud de esta disposi- 
ción aun los que fueron puestos en poseción de los terrenos con arreglo 
a la forma prescripta quedaron sujetos a lo que se resolviera definitiva- 
mente sobre ellos”. 


Este aparatoso remitirse a la discusión jurídica del texto del regla- 
mento —por otra parte único caso en que alguien intentó la discu- 
sión interna del texto artiguista, en los tribunales— no tenía otro 
objetivo que el de abrir paso a la política agraria unitaria, que en 
la Provincia Oriental no podía menos que resolverse en una juris- 
prudencia totalmente contraria a los derechos de los donatarios ar- 
tiguistas, Dejemos habler a Ferrera: 


“No la prov.a, sino la Nacion mira hoy en las tierras públicas la garantia 
de la deuda general, y es por este principio q.e se dictó el ar.o 59 de 
la Loy de 17 de marzo, la ley de 18 de Mayo, y los decretos Supremos 
de 27, 28 y 3— de junio del mismo año. Reglamentando por estas dis- 
posiciones el uso de las tierras de propiedad pública no le queda otro 
arbitrio á D. Tomás Fran.co Guerra que el allanarse a recibir en 
enfiteusis las q.e solicita con arreglo á las preindicadas resolucio- 
nes grales” (7), 
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No le quedó a Guerra, otra alternativa que la de tomar posesión 
precaria de su suerte de campo. Esta precariedad, como la de tan- 
tos otros poseedores, sería fatal cuando los habilidosos comprado- 
res “a la baja” de propiedades confiscadas hicieren valer —como lo 
hicieron— sus “derechos” a las grandes rinconadas. Veremos que 
justamente Guerra y los demás donatarios del campo fueron expul- 
sados por Juan Jack'son, que contó para el caso con la amenaza des- 
nuda de los representantes de Gran Bretaña.(* 

Pese a la adversa jurisprudencia que se iba asentando en los 
tribunales orientales, no por ello dejaron los donatarios artiguis- 
tas y demás poseedores y ocupantes de intentar consolidar la pro- 
piedad de sus campos. En los días finales de 1827 y en 1828 conti- 
nuaron las denuncias de campos en las estancias abandonadas o te- 
nidas por fiscales. Fue particularmente importante la actividad de 
los donatarios y simples ocupantes de la Estancia de las Huérfanas, 
del Rincón del Pichinango, del Rincón del Rosario, campos de Alza- 
ga, de Arvide, etc. 

Fue sobre todo señalada la iniciativa de los poseedores sin 
título de la que fuera gran estancia del Colegio de las Huéfanas 
de Buenos Aires. Desde fines de 1824, los poseedores de los campos 
de las Huérfanas habían intentado consolidar sus respectivas dona- 
ciones, Pero fue particularmente a partir de la Cruzada Libertadora 
de Lavalleja en que se aceleraron sus acciones, Manuel Durán, desde 
Chamizo, extendió entonces numerosos certificados a solicitud de 
los donatarios Hipólito Montes de Oca, Manuel Hidalgo, Santiago 
Fernández, Pedro Cepeda, etc. Pero ya en estos años no todos los 
donatarios artiguistas continúan por sí mismos sus acciones para la 
consolidación de la propiedad. Sobre todo en 1828 y 29 muchos de 
ellos comienzan a vender sus precarios derechos y en su lugar, ante 
los tribunales, encontraremos a distintos comerciantes o hacendados 
como Domingo Lebrun, Jorge Ferrer, Juen Tomás Núñez, etc. ("., 

También en esta época comienzan a asentarse nuevos poseedores 
que, amparados por sus méritos militares o políticos, o simplemente 
poblando campos abandonados consolidan poco a poco un derecho 
de posesión que harán valer en años posteriores para asegurar su 
título de propiedad. Tales los casos de Julián Laguna, Isidoro Ro- 
dríguez, José Sánchez, Manuel Basilio Bustamante, etc.(10, 

Teniendo en cuenta la legislación argentina ya comentada, y 
aplicada consecuentemente desde los litigios de Alzaga y Rincón del 
Rosario, los magistrados o encargados provisorios de tramitar los 
expedientes sobre los campos de las Huérfanas dejaron en suspenso, 
salvo excepciones, la consolidación de las donaciones ertiguistas, así 
como, por supuesto, las meras denuncias de los poseedores más 
tardíos. 

De todos los numerosos expedientes de esos días, es particular- 
mente ilustrativo el que corrió en el litigio entre los vecinos del 
pueblo del Carmelo y los voraces denunciantes que intentaron apro- 
pierse de las ricas propiedades afectas al vecindario por el propio 
Artigas cuando la fundación del pueblo. 
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A principios de 1828, los vecinos de la Villa de las Vacas se 
presentaron reclamando los terrenos que rodeaban la Calera de las 
Huérfanas, “por hallarse poblados en ellos en virtud de haverlos 
cedido el General Artigas para adelanto de la población”. Los veci- 
nos, advertidos ya de la supeditación provincial a la política de 
tierras rivadaviana hacían su reclamación “reservándose para el 
caso de no admitirse esta solicitud el derecho de obtenerlas por com- 
pra o recibir en enfiteusis le parte de terrenos en que están po- 
blados” 0D, 

La vista fiscal del Dr. Alsina, dada en Durazno el 28 de abril 
de 1828, no es solamente una mera reiteración de la opinión del 
anterior fiscal Dr. Ferrera. En su dictamen se refleja ya la ineficacia 
de una legislación pensada para otro ámbito, y si bien insiste en 
que se aplique la misma, expresa por primera vez la posibilidad de 
que los tribunales y los solicitantes acudan o esperen una resolución 
superior en torno a las donaciones artiguistas (1?. 


“Aunque los suplicantes no adjuntan como debieran —decía Alsina— 
documento alguno justificativo de la merced hecha por el gral. Artigas 
de la qœ debe haber constancia en el archivo de Gob.no a menos q.e el 
desorden y confusión de aquella época lo halla extraviado; sin em- 
bargo, suponiéndola cierta aq.a donacion, el Fiscal cree q.e ella cuando 
menos bastaría a darles a dichos vecinos un dro. de preferencia p.r 
ahora a obtener aquellos terrenos en enfiteusis, previas las formalidades 
de la ley en la materia.” 


Alsina continuaba afirmando que la deciaración solicitada por 
los vecinos respecto a la validez o legitimidad de las donaciones 
artiguistas correspondía “privativamente al Cuerpo Legislativo” 
ante el cual debían justificarla fehacientemente: 


“Entonces —agregaba— con este motivo al sancionarse la ley de enfí- 
teusís por aquel poder se declarará si a el quedan afectos también los 
terrenos concedidos por los Gob.nos anteriores y por consiguiente se 
calificará el valor de la merced indicada, y de la enajenación de los 
que esta comprende ya por ventas o en enfiteusis, como de haberse 
verificado aquella p.r el Gob.no gral. en la fha. de esta solicitud.” 


Continuaba claramente la línea de no reconocer las donaciones 
artiguistas, rebajándolas exclusivamente al de testimonio de simple 
posesión, más o menos larga, posesión que se soportaba precaria- 
mente en tanto no se presentase oposición legítima de propietarios 
titulados, Pero lo novedoso del dictamen de Alsina es ya la com- 
prensión de que la sala provincial debe legislar sobre el aspecto 
específico de la situación oriental en torno a la tierra. Ya se com- 
prende que laz simple legislación nacional (argentina) es incapaz 
de solucionar los conflictos, y al mismo tiempo se reconoce en la 
sala provincial el derecho de apartarse de la ley nacional deteriora- 
da casi por completo con la caída de Rivadavia. Pero, como de todos 
modos, la ley de enfiteusis seguía rigiendo en la Provincia, su 
opinión vacila respecto a si la donación daría —por lo menos— 
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derecho a eximirse de la ley de enfiteusis y a solicitar por el con- 
trario el derecho de adquirir la tierra en propiedad mediante 
moderada composición. 


NOTAS AL CAPITULO V 


(1) EGH, EE, 1827, N? 5, Expediente caratulado “Antonio Garris y 
Francisco López” (Sucesión Villanueva Pico). 


(2) EGH, ESE, 1826, NỌ 69. 
(3) EGH, ESE, 1861, N? 27. 


(4) EGH, ESE, 1826, N? 16. Expediente caratulado “Dn. José Antonio 
Silva solicitando la revalidación de un documento de tierras”; AGN, FJC 10, 
Legajo 1832. Expediente promovido por Eusebio Benavídez comprador de los 
derechos de posesión de José Antonio Silva, 


(5) La propiedad jurídica de los Villanueva Pico se decidía en los años 
previos a la revolución en chicanas especulativas lejos de la Banda Oriental. 
El 8 de agosto de 1817, Antonio Garris, presbítero de la parroquia de San 
Adrián, heredero de Feliciana Josefa Villanueva Pico, daba poder en Cascar 
(Navarra) al comerciante de Cádiz, Alejo Sagastuy, para que lograse la reivin- 
dicación de la gran estancia. El 14 de marzo de 1818, Félix Alzaga, se pre- 
sentaba ante el escribano del Consulado de Buenos Aires haciéndose reconocer 
como apoderado de Garris de acuerdo con un documento otorgado por Alejo 
Sagastuy. Con este carácter se dirigió a Joaquín de Chopitea que antaño había 
sido administrador de la finada F. J. Villanueva Pico, reclamándole los docu- 
mentos y cuentas de la administración. El 13 de marzo de 1820 se otorgaba 
lo así solicitado, El 31 de octubre de 1820 Francisco Juanicó recibía los títulos 
de apoderado hasta que finalmente se encargó de representar los derechos de 
los Villanueva-Alzaga, el poderoso e influyente miembro del “Club del Barón”, 
el Fiscal de crimen José Ellauri, pero ya en el ocaso de la dominación cispla- 
tina: el 16 de enero de 1825. EGH, EE, 1827, N9 5. 


(6) EGH, EE, 1827, N°? 5. 


(6a) Nicolás Avellaneda, “Estudios sobre las leyes de tierras públicas”, 
W. M. Juckson Inc. Editores, Buenos Aires, 1944. Pág. 43. 


(6b) Andrés Lamas, “La legislación agraria de Bernardino Rivadavia”. 
Buenos Aires, 1933, 


(7) EGH, EE, 1826, N? 48. Expediente caratulado “Dn. Tomás Fran- 
cisco Guerra reclamando una suerte de estancia del rincón del Rosario y la 
población que allí se halla”; AGN, FJC 19, NỌ 58. Letras D-N. Expediente 
incompleto sin carátula. 


(8) Véase además, J. E. Pivel Devoto, “La misión de Nicolás Herrera a 
Río de Janeiro (1829-1830). Contribución al estudio de nuestra Historia 
Diplomática”. 


(9) En diciembre de 1828, Manuel Antonio Hidalgo vendió a Jorge 
Ferrer, comerciante de Carmelo, el campo recibido en los repartos artiguistas. 
(EGH, PG, CG, 1834). Otro tanto haría Hipólito Montes de Oca, y casi en 
los mismos días Asencia Cabrera, viuda de Lorenzo Ruis Díaz vendía su suerte 
al comerciante francés Domingo Lebrun, calificado por uno de los linderos en 
litigio como “extrangero sin patria ni becindad y mercachifle en su oficio”. 
(EGH, EE, 1829-76. Exp. cit.). 
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(10) José Sánchez, se presentó en diciembre de 1827 pretendiendo oct- 
par el terreno abandonado por el donatario Pedro Cepeda, portugués pasado 
al servicio de Lecor. (EGH, EE, 1831, N° 212, fojas 18). A principios de 1828, 
lo hace Manuel Basilio Bustamante y en enero de 1829, Julián Laguna, etc. 


(11) AGN, Comisión Topográfica. Año 1826-1831. Libro 43, denun- 
cia N? 9. 


(12) La solicitud de José Sánchez sobre los campos que fueran de 
Cepeda obtuvo como respuesta un decreto de 5 de enero de 1828 firmado por 
Pérez y Pedro Lenguas en el cual “considerando este terreno en embargo” 
se le permitía poblar “en la inteligencia que cuando estos se den en arren- 
damiento, se deberá presentar de nuevo solicitándolo”. Otro tanto sucedió con 
las denuncias de Bustamante y de Laguna. 
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CAPITULO VI 


EL PAIS INDEPENDIENTE (1828 - 1830) 


Patria nueva y conflictos viejos 


Separada la Provincia Oriental, en pleno cumplimiento de la 
Convención Preliminar de Paz, se presentaron inmediatamente los 
donatarios artiguistas ante los tribunales nuevamente con la idea 
de consolidar sus propiedades. Obraba en favor de sus expectativas, 
el convencimiento de que la independencia estatal de la otrora 
Provincia Oriental, habría de traer como consecuencia la caducidad 
de la legislación argentina, al amparo de la cual los tribunales ha- 
bían desconocido sus derechos. Donatarios de los campos pretendi- 
dos por Alzaga, y de los Rincones del Rosario y Pichinango se 
apureron en diciembre a reclamar aquellas consolidaciones; poco 
después en enero lo hacía un donatario de los campos del Daymán 
(Rincón de Arvide); en febrero volvía en una de sus tantas pre- 
sentaciones Domingo Lebrun, comprador del donatario Ruíz Díaz. 
De todas partes de la joven República llovían los escritos de los 
donatarios artiguistas solicitando el ansiado reconocimiento de los 
derechos nacidos en la revolución agraria del año 15". 

Provisto de un certificado de Manuel Durán, se presentó Ven- 
tura Colman ante el alcalde ordinario de Rosario, solicitando se 
levantase la información que avalase sus derechos a una suerte 
donada por Artigas en el Rincón del Rosario, Realizada la opers- 
ción, Colman trasladó sus derechos a Montevideo, ante cuyo Juz- 
gado adujo toda la documentación que lo mostraba como donatario 
artiguista y solicitando se le extendiesen los títulos que correspon- 
dían (2), Otro tanto'hacía en los mismos días —enero de 1829— 
Ramón Santiago Rodríguez, quien solicitaba se le reconociese la 
donación de 1814 en los campos que habían sido de —y aún dispu- 
taba— José de Arvide (%. Otros donatarios o sus causahabjentes 
prefirieron acogerse a la propia ley de enfiteusjs- 07” 
de ese modo obviaban el obstáculo. *- ` 
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naciones artiguistas. Es típico en ese sentido el escrito que elevó uno 
de ellos a las autoridades competentes. 

Se trata de Domingo Lebrun, comerciante francés que adquirió 
un campo situado entre el San Juan y el Miguelete situado en la 
ex Estancia de las Huérfanas, donado en 1816 al negro libre Lorenzo 
Ruíz Díaz, y cuya viuda, Asencia Cabrera, había vendido su pose- 
sión, En febrero de 1829, se presentó Lebrun solicitando los “títulos 
de posesión” y declarándose sujeto “a pagar el arrendamiento” que 
se le marcase, 

La avalancha de solicitudes similares llegadas de todos lados 
donde los donatarios artiguistas aún conservaban un mínimo de 
posesión, colocó al Gobierno en grave conflicto. Con ese motivo el 
22 de enero de 1829 el Ministerio de Gobierno pasó una orden a los 
tribunales para que se suspendiese el curso de todos los expedientes 
donde se tratase de las donaciones realizadas por Artigas, hasta que 
la Asamblea General resolviese la línea a seguir en los terrenos 
donsdos por los gobiernos anteriores, Sometidos a tal resolución se 
paralizaron todos los trámites iniciados por los donatarios artiguis- 
tas ante cuyas reclamaciones fueron recayendo sucesivamente vistas 
fiscales y autos que se ampzraban en la resolución superior para no 
conocer ni comprometer opinión en los asuntos debatidos. El 24 de 
marzo, el escribano de Gobierno Casas, comunicaba a la parte de 
Ventura Colman que el Fiscal interino le había devuelto el expe- 
diente “expresándome q.e p.r orden del Ministerio de Gob.o debía 
abstenerse de tomar conocim.to en asuntos de esta clase” (1, Pocos 
días después sucedía otro tanto con la solicitud de Lebrun (Huér- 
fanas) en cuyo expediente se insertó el siguiente oficio, con la firma 
de Alsina. 


“Nota-expedida orn. Sup.or en 22 de en.o ult.o p.a suspender estos Ex- 
pedientes hasta la resolución de la H. Asamblea sobre las donaciones 
anteriores de tierras p.cas y la Ley de enfiteusis se lo devuelvo hoy al 
interesado á supedim.to” (5), 


Y del mismo modo ocurrió con la solicitud de Ramón Santiago 
Rodríguez en cuyo recurso recayó el 23 de abril una vista fiscal en 
la que luego de emitir opinión sobre los derechos del solicitante, se 
decía: Ls 1) 

“Mas, debiendo, a juicio del Fiscal, adoptarse una resolucion general 
p.r la A. G. y C. del Estado sobre la importancia legal de aquellas dona- 
ciones q.do se expida la Ley sobre terrenos públicos; puede V. E. por 
ahora otorgar á dho Rodriguez el titulo de posesión legítima de los 
terrenos expresados, sin perjuicio de la referida resolucion gral.” (6), 


La postergación de una rápida política en torno a la propiedad 
de la tierra dio nacimiento a una gran inseguridad en toda la cam- 
paña. Ningún hacendado estaba seguro sobre la real capacidad de 
cada uno al dominio de sus campos, todos ellos de inciertos límites 

-* =nlemente con posesiones discutibles superpuestas y contradic- 
“a naa de las Huérfanas, Rincón del Rosario, Pedro 
“7 -7a ete, nuevos y viejos poseedores 


se €nzarzaron en furiosos pleitos, algunos de los cuales no finali- 
zarían sino muy avanzado el siglo. No es del caso insistir aquí sobre 
la enorme importancia que tuvo este hecho para nuclear a los hacen- 
dados de intereses contrapuestos sobre la misma tierra, en facciones 
” enemigas que a la postre —junto a otras motivaciones— se decan- 
tarían en los llamedos partidos tradicionales: Blanco y Colorado. 

En estos días empieza a apreciarse la distancia que va de la 
cepa de los grandes conductores de masas revolucionadas, como 
Artigzs, a la urdimbre feudal del caudillismo que se desarrolla y 
crece en estos días, en hombres como Rivera, Lavalleja, Laguna, y 
tantos otros. 

Es ilustrativo seguramente lo sucedido en los campos de las 
Huérfanas, donde los vecinos de Carmelo debieron entrentarse a 
la vor¿cidad de los jefes militares para quienes el poder era el 
peldaño de la apropiación latifundista, 

Como se ha visto, Artigas había concedido a los vecinos del 
puebio, el usufructo de la Casera y campos adyacentes. En 1828, los 
vecinos se habían presentado a sanear tal donación y conocemos la 
vista fiscal de Alsına y decreto correspondiente. El 12 de enero de 
1829, Laguna se presentó denunciando el campo como fiscal. Sus 
poderosos medios permitieron que su denuncia fuera aceptada y se 
le concediera el campo en enfiteusis. Queda desde ya claro cuán 
“flexibies” eran los magistrados cuando se trataba de aplicar las 
leyes a los caudillos militares. Laguna envió a sus familiares a 
tomar posesión del campo y a realizar las primeras poblaciones. Ante 
la indignación de los vecinos de las Vacas, el juez territorial adu- 
ciendo tener órdenes del Gobierno impidió los trabajos. En abril, 
Laguna elevó nuevo escrito en el cual afirmaba que “en virtud de 
haber obtenido en enfiteusis” el campo mencionado, había mandado 
su “familia y deudos á aquel destino á hacer corrales llebendo p.a 
su mantencion y trabajo los animales precisos y habiendo dado prin- 
cipio á ellos el juez los há impedido, diciendo tiene órdenes de este 
Gob.no pa.a hacerlo.” Afirmaba que no había tenido tiempo de de- 
mostrar que el campo era realengo “p.r q.e mis ocupaciones en el 
servicio me han impedido hacer las diligencias necesarias” y finali- 
zzba exigiendo que se ordenase al “juez indicado suspenda la orden 
de impedim.to en los trabajos y en lo relativo a ellos de ningun 
modo interbenga.” 

El 8 de mayo de 1829, Rondeau accedió a la demanda de su 
segundo Jefe de Estado Mayor y ordenó al juez territorial que se 
le diese posesión como lo reclamaba (??, 

El atropello concitó entonces la unánime repulsa de todo el 
vecindario afectado, quien elevó una representación memorable por 
muchos términos, por cuanto se aprecia en ella cuán honda era la 
herencia artiguista en los espíritus, y cuán fuerte había trabajado 
el aliento antifeudal y antilatifundista de la política agraria del 
prócer. Firmada por más de 30 vecinos entre los cuales resaltan 
viejos soldados y oficiales de la independencia la representación 
comenzaba relatando ; 
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"q-e va corrido un período de doce años q.e poséen los terrenos de las 
Caleras de las Huerfanas en virtud de donaciones hechas en el año 
de 1816, y sucesivamente aprovadas p.r todos los Goviernos, sin q.e 
h.ta ahora haian sido alteradas p.r una nueva Sup.or resolución. Seria 
superfluo entrar en la enumeración de servicios q.e ha prestado cons- 
tantemente este vecindario, y mui particularmente en los t.pos dificiles 
y calamidades de la grra. Sus establecimientos formados le maior parte 
acosta de grandes sacrificios y erogaciones de toda clase han sufrido 
alternativam.te las epocas de su decadencia y prosperidad a sus propios 
esfuerzos solamente y sin otros recursos q.e los q.e se proporciona su 
localidad ha devido llegar a hacerse considerable el aumento de su 
Poblacion, y util al Herario p.a los ingresos q.e ofrece su comercio. 
Estos motivos q.e sin duda han influido poderosamente en el animo 
de los Goviernos anteriores, no creemos se ocultaran a la penetracion 
de V.E. p.a decidirlo con favor de la misma proteccion q.e haora recla- 
mamos, tanto mas necesaria, quanto q.e haviendo recientem.te empesado 
a recoger el fruto de nras. fatigas, y a sentir eficasmente los veneficios 
q.e nos ha proporcionado la Paz, se presenta una solicitud singular 
contra la savia medida en la distribucion de terrenos p.r los Goviernos 
anteriores”. 


Puede verse como los vecinos de las Vacas recurren —ellos 
también— al sentimiento ya multitudinario de los orientales. La 
paz, la soberanía, la independencia, debían traer como resultado el 
premio a sus afanes, debían significar el mantenimiento de la vieja 
política revolucionaria artiguista en torno al libre acceso a la tierra 
a todos los patriotas y trabajadores del campo. Y es justamente 
como traición a este legado que entraban a enjuiciar la codicia de 
Julián Laguna y la pasividad del gobierno: 

“Singular sin duda deve llamarse la solicitud del Gral, Dn Julian Laguna 
q.e pretende abarcar en sus manos solas lo q.e de tiempos mui atras 
constituia la felicidad de un sin numero de brasos laboriogos igual.te 
veneficos y productivos a la sociedad; siendo mui notable la arbitra- 
riedad de aquel] Gefe, q.e separandose de los trámites q.e él el primero 
ha devido guardar se introduce de su orden con ganados, en media legua 
de campo en circunferencia de la capilla q.e no le pertenece, quedando 
con este tan havil recurso, dueño p.a abrazar y extenderse por los de 


sus vecinos y a ponernos de peor condición q.e si fueramos sus colonos, 
o unos esclavos tributarios, de su ambición.” 


En su consecuencia, los vecinos finalizaban solicitando se orde- 
nase a Laguna que suspendiese sus trabajos hasta que el Gobierno 
y la Legislatura resolviesen lo conveniente. El viento artiguista no 
había soplado en vano. Pero la prepotencia y codicia de tierras de 
los nuevos caudillos militares y grandes hacendados se apoyaba en 
nuevos tiempos. Laguna se limitó a despreciar los trámites judi- 
ciales y continuó avanzando en sus trabajos sin que valiesen las 
protestas realizadas por Juan Tomás Núñez, apoderado de los veci- 
nos de las Vacas ni el decreto del Juez Revuelta que ordenó se 
estuviese a lo que la Asamblea Legislativa resolviese sobre el espi- 
noso asunto ($. Sólo a los efectos de conocer la suerte final del 
campo digamos que el tiempo consolidó la propiedad de Laguna, en 
detrimento y despojo de los derechos que Artigas quiso dar a los 
vecinos del pueblo adyacente (%, 
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El viejo oficio porteño de defensa de la propiedad... porteña 


El gobierno porteño, considerándose heredero y apoderado del 
Colegio de las Niñas Huérfanas de Buenos Aires, había echado rápi- 
damente sus miradas sobre la rica propiedad. Olvidando en este 
caso la ley de enfiteusis que impedía enajenar las propiedades pú- 
blicas y apurado por las necesidades de dinero, y tomando por sí y 
ante sí el derecho sobre las propiedades de las provincias, explosivo 
asunto dentro de la oposición entre unitarios y federales, el Gobier- 
no argentino resolvió el 7 de febrero de 1827, vender en público 
remate el campo de las Huérfanas. Una sociedad mercantil —Roguin, 
Meyer y Compañía— ofreció $ 2.400 por cada una de las 42 y media 
leguas, incluidos los edificios y mejoras del campo, es decir 
$ 101.000 (4%, El 18 de abril del mismo año, el gobierno aprobaba la 
propuesta y el 2 de mayo los compradores aportaban $ 33.800, por 
la tercera parte del valor acordado. 

Caído el gobierno unitario y bajo el gobierno provincial de 
Dorrego, es decir ya en franca contradicción con la soberanía de la 
provincia oriental, continuaron las operaciones de toma de posesión 
de la estancia, Los propietarios se hicieron recibir por el Juez de 
Paz del Partido de las Vacas, Gregorio Illescas, con quien realizaron 
la mensura que finalizó el 14 de julio, haciéndose formal entrega de 
la estancia a los compradores, con sus edificios, “casas de esclavos”, 
capilla, etc. (1D, 

En esos días los patriotes poseedores de las tierras de las Huér- 
fanas estaban en su mayoría combatiendo en el Ejército Republicano, 
muy lejos del teatro de estos acontecimientos. Pedro Trápani, en 
carta a Lavalleja recordaría años más tarde el atropello: 


“En tiempo de nuestro amigo hubo un fuerte empeño a la compra de 
los terrenos de las huerfanas, y con mi intervencion se desatendió la 
solicitud, pues nos convensimos q.e sin una grandé injusticia no se podia 
quitar la posesion á los qe por tantos años la tenían, con mas el adita- 
mento de hallarse los pobladores de ellos con las armas defendiendo 
el territorio — pero vino el Govierno de los Lexitimos — y vendio dhos 
terrenos lo q.e en mi opinion no pudo ni devio hazer — Ahora principía 
la cuestion y quando se ponga el decreto de Desalojo será la tragedia— 
aunque nó sé la medida q.e adoptarán nuestros Sapientes Discípulos de 
los Lexitimos” (12), 


El 23 de abril de 1828, Dorrego extendía el título de propiedad 
a los poderosos comerciantes franceses. Posiblemente tal acto no- 
tuvo consecuencias inmediatas si seguimos a la letra la relación de 
Pedro Trápani, Pero sus consecuencias no tardaron en hacerse sentir 
poco después de erigida la Banda Oriental en nación independiente. 

En estos días, los viejos propietarios porteños de tierras con- 
fiscadas por Artigas comenzaron a presionar al gobierno de Buenos 
Aires para que haciendo uso de su poder lograse del gobierno orien- 
tal el reconocimiento de sus propiedades. Roguin, gran comerciante 
y prestamista, obtuvo entonces que el gobierno de Buenos Aires se 
dirigiese al de Montevideo exigiendo se convalidara la venta de 
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aquél y se reconociera la propiedad de Roguin. El Comisionado de 
Buenos Aires en Montevideo, Francisco Pico, elevó una nota al 
Gobierno de Montevideo haciéndole notar que 


“varios individuos particulares han levantado establecimientos rurales en 
los terrenos correspondientes á una posesion de campos conocida con 
el nombre de Calera de las Hutrfanas, y que ultimamente algunos (ha- 
ciendo referencia a Laguna) se han introducido al edificio principal, 
han tomado posesion de él, y están haciendo costos considerables para 
poblar sus terrenos de ganados en el concepto sin duda de que aquellos 
son valdíos.” 


Indudablemente, Roguin había decidido abrir fuego en esos 
momentos, porque a sus ojos siempre habría tiempo de llegar a un 
acuerdo —es decir a un despojo— sobre los campos detentados por 
pequeños poseedores, pero la llegada de Laguna a “sus” campos, 
podría transformarse en un fenómeno irreversible y consumado. 


“En tales circunstancias —continuaba Francisco Pico— el infras- 
eripto cree de su deber hacer presente a S. E. el Sor. Ministro de Rela- 
ciones Exteriores que la propiedad de la expresada Calera pertenece 
privativamente el Gobierno de Buen.s Aires, ó á quien represento sus 
derechos en virtud de una enagenación legítima; y que el adelantar los 
establecimientos existentes en los mismos terrenos, y erigir nuevos ofre- 
cerá graves inconvenientes al egercicio de aquella propiedad y causará 
perjuicios de consideración a los actuales pobladores.” Finalizaba exi- 
giendo del gobierno que no prestase “su autorización a los que se 
han poblado ó quieran en adelante poblarse en los terrenos” y que se 
hiciese saber a los que allí se encontraban “la obligación en que esta- 
rán de desalojar, siempre que el dueño legítimo quiera hacer uso ó 
disponer de aquella propiedad.” 


Giró, encargado de responder a la nota porteña, se hallaba ya 
en las postrimerías de su ministerio; no habría de pasar dos meses 
antes que la presencia ominosa de Rivera se transformase en su 
czída. De ahí que lejos de dar curso a la solicitud a costa de enaje- 
narse la voluntad de Laguna, y de otros poseedores de las Huérfanas, 
eludiera la solicitud con la simple postergación —sine die— de una 
medida definitiva. No de otro modo puede juzgarse su resolución 
en la cual se decía que diche nota exigía trámites y esclarecimientos 
“a que se procederá oportunamente cuando se forme el arreglo y 
deslinde de las propiedades rurales, guardándose entonces los dere- 
chos correspondientes a los interesados con presencia de los docu- 
` mentos y acciones que deduzcan” (13), 

Como se sabe la trescendencia de los intereses en juego era ya 
tal, que constituía motivo de preocupación para todos los caudillos y 
políticos de la hora. Trápani, pocos días después lo expresaría con 
claridad: “Ahora principia la questión y quendo se ponga el decre- 
to de Desalojo será la tragedia —aunque no sé la medida q.e adop- 
tarán nuestros Sapientes Discípulos de los Lexítimos”. 

Los “sapientes discípulos” no eran otros que Giró, Muñoz y 
demás portavoces del gobierno de Rondezu, de notorios antecedentes 
unitarios. Pero, comprometidos ahora en una nación independiente 
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y a distancia irreversible de la fuente de la división política entre 
federales y unitarios, operaron “sabiamente” con sus parámetros lo- 
cales y se enfrentaron a la reclamación federal-porteña en nombre 
de sus propios intereses, 

De todos modos, la incapacidad del ministerio Giró-Muñoz para 
dar una salida radical al problema de la tierra, no tuvo poca parte 
en el irresistible ascenso de Rivera que en agosto se hallaba en el 
Ministerio a caballo de su prestigio de hombre de “tierras tomar”. 
Junto con él, el letrado encargado de vestir el expediente de todos 
sus desaguisados: Lucas Obes. 


Decreto confirmando la vigencia de la enfiteusis 


De acuerdo al texto expreso de la Convención Preliminar de 
Paz, y a los principios de derecho vigentes, el surgimiento del Uru- 
guay como Estado independiente suponía la continuidad legítima de 
las leyes anteriores. y como tal la vigencia de la ley de enfiteusis. 

Pero amparándose en esa reconocida vigencia de las leves ante- 
riores, podía el viejo propietario colonial aspirar al reconocimiento 
de la legitimidad de su proviedad arrastrada va en la confiscación 
artiguista ya en la subrocante lev de enfiteusis: podía el donatario 
artisuista o el simple ocunante de terrenos confiscados, apelar a la 
validez de la ley asraria del año 15 o a la prescripción para no ser 
comprendidos por la ley de enfiteusis. 

Debemos recordar, que el común de la inmensa masa de paisa- 
nos de la Provincia no se preoennaha de las exawisiteces inrídicas 
que versaban sobre la obligatoriedad de todo Estado de heredar los 
cuerpos jurídicos aue lo anteceden. Los paisanos simbnlemente se 
aferraban a la posesión material de! snelo ane habían connmistado 
en dos revoluciones, Para ellos la independencia. vale decir. la sena- 
ración del conslomerado brasileño o arsentino. sinonía volver a la 
vieia disposición de las Instrucciones del año XIT cornorizada en 
el Reglamento de tierras del año XV: ni nadie tiene derecho a 
disnoner de los territorios de esta Provineia. ni nadie tiene derecho 
a disnoner de la tierra que Artigas y la Revolución han otorgado a 
los patriotas. 

Este sentimiento se exnresaba en los hechos: en desconocimiento 
liso y Jlano de Jos decretos ivdiciales ane pretendían someter Ta 
tierra nública a la Jev de enfitensis. isnorando la validez de la dona- 
cián artisvista enarbolada por los paisanos o la larga nosesión que 
cada paisano entendía como vía legítima para la perfección de un 
título. ' 

Colocado ante estas dificultades, el Gobierno Provisorio se vio 
necesitado a expresar públicamente cuál debía ser la norma a res- 
petar. El 24 de setiembre de 1829 acordó en consecuencia que “todo 
terreno de propiedad pública, que se hallare ocupado con anteriori- 
dad a la ley de enfiteusis” debía someterse a dicho tipo de contrato 
y al canon anual correspondiente. Por cuanto existían situaciones, 
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derecho o expectativas lesionadas por aquella ley, el decreto auto- 
rizaba a los poseedores de terrenos de propiedad pública “que se 
hallasen en el caso de este decreto” a “separarse del contrato a que 
se les considera ligados”, fijándoles el plazo de cuarenta días para 
dar cuenta de su decisión ante las autoridades locales. 

El decreto confirmaba así expresamente la continuidad de la 
vigencia de la ley de enfiteusis. Pero era profundamente ambiguo 
respecto a qué ocurriría con aquellos poseedores que no quisieren 
someterse a la ley de enfiteusis, sembrando de este modo una mayor 
confusión e intranquilidad en la campaña, 

Cumplido el plazo anunciado en el decreto del 24 de setiembre, 
el Gobierno Provisorio se creyó autorizado a nombrar una Comisión 
encargada del cobro del canon enfitéutico y de la formación del 
catastro de las tierras afectadas, a cuyo frente puso al Ingeniero 
José María Reyes. 


Un fiscal godo: Bernardo Bustamante 


Esta no era evidentemente la legislación que esperaban los 
donatarios artiguistas. Pero de todos modos, algunos de ellos cre- 
yeron llegada la hora de adquirir la consolidación de sus campos 
amparándose por lo menos en su condición de poseedores de tierras 
públicas y pasibles por lo tanto de ser asimiladas al régimen de 
enfiteusis. 

Por ser un documento profundamente expresivo de las tenden- 
cias e intereses en disputa, veamos lo sucedido con alguno de los 
poseedores de las Huérfanas. 

El apoderado de Lebrun, Pedro Latorre, se presentó nuevamente 
ante las autoridades solicitando se le concediese el campo en pro- 
piedad o en enfiteusis, de acuerdo al decreto recientemente apro- 
bado. Pocos días después, el 2 de octubre de 1829, el Fiscal Bernardo 
Bustamante elevó una de las tres vistas fiscales que en el correr del 
expediente configuran con total franqueza e impudicia el sentir de 
la oligarquía antinacional que traicionó a Artigas. 


Fundando su negativa decía Bustamante: 


“apareciendo p.r los mismos documentos en cuestion, q.e las tierras son 
dela pertenencia de las Huerfanas, de B.s A.s; no habiendo además 
constancia de alg.a enagenacion; opina el Ministerio, q.e la integridad 
del Juzgado no debe hacer lugar á esta solicitud sin previa citación de 
aquellas. Los yendedores á Lebrun en rigor de dro. no vendieron otra 
cosa, q.e una aparente detentación. El Comand.te político y militar de 
la Colonia no podía conceder la gracia q.e se registra á f.1 sino salvando 
los dros. del propietario. Cualesq.a otro procedimiento como dirigido á 
atropellar la propiedad de un tercero, necesitaría de enmienda. El Mi- 
nist.o espera de la integridad del Juzgado que mientras Lebrun no 
justifique mejor su adquisicion, conserbaría á las propietarias un tan 
sagrado como ventajoso derecho a la sociedad.” 


Pedro Latorre en respuesta a Bustamante, aduce que aquellos 
campos aunque “siempre se han llamado de las Huérfanas, sin em- 


104 


\ 


bargo han sido donados á unos por Comision del general Artigas 
cuando hera Geje Supremo de la Provin.a hoy Estado, y concedidos 
á otros en enfiteusis por los gobiernos posteriores, como baldíos y 
de propiedad Publica”. Su argumentación se dirigía a no “desam- 
parar” su pretensión con el recuerdo exclusivo y “poco grato” de 
la revolucionaria política artiguista, sino por el contrario, a conglo- 
merarlo en la política presente de los gobiernos independientes, 
sobre cuya validez esperaba paladinamente no se estrellase el fiscal 
Bustamante. Y a la sombra de la detentación de los grandes caudillos 
esperaba sonsacar la suya: . 
“así hez que el Sor. Gral. Laguna hoi posee y tiene poblado uno de 
aquellos, sin que la reclamación que como de las Huerfanas hizo ahora 
dos ó tres meses el Gobierno de Bs. Ay.s de aquellos Terrenos ubiese 
suspendido su pocesion á dicho Gral., y demás que los ocupan. La con- 
teztación de este Gobierno reserbaba el derecho del de Buenos Ay.s en 
quien todos los bienes de dhas. Huerfanas, y de otros establecimientos 
publicos administrados por su Cuenta, para cuando practicada la mensura 


general, se incertasen los títulos competentes, sin los que deven presu- 
mirse propios del Estado, todos los terrenos de comprehensión”. (14) 


Latorre aceptaba pasar por la suposición de que tales campos 
fuesen propiedad de las Huérfanas o del Gobierno de Buenos Aires; 
en tal caso, sostenía, no habría inconveniente en concederlos en 
enfiteusis, dado que siempre quedarían salvados sus derechos de 
propietarios. Razonado lo cual reducía su solicitud a obtener su 
fracción en enfiteusis. El Juez Campana, considerando que el propio 
solicitante reconocía la propiedad privada de su posesión, decretó “no 
há lugar á la confirmac.n de documentos” ni su admisión en calidad 
de enfiteusis. Latorre apeló entonces y concedido el recurso, Fran- 
cisco Solano de Antuña, como procurador de Lebrun, presentó su 
escrito de agravios ante la Cámara de Justicia. 

Comenzaba negando que su parte hubiese reconocido jamás 
como notoria y arreglada la propiedad privada de las Huérfanas, 
insistía en el hecho sí notorio de que fue repartido por unos gobier- 
nos y permitida su posesión por otros y recusaba la incuria del 
fiscal y del juez que no acudieron a la jurisprudencia sentada por 
el Gobierno con motivo de su intercambio de notas con el comisio- 
nado porteño, Demostraba que con el fello de Campana “no solo se 
le despoja a mi instituyente” sino también “al mismo Estado de 
todos los demás conocidos por de las. Huérfanas y poseidos con 
poblaciones de consideración por varios vecinos á quienes se les 
concedieron por autoridades competentes.” 


“Tal lo era —agrega—- en el año 15 el Comandante politico y militar 
de Colonia y el Gral. Artigas por cuya autorizacion y la del Exmo. 
Cavildo de esta Plaza lo cedió D.Manuel Durán al vendedor Lorenzo 
Ruiz Diaz, [...] Pero se dice que dho. Comandante no pudo concederlo, 
sino salvundo los dros. del propietario, suponiendo que lo eran entonces 
dhas huerfenas, de las oue no consta haberlos enagenado: mucho menos 
consta el título por el que los adquirieron y es de presumirse que, si 
lo huvo, no se creyó lexítimo, quando las autoridades dela Provincia á 
pesar de la denominación vulgar en favor de las Huerfanas, dispusieron 
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hta. el año 28 de aquellos terrenos. El mismo silencio y la ninguna 
oposición q.e desde el año 15 debian considerar suyo, manifiestan que 
no han tenido titulos bastantes p.a reclamarlos y que si los tuvieron, 
perdieron sus dro. por su omision en mas de 14 años, y adquirieron 
los Pobladores de dhos terrenos, él de prescripcion sancionado por las 
Leyes para este caso. Estos los poblaron con justo titulo, qual es el de 
donacion p.r la autoridad Suprema del pais: con buena fe, por el mismo 
hecho de denunciarlos publicamente á la misma autoridad; y por el 
tiempo establecido para prescribirlos entre presentes como deben consi- 
derarse a dhas. huerfanas por su inmediacion de su residencia en Bs. 
Aires y la publicidad con que se distribuian aquellos terrenos.” (15) 


Es necesario detenerse en el estudio del escrito de Antuña. Este 
letrado, como es claro, no intenta siquiera apoyarse en el derecho 
revolucionario de las masas trabajadoras para aprobar la donación 
artiguista y desestimar a contrario sensu el “derecho” feudal terra- 
teniente. Representante de un comerciante extranjero comprador 
del derecho de posesión de un donatario artiguista, sus argucias 
jurídicas oscilan entre la defensa pudorosa del derecho que poseía 
el gobierno artiguista a resolver la cuestión agraria, en tanto gobier- 
no constituido y la esa sí más contundente razón de ampararse en 
la situación política presente donde de hecho los derechos de su 
representado estaban embarcados junto a los de grandes y recientes 
poseedores de gran valía política: en la jerarquía de gobierno de su 
época. Sus recursos a los tradicionales deliquios en torno a cómo 
se gana la prescripción entre presentes y a si habían sido o no 
llenados los requisitos para tal czso, no podían menos que favorecér 
a la larga a los grandes propietarios, para quienes y por quienes 
había sido elaborada la: ramificada, compleja y contradictoria legis- 
lación secular de la posesión y propiedad jurídicas. De todos modos 
el afán de Bustamante por volcar su encono contra la política 
artiguista había sido tan atropellado, que Antuña aún podía realizar 
esfuerzos por amparar a su representado, Tal fue lo que explayó al 
final de su escrito donde acabó por demostrar aue Bustamante y por 
tanto la sentencia de Cempana habían reconocido gratuitamente y 
sin pruebas reales la propiedad de las Huérfanas y todo ello en 
flagrante contradicción con la respuesta de Giró al comisionado 
porteño constituido en parte pocos meses antes. 

Sorprendido en contradicción con las resoluciones del Gobierno, 
el Fiscal Bustamante acudió a la ultima ratio. Moviéndose en un 
medio donde el odio a Artigas y a su concepción revolucionaria era 
la nota dominante, Bustamante erroió sobre el campo el fantasma 
reciente de las convulsiones revolucionarias. Y todo esto lo realizó 
en un desenfrenado lenguaie apocalíptico, sobre el cual. por snpues- 
to, la ciencia histórica puede operar con mucho más facilidsd para 
entender por qué Artigas fue la figura más odiada por todas las 
“clases dominantes a lo largo de todo el siglo XIX. 

“La acción promovida por Lebrun —comienza Bustamante— es segura- 
mente la acumulación de monstruosidades € ilegalidades las mas absur- 


das y contrarias al derecho publico y aun a las mismas leyes Patrias. 
No es cuestionable entre Gobiernos civilizados, la obligación de que, si 
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deben ó mo dispensar protección á los estrangeros y sus propiedades. 
Por años inmemoriales las Hueríanas de B.s Ay.s han llevado el nombre 
de propietarias de los terrenos que se ventilan, Lebrun trata de dispu- 
tarles aquel Señorio, y p.a arrivar a este termino, pretende que las auto- 
ridades del Pais, alagandolas con el miserable producto de un enfiteusis 
lo sostengan en aquella usurpacion ofensiva al derecho de gentes, a la 
dignidad y caracter q.e distinguen y honran no poco á los poderes de 
este Estado. 

Solo a Lebrun podía ocurrirle q.e p.a probar la calidad de valdios 
era bastante ocurrir á hechos q.e se justifican sin mas documento q.e 
la verdadera ó falsa enarracion de ellos, y que aun cuando fueran ciertos, 
sino se justificaba la legalidad de los procedim.tos no perderían el carác- 
ter de hechos atentatorios contra la seguridad individual, ó de golpes 
de acha descargados en la crisis de una anarquía por un poder colosal 
q.e habia despedazado todos los frenos. [Subrayado por los autores]. 


Bustamante dice entonces que “consagrado a principios tan 
honorables” había solicitado no se dispensase protección alguna a las 
solicitudes de Lebrun, hasta que éste no justificase de otro modo 
legal el origen de su adquisición y dado que Lebrun no había ofre- 
cido otras fuentes que el permiso de Lavalleja y el reparto de 
Manuel Durán del año 15, entendía que 


“la sabiduria de V.E. al primer golpe de vista conocerá la despreciavi- 
lidad q.e caracteriza a los indicados docum.tos y es inutil q.e el Minit.o 
se ocupe en su impugnación ni por un solo momento”. 


Despeñ:gdo en su santa indignación contra la política artiguista, 
sabedor de que la derrota del prócer había dispersado los archivos 
llevados al efecto por los encargados de aplicar la reforma agraria 
del año 15, Bustamante se animó a decir que era 


“igualmente inútil la avocación de esos antesedentes q.e se dicen existir 
en el Minist.o de Govierno sin la menor verosimilitud, relativos á las 
usurpaciones hechas p.r otros particulares en tiempos de desorden y 
calamidad, y bajo los auspicios delas autoridades q.e regian la Proy.a”. 


Concluía diciendo Bustamante que la validez de los títulos de 
las Huérfanas debía aceptarse en presencia de los respectivos docu- 
mentos, pero nunca juzgarlas por “unas providencias lansadas sin 
formalidad, con ultrage del derecho de gentes, y con desprecio del 
derecho sagrado de seguridad individual”. Lebrun —decía— y “los 
demás q.e puedan creerse autorisados á disputar á las propieterias” 
la legitimidad de los campos sólo podrían hacerlo “observando las 
fórmulas establecidas” (1%, La contrarrevolución latifundista estaba 
en marcha. 

En su nuevo escrito sostuvo Antuña que el Fiscal no había pro- 
porcionado prueba alguna de la titularidad de las Huérfanas y 
atribuía la tradicional respetabilidad de su antigua posesión al hecho 
bastante extendido de que se le permitiese apscentar ganados con 
la complacencia de los demás. “Tenemos repetidos exemplos —de- 
cía— de que no es más puro y legítimo el origen de adquisiciones 
semejantes en estas corporaciones y otras, cuio instituto arrebataba, 
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sin discernimiento alguno, la credulidad del vulgo en favor de su 
fomento y conservación”. Y evitando recordar el clima confiscatorio 
del Reglamento, atribuía a dicho consenso las sucesivas donaciones 
y permisos de poblamiento de todos los gobiernos hasta el año 28 
sin que las llamadas propietarias se opusiesen. Consciente de la 
celada de Bustamante, se apuraba a decir: 


“No me fixaré precisamente en la epoca del Gral. Artigas, cuyo Gobierno 
sabrá calificar la Historia, y con mejor acierto la H.A, del Estado, en 
lo relativo á la importancia ó nulidad de sus actos. Si estos eran atenta- 
torios, 6 golpes de acha en la crisis do la anarquia, no puede decirse 
lo mismo de los Gobiernos Patrios desde el año 25 hasta la fecha. Por 
que pues el S.or Fiscal parece contraerse tan sólo á las epocas del 
año 15 y siguientes,, quando los hechos, que gratuitamente supone falsos 
ó cuya realidad al menos reusa aboriguar, son tamb.n ocurridos no solo 
hasta el año 28, sino aún enla presente administración? Estos no son 
otros, que los que siempre hé inculcado y pedido se considerase como 
era justo: asaber; las donaciones hechas por el Gral, Artigas, ó de su 
orn. en el año 15: las concesiones en enfiteusis por los Gob.nos Patri- 
cios desde el 25 á el 28; y por ultimo (lo que también corrobora la 
legalidad de aquellas) la reclamación que por Dn Fran.co Pico hizo en 
este año el Gob.no de Buenos Ayres al nuestro sobre los terrenos de las 
Huerfanas.” (17) 


¿Realmente eran del mismo carácter las donaciones artiguistas 
y las denuncias de enfiteusis aceptadas o los permisos de poblar de 
la época independiente contemporáneos al litigio? Es posible que 
a los ojos de muchos adquirieran un igual sentido de acceso a la 
tierra, indiferentemente del modo y del contexto, Pero alguien que 
como Antuña había sustituido a Taveyro en la Secretaría del Ca- 
bildo a los pocos días de la dominación cisplatina, que había parti- 
cipado como letrado ora defendiendo a grandes propietarios (Al- 
magro), ora: asesorando a poseedores artiguistas, como en este caso 
y en otros (campos de Villanueva Pico), ya sabía muy bien que un 
nuevo modo de consolidación de la propiedad se estaba gestando en 
estos días: el de la redistribución feudal de la propiedad de acuerdo 
a los factores de poder de las facciones en lucha. 

Para Antuña, la defensa de sus representados debía vincularse 
a la paridad de situaciones con aquellos que poseyendo poder y 
relaciones iban “forjando” un nuevo derecho respecto a la titula- 
ridad de la tierra. ¿La donación artiguista era indefendible por el 
tinte revolucionario y radical de que estaba acompañada? Pues bien, 
dicho carácter estaba ausente de la política de distribución de 
tierras, semifeudal y de compadrazgo, de la nueva época. Enconarse 
contra esta política era enfrentarse a los grandes caudillos naciona- 
les y a los caudillejos departamentales de horca y cuchillo. A eso 
empujaba Antuña a Bustamante. Sus frases finales fueron para 
desnudar la contradicción entre Bustamante y el decreto del Go- 
bierno contenido en la respuesta el comisionado de Buenos Aires. 
Citándolo con claridad y textualidad, no dejó resquicio para el 
Fiscal; en su nuevo escrito éste apenas pudo pergeñar una frase 
afirmando que “se reproducía en sus anteriores vistas”. 
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La sentencia del Tribunal Supremo sin embargo no pudo cortar 
el litis. En esos días, rodeado por decenas y decenas de pleitos de 
igual y explosiva naturaleza, elevó a la Legislatura una consulta 
—por demás famosa— que expresa en sus cuatro puntos funda- 
mentales toda la complejidad de los problemas de la titularidad de 
la tierra. Su decreto de 11 de diciembre de 1829 recaído en la apela- 
ción de Lebrun “Espérese á la resolución de la consulta pendien- 
te” (18) era ya parte de la confesión de los tribunales: el problema 
de la tierra no se resuelve en derecho, se resuelve por la fuerza. 
Claro que las paredes del Cabildo se hubiesen resquebrajado de 
decirse esto por los augustos magistrados: lo diría la historia simple, 
llana y sangrienta del siglo XIX. 

En estos mismos días, se presentaron varios donatarios artiguis- 
tas, que habían entendido que el decreto de enfiteusis les permitía 
de algún modo u otro amparar sus derechos, Sobre todos ellos reca- 
yeron resoluciones como las que recibió Ventura Colman: 


“El Fiscal G.I. en la solicitud de D.n Ventura Colman relativa á dona- 
cion de terrenos, q.e expresa haberle hecho D.n Man.] Duran á nombre 
del Exmo. S.or Gral. D.n Jose Artigas dice: Que la integridad del Juz- 
gado se sirba admitir esta accion en clase de pura denuncia”. 


El 9 de noviembre de 1829 el Juez Campana hacía suya la vista 
fiscal y expedía la orden correspondiente. El donatario artiguista 
Ventura Colman, seguramente porque se consideraba propietario de 
todo derecho, abandonó el expediente y no se le vio seguir los pasos 
para que denunciase en enfiteusis, como lo invitaba el juez 1%, 


De cómo los ricos pasan por la aguja del fiscal 


No quedaría deslindada la política contrarrevolucionaria de los 
tribunales si al mismo tiempo no quedara de manifiesto la lenidad 
con que actuaban los mismos que tronaban contra la política agra- 
ria artiguista, cuando de los intereses latifundistas se trataba. 

En setiembre de 1829 se presentó Francisco Juanicó, en repre- 
sentación de dos grandes latifundistas confiscados por Artigas: 
Francisco González y Juan Bautista Dargain. El primero había 
tenido campos en el rincón del Uruguay, Itapebí y San Antonio; el 
otro en el Hervidero. Por su cinismo —habida cuenta de sus ante- 
cedentes cisplatinos— vale la pena citar el escrito con que Jusnicó 
se presentó ante las autoridades independientes. Ante ellas, hacien- 
do la historia del trámite de su reivindicación, decía: 


“La guerra que se havía iniciado y los resultados felices que ella pro- 
metia me hicieron concebir desde entonces la alhagueña esperanza de 
que mas o menos tarde un gobierno Patrio vendría á presidir los desti- 
nos delos pueblos orientales.Me propuse por lo mismo suspender mis 
gestiones para no engrosar el tesoro delos usurpadores con la cuota que 
se me habia mandado oblar. No fueron vanas mis esperanzas, ni inutiles 
mis proyectos. Ha llegado por fin la epoca tan deseada delos buenos 
Ciudadanos amantes del Pais. Ahora es que ya me prestaré gustoso á 
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exhivir a nombre demi poderdante los setecientos ochenta y cuatro pesos 
referidos al principio, y Vuescelencia tambien se ha de dígnar al mismo 
tiempo — [de paso cañazo]— expedir el competente despacho para que 
sean expelidos los intrusos, aun por la fuerza si se resis.iesen”. 


El Fiscal Bustamante —ante quien se pzsó la solicitud de Juanicó 
sobre los campos de Francisco González— soltó con toda facilidad 
“que el Ministerio no tiene que oponer cosa alguna á la presente 
solicitud”. A su vez, Juanicó había pedido que se le siguiese hasta 
finalizar la definitiva consolidación de los campos de Dargain 
“expidiendo las órdenes consiguientes p.a el desalojo de los intrusos 
mandando chancelar la Escritura a favor de mis representados”. 
También en este caso el sensible Bustamante pidió ““que la inte- 
gridad del Juzgado” podía admitir “en su totalidad la solicitud del 
apoderado de los herederos del finado Dargain”. Los sólidos lazos 
especulativos que unían a Juanicó con Rivera hicieron el resto. En 
octubre de 1829, Rivera ordenó se le expidieran los títulos tal y como 
lo pedía Juanicó, es decir, con la expulsión de todos los intrusos que 
en sus campos se hallasen (20. 

Pero las voraces reivindicaciones de Juanicó no fueron satis- 
fechas sin algunos tropiezos. Uno de ellos, por otra parte, permite 
ver cómo se medía la validez de las resoluciones cisplatinas sobre 
tierras en relación a lo que ya se decía de los actos del gobierno 
artiguista. 

Agitaba Juanicó en esos días la reivindicación de los citados 
campos de González y Dargain, y de Bernardo Posadas. Su 
estrecho contacto con el Berón de la Laguna le había permitido casi 
finiquitar en su favor los trámites sobre todos los campos solicitados. 
Como es conocido, la revolución lavallejista dejó en suspenso los 
tres expedientes, por lo que Juanicó se vio obligado a reiniciar bajo 
el gobierno de Rondeau el total de sus reivindicaciones. Sus vínculos 
con Rivera parecízn asegurar un fácil tránsito a su pedido cuando 
surgió inesperadamente la oposición del Contador General del Es- 
tado, Francisco Magariños. Este, celoso de sus deberes, observó la 
liquidación de cuentas requerida por el Juzgado aduciendo: 

“No teniendozé pues conocimiento esta Contaduria Gral. de la Ley sobre 
tierras promulgada en el Estado por la Asamblea, á virtud de la cual 
se haya procedido en este asunto, ni decreto que haga válidas las reso- 
luciones tomadas durante la Provincia Orizntal estubo usurpada por el 
Gobierno Luzo-brasilero, cuyos actos puedan tenerse por legales; lo 


observa á V.E. á fín de que se sirva resolver lo que estime conveniente 
despues de haber llenado el deber que cree ser de su resorte”, 


Luego de algunos incidentes sobre el conjunto de los expedien- 
tes cuestionados, citedo el Fiscal Bustamante a dar opinión sobre 
las observaciones de Magariños, el furioso enemigo de las donacio- 
nes y de la validez de los actos del gobierno artiguista, se expidió 
con un escrito de antología. 

Las vistas fiscales de Bernardo Bustamante rezuman siempre 
indignación, ya porque un donatario artiguista solicite se convalide 
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el título revolucionario, ya porque alguien se atreva a cuestionar 
los títulos latifundistas y los actos de los gobiernos coloniales espa- 
ñoles o portugueses. Por eso se explica su introducción: 


“Es no pequeño el disgusto con que mira el Minist.o el espiritu de insu- 
bordinacion y desacato q.e se manifiesta en los tres documentos, cuyo 
desgloso ha pedido, tanto mas digno de una seria correccion quando 
que emanan del Gefe de una de las primeras oficinas del Estado.” 


Declarado su disgusto y lanzada la amenaza al jerarca que se 
atrevía a cuestionar la santificación de la propiedad latifundista 
amañada bajo la ocupación militar extranjera, Bustamante comen- 
zaba el bombardeo: 


“En primer lugar dice el Contador que desconoce la Ley relativa a 
tierras promulgada por la H.A. á virtud de la cual se ha procedido en 
la forma de sustanciar alguno de los tres referidos expedientes. La igno- 
rancia del Contador es ciertamente bien afectada, por q.e el artículo 96 
del Reglamento Provisorio de Justicia expresamente sanciona que los 
Tribunales y Jueces y empleados obseryen en su respectiva administra- 
cion las LL vigentes, en cuanto nodigan oposicion al indicado Regla- 
mento. Las leyes vigentes en el Estado relativas á la enagenacion de 
los terrenos de propiedad publica no se hallan en contradiccion con el 
Reglamento de Justicia, y si la hubiere pertenece al Contador Gral la 
revelacion de este punto tan misterioso, y que ninguno él, hasta ahora 
aa penetrado.” 


Por supuesto que esta asertórica argumentación de Bustamante 
escondía tras una aparente firmeza la total carencia de razones de 
derecho, siquiera de las insertas en el armazón jurídico propieta- 
rista. No se entiende primero —y justamente era lo que estaba en 
discusión— cuáles eran las leyes vigentes: ¿las españolas, las del 
gobierno artiguista, las de las Provincias Unidas o las cisplatinas? 
Y a esto intentaría salir adelante Bustamante. 


“En segundo lugar dice el Contador que no existe en el Hstado decreto 
alguno p.r el cual se declaren validas las resoluciones adoptadas pr el 
usurpador Gabinete Luso-Brasilero. El Ministro califica esta afirmativa 
del Contador como atentatoria de los tratados preliminares de Paz, de 
las Leyes vigentes en el Estado, y de los principios más inconcusos del 
derecho de gente de donde emana”. 

“El Sor Dn Juan Sexto Rey de Portugal y su hijo el Emperador del 
Brasil desde el año 17 han sido mirados en este Estado hasta la época 
de gloriosa regeneracion casi por todas lag naciones civilizadas como 
sus Soberanos sino legítimos, á lo menos de hecho. Partiendo de 
ese solo luminoso principio á ningun hombre se la ha ocurrido hasta 
ahora se pueda dudar de la validez de los actos jurisdiccionales que 
emanen de aquel origen.” 


La alarma de Bustamante no estaba solamente dirigida a los 
planos del derecho abstracto. Por el contrario, estaba sólidamente 
enlazada con las consecuencias prácticas que el desconocimiento de 
tan “luminosos principios” provocaría en la bienamada propiedad 
latifundista: 
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“Si las enagenaciones de propiedad publica q.e se analizan debieran ser 
consideradas inválidas, no se presiente un solo principio p.r el cual 
deban escluirse de esta regla todas las otras q.e revistan la misma 
naturaleza.” 

¡Qué campo tan espacioso é inmensurable no se presenta trazado en 
este cuadro á los genios díscolos é inconciliables con la pública felici- 
dad! La pintura es por su naturaleza tan patética que no necesita del 
menor adorno p.a presentarnos el objeto á que se refiere en su verda- 
dero punto de vista.'(21) 


El aparato judicial desbordado: Consulta de la Cámara de Apelaciones 


El apocalíptico futuro que Bustamante descorría a los ojos de 
los encargados de fallar fue la gota que desbordó el vaso, 

Los tribunales estaban paralizados ante las consecuencias socia- 
les que proponía cada expediente llegado a sus manos. Sobre la 
Cámara de Apelaciones llovían los escritos de los poseedores y de 
propietarios contrapuestos, las consultas de los jueces perplejos y 
temerosos de faller o de las autoridades patrias atenazadas entre 
las masas que aseguraban su poder militar y los grandes especula- 
dores que proveían de dinero al Estado y a los caudillos. En una 
somera lista es posible aprecisr que más de la mitad del territorio 
nacional estaba convulsionado en los litigios nacidos en su mayor 
parte de las donaciones artiguistas: campos de Francisco González, 
Juan Bautista Dargain, José de Arvide, José Milá de la Roca, Ba- 
rrera, Juan de Almagro, Fernando Martínez, Viana Achucarro, 
Alzaga, Azcuénaga, Pedro Manuel García, Correa Morales, Huér- 
fanas, etc., etc. 

Las autoridades del nuevo Estado se vieron ante el problema 
de la acumulación de una titulación múltiple sobre unos mismos 
campos. Y las dudas de los jueces superiores sobre tantos casos de 
predios singulares con pluralidad de títulos, con la nada menuda 
cuestión aneja de la evaluación de las distintas administraciones 
legitimantes, se plasmaron en la consulta que a fines de 1829 la 
Cámara de Apelaciones había elevado a Rondeau, y que el Gober- 
nador trasmitió a la Asamblea el 13 de enero siguiente. Decía la 
consulta. 


“Excelentisimo señor: 

Como era natural esperar, ha empezado la Cámara de Apelaciones 
å encontrar dificultades para fallar en las cuestiones que se suscitan 
sobre propiedad de tierras en la Campaña del Estado. 

Las leyes que nos rigen no han podido prever los casos que han 
ocurrido en las multiplicadas y diferentes como extraordinarias circuns- 
tancias en que Se ha hallado este territorio. 

Los derechos por consiguiente son inciertos, y nada sería más peli- 
groso que el dejar al juicio de los Tribunales la decisión de las con- 
tiendas que en esta línea deberán suscitarse. 

La incertidumbre y el interés harán nacer los pleitos, y ellos por 
sí, son un mal muy grande, sin contar los riesgos que el buen derecho 
corre, cuando leyes ciertas y precisas no sirven de garantía contra el 
error y las pasiones de los Jueces. 
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Por lo mismo, se hace necesario suplicar a la Honorable Asamblea 
en quien reside el poder, se digne ocuparse con preferencia de este 
objeto, reuniendo si es posible en una sola ley, todos los casos que no 
están prevístos en las leyes existentes. 

El Tribunal se limita a indicar los más notables. 

Primero. Denuncias, mercedes y ventas de terrenos que precedie- 
ron al año 1810, pertenecientes á individuos de origen español, cuyas 
propiedades fueron secuestradas por el Gobierno de las Provincias Uni- 
das, sin que conste haberse hecho extensivas en la práctica á las tierras 
que ocupaban en la Campaña, 

Segundo. Denuncias, mercedes y ventas por el Gobierno de las 
Provincias Unidas, cuando este Estado era una de ellas. 

Tercero. Denuncias, mercedes y ventas por el General Artigas y 
comisionados que tomaban su nombre, de posesiones ó propledades públi- 
cas valutas, ó de individuos españoles de origen ó pertenecientes á esta- 
blecimientos ó personas de las Provincias Unidas, en la época que estaba 
de hecho separado de ellas este Estado. 

Cuarto. Denuncias, mercedes y ventas por el Gobierno Portugués 
ó Imperia] interin han ocupado el territorio de este Estado, ora respecto 
de propiedades públicas, ora restítuidas a particulares que habían sido 
donadas por el General Artigas ó sus comisionados. 

Estos son los cuatro casos principales, que podrán subdividirse en 
doble número por diferencias más o menos notables, 

El Tribunal se abstiene de dar su dictamen porque no cree hallarse 
en el caso del art. 65 del Reglamento Proyisorio, pues que no es duda 
la que le ocurre, sino falta de leyes que invocar por no haberlas en los 
Códigos que nos rigen. 

JAIME DE ZUDAÑEZ LORENZO VILLEGAS 
JULIAN ALVAREZ 


Al Exmo.Sr.Gobernador y Capitán General don José Rondeau.” (22) 


Los “mil habitantes de los dos Solises” 


La preocupación que aquejaba a la Cámara de Apelaciones era 
reflejo no tan sólo de las dificultades formales para resolver en 
torno a leyes contrapuestas, Su preocupación nacía de la contrapo- 
sición entre un aparato normativo y la jerarquía que sabiendo su 
oficio la interpretaba sin dificultades contra la resistencia masiva de 
la población rural, que no quedaba expectante ni facilitaba la tarea 
judicial de despejar la ecuación jurídica que cada falo necesitaba. 
Si la Cámara de Apelaciones pedía que la Honorable Asamblea se 
ocupase “con preferencia de este objeto, reuniendo si es posiblé)en 
una sola ley, todos los casos que no están previstos en las leyes 
existentes”, se debía no a su incapacidad racional de aplicación de 
la ley sino a), reiterado fastidio que le producía el desconocimiento 
permanente de sus “limpias” y bien vestidas ejecutorias. 

Uno de los conflictos que habría de atraer más poderosamente 
la atención de los pequeños y grandes hacendados sí como la de 
tribunales, autoridades e inclusive la modesta prensa de entonces, 
era el de los campos de Alzaga. 

En cada momento, alguno de los agudos enfrentamientos entre 
grandes propietarios y la masa de poseedores amenazada de desalojo 
se transformaba en el eslabón fundamental de toda la política de 
tierras. Todos los hombres preocupados por semejantes acciones 


dirigían entonces sus ojos al conflicto, si en puridad ajeno, entra- 
ñablemente propio por cuanto enfrentaba a propietarios y poseedo- 
res en una disputa cuyo resultado conmovía y replanteaba los con- 
flictos en otros lugares de igual modo aquejados. 

En enero de 1830 un lector de “El Universal” expresaba clara- 
mente la perplejidad de todos respecto a la verdadera propiedad de 
los campos de Alzaga: “¿Será legal —preguntaba— hacer su adqui- 
sición, sin perjuicio á los compradores que concluyen sus negocios 
con el apoderado de D. Felix Alzaga; que dispone de aquellas tierras 
como propietario, incluso el Rincón de Pan de Azúcar conocido 
igualmente de propiedad pública?” 5, 

Algunos de los donatarios artiguistas afectados por esta presen- 
cia de Alzaga, reiniciaron su actividad nte los tribunales. Los 
herederos de Francisca Vera se presentaron en febrero exponiendo 
su apoderado que aquellos se habían visto obligados a desatender 
la pequeña: heredad por hallarse en servicio y que más luego la 
desampararon “p.r temor delos Enemigos q.e los inquietaban como 
bien conocidos afectos al Sistema del Pais”. Llegado el gobierno 
patrio habían esperado los herederos consolidar su propiedad cuan- 
do se encontraron con que Alzzga se hallaba en el paraje realizando 
mensuras, repartos y ventas “desatendiendo los derechos de propie- 
dad titulados el Año 16 por el Gobierno intendencia de nuestra 
Probincia, con instrucciones prebias q.e observaron los encargados 
del Reparto”, 

Romualdo Ximeno, apoderado de los herederos de Francisca 
Vera, seguía enumerando las objeciones que le merecían las actitu- 
des de “un hombre desconocido p.a los vesinos del sielo Oriental” 
y sostenía que tanto los poseedores como el Gobierno debían haber 
sido consultados previamente a la supuesta venta de los títulos a 
Félix de Alzaga, de modo tal que se hubiese podido llegar a un 
arreglo que protegiese a los poseedores. Aseguraba Ximeno que a 
tal ectitud hubiera seguido el “contento general viendo q.e el Go- 
vierno hacia entender á mas de quinientos orientales q.e su impor- 
tancia era sin comparacion maxima, comparada con un hombre 
Forastero y sin merito en aucilios prestados contra los Europeos á 

t i 24 


ibunales con el auto de propiedad concedido 
en 1827 por el gobierno porteño, Pero su nuevo y brioso ímpetu 
que parecía anegar tan amplia y densa región de la costa del Río 
de la Plata y los dos Solises, encontraría entonces dificultades ma- 
yores que las que no le ofreció un gobierno sumiso en Buenos Aires. 
En el año de 1830 surgió para enfrentarlo la sólida unión de todos 
los hacendados alarmados por la codicia del latifundista y especula- 
dor rosista. 

De acuerdo a las palabras del Juez Jozquín Campana, al tiempo 
de hacerse la mensura solicitada entonces por Alzaga “no se exhi- 


114 


bieron los títulos de los terrenos” pues sólo se ofrecieron “un terce- 
ro ó cuarto testimonio compulsados sin autoridad judicial no de los 
originales, sino de otros testimonios, que por lo mismo —«gregaba 
Campana— no tienen tods la autenticidad que se requiere para 
llevar adelante, ó executar su contenido”. Además —siempre a estar 
a sus palabras— se ordenó a Alzaga que acompañase los originales 
y “no lo hizo” (25, ù 

La endeblez de los titulos presentados por Alzaga y la grave 
inquietud de los “mil habitantes” sacudidos por su reclamación poco 
menos que impidieron al gobierno hacerse cómplice de tanta trope- 
lia. De ahí que el mismo Juez Campana emitiese un auto en-13 de 

(de 1830-porwel que mantenía (a 1 a 

Auto que, por otra parte, nada tenía de definitivo, porque en, esos 
mismos días se agitaba ante la Asamblea la consulta elevada por la 
Cámara de Apelaciones, en la cual se solicitaba una legislación que 
transase los pleitos entre propietarios y poseedores. El auto aun sin 
referencia expresa proclamaba la interinidad del amparo de pose- 
sión y convocaba a los vecinos para que en su conjunto se hiciesen 
representar ante los tribunales: 


“Constando de notoriedad, y por el tenor de los documentos presenta- 
dos que las Autoridades del país han estado por el término de muchos 
años en la posesión y ejercicio de lòs derechos fiscales con respecto á 
los terrenos que reclama como suyo en la actualidad Don Felix Alzaga, 
admitiendo denuncias, ordenando su posesión, y mandándolos repartir 
á algunoz hijos beneméritos de este Estado; se declara á consecuencia 
de lo expuesto y pedido por el Sr, Fiscal General el amparo en la pose- 
sión de los derechos fiscales por el remedio sumarísimo del interin, y 
con reserva [subrayado por el letrado] de sus derechos en los juicios 
petitorio, y posezorio ordinario, Expídanse los mandamientos respec- 
tivos de amparo á los jueces territoriales de Solis Grande, Pan de Azu- 
car, y Sr. Alcalde Ordinario de la Ciudad de Maldonado para quehasta 
la resolución definitiva del asunto no permitan ejercer acto alguno que 
inquiete el amparo de la posesión declarada á favor del fisco. Y sin 
perjuicio citen y emplacen á todos los poseedores á efecto de que en el 
término de veinte días contados desde la intimación comparezcan por 
si, ó apoderado ante este juzgado á deducir sus derechos, y á presentar 
los documentos que lejitimen sus acciones.''(23) 


Como hemos visto, la situación de la campaña en este momento 
era de gran conmoción: multitud de, patriotas hacendados habían 
visto caer sobre su trabajo pacífico el fantasma del desalojo y la 
miseria; decenas de miles de patriotas se preguntaban para qué se 
había derramado tanta sangre desde 1811 hssta 1828, ya que ni la 
tierra ni la tranquilidad parecían ser el fruto de tantos desvelos. Si 
importantes eran las consecuencias del desalojo de los patriotas a 
lo largo y a lo ancho de la República naciente, el que se quería 
promover en las fértiles cuchillas de los dos Solises y Pan de 
Azúcar era una verdadera agresión a grándes masas. Enclavados en 
las cercanías de Montevideo, los extensos campos albergaban una 
de las poblaciones más densas y antiguas de la Banda Oriental. 
Aquellos hombres no veían el final de sus trabajos; lidiando contra 
la codicia despobladora de Villanueva Pico y de los Hzedo primero, 


soportando sus pesados arrendamientos después, liberando la patria 
y trabajando el suelo recién adquirido enseguida de la revolución 
agraria artiguista, corriendo los campos para expulsar al rapaz luso- 
brasileño más tarde; y cundo ` todo parecía terminar, advenían 
nuevos e insaciables feudales, herederos directos de la vieja y san- 
grienta contrarrevolución monopolista, para eternizar sus penurias. 

¡Cuánto no habría de añorarse la entrañable figura del gran 
jefe de los orientales, en un mundo en que los pobres del campo 
debían embridar sus ansias revolucionarias de acabar con el viejo 
enemigo y pasar por las horcas czudinas de los pleitos fatigantes 
y dispendiosos, donde el golpe de timón de cualquier privilegiado 
podía hacer embicar las conquistas revolucionarias! Pero aquellos 
patriotas condenados a “redacter sus reclamaciones” y sus derechos 
a la tierra nos han dejado páginas memorables de hondo contenido 
revolucionario, que aún pueden leerse con asombro, De estos docu- 
mentos, fiel reflejo de la conciencia antilatifundista y patriótica de 
aquellos pequeños campesinos que forjaron la patria independiente, 
es el que en forma de escrito judicial presentaron los hacendados 
artiguistas de los dos Solises y Pan de Azúcar. En él, Víctor Delgado, 
a su nombre y en el de todos los vecinos se presentó 


“quejándose de agravios que les infiere D.Feliz Alzaga dueño propie- 
tario que se dice de los terrenos contenidos desde Solis Grande a Solis 
Chico, y Rincón de Pan de Azúcar, conocidos por de propiedad de los 
Ahedos y en el que el exponemte posee una parte que le fue conferida 
por el Exmo. Cabildo Gobernador de esta Plaza en decreto de 24 de 
enero de 816, en la concesión quele hizo el Alcalde Provincial de la 
misma en 23 del mismo año, cuyo documento original pone de mani- 
fiesto y los de mis poderdantes, por las mismas donaciones unos, y los 
otros por la posesion en que se hallan desde fechas remotas y adqui- 
sición de dominio de los que [lo 'hubieron] por el derecho de pres- 
eripción.” 


Los vecinos desplegaban a continuación los argumentos según 
los cuales no podían ser desconocidos los derechos que tenían a 
sus tierras: 


“Estamos seguros —afirmaban— que si los enemigos nos hubieran ven- 
cido cuanto tenemos habría sido suyo aunque contásemos siglos en la 
adquisición de nuestros bienes, á mas de que, obtener por nutstros 
gobiernos aquello de que nos privaron por la violenta usurpación de 
las armas, ahora tres siglos los Españoles, no es más que disfrutar los 
derechos naturales que no pueden ser destruidos ni aun con el apoyo 
de la combeniencia de los divinos, cuando el mismo Dios se sometió á 
lo3 primeros con una resignación preferente a todo. Ni se diga que el 
derecho de conquista se legitime de modo alguno ni con ningún plazo 
prescribe lo adquirido por medio de ella, por si hay leyes que así lo 
provengan, esas son las leyes de los tiranos por cuyo sacudimiento 
tanto hemos trabajado y una vez conseguido el objeto, aquellas leyes 
deben arrojarse al lugar de donde vinieron como perjudiciales y con- 
trarlas á nuestros principios, seguridad, bien estar y derechos impres- 
criptibles.'” 


La revolución artiguista no había pasado en vano. Toda la 
estructura colonial-feudal de la tierra, dejada por los españoles, era 
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desmonetizada por estar basada en la conquista violenta y había 
perdido todo su valor porque así lo había querido la Revolución y 
porque ésta contenía en su definición el derrocamiento de la 
opresión. 


“¿Más á qué fatigarnos —continuaban— Exmo.Sr. cuando los terrenos 
que disputamos nos fueron concedidos en observancia ya del derecho 
de represalia de que usaba el Gobierno Patrio como uno de los medios 
necesarios al logro del intento de nuestra emancipación, é independencia 
de la antigua metrópoli. El Gobierno Patrio representado por la per- 
sona del Sr.G.D.José Rondeau que mandaba en gefe las lejiones liber- 
tadoras, decretó en Octubre del año 12, el confisco de los bienes perte- 
necientes á los enemigos y emigrados realistas; partiendo pues de las 
disposiciones de la capital que lo era Buenos Aires el general Artigas 
declaró y reconoció por de propiedad pública los terrenos de Haedo 
en que havitamos, y los distribuyó a unos, confirmando la posesión y 
dominio en que se hallaban otros. 

¿Cómo podrían, pues, parar en nuestro perjuicio aquellas mismas 
leyes con que se se sancionó nuestra revolución política? ¿Se dirá que 
los gobiernos obraron con desacierto? En hora buena que así lo confie- 
sen si gustasen: mas ni esta contesión AJOrEsE la acción > los que 


pretenden 


Sería necesario también Zai la 
bienes ocupados, y vendidos en los secuestros practicados después del 
año 10 hasta la fecha. Sería en una palabra de necesidad arruinar a 
los americanos que tanto han perdido d= sangre y de fortuna en esta 
guerra, por satisfacer los perjuicios y acciones que reclamasen los espa- 
fioles, que nos han hecho la guerra desde tiempo pa rio q 
A do, incendiando, confiscando, degollando 

j seguían las banderas de la libertad, y caían en sus manos, 
haciendo desaparecer ej derecho y fortuna que la naturaleza les conce- 
dió, y que con pretexto de venir a enseñarnos una relijión que no se 
aprende con el sable, ni con el degúello, ni con el robo, ni con el des- 
pojo, ni con la violencia ni con la usurpación y el asesinato [...]” 


Los vecinos recordaban a continuación que el derecho patrio 
a realizar las confiscaciones estaba emparado en la definición de 
traidores a la revolución de los antiguos propietarios, dado que uno 
había muerto haciendo la guerra y el otro había: fugado “siguiendo 
las banderas de su amo”, 


“Nosotros no podemos ceder nuestras legítimas acciones —decian— sin 
entrar a naufragar en el golfo de la miseria; el Sr, Alzaga quiere le 
compremos aquello que adquirimos por el indispensable derecho de la 
tradición antigua de posesión, ó por la donación que nos hizo el gobierno 
para recompensarnos de nuestros servicios y desgracias, con cuyo título 
nos distinguió como sus acreedores el Estado, y por consecuencia nada 
debemos satisfacer por lo que es justamente nuestro. Si el gobierno nos 
pagó y premió con lo que no era suyo, indemnfzelo como crea justo, 
que nosotros habiendo recibido de buena fé, y pasado por muchos años 
más de lo que pide la ley, sin que en este tiempo hayan ocurrido ni 
D. Félix Alzaga ni nadie a perturbarnos en el derecho de posesión y 
dominio, somos doblemente dueños absolutos de nuestros terrenos. 

Es en vano el que falsamente se diga que desde que abandonaron 
voluntariamente aquellos, sus antiguos poseedores no han podido volver 
por temor de enemigos ni ladrones. Desde que los portugueses entraron 
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. . al país como pacificadores, no defraudaron los intereses de ningún ene- 
migo de nuestras ideas liberales, ni hubo anarquía, ni disensiones, ni 
los tribunales dejaron de administrar á cada uno la justicia que reclamó.” 


Para los hacendados amenazados, cualquiera fuese la transac- 
ción con que Alzaga se hizo de sus campos, era ilegal, por cuanto 
quienes así vendían lo hacían con “lo que ye: no era de ellos”. De 
ahí que esa enajenación no podía servir “a arrebatarnos lo que es 
nuestro, ni podemos tampoco renunciar á toda resistencia en con- 
servación de lo que adquirimos a espensas de mil padecimientos y 
sacrificios.” Proponían los vecinos que si tal acción tuviese alguna 
validez, el Gobierno podía “cubrir al Sr. Alzaga el importe que le 
costó esta compra según se dice de notoriedad pública, en España, 
que fue de 4 mil pesos, pues que los poseedores merecen bien más 
que este beneficio del mismo Estedo por quien hemos hecho eroga- 
ciones de todo género, y aún de vidas que valen algo más que esos 
4 mil pesos, y que todas las consideraciones que quieran tributarse 
al Sr. Alzaga”. . 

Vale la pena detener la atención en la conciencia soberbia que 
campea en todo el escrito. En aquellos días, los hacendados pobres 
de la campaña eran perfectamente conscientes que en sí eran la 
patria y que todo escamoteo de los bienes adquiridos durante la 
revolución libertadora justificaba la iniciación de otra que volviese 
á poner las cosas donde las masas patriotas habían querido que 
estuviesen. De paso, desnudan la escandalosa especulación de Alza- 
ga, que pretendía multiplicar su “apuesta” en cincuenta veces, y a 
quien amenazaban hogar en su propio agio pagándole la mísera 
suma que había arriesgado al comprar-en España los títulos dero- 
gados por la Revolución. 

El escrito inicia entonces otra etapa. Se proponen los vecinos 
iluminar las consecuencias sociales que acaecerían si la especulación 
de Alzaga se coronase con felicidad: 


“Prescindiendo de las razones que dejo aducidas para legitimar sus 
acciones, debe V.E. hacer rechazar por medio de la Fiscalía G. del 
E:tado, la extraordinaria pretensión con que el Sr. Alzaga, con poderes 
hasta ahora desconocidos en su validez legal, y perjudiciales a una gran 
parte de la población de este Estado, se apresura a conducir á la mayor 
ruina una multitud de familias que forman aquella, turbando su paz 
doméstica, destruyendo los productos de su laboriosidad, y reducién- 
dolos á un estado de desesperación cuyo resultado podrá producir el 
trastorno de la tranquilidad pública, envolviendo en los mayores males 
un Estado que principia a constituirse, y cuyos habitantes al empezar 
a probar la quietud y frutos de sus pasadas fatigas, sacrificios y pade- 
cimientos por la emancipación y libertad de su patria, reparan al través 
de sus heridas, y penurias pasadas, desalojárseles de Jos lugares que 
han ocupado como llevo dicho, los unos por donaciones de los Gnos. del 
Estado y los otros, por una tradiccion de años escedente á lo que exije 
el derecho incuestionable de la prescripción [...]” 

“Prescindamos, Exmo.Sr., de que las donaciones hechas, de los campos 
de Haedo en 816, por el gobierno que rejía el país son bastantes á exijir 
el derecho de indemnización en los que lo poseen hoy, por más que para 
destruirlo se diga haver dispuesto los gobiernos anteriores de unos bie- 
nes que no fuesen de su propiedad, a pesar del secuestro en que los 
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declararon los mismos gobiernos como pertenecientes a enemigos de 
nuestra independencia, donándolos en remuneración a los servicios de 
los que la defendían; presc:ndamos tambien de la buena fe con que los 
agraciados recibieron la donacion de quien creian verdaderamente poder 
disponer de aquellos bienes, por el derecho citado de confiscación no 
derogado todavía en nuestro Estado [...]” 


Los hacendados prosiguen exponiendo todas las condiciones que 
apoyan sus derechos a la prescripción de los campos, dado que, 
entre otras razones, se encuentran entre ellos “poseedores de terre- 
nos por más de 30 años” y agregen que prescindiendo de todos esos 
elementos que juegan a favor de sus acciones es necesario consi- 
derar el conflicto desde un ángulo mucho más importante: 


“entremos á examinar la cuestión —deciían— considerándola en el más 
sencillo y natural punto de vista, cual es el de la conveniencia prefe- 
rente de todo un pueblo respeto a la de un solo individuo á quien el 
mismo pueblo puede indemnizar el perjuicio si lo hay efectivo á sus 
intereses, resarciéndolos con superabundancia y sin agravio, a fin de 
evitar funestas consecuencias que como llevo dicho podrán conducirnos 
á la perturbación de la tranquilidad pública, cuyos males esta en el 
deber y actitud del gobierno el evitarlos, aún en el caso en que se 
. declare al Sr.Alzaga como legítimo poseedor de los terrenos y á los 
cuales nos creemos con mejores títulos y derechos. 
Es un principio universalmente admitido, que cuando un pueblo 
necesita de alguna propiedad particular, puede tomársele, mediante 
. justa compensación. 
He aquí, Exmo. Sr. el gran problema que debe resolverse por el 
Gobierno, siempre que reconozca al señor Alzaga con acción legítima, 
para no destruir á tantas familias cuyos gefes han adquirido el derecho 
á lo que poseen, ya por lo arriba expresado como porque sus servicios, 
erogaciones, sacrificios y quebrantos sufridos en el discurso de la guerra, ' 
"los hacen acreedores á la conservación de los hogares que fundaron 
en medio de los estragos ocasionados por los ataques de los enemigos 
extraños, y por las desgracias con que nos abrazó la funesta discordia 
en que nos envolvió la anarquía, y desde cuyas mansiones, llorando unas 
veces los males de la patria, Je ayudaban en otras con sus personas, 
recursos y fortunas, para su tranquilidad, libertad y sosiego.” 


El escrito finaliza describiendo las glorias de los patriotas 
envejecidos en el trabajo y viviendo de los recuerdos de tantas 
faenas guerreras transcurridas en la Independencia: 


“He allí un parage, Exmo.Señor, en que se alberga un respetable 
anciano cuya dilatada familia compuesta de muchos hijos y 42 nietos 
que con los mayores y agregación, componen el número de setenta per- 
sonas, en diferentes poblaciones, en las cuales adquieren con el sudor 
de su rostro y Ja contracción a un trabajo productivo al Estado la 

. subsistencia de sus familias, entre las cuales hoy muchos individuos 
que al mirar sus cuerpos observan las Heridas recibidas por su patria 
como único patrimonio que les dejó la fatiga familiar para alimentar 
a sus hijos, y sin haber recibido, durante aquella sueldo alguno, antes 
por el contrario, sacrificando sus caballos y ganados para el sostén y 
servicios de sus compatriotas en tan terrible lucha. Mirad de la otra 
parte, allí la viuda que quedó huérfana al rigor de los opresores y 
quizá tal vez, por la bala o el sable de los que antes eran dueños del 
terreno que ocupa, y qué con tanto encarnizamiento nos hacían la guerra 
á muerte para sujetarnos al déspota por quien combatían, que rodeada 
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allí de sus tiernos hijos solo allí encuentra los medios de alimentarlos. 
Reparad mas allá un anciano que próximo á descender al sepulcro formó 
los techos del rancho en que vio nacer á su querida prole y que dedi- 
cándola a las fatigas campestres dejaron el arado para tomar la espada 
y colgaron esta al iris de la paz para volver á sus labores domésticas; 
y en fin, Señor, mirad una población compuesta de guerreros cubiertos 
de sudor con que adquirieron vuestras victorias y los triunfos de la 
Patria tan numerosos como la que corre desde el arroyo de Solís Chico 
y Solis Grande hasta las inmediaciones de Maldonado, que toda va á 
ser desalojada si V.E. no impide este paso que el Sr.Alzaga podrá obte- 
ner por su gran fortuna y consiguientes relaciones; aunque no le asiste 
toda la justicia con que se cree autorizado para causar la destrucción 
de tantas y numerosas familias, para la sola acrecentación de caudales 
en un solo individuo á quien, ni el Estado ni nosotros le debemos el me- 
nor beneficio en nuestros conflictos, padecimientos, y salvación de nuestro 
suelo natal. Fíjese, V.E. en que hasta los estrangeros que ocuparon 
nuestro Estado, han respectado nuestros derechos de propiedad y que 
de despojársenos hoy día de ellos, hubiera sido la última guerra una sola 
empresa de quimérica conveniencia; pues no habríamos hecho otra cosa 
que derramar nuestra sangre con solo el objeto de destruir nuestros 
pequeños bienes para que los disfrute un solo hombre que de otro 
modo no hubiera osado hablar en la materia, y con la mayor pompa é 
importancia desmedida acompañado de un séquito numeroso pero que 
sin embargo no puede deslumbrarnos desde que no vemos en él, sino 
un mero hombre como nosotros, si bien con más dinero, viene dispo- 
niendo de los enunciados terrenos, agraciando á los que por su posición 
pueden hacerle frente, y lanzando á los que con más derecho, pero con 
menos recursos no tienen tanto valimento y posibilidad de contrarres- 
tarlo pero que contando con la rectitud de V.E. no dudamos triunfar del 
favor que hace callar los impulsos y voces de la justicia, Infiriéndose 
de todo la validez y derecho de la posesión de unos bienes correspon- 
diente al Fisco y que si no se creía así debió haberse entablado acción 
luego que el país disfrutó de quietud bajo las armas portuguesas, no 
puede V.E. permitir que se nos desaloje de nuestras posesiones ni que 
se nos perturbe en la quietud de ellas, ordenando al Sr. Alzaga, cese en 
su injusta pretensión y rechazándole toda gestión á este respecto lejiti- 
mándonos como dueños de lo recivido y prescripto ya á nuestro favor 
por la ley; por tanto, á V.E. pido y suplico, etc. 


Víctor Antonio Delgado." (27) 


El resonante escrito de los vecinos amenazados de desalojo, 
reflejaba la explosiva situación que se estaba creando en torno a 
los campos reclemados por Alzaga. El auto de suspensión de los 
desalojos ordenado por el Juez Campana, fechado apenas unos días 
antes de la publicación del escrito de los vecinos en las páginas de 
“El Universal”, provocó la furia de Félix de Alzaga, quien vio 
amenazada la fabulosa especulación que se había trazado, y que 
consistía en convertir los $ 4.000 gastados en la: compra de los irre- 
gulares títulos en algo más de $ 200.000, pues pretendía —como se 
verá después— $ 1.000 por cada una de las 220 leguas del campo. 
Lanzó entonces todos sus fuegos y rencores en las páginas de la 
prensa montevideana, acusando al Juez Joaquín Campana de todo 
tipo de irregularidades formales y jurídicas (25, El Juez, a su vez, 
desde “El Universal”, mostró que se había limitado simplemente a 
suspender los desalojos hasta que se exhibiesen títulos fehacientes 
y los poseedores deslindasen el valor de sus derechos (?, 
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La nueva política del fiscal Lucas Obes 


Casi en los mismos días, nuevamente donatarios de otros puntos 
de la República se dirigían al gobierno solicitando lo que siempre 
se les negaba. Aquí era el moreno libre Domingo Quintana pidien- 
do testimonio de sus derechos de donación en los campos de Za- ` 
mora (*%, allí era el anciano patriota Manuel Leguizamón requirien- 
do se ratificase la donación también ertiguista en Paso de los 
Toros (41, Los jueces se limitaban a conceder vista de los expedien- 
tes a solicitud de las partes, pero evitaban cuidadosamente fallar ni 
apurar las instancias del caso, temiendo soliviantar a las masas 
sumamente inquietas, Por el contrario, surgían nuevos propietarios 
o apoderados con endebles títulos reivindicando campos, promovien- 
do desalojos, amenazando a los poseedores. 

En febrero, mientras en Canelones, Alzaga amenazaba a grandes 
masas de hombres, en Paysandú, Juan de Almagro aumentaba su 
presión por el desalojo de cantidad de vecinos. En Soriano, José A. 
Loureiro, vecino de Buenos Aires, diciéndose propietario de los 
campos situados entre los arroyos San Salvador y Agraciada, soli- 
citaba læ expulsión de los donatarios artiguistas Ereñú y Fernández, 
recurso que el inefable fiscal Bernardo Bustamante no cuestionaba 
en tanto compareciesen los intrusos a mostrar el origen de sus dere- 
chos y el reivindicador probase la perfección de sus títulos (92. En 
Colonia, Juan Domingo Figueredo apelaba al gobierno para ratifi- 
car su donación, recibiendo por toda respuesta la aceptación de la 
solicitud en calidad de simple denuncia de posesión sin perjuicio 
de tercero (93), 

En este panorama de conmoción general, de enfrentamiento vio- 
lento entre los poseedores de vieja y nueva instalación, artiguistas los 
unos, simples ocupantes los otros, en pugna con los grandes pr 
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Bajo ap más o menos ad antocidad de Rondeau, movíase 
entonces como real factor de poder la facción que a Rivera tenía 
por jefe. Era uno de sus amigos y afectos el Dr. Lucas José Obes, sin 
duda el más característico de los teóricos de la contradictoria bur- 
guesía criolla en gestación. Desde su comando de la Fiscalía Gere- 
ral. abroquelado en su larga sabiduría en problemas de la tierra, 
adquirida en funciones similares en el gobierno cisplatino, profundo 
conocedor de los intereses en juego, le tocó esbozar y teorizar la 
primer política agraria de la burguesía. 

Sustituyendo a Bernardo Bustamante —verdadero dinosaurio 
propietarista, imbuido de odio a todo lo que fuese artiguista y con- 
moción de la propiedad— Lucas J. Obes dio un violento golpe de 
timón al encaramiento de los conflictos entre propietarios y posee- 
dores, Bebiendo en la ideología revolucionaria, al tiempo que mane- 
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jándose con pleno conocimiento de lo que las grandes masas preten-. 
dían, consciente de que los patriotas autores de dos revoluciones 
eran cspaces de una tercera si se les burlaba en lo que consideraban 
el fruto principal de sus esfuerzos —-patria libre y tierra para todos—, 
.Obes trazó en una de sus vistas fiscales -el cuadro general de los 
intereses en juego, balanceando las consecuencias que una u otra 
actitud podrían deparar. 

Comprendía Obes que no se podía pr indefinidamente la 
decisión entre dos “derechos”, el uno de propiedad y el otro: de pose- 
sión, tanto más cuanto que ambos se teñízn de contenido político: 
el uno representaba el viejo mundo colonial, el otro el nuevo sur- 
gido con la nación independiente. 

Este escrito de Obes nació con motivo del largo litigio" entre el 
gran latifundista colonial y contrarrevolucionario Juan de Almagro 
y los innumerables poseedores asentados en sus vastas posesiones 
del río Uruguay, arroyos Negro y Sacra. Viejos donatarios 'artiguis- 
tas y nuevos revolucionarios orientales y entrerrianos alli estable- 
cidos luego de la derrota del Brasil, sostenían en voz alta que nada 
ni nadie los quitaría de su posesión. Vinculados en su mayoría a Ri- 
vera, con quien' habían compartido inclusive las idas y venidas del 
25 al 28, aquellos poseedores constituían una joya preciosa engar- 
zada en la corona feudal del caudillo de las Misiones. 'Tranquilizar 
su posesión y consolidar su consiguiente propiedad era un objetivo 
básico en la pulseada que Rivera y Lucas J. Obes jugaban contra 
los demás factores de poder. Por el contrario, olvidar sus intereses, 
traicionar el tácito contrato de compadrazgo concertado entre Rivera 
y sus segundos allí asentados, era arrojar gratuitamente una gran: 
masa de hombres armados al bando: del caudillo' enemigo. 

La importancia de esta famosa vista fiscal de Obes trascendió 
los límites de la mera contienda entre Almagro y sus intrusos, por 
cuanto la aceptación y proliferación de sus ideas en otros “conflictos 
preocupaba tanto a poseedores como a propietarios, cualquiera fuese 
el bando o protobando donde militasen, Todo este escrito de Obes 
se insertará dos ños más tarde en otro dictamen ' fiscal vertido en 
el litis entre la sucesión Viana Achucarro v los centenares de posee- 
dores de sus campos. La prensa de la época la transcribió para 
conocimiento de sus lectores de un modo u otro afectados por la 
teoría y la práctica que allí Obes formulaba. No menos atentos estu- 
-vieron los caudillos a la trascendencia de aquella opinión. no exclu- 
sivamente forense: Lavalleja, por ejemplo, la contaba, en copia, en- 
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guiente vuelta a ese puesto de Bernardo Bustamante, furioso enemigo 
de la política artiguista y aipo E de las ideas de su antecesor en 
el cargo. 
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El escrito de Obes es un alegato del realismo en política y un 
reconocimiento del ámbito enorme que abarcaban los conflictos: 


“La'solicitud de los vecinos establecidos entre los arroyos Negro y 
Sacra —decia— no es la única que ha tienipo reclamá de la rectitud 
de V.E. una «medida, que sin herir -al derecho «sagrado de la propiedad, 
salve.las consideraciones debidas á unos poseedores de buena fé, cuyos 


títulos es preciso no empeñarse en discutir, porque no podrían hacerlo 
sin remontar al origen de nuestras calamidades, y entrañarnos en cues- 


tiones que á cualquiera trance convendría sumir en el olvido.” 


«Desde ya es bueno señalar que la defensa de los poseedores no 
está vinculada de ningún modo al- carácter révolucionario y demo- 
crático de la política agraria ertiguista. Obes lo decía expresamente: 
discutir el origen o validez de aquellas donaciones sería introducirse 
“en cuestiones que á cualquiera trance convendría sumir en el olvi- 
do”. De ahí que se apresurase en seguida a solicitar la aceptación 
de los hechos consumados y se les rodease de eufemismos: ` 


“La posesion de estos vecinos, y cuantos se hallan en su caso, fue pro- 
vocada, digamoslo así, por el abandono que los propietarios hicieron 
de lo suyo, en los primeros sacudimientos de la revolución. ¿Qué per- 
dieron estos con esta conducta, y qué ganaron aquellos permaneciendo 
en las tierras y siguiendo las banderas de su partido?, es lo primero 
que ocurre preguntar cuando, por un vuelco de las circunstancias, los 
propietarios reaparecen y piden cuenta a los poseedores del hogar que 
defendieron unos, del terreno que cultivaron otros, tal vez en el con- 
cepto de haberlo adquirido á titulo de sacrificios, que no se habrían 
hecho sin aquella esperanza, quebien sabemos se promovió más de una 
vez con e] preciso objeto de contener la emigración, y fomentar con los 
artículos del interés los progresos del patriotismo nacional.” 


Obes confirma lo que tantas fuentes señalan: los patriotas lucha- 
ban por la patria y por la tierra, y no se entiende el sacrificio por 
la una sin la esperanza de recibir la otra. Comprendía Obes que 
elegir no es simplemente optar, que se trataba de abrazar la: grave- 
dad del conflicto en alguna solución que no aparecía fácilmente a 
la vista: . 


“De esta pregunta el Fiscal no entiende que puedan esperarse res- 
puestas satisfactorias para un Gobierno seriamente interesado en resta- 
blecer el orden público, restituyendole las bases seguras de que fue 
privado por el movimiento revolucionario, y de que no podrá rehacerse 
jamás, sino removiendo la incertidumbre y la movilidad de todo aquello 
q.e p.a sêr util necesita ser fijo. 

Tal es la propiedad. Volvamos al asunto. El propívtario tiene un 
derecho: el poseedor puede alegar los suyos: pero al Gobierno le 
importa evitarlo; y el Fiscal opina, que e€mpleandose a este precioso 
objeto la actividad, el influjo y aun las indemnizaciones, por que todo 
esto es preciso, no sería difícil arribar a un avenimiento, por el cual 
log propietarios no perdieran lo que justamente pueda llamarse suyo, 
y los poseedores no sufriesen un despojo que pueda causar su ruína, 
y gravar altamente la fortuna pública. Diremos el cómo”, 


Esta solución propuesta por Obes es la que al fin de cuentas 
habría de ponerse en práctica —de la peor manera-— para transar 
aparentemente los conflictos en los años siguientes. Por ahora impor- 


123 


ta recordar que la transacción de los conflictos mediante la rever- 
sión de las tierras de los grandes propietarios al Estado suponía por 
un lado pagar a los reivindicadores enormes sumas de dinero o por 
lo menos acreditarles cantidades usurarias en la deuda flotante del 
joven Estado, y por otro lado vender a los poseedores los lotes que 
estuviesen ocupando en los momentos del litigio. En principio, pues, 
la opinión de Obes nada tenía de revolucionaria: proponía un “nego- 
cio agrario”, beneficioso para los grandes propietarios que nuda 
habían pagado por aquellos campos y realizaban ahora su precio con 
las altas cotizaciones nacidas de la inserción del Uruguay en el mer- 
cado mundial; oneroso para el Estado, carente de dinero, sin rentas 
y acogotado desde temprano por la deuda de la independencia; 
gravoso para los poseedores, que en su mayor parte carecían de 
dinero y teniendo el cual no hubieran precisado leyes agrarias ni 
revoluciones. Veremos años más tarde que esta solución no sólo 
demostró no ser tal, sino que por el contrario sumió al Estado y a 
las masas en la peor de las indigencias y de las supeditaciones, 

De todos modos, Obes atentaba contra la más acrisolada con- 
quista de la sociedad dividida en clases: la propiedad privada. La 
Asamblea Legislativa había elegido ya en estos conflictos. Pese a 
no haber evacuado la consulta que le elevó la Cámara de Apela- 
ciones por intermedio de Rondeau, la Constitución que había discu- 
tido y promulgado era una clara elección a favor del irrestricto 
derecho de propiedad considerado “un sagrado inviolable”. Y esto 
fue bien entendido por los grandes propietarios, que a partir de la 
aplicación de la Carta, apelaron a su letra para solicitar el recono- 
cimiento de sus títulos y el consiguiente desalojo de los poseedores 
a cualquier título que se encontrasen en sus campos. 

. De ahí que Obes debiese recurrir no a la letra de la Constitu- 
ción sino al saber histórico de las autoridades para fundamentar Ja 
legitimidad, practicidad y necesidad de la solución que proponía: 


“Estos poseedores —explicaba— se han repartido por lo común 
aquellas desmesuradas heredades, que colocaron en unas pocas manos, 
tal vez, la mitad del territorio: esos poseedores, por tanto, han hecho 
venir las cosas á un estado menos violento y más provechoso para la 
industria: cada uno cultiva una posesión adecuada á sus fuerzas, la 
cuida, la fomenta y la conduce gradualmente á formar un todo mucho 
mas productivo que lo sería en el caso contrario; si es verdad que la 
grande cultura es mas tardia en susprogresos, quela pequeña; ó por lo 
menos si es cierto que lo escestvo en todas materias es un vicio; y en 
cuanto al Fiscal las propiedades de que se trata eran de un tamaño 
notoriamente escesivas.'” 


En todas las afirmaciones de Obes las ideas burguesas aparecen 
siempre traducidas en un lenguaje que confirma la honda influencia 
que la escuela utilitarista inglesa tenía sobre su pensamiento: 


“Supongamos —agregaba— que se decreta un desalojo, y V.E. en el 
momento verá algunos centenares de familias que salen de la clase 
poseedora para aumentar la proletaria, que entre nosotros y nuestras 
circunstancias, no puede menos que ser muy nociva: disminuir esta y 
aumentar aquella, es €l medio mas seguro de salir á la orilla de este 
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mar borrascoso en que han naufragado nuestras costumbres, nutstras 
instituciones, nuestras fortunas; la particular, es decir, y la publica, 

El Gobierno dará un paso, digno de sí mismo, oyendo á los propie- 
tarios, o más bien, apelando á los consejos que pueda sujerirles su 
propio interes, para tomar aquel partido conciliatorio, que ha indicado 
el Fiscal, y que no duda llegue á descubrirse, poniendo en «¿llo todo el 
esmero que merece la importancia del asunto, 
` Lucas José Obes.” (35) 


Las proposiciones de Lucas J. Obes no se transformaron de 
inmediato en práctica gubernativa porque —y no es una figura lite- 
raria— no se había terminado de secar la tinta con que habían sido 
escritas cuando Lavalleja, en el mismo día, derrocando a Rondeau, 
pasaba a ser el nuevo Gobernador Provisorio del país independien- 


é abrían d ñ i 
ri e i 
, las ideas de Lucas J. O se transformaron en politic 
icial. 


NOTAS AL CAPITULO VI 


* 


(1) Véanse los expedientes citados. 

(2) EGH, ESE, 1828, N° 58. 
a Juzgado de Hacienda de ler. turno. Fondo Juzgado 19 de lo Civil, 

(4) EGH, ESE, 1828, NỌ 58, fojas 6 v. 

(5) BGH, EE, Exp. cit., fojas 4 v. 

(6) Exp. cit. ` 

(7) EGH, ESE, 1829, NỌ 54. Expediente caratulado "Laguna, Julián. 
Por tierras en la Calera de las Huérfanas'”. Fojas 1 a 2 v. 

(8) Ibídem, fs. 3 a 9 vta. 


(9) Para el destíno del campo de Laguna puede consultarse el pleito 
que sus herederos libraron contra Domingo Roguín en 1860: EGH, ESE, 1860, 
N°? 47, "Domingo Roguin contra Plácido Laguna heredero de Julián, por campos 
de la Calera”. 

(10) Debe tenerse en cuenta la desvalorización del “billete” argentino 
en relación al peso de plata y la onza de oro. 

(11) EGH, EE, N? 4, 1835. Expediente caratulado “D. Domingo Roguín 
por la Estancia de las Huérfanas”. 

(12) "Archivo del Genera] Juan A. Lavalleja. (1829-1836)”. Pág. 17 
y ss. Publicado por el Archivo General de la Nación de la República Oriental 
del Uruguay, bajo la dirección de Angel H. Vidal, Montevideo, 1935-1949. En 
adelante citado como “Archivo Lavalleja”. 


(13) EGH, ESE, 1829, N° 54. Fojas 11 y ss. 
(14) EGH, EE, Exp. citado. Fojas 12 a 14. 
(15) Ibídem, fojas 17 y ss. 

(16) Ibídem, fojas 18 v. a 19 v. 
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(17) Ibídem, fojas 20 a 21. 
-(18) Ibídem, fojas 23. 
(19) EGH, ESE, 1828, NO 58, fojas 7. 


(20) EGH, PG, CP, 1828-1829-1830. Fojas 86 y ss. “D. F. de González 
vende su estancia á Don Andres Cavaillon”. 


(21) EGH, EE, 1521; No 76. Expediente caratulado “Expediente seguido 
por Dn. Francisco Juanicó como Apoderado de los Herederos del finado Dn. 
Juan Bautista Dargain reclamando los terrenos del Herbidero, entre el Arroyo 
Daymzn y Chap'coy Grande”. 

(22) _ EGH y prensa de la época. ; 

(23) “El Universal”, 10 de enero de 1830. 

(24) EGH, ESE, 1830,.N0 68. Expediente sin caratular. Fojas 5 y ss. 

(25) “El Universal”, 29 de marzo de 1830. 

(26) Ibídem. . , 

(27) “El Universal”, 19 de febrero de 1830. 

(28) “El Universal”, 30 de marzo de 1830. 

(29) Don Félix de Alzaga aprendió ia lección. Cuando uno o dos años 
después reinició sus intentos de desalojar a los paisanos contrató como apo- 
derado nada menos que... a don Joaquín Campana, quien si como juez no 


ganó ni para sustos, se supone que le fue mejor como socio de Alzaga. Véase 
testimonio de esta nueva relación en AGN, FJC 1, 1832, Letra A4, 


(30) EGH, ESE, 1821, N? 29, Fojas 7. Nota al margen. 
(31) EGH, ESE, 1880, N? 130. Exp. citado. Fojas 14 y ss. 


(32) Vista fiscal de 4 de marzo de 1830. AGN, FJC 39 (Ex 29). Legajo 
1830, fojas 64. ` 


(33) AGN, FJC 1%. Letra F, N9 19, Fojas 3. 


(34) “Archivo Lavalleja". Tomo correzpondiente a 1829-1836. Pig. 48 
y ss. (Montevideo, 1945). 


(35) En la prensa de la época se halla también publicada aunque algo 
más tarde: “El Indicador”, agosto de 1831. Véase además la reiteración de 
esta vista fiscal en el pleito de los donatarios artiguístas con la Casa Viana 
Achucarro. MHN. Colección de Manunsritos, Tomo 296. Fojas 123, 31 de 
diciembre de 1831. 
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CAPITULO VI! 


EL FRACASO DEL MINISTRO ELLAURI 


De la propiedad “sagrado inviolable” al decreto del 12 de agosto de 1831 


“La incomunicación que se establece entre la capital y la cam- 
paña detiene en buena parte el aluvión de conflictos que anegaba 
ya alos tribunales. Sólo alguno que otro donatario, casos por demás 
obvios; como' María Lavalleja y otros afectos al régimen, merecen 
alguna consideración”, 

Cuando los caudilios acceden a una transacción, las cosas vuel- 
ven a su normalidad. Lavalleja continúa como Gobernador, pero está 
Lucas J. Obes en la Fiscalía de Hacienda, timón desde el que Rivera 
se asegura una política de tierras acorde.con sus necesidades. 

En agosto el ritmo febril de contiendas entre -propietarios y 
poseedores vuelve a su tono, que no abandonará jamás sino para 
acelerarse y estallar en crisis recurrentes. 

Los donatarios artiguistas que se. presentan haciendo valer las 
gracias otorgadas de acuerdo al Reglamento Provisorio reciben por 
toda respuesta las opiniones fiscales de Lucas J. Obes refrendedas 
por el Juez de lo Civil, Campana, según las cuales ninguna dona- 
ción es reconocida como título de propiedad, y sin perjuicio de quien 
mejor derecho tuviere (un posible propietario reivindicador aun no 
aparecido) se les 'exhorteba a someterse a las leyes de adquisición | 
y enfiteusis imperantes. Gregorio Ximénez, donatario de Tacuarem- 
bó, situado entre los' arroyos Laureles y Achar, en los:campos que 
Bustillos vendiera a Josefa Veloz, abandona las actuaciones inicia- 
Gas, prefiriendo la simple y precaria posesión material a continuar 
los trámites que le ordenan los tribunales(”, En otro extremo del 
país, en el Rincón del Rosario, se halla Juana Ximénez, viuda del 
donatario Manuel Velazco, quien en su solicitud recuerda que el 
terreno situado en la barra del Pantanoso le fue concedido a su 
finado marido, en cuya “virtud lo pobló inmediatamente y habitó 
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más de cuatro años”. Aleccionada por la dura ley de entonces, la 
viuda accede a recibir el campo en enfiteusis. En su vista fiscal, 
Lucas J. Obes repite cleramente la opinión que se ha hecho norma: 


“considerando esta solicitud como una simple denuncia, que nunca puede, 
sin justa causa, perjudicar al mejor dro. de un tercero, su ministerio 
no halla inconveniente en que V.S. admita la justificación prometida” (35) 


Estas precisiones de Obes, aparentemente casadas con un dere- 
cho abstracto e impersonal, tenían un contenido perfectamente con- 
creto. Se trataba de proteger las futuras acciones de reivindicación 
que contra la viuda y otros donatarios realizara Juan Jackson, com- 
prador del Rincón del Rosario al sinuoso Nicolás Herrera, (cuñado 
del mismísimo fiscal), quien, como se recordará, lo había recibido 
en donación de las autoridades cisplatinas. Pocos días después, el 
24 de febrero de 1831, el juez Campana hacía suya la opinión fiscal. 

Tampoco era distinta la suerte de aquellos que intentaban con- 
solidar sus donaciones insertas en rincones notoriamente fiscales. 
Manuel Maldonado, cuyos terrenos estaban situados entre los arro- 
yos Molles y Tala, frente al Paso de los Toros (Durazno), se pre- 
sentó en abril de 1831 con el testimonio del expediente cisplatino. 
Renunciada la posible oposición de su vecino Julián Laguna, quien, 
por otra parte, avaló la capacidad del comisionado Cayetano Fer- 
nández para conceder suertes de campo, y levantada la información 
en el lugar (donde otros donatarios artiguistas confirmaron la dona- 
ción), se dio vista al Fiscal Obes, quien por opinión expresó la 
siguiente: 


*“consider.do á Dn Man.1 Maldonado como simple poseedor y denun.te 
del Terreno á q.e aluden los docum.ntos de f.1 y 2 no halla inconven.te 
su Minist.o en q.e previas las dilig.s de uso, se le adjudique esta prop.d 
con sujeción á lo q.e previamente dispusiese oportunam.te la ley 
con respecto a todas las de su clase.” (4) 


Regía aún la ley argentina de enfiteusis, modificada por el de- 
creto de enfiteusis del 24 de setiembre de 1829, Pero se agrega ya que 
las diligencias para adquirir en propiedad podrían alterarse por lo que 
se “dispusiese oportunam.te” por vía legislativa “con respecto a todas 
las de su clase”. Tendremos ocasión de ver la legislación contradic- 
toria que con este fin se fue elaborando, 

El no reconocimiento de las donaciones artiguistas había cobrado 
un consenso tel que los donatarios comenzaron a pensar muy bien 
las cosas antes de lanzarse en una optimista apelación a los tribu- 
nales. Una gran parte prefirió el anonimato de su posesión material 
por aquello de que “mejor es no meneallo”, sobre todo cuando sus 
pequeñas suertes de terrenos estaban incluidas en grandes latifnn- 
dios de propiedad particular. Algunos, como Carmelo Roldán y otros, 
se acercaban a los estrados judiciales denunciando sus tierras como 
de propiedzd pública y ocultando cuidadosamente tanto el origen 
artiguista de su propiedad, como las sucesivas reivindicaciones ini- 
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pa _por la testamentaría de Fernando Martínez, desue ia epoca 


por un alto jefe militar lavallejista: Manuel de Soria. 
it a 


Era Ministro de Gobierno, desde el comienzo de la presidencia 
constitucional de Rivera, el Dr. José Ellauri, en cuyo bufete se reu- 
nízn innumerables litigios que oponían a grandes -propietarios y 
poseedores. Milá de la Roca, Arvide, Alzaga, Loureiro (Soriano), 
Alagón-Hocquart, etc., habían confiado sus asuntos al hábil e influ- 
yente letrado, Carente el país de la legislación tantas veces solici- 
teda por la Cámara de Apelaciones respecto de la singularidad de 
la propiedad agraria uruguaya, los tribunales se limitaban a dejar 
correr los expedientes, de modo tal que los pleitos se resolvían en 
desalojos masivos. Cada uno de los caudillos, Rivera y Lavalleja, 
tenían todo a temer, de una situación semejante. Su prestigio y poder 
devenían de su eficacia en la protección que acordasen a sus gran- 
des masas de seguidores. El uno veía tambalear el poder recién 
adquirido por la convulsión que agitaba la, campaña, el otro com- 
probaba que sus principales reductos de paisanos estaban amenaza- 
dos de la pérdida de sus terrenos, con cuyos descaecimientos adven- 
dría el de su prestigio. Cada uno se interesaba por la suerte de los 
poseedores vinculedos a su arborizada jerarquía semifeudal y caudi- 
llesca, y por el contrario sostenía a grandes propietarios entrelazados 
por el dinero y la facción con cada caudillo, en desmedro de los 
poseedores, artiguistas o no, vinculados al “caudillo enemigo. 

En agosto de 1831 la situación era nuevamente'amenazante. La 
legislación promovida por las clases dominantes nacía de una reali- 
dad contradictoria y, para ser eficaz, también debía serlo. El:corte 
horizontal que:sobre les relaciones de propiedad habían creado las 
relaciones semifeudales de dependencia' personal impedía toda legis- 
lación que atendiera exclusivamente a una de. las partes, abstrac- 
tamente consideradas, de las contrapuestas clases vinculadas a la pro- 
piedad. Esta legislación no podía sostener solamente a los' grandes 
pfopietarios. ni proteger a los donatarios convalidando la revolución 
antilatifundista de Artiges. , 

El 12. de agosto de 1831, el Ministro de Gobietno; José Ellauri! 
alarmado por las noticias que hasta él llegaban, decidió acevtar la 
orientación que Rivera rezlizaba en la práctica y que Lucas J.. Obes 
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había revestido de formas jurídicas en su vista fiscal de 17 de abril 
de 1830, a raíz del litigio de Almagro. Con esa fecha envió una 
circular a los jefes políticos de todos los departamentos, haciéndoles 
saber las medidas que había adoptado el gobierno para cortar los 
graves conflictos y encareciéndoles al mismo tiempo que se consti- 
tuyesen en los difusores de la política gubernativa en el seno de 
las masas de poseedores, para llevar hasta ellos la tranquilidad y 
ahorrar al Poder Ejecutivo las peligrosas consecuencias de Jas reac- 
ciones populares, 


“Colocado el Poder Ejecutivo entre el inviolable deber de respetar las 
instituciones —decía la Circular— á cuya observancia están ligadas 
la esistencia política del Estado, el orden doméstico y la fortuna con- 
siguiente del Ciudadano; y en el de calmar la agitación con que ante 
él acuden apresuradamente los poseedores de terrenos abandonados en 
el curso de la revolución, quienes de un modo equívoco han querido 
hacerlo juez de sus contestaciones con los propietarios, ha creido a 
llegado el momento de conciliar sus compromisos, con los justos cla- 
mores de esta masa insolvente y desgraciada interponiendo su media- 
ción con los mismos propietarios, ya urbitrando recursos extraordina- 
rios para calmar el rigor de las ejecuciones, ó bien para morigerar 
la acción de los tribunales, haciéndoles valer y sentir sus loables ins- 
trucciones á este respecto.” 


El gobierno —decía Ellauri— debía colocar una “racional inter- 
ferencia” en aquella cuestión “puramente judicial”, en la cual se 
enfrentaban el “fuerte y respetable derecho de propiedad” y por 
Otra parte una numerosa “masa de habitantes acreedores á la pro- 
tección de las autoridades por sus servicios en la guerra de la inde- 
pendencia” así como por su industria y amor al trabajo en tiempos 
de paz. La conciliadora posición de Ellauri se desvaía a continua- 
ción en un lenguaje anodino, prometiendo no limitar esfuerzos pero 
sin “usurpzr aquello que la Ley no le ha consignado”. Pero como 
las grandes masas de poseedores no estaban dispuestos a perecer en 
los caminos de la patria leyendo hermosas proclamas, Ellauri apu- 
raba a los jefes políticos para que tranquilizasen a los inquietos y les 
hiciesen ver los pasos que el gobierno podía y estaba dispuesto a dar: 


“Pero entre tanto —les urgía-—— es del mayor interés que Vd. como 
Jefe Político de ese Departamento haga entender á los habitantes in- 
teresados en esta cuestión, que el Gob.no considerando los grandes 
sucesos á que ella debe su origen, se decidirá á depositar su media- 
ción ante el Cuerpo Legislativo así su presencia lo permita, persua- 
dido que este poder teniendo grandes motivos para apreciar en lo jus- 
to, sacará del fondo de su patriotismo los arbitrios que siempre son 
indispensables para que un gobierno pueda legalmente y sin agraviar 
la propiedad aplicar una parte de la masa de bienes públicos con 
recíprocas utilidades de los demandados y del erario público.” 


El gobierno trasladaba, pues, a las Cámaras, la resolución de 
los conflictos. Se retrotraía el problema a la situación en que lo 
había dejado Rondeau cuando pasó la consulta de la Cámara de Ape- 
laciones a la Asamblea Legislativa. Si ésta nada había hecho para 
solucionar el asunto, salvo la paladina respuesta inserta en la Cons- 
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titución en que se protegía la propiedad como un “sagrado inviola- 
ble”, sin el menor matiz o salvedad de “orden público”, que nada 
menos que el Estado que se constituia estaba exigiendo, las Cáma- 
ras recién instaladas bajo la primera Legislatura constitucional, nada 
harían en el correr de los años, como tendremos ocasión de ver. 

Por otra parte, la solución que Ellauri estaba pidiendo en las 
Cámaras estaba contenida en las siguientes palabras en que se suge- 
rían medidas que sin “agraviar la propiedad” permitiesen “aplicar 
una parte de la masa de bienes púbicos con recíprocas utilidades 
de los demandados y del erario público”. Así nebulosamente expre- 
sada se estaba corporizando la idea que ya enunciase Obes; el Estado 
compraría: los latifundios usurpados en la época colonial por deten- 
tadores y validos del régimen español, pagándoles los bienes así 
monopolizados a precios de usura —como realmente sucedió—, echan- 
do leña al fuego de la deuda flotante que devoraba el erario público 
y sin asegurar nada acerca de la forma y bajo qué condiciones los 
poseedores se harían definitivos propietarios de los terrenos, ya dona- 
dos por Artigas, ya ocupados en el fragor de la Revolución y deno- 
dadamente trabajsdos en los años de paz. 

Continuaba Ellauri: 


“Mas este objeto no lo podría llenar dignamente la autoridad sino 
recomendase desde ahora á los Jefes Políticos de los Departamentos 
la mayor eficacia en la formación de un padrón que demuestre con 
exactitud el número de los propietarios, el de todos los poseedores de 
tierras sin propiedad legal, su clase, condición y el tiempo de su re- 
sidencia en ellas, con expresa determinación de los que ocupan posi- 
ciones públicas, ó de pertenencia particular, implicados o no en la 
cuestión que motiva esta circular. 

“Con estos conocimientos y con los que adquiera ulteriormente 
del estado de las causas entre unos y otros, el Gobierno se hallará en 
aptitud de adoptar el temperamento que en último resultado sirva para 
poner un término a esta lucha azarosa que no le era posible prevenir 
ni cortar con violencia uma vez restablecido el imperio de las leyes, y 
llamados al goce de sus derechos sociales todos los habitantes del Es- 
tado Oriental. 

Después de todo el Gobierno deseoso al objeto que se propone; 
recomienda á Vd. que esta circular sea fijada en todos los parajes no- 
tables, dándole cuanta publicidad sea compatible con la extencion de 
ese Departamento, y sus diferentes distritos para que ella llegue al 
conocimiento de sus habitantes.”(8) 


La prensa oficiosa se apresuró a difundir la resolución tomada 
por Ellauri. “El Indicador” publicó la circular, y para que no cupiese 
duda alguna respecto a su paternidad o por lo menos a su más obvio 
antecedente, publicó conjuntamente y en su totalidad la vista fiscal 
de 17 de abril del pzsado año 30, por la cual Lucas J. Obes había 
sostenido los derechos de los poseedores de los campos de Almagro 
sin desmedro de la transacción onerosa debida al propietario. De 
tal modo conjugadas, la vista de Obes aparecía como la fundamen- 
tación de la circular de Ellauri, a la vez que preanunciaba el pre- 
visible resultado de los conflictos. 

Pero en el país constituido y regido por una carta constitucional 
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que garantizaba la independencia de poderes, los propietarios tenían 
aún mucho paño para cortar, En los días que siguieron a la circular 
de Ellauri, los tribunales continuaban ejecutando una legislación 
añeja y propietarista sin sentirse afectados por una mera circular 
que para nada los había recordado. De ahí que el 24 de agosto el 
Gobierno se viera obligado a dirigirse directamente a los tribunales 
para recordarles expresamente y a pedido del “Sr. Presidente” que 
aquella explosiva ruleta de los desalojos masivos debía detenerse: 


“Desde el momento en que el Poder Ejecutivo se penetró de la 
urgente necesidad —decía Ellauri— de tomar un partido prudente y 
razonable que atemperase la efervescencia nacida de la lucha empe- 
ñada entre un pegueño número de propietarios y la muchedumbre de 
poseedores, consideró, como una medida de conveniencia política lau- 
dable, y equitativa, el espedir la adjunta circular, que dirijió á las 
diferentes reparticiones de la República, consagrando en ella el res- 
peto á los principios inmutables de justicia y de la independencia de 
los diferentes poderes constitucionales. 

Después de esto, teniendo el gobierno grandes motivos para apre- 
ciar la oportunidad de una resolución semejante, mo trepidó en ofrecer 
que interpondría su mediación en los tribunales, é interesados mismos, 
entretanto que la presencia del Cuerpo Lejislativo permitía adoptar 
aquellos recursos, que siendo capaces de conciliar los intereses multi- 
plicados que se versan en esta cuestión, sirvan también, y sin violencia 
de los derechos de la propiedad, á aumentar los provechos que de ellos 
debe esperar la fortuna pública.” 


.. ` Ellauri podía temer que los integrantes de los diferentes estra- 
dos judiciales se tomasen a la letra el artículo de la Constitución 
que avalaba la absoluta independencia de los poderes. De ahí que 
se viese obligado a finalizar con una advertencia apenas disfrazada 
en un lenguaje amanerado: 


“El Exmo. Sr.Presidente de la República — [nada menos]— ha 
encargado al Ministro que subscribe de instruir á la Exma. Cámara, 
como lo hace, del compromiso que acaba de contraer con ula inmensa 
población, y que no puede menos de llamar la atención de los señores 
que la componen sobre un asunto tan importante, prometiéndose que 
en sus consejos entrará la loable mira de segundar eficazmente las que 
ce] gobierno se ha propuesto al dar ese paso.” (8) 


Rivera: el “compromiso con una inmensa población” 


Rivera, profundamente alarmado por el curso que advenía, había 
entrado ya en el camino de usar el “librito” (la Constitución) en 
total supeditación a sus miras. Apenas elevado a la Presidencia, 
había realizado un largo periplo por el “centro de sus recursos”, 
ganándose la adhesión de los hacendados en sus campañas contra la 
indiada trashumante y el bandolerismo acrecido. En sus largas corre- 
rías se halló paso a paso, rincón a rincón, departamento a depar- 
tamento, con que los grandes propietarios amenazaban con desmoro- 
nar el laborioso edificio de su jerarquía caudillesca, amenazando a 
miles de poseedores, con desalojos. No es difícil confirmar que fue 
en esos primeros meses del año 1831, que Rivera contrajo aquel 
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“compromiso” “con una inmensa población” de que se hacía eco la 
nota de Ellauri a los tribunales. Rivera ya no podía permitirse el 
lujo de una legislación nacional sometida más a un derecho romano, 
español o francés que a sus necesidades concretas de facción. De ahí 
que encomendase a Ellauri que sin “atacar la independencia de pode- 
res” la “suspendiese” sine die para que los jueces “segundasen efi- 
cazmente” las medidas “que el gobierno se ha propuesto al dar ese 
paso”. A 

Pero no era sólo Rivera el preocupado por esta situación. El 
propio Ellauri, enredado en tantos pleitos, conocía todo el peligro 
de la situación y el ámbito de las protestas, Su compañero en el 
Ministerio, Gabriel A. Pereira, recibía de sus amigos de la campaña 
toda suerte de advertencias sobre la explosiva calamidad que sobre- 
vendría. “Los colonos de varios terrenos están en revolución —-le 
escribía, desde Paysandú, Lope Merino— y alimentados y animados 
por los enemigos del alma y el cuerpo” agregaba refiriéndose a los 
lavallejistas. “Estoy tan acobardado que ni aun..mas siempre alerta 
que hay moros en la costa” 00, 

La prensa lavallejista amenazaba al gobierno en escritos incen- 
diarios. Día tras día señalaba los negociados del régimen: la deuda 
flotante, los terrenos de propios, las adquisiciones de decenas de 
leguas al margen de la ley (Pereira). Y, por supuesto, denunciaba 
aquellos casos en que los propietarios favorecidos por los tribu- 
nales lo lograban a la sombra de sus influencias. El 3 de octubre 
de 1831, “El Recopilador” denunciaba los desalojos recaídos contra 
los poseedores del Rincón del Rosario, promovidos por su propie- 
tario John Jackson —a quien no nombraba—, comprador de Nicolás 
Herrera en plena agonía del régimen cisplatino: 


“Señor E.— (Pregunta suelta á quien corresponda) Se dice que el 
gobierno ha mandado se despojen del rincón del Rosario á los hacen- 
dados, que algunos de ellos están poblados en él, hace 18 años. Y 
dicen las malas lenguas que es con el objeto de entregarlo al que 
dice ser su dueño D. Nicolás Herrera; y que en premio de sus im- 
portantes servicios se lo dió su augusta magestad. 
Quieren salir de esta duda 
Dos vecinos del Pichinango'' 


La situación en la campaña se deterioraba de tal modo que la 
prensa de Montevideo se hacía eco de los hacendados ricos de: la 
campaña, que escribían relatando la inseguridad que ganaba vidas 
y haciendas, En agosto de 1831, un corresponsal achacaba la situa- 
ción al desuso en que había caído el decreto sobre vagos y concha- 
bados, reclamando en consecuencia que el gobierno adoptase medi- 
das conducentes a la represión de los hombres sin propiedad y revi- 
talizase el decreto de 18291. Pocos días después, el Jefe Político 
de Montevideo, “sensible” a los intereses de las clases acomodadas, 
avisaba a los interesados que en el ámbito de su jurisdicción serían 
rigurosamente aplicadas las medidas que constreñían a los hombres 
libres y negros conchabados a someterse a las serviles condiciones 
que aquel decreto imponía”. 


133 


Pero todos los esfuerzos para transformar la “cuestión social” 
en una “cuestión de policía” se hicieron también aquí infructuosos, 

Atacados por todos los costados, envueltos en graves acusacio- 
nes de haber medrado con la deuda flotante y los terrenos de pro- 
pios, incapaces de solucionar los gravísimos problemas que enfren- 
taban a propietarios y poseedores, con el presupuesto impago y una 
deuda pública acrecida, el ministerio Ellauri-Pereira perdió la con- 
fianza de Rivera, que veía en el binomio al responsable de su dete- 
riorado prestigio. A mediados de setiembre, Joaquín Suárez, presti- 
gioso entre los grandes hacendados, y Juan María Pérez, el más 
rico y poderoso de los comerciantes y prestamistas nucleados en ls 
Sociedad del Cobre, accedían al ministerio. 

Mientras tanto, los Jefes Políticos habían trasladado a todos los 
rincones del país la circular de gosto de Ellauri. A pesar de sus 
ambiguos términos, el solo hecho de que el gobierno ratificara lo 
que Rivera había prometido en sus correrías, es decir, el solo hecho 
de que el ministerio comunicase su mediación en los conflictos, 
había promovido cierta tregua en los litigios. A fines de egosto y 
a lo largo de setiembre se enlentecieron la mayoría de los expe- 
dientes de desalojo y volvieron a sus precarios términos las pose- 
siones de los donatarios artiguistas, como consecuencia de la “edver- 
tencia” que Rivera lanzó a los tribunales el 24 de agosto. No puede 
extrañar que, como consecuencia de esta renacida esperanza, a fines 
de octubre varios donatarios artiguistas pisaran nuevamente los um- 
brales de los juzgados para consolidar sus desmerecidas donaciones 
en títulos reconocidos de propiedad. 

Desde los más diversos lugares del país ——Río Negro, Durazno, 
Colonia— comenzaron a llegar las solicitudes de confirmación de las 
donaciones artiguistas. El 15 de octubre lo hacía José Luis Espinosa, 
quien mediante su apoderado Pedro Echart exhibía la donación pro- 
vista por el comisionado Raymundo González el 3 de febrero de 
1816 entre las Averías grandes y chicas, “cuyo terreno pobló en 
aquells fecha después de habérsele dado devida posesion aungue no 
con las solemnidades de derecho pero sí con las que eran de uso 
en aquellos tiempos”. Prometía Espinosa demostrar que el campo era 
fiscal, argumento por el cual podía encontrar más fácil atención 
por parte de las zutoridades, en tanto no surgiesen los antiguos pro- 
pietarios a reivindicarlos. 

Nuevamente Obes se limitó a recibir la solicitud “como simple 
denuncia de poseedor antiguo”, sin reconocer para nada la validez 
del título artiguista, y siempre y cuando lo permitiese la informa- 
ción que para el caso debía levantarse, opinión a la que se sumó 
en su decreto el juez Alsina. Así constreñido y desilusionado segu- 
ramente, el donatario Espinosa se refugió nuevamente en la simple 
tenencia: del bien dejando para mejor oportunidad la obtención del 
título(3), 

Pocos días después, el 20 de octubre, tres prestigiosos oficiales 
militares, los hermanos José, Andrés y Nicolás Zermeño, conside- 
raron también llegada la hora. Provistos de un certificado de Juan 
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de León, solicitaban se les extendiese el título correspondiente al 
terreno que poseían en la costa del arroyo de Castro (Florida). En 
esos días se hallaba en su apogeo el pleito entre los vecinos situados 
entre los ríos Yi, Timote y Maciel contra la casa Viana-Achucarro, 
representada por Manuel de Soria, hombre de confianza de Lava- 
lleja. Pese a la notoria causa, los hermanos Zermeño, sin recordarlo 
en su escrito, se separaban del grueso del pleito buscando lograr 
“cortados” el título sin oposición de la casa Viana-Achucarro, sobre 
cuya inadvertencia —suponemos— fundarían sus esperanzas. 

La solicitud sostenía que los hermanos Zermeño se habían man- 
tenido en el campo “asta quelos portugueses imbadieron la Provincia 
y le fue por las circunstancias indispensable correr a las armas en 
defensa de su amada Patria”, en mérito de lo cual pedían se les 
permitiese reocupar el campo, pues sus servicios ininterrumpidos 
en las files libertadoras no les habían permitido reintegrarse antes. 
Obes, imperturbable en su opinión, sostuvo que aquella solicitud 
no podía “considerarse sino como simple denuncia de un terreno de 
propiedad pública”, y aconsejaba que los hermanos Zermeño reali- 
zasen los trámites de costumbre para adquirir en enfiteusis. 

No se conformó Nicolás Zermeño —apoderado para el caso— con 
el dictamen fiscal pronunciado el 9 de noviembre, y en un sobrio 
escrito desarrolló una ajustada defensa de la total validez de los 
títulos artiguistas, así como de la capacidad de aquel gobierno para 
favorecer a los hacendados con donaciones de tierras: 


“me es absolutamente estraño —decta— el pronunciamiento del señor 
Fiscal, á este respecto yno puedo atinar conlos principios quelo ha- 
yan guiado, para apellidar mi solicitud, unasimple denuncia y querer- 
me hacer recorrer los trámites correspondientes á ella. Para provar 
la equivocación del Ministerio Fiscal, me es necesario tomar las cosas 
y referir los sucesos desde el principio— En diez de Septiembre de 
mil ochocientos quince, sancionó el General Don José Artigas, un re- 
glamento provisorio, para elfomento de la Campaña, que fué adoptado 
por el Excelentisimo C.Governador, en aquella epoca, cuyo articulo pri- 
mero es como sigue: “El Señor Alcalde Provincial, además de sus fa- 
cultades ordinarias, queda autorizado para distribuir terrenos y velar 
sobre la tranquilidad del vecindario, siendo el Juez inmediato entodo 
elorden dela presente instruccion'. Sigue después dando algunas dis- 
posiciones, á este respecto yenla clausula diezy seis añade, que: 'La 
demarcación delos terrenos agraciables, será leguay media defrente y 
dos de fondo”. et cetera— Valiendonos, pues, de este reglamento, so- 
licitamos, mi hermano yyo, delSeñor Alcalde Provincial, el terreno que- 
obtuvimos, según la certificación firmada por el y con los linderos que- 
esta misma expresa. Despues deesto, es bien claro que tales terrenos 
nos corresponden en propiedad, por donacion delGobierno, á nuestro fa- 
vor y queesta muy lejos de seruna simple denuncia.” (14) 


Pedía Zermeño, en definitiva, que habiendo probado que lo suyo 
era propiedad legítimamente otorgada por gobierno autorizado, se 
le repusiese en su posesión. 

No es poca la importancia de este escrito, nacido en días tan 
alarmantes para la tranquilidad social y la estabilidad del régimen 
recién constituido. Los hermanos Zermeño no eran simples advene- 
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dizos. Ocupaban cargos destacados en el ejército nacional, en el cual 
habían realizado varias campañas, luchando contra la agresión por- 
tuguesa primero y en la liberación del dominio brasileño más tarde. 
La sobriedad y soberbia de su exposición, la orgullosa defensa jurí- 
dica de la validez de los títulos artiguistas, estaban, en su caso, ava- 
lados por una carrera ejemplar y un poder armado nada desprecia- 
ble, no tanto por la autonomía de sus posibles decisiones, sino más 
bien porque su opinión era el promedio general de multitud de 
oficiales medios y soldados que esperaban un definitivo corte a sus 
angustias, y que podían perder la paciencia y restituir a las armas 
el poder de decisión que habían hecho valer en tantas oportunidades. 

En apresurada concurrencia, otros donatarios o adquirentes de 
donatarios llegan a los tribunales. Uno de los poseedores de la Estan; 
cia de las Huérfanas volvía por enésima vez para amparar su pose- 
sión discutida por linderos, recibiendo como respuesta del Tribunal 
de Apelaciones —en cuya competencia estaba el litis— que se atu- 
viese a lo mandado en espera de resolución de la consulta llevada 
anteriormente. También en octubre lo' hacían los herederos de Fer- 
mín Ballejos (Rincón de Alagón - Colonia), quienes querían conti- 
nuar la denuncia “sin perjuicio delo q.e la H.A.G. resuelva sobre la 
donación q.e p.r Superior Disposicion hizo D.n Manuel Durán en 
años anteriores'15). 

En el lapso corrido desde la aparición de la circular de Ellauri 
hasta estas últimas resoluciones judiciales (agosto-fines de octubre), 
el panorama no por quieto aparecía menos tenso. Suspendidos los liti- 
‘gios en los tribunales; rechazados los donatarios que situados en 
campos fiscales (real o falsamente) pretendían la confirmación; caído 
un ministerio, advenido otro que nada había tratado de legislar sobre 
el asunto; en receso las Cámaras, llamadas expresamente a coadyu- 
var en la solución de los conflictos; en fin, estirada la tregua como 
un tensor en equilibrio inestable, todo indicaba que la calma era 
un detonante en acumulación. Era necesaria una habilísima política 
para desmontar los explosivos que cortaban todas las: rutas, hacía 
falta un ministerio que cual diestro zapador, combinase la pruden- 
cia con la fría audacia: en conclusión, llamado también por los gran- 
des acreedores del Estado, todo se unía para que Santiago Vázquez 
fuese ministro “universal”, valga el término de la época, 

El 7 de noviembre, cercado por la campaña convulsionada y por 
un tesoro absolutamente vacío, Rivera transó sus viejas diferencias 
con el “Vasco Agarras”, su enemigo de tantos años, pero de cuyo 
ministerio esperaba todo: el dinero que su claque prestamista estaba 
dispuesto a dar siempre y cuando “ministerializase” Santiago Váz- 
quez, y el “corte” definitivo de los conflictos en la campaña, que 
estaban enriqueciendo el prestigio del “compadre” poraisinent 
odiado) Juan Antonio Lavalleja. Era hora. 

Y veamos por qué. 
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Lavalleja: el “compromiso con,otra inmensa población” 


A' mediados de noviembre, pocos días después que Santiago 
Vázquez llegase al Ministerio, um chasque'se-apeaba en la estrecha 
vereda de la calle Zabala. A su requerimiento fue presurosamente 
llevado al despacho del dueño de casa, cuya figura y modos sobrios 
y rudos tanto contradecían la holgura. y suntuosidad de la "mansión 
colonial que fuera de Cipriano de Melo. Juan Antonio Lavalleja 
abrió rápidamente el sobre de medio hilo: que le alcanzó el emisario 
y. comenzó a leer: 


hb. 


“+ “Costa del Rio Negro, 15, de. 9bre.' de 1331.— 5 
Sor Juan Amtonio Lavalleja 
Distinguido amigo: el qe al final” id por si y anombre de 
treinta Becinos de q.e soi apoderado” tenemos. hoi el gran sentimiento 
de poner asu conocim.to como con esta fha somos llamados'todo este 
Besindario ala Villa do Mersedes para intimarsenos el desalojo de los 
campos q.e ocupamos, disiendosenos q.e D.n Pedro. Garsia los ha ben- 
dido aunos-tales Santurios quienes se hallan por estos destinos,, tra- 
tando, de alusinarnos, alos q.e estan poblados . mas afuera les arrenda 
el campo q.e dise ser ya sullo, y alos q.e ocupamos las costas echarnos 
sin apelasion; quiera V.E.' ponerse por un solo instante en lugar de 
Orientales tan dispuestos por'sus continuos sacrificios, como desgra- 
slados con compensacion «tan terrible, y. bea - quales seran los, senti- 
mientos q.e en tales circunstancias podran, acompañarnos, «SOMOS po- 
bres, sin balim.to aserca del Govierno, y ese €s acaso el motibo porque 
se nos- (desa) tiende, Justisia,' el Mundo entero! está :conbensido q.e :nos 
sobrá, tocamos apesar de nuestra debilidad: todos los resortes q.e con- 
sidcramos capases para librarnos de ese Monstruo de la humanidad, 
pero todo -es insufisiente, ,bernos inebitablem.te q.e nuestros ` derechos 
y nosotros mismos. somos bhictimas sacríficadis ala boluntad 'de ese 
tirano, de ese malbado, q.e triunfara de nosotros por la intriga” y “el 
f fabor solamente, ya no encontramos por sí solos como podernos defen- 
der de cumplicasion semejante, nuestra desesperasion, por esta ultima 
medida de nuestro Govierno: es, total, adonde binimos abuscar un asilo 
con nuestras miserables —(Familías)— y. limitadas fortunas solo capa- 
ces de proporsionarnos... alimentos anuestros Hijos, a quien devimos 
'aquejarnos, quando el mismo Govierno de nuestro suelo Patrio nos niega 
este albergue tan presiso para su mismo engrandesim.to como —-(pa- 
ra)— muestra susistencia, nos niéga lo mas presioso, lo mas sagrado 
qe es el derecho de nuestras propiedades. En este caso de desgrasia, 
tomamos todos todos por ultima medida el partido de elegirlos:á V.E. 
sobro esta materia por nuestro protector pues supo en epocas de mallo- 
res apuros salbar al Pais Horiental de la mas completa de sus ruinas, 
culla memoria será inmortal acaso alludado por nosotros mismos, en 
lucha tan asarósa, hoi esperamos llenos de confianza ser tambien fabo- 
recidos en la nuestra por la persona respetable de V.É. aquien anun- 
ciamos mombrarle por nuestro apoderado Gral. en esta defensa, siendo 
de nuestra —(ecuenta). el pagar sin "reserba' alguna” cof 'nuestros' inte- 
reses los gastos: q,e legen aoriginarse; esperamos su; contestasion: como 
una sebera sentencia de exsistir felices, 6 concluir desastrosamente no 
dudando q.e almitiendo V.E. ser Nuestro apoderado como lo contamos 
desde ahora no atropellaran nuestros derechos como lo han echo. Le 
prevenimos tambien q.e con esta “mismá y con “toda puntualidad.somos 
llamados por la Autoridad de -Mersedes para q.e reconoscamos la. pro- 
piedad de Garsía y hasersenos saber. la compra de los.Santurios y man- 
darsenos el desalojo, a cullo, llamado no obedesemos, por q-e, puestos 
en aquel destino sabe Dios lo q.e duedran haser, y el mejor de los dados 
es no jugarlos, y asi esperamos hansiosos'nós instrulla lo q.e debemos 
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haser en caso de tanto apuro, pues en las circunstancias lo q.e tratan es 
biolentarnos sin dejarnos consultar ni pensar. 
Es quanto tengo q.e desir en esta distancia, teniendo el honor de 
repetirme de V.E. amigo q.e solo deseo emplearme en su servicio 
Lorenzo Santurion'” (16) 


Esta carta pose un valor histórico comprensivo incalculable, Su 
ámbito sobrepasa el de la simple —y ya muy importante— relación 
de los poseedores en su conflicto específico con el gran propietario 
de turno, para convertirse en el símbolo de un viraje cualitativo de 
las relaciones de los pequeños hacendados con la tierra. Ya Marx 
había insistido en que cuando nos encontramos con una relación de 
los hombres con las cosas debíamos profundizar, insistir, hasta en- 
contrarnos con las relaciones entre los hombres. La tierra —la cosa— 
sobre cuya vinculación con el hombre parecen detenerse todas las 
miradas, no juega, por supuesto, ningún papel históricamente activo. 
Son los hombres quienes, relacionándose entre ellos, cargan las cosas 
—la tierra como medio de producción— con sentidos sociales. Cuando 
los pequeños poseedores creían vincularse a la tierra mediante la 
revolución, no hacían otra cosa que vincularse los unos con los otros, 
estableciendo una activa y significativa alianza revolucionaria de los 
pobres del campo, alianza a cuya cabeza estaba la más grande per- 
sonalidad de la revolución nacional: José Artigas, La mistificeción 
—aparentemente inevitable— de dicha relación hizo que a los hom- 
bres —los donatarios artiguistas— les fuera tanto más significativa 
y, por lo tanto, tanto más necesaria su relación con la tierra que con 
los hombres. Sobre esta mistificación operó la política portuguesa, 
cuando protegiendo aparentemente la relación de los hombres con 
la tierra (mediante la conocida política de “amparo a los pobladores 
de buena fe”) corrompió y destrozó lo que era su base real: la rela- 
ción de los hombres entre sí (la solidaridad revolucionaria y de- 
mocrática de la clase de los pobres del campo), sustituyéndola por 
las relaciones de dependencia personal entre cada poseedor o dona- 
tario artiguista con el “protector” o caudillo del pago y de la hora. 

Todo el período que siguió a la dominación cisplatina (en el 
cual la revolución de independencia de 1825-1828 fue un intento 
parcial de volver a las viejas relaciones revolucionarias) no hizo 
otra cosa que reforzar esta tendencia, cargándola de significaciones 
esenciales semejantes y de accidentes históricos que dan el rostro 
reconocible para eso que llamamos la lucha entre blancos y 
colorados. 

Descaecida la mistificación que pretendía trazar un signo de 
igualdad entre las relaciones artiguistas con la tierra y las relacio- 
nes caudillescas con la tierra, la masa de los poseedores se encon- 
tró con que las relaciones de dependencia personal suponían que 
la tierra estaba rígida e indisolublemente unida al éxito permanen- 
te. fatigante, de la facción jerarquizada en la que se integraba. La 
tierra dejaba de ser el fruto de la solideridad de clase para ser el 
yugo de la dependencia personal al “partido”, símbolo intemporal 
de la sucesión de caudillos. i 
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Cuando las decenas de poseedores del latifundio de Pedro Ma- 
nuel García soliciten a Lavalleja que se transforme en su apoderado, 
no apelan por supuesto a su talento de letrado, sino a su contun- 
dente capacidad de caudillo para decidir que la tierra sea o no de 
tal o cual persons. Ni el documento de donación para los poseedores, 
ni el título colonial para Pedro Manuel García son modos reales de 
comunicarse posesivamente con la tierra, En su contradictorio desa- 
rrollo, las relaciones reales entre los hombres vuelven a mostrar 
la mistificación que se escondía en la creencia de una relación 
abstracta de los hombres con la tierra, vuelven a reclamar su real 
lugar. Aquellos papeies, “fiducias” de una relación jurídica entre 
los hombres que sucesivas enajenaciones han creído una relación 
con las cosas, han desmerecido definitivamente. Los poseedores nun- 
ca creyeron en la relación de su tierra con el “título” del propietario 
enemigo; ahora ven que nadie cree en la relación de su “documento 
de donación” con la tierra. Incapaces de volver a la vieja relación 
entre los hombres, nacida en la revolución ertiguista, relación entre 
todos los hombres de la clase, se vuelcan a la relación humana que 
se ha desarrollado: la relación feudal de dependencia personal, 

El razonamiento de Lorenzo Centurión sigue apegadamente la 
contradictoria sucesión de esos conceptos. El gobierno (en tanto 
representante de los intereses generales de las clases dominantes y 
de los intereses particulares de la facción semifeudal que está en 
el poder), el gobierno —dice— “nos niega este albergue tan presiso 
pzra su mismo engrandesim.to... lo más sagrado q.e es el derecho 
de nuéstras propiedades” (es decir: niega la necesariedad. la vali- 
dez del lazo jurídico de los documentos de donación artiguista, cuyo 
único valor era histórico-social y devenía de las relaciones revolu- 
cionariss entre los pobres del campo bajo la dirección de Artigas). 
Centurión agrega: “ya no encontramos por sí solos como podernos 
defender de complicación semejante” (es decir: ha fracasado, a) 
nuestro intento de luchar en el plano jurídico abstracto —porque la 
justicia es concreta—; b) ha fracasado nuestro intento de impedir 
por la fuerza de nosotros, poseedores localizados, aislados. de una 
gran propiedad en conflicto, el desalojo que nos amenaza). 

Históricamente la suma de regionalismos nunca ha dado una 
nación, la suma de intereses locales nunca ha dado el interés na- 
cional, la suma de incapacidades parciales jamás ha dado la capaci- 
dad general. Todas las relaciones de la época tendían al reordena- 
miento de los hombres bajo relaciones de dependencia personal, Los 
poseedores por quienes hablaba Lorenzo Centurión no atinaban a 
buscar ni a recordar la posibilidad de la alianza de todos los poseedo- 
res amenazados por los grandes propietarios. Por el contrario, el co- 
nocimiento contemporáneo de los fenómenos semejantes les indicaba 
el éxito inmediato de la posesión pacífica de la tierra, cuando ésta 
era la prenda de las relaciones de dependencia personal. Por ello 
Centurión agregzba: “En este caso de desgrasia, tomamos todos todos 
por ultima medida el partido de elegirlo á V.E. sobre este materia 
por nuestro protector”. E insistía, para nuestra mayor claridzd: 
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“esperamos su contestasion como una sebera sentencia de exsistir 
felices ó concluir desastrosamente no dudando q.e almitiendo V.E. 
ser nuestro apoderado como lo contamos desde ahora no atropellaran 
nuestros derechos como han echo.” 

Nunca será demasiado insistir en que este proceso no ha comen- 
zado ahora. Pero sin duda éste es el período cualitativamente 
más denso, más acelerado, de pasaje de una forma a la otra. 

Eran muchos los poseedores que en semejante forma habían 
polarizado sus dependencias con Lavalleja. En la Estancia de las 
Huérfanas, en los campos de Alzaga, en los de Pedro Manuel García, 
etc., eran muchos los poseedores que habían conocido la tierra o la 
tranquilidad de posesión amparados en sus relaciones directas con 
el caudillo, Para quien, en esos días, ocupaba el “Ministerio Univer- 

sal”, se trataba ya no sólo de desfibrar esas relaciones preexistentes 
sino, y era lo urgente, de impedir que el resto de los grandes posee- 
dores transitaren por la misma huella. 


NOTAS AL CAPITULO VII 


(1) A los pocos días de subir Lavalleja al gobierno supremo, se pre- 
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citando la ratificación de la donación artiguista en los campos que fueran del 
Dr. Díaz Vélez. EGH, PG, CU, 1828-1829-1830. Fojas 156. 
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gorio Ximenez”, fojas 1 s. 
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Dn. Fermin Ballejos por terrenos”. 
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CAPITULO VIII 


SANTIAGO VAZQUEZ: DESBARATAR LA AGITACION 
DE LA CAMPAÑA (” 


La marcha contra el tiempo 


Pocos días después de su investidura, Santiago Vázquez prome- 
tía a la Comisión Permanente una especial atención a los problemas 
de la tierra, destacando las posibilidades fiscales que ofrecía su justa 
distribución. El 23 de noviembre dictaba un importante decreto 
sobre adjudicación de tierras públicas, en cuya breve exposición de 
motivos se insistía en aquel punto ‘©. Ese decreto, ajeno a nuestro 
estudio, tuvo sin embargo consecuencias importantes para el curso 
de los conflictos que agitaban a propietarios y poseedores. Por él 
se introducía la posibilidad de que los poseedores denunciaran el 
campo que ocupaban bajo el título de “sobras fiscales”, término 
aplicado a la diferencia entre la mensura real del campo y la super- 
ficie estampada en el título del propietario en disputa. La denuncia 
así realizada habilitaba al poseedor a recibir un título provisional de 
enfitéusis con la contrapartida de la obligación de pagar el canon 
correspondiente. Si bien la disposición para nada se refería a los 
donatarios artiguistas, éstos estaban implícitamente comprendidos 
en su calidad general de poseedores sin título reconocido. Otro artí- 
culo permitía a los poseedores de tierras particulares en litigio a 
acogerse a las mismas prerrogativas hasta: tanto los tribunales no 
fallasen que el terreno en disputa no era del fisco. Pero a estar a 
la letra expresa, aun fallado en esta forma un litigio de tal clase, 
nada impediría a los poseedores que realizasen la denuncia de su 


(*) Antes de continuar adelante debemos insistir en una reflexión ya formulada. 
A fines de 1831 se inicia una profusa legislación sobre tierras. A cila nos referiremos: 
a) en todo lo tocante al tema estricto de nuestro trabajo: donaciones artiguistas; b) en 
aquellos casos en que, pese a su generalidid, afecta profundamente la situación espe- 
cífica de los donatarlos artíiguistas. Como ya expresamos, en un futuro trabajo hare- 
mos el estudio económico-social de todo el período inicial del Uruguay independiente, 
al que nos remitiremos para obviar las inevitables deformaciones que puedan nacer 
del encaramiento unilateral que hoy presentamos. 
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fracción, si podían realizarlo a título de “sobra fiscal” (sólo conce- 
bibie en campos particulares) inclusive aunque no estuviesen en 
litigio, En fin, el decreto establecía el canon del 14 % anual sobre 
vaiores por legua cuadrada que iban desde $ 1.000 a $ 1.600. 

A los pocos días, el 2 de diciembre, se emitía otro decreto en 
que, limitándose a 5 leguas el área máxima de denuncia, se reser- 
vaba su tercera parte para la “colocación de los poseedores sin 
propiedad territorial y pequeños propietarios de haciendas de campo, 
que habiten en posesiones de pertenencia particular” (?, Otro decre- 
to del mismo día, por el cual se creaban las Comisiones de Catastro, 
exigía en su art, 4? que todos “los poseedores de terrenos de pro- 
piedad particular o pública” debían presentarse ante los “comisiona- 
dos con los títulos respectivos, en el tiempo que ellos prefijen y dar 
los conocimientos que se expresarán sucesivamente” (4), 

Eran éstas las primeras medidas de orden legal que tomaba el 
gobierno para busczr el acomodamiento de los poseedores, y si bien 
aparecían como bien intencionados el doble objetivo de cortar el 
apetito de los grandes denunciantes y de destinar parte de sus de- 
nuncias a los poseedores aue de hecho no tenían la oportunidad de 
tramitarlas, era profundamente irreal pretender que la masa de los 
poseedores ya poblados en los campos que habían mejorado (donde 
habían construido ranchos y cercas y hecho sementeras), emigrasen 
hacia esos hipotéticos enclaves fiscales. 

No era, evidentemente, esta tibia, conciliatoria y teorizante 
resolución la que reclamaban las masas de poseedores amenazzdos 
y en último término demostraba que no se apartaba de las recomen- 
daciones de Ellauri en su circular de gosto, en la que se afirmaba 
que el arreglo de los poseedores no debía hacerse en detrimento de 
los propietarios. Esta medida de Santiago Vázquez olía demasiado 
a desalojo masivo de los ocupantes de aquell:s propiedades a cambio 
de una problemática colocación en campos que debían —por aña- 
didura— disputar a los mismos denunciantes en enfiteusis. 

No era menos irreal —si atendemos a la real correlación de 
fuerzas de la época— la peregrina posibilidad que se ofrecía a cier- 
tos poseedores de denunciar sus pequeñas suertes a título de sobra 
fiscal. Los grandes propietarios con tierras disputadas encontrarían 
para este caso la segura alianza de aquellos que aun dominando pa- 
cificamente sus propiedades, veían de repente amenazado dicho con- 
senso por la actividad especulativa de los denunciantes de sobras 
fiscales, calificación que afectaba a todos, todos los campos, pues to- 
dos eran en la realidad mucho más extensos que lo que sus títulos 
indicaban. Por otra parte, la mayor parte de los poseedores aún no 
inquietados en la anónima posesión material de sus terrenos, vista 
la suerte corrida por quienes habían intentado consolidar las dona- 
ciones artiguistas, no accederían seguramente a “denunciarse” como 
usufructuarios de “propiedades” particulares, apresurando así la ho- 
ra de su desalojo, a cambio de una problemática y siempre cambiante 
política oficial, Los padrones realizados en 1832 y 1834 nos permiten 
comprobar que muchos donatarios ertiguistas ocultaron el origen de 
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su posesión, aun cuando por otros documentos sabemos que ella 
nacía de la aplicación del Reglamento Provisorio de 1815. : 

Además —y de esto existen pruebas testimoniales más el mudo 
lenguaje de los hechos— la denuncia en enfiteusis no entusiasmeba 
a nadie t, salvo a los que ninguna posesión de la tierra tenían, 
porque a éstos, cualquier medio de acceso a la tierra les venía bien, 
sobre todo porque los no poseedores denunciaban por razones pura- 
mente especulativas, y poco les interesaba la precariedad sobre la 
cual edificaban sus operaciones de bolsa. 

De todos modos, la política agraria de Santiago Vázquez comen- 
zaba a dibujarse; era ya una política activa, oponiéndose al dejar 
estar de les leyes seculares que no significaban otra cosa que dejar 
en manos de los tribunales propietaristas la solución de los con- 
flictos, y en manos del tiempo y de la inercia la pérdida de la tierra 
fiscal a favor de los grandes denunciantes y especuladores. 

Un nuevo periódico, nacido en esos días, “El Patriota”, fue el 
portavoz de la gestión del Ministro Universal. En sus páginas pueden 
recorrerse los fundamentos teóricos que subyacían en la apurada 
actividad del Ministerio. El 6 de diciembre, cuando ya circulaban 
entre los interesados las directivas del gobierno y se asomaba la' 
oposición en las páginas de “El Recopilador”, se publicó en “El 
Patriota” un artículo en el que se analizaban las ideas de fondo de 
la nueva política agraria, y en especial el decreto de adjudicación 
de tierras públicas en enfiteusis, de 23 de noviembre. Se resaltaban 
en él las posibilidades de acrecimiento de las rentas públicas que 
surgirían de una correcta splicación del decreto, la mejor distribu- 
ción de la propiedad y el freno que se impondría a la acumulación 
territorial, práctica colonial que había que desterrar, dado que la 


“mala distribución de tierras públicas ha sido y será siempre un sêmi- 
llero de pleitos, de enemistades, y origen de mal:s de gran trascenden- 
cia. La quietud y el bienestar de los habitantes de nuestra campaña 
debe entrar para mucho en las combinaciones que aseguren la tranqui- 
lidad y fortuna del país.” 


El artículo concedía gran importancia al decreto de 2 de 
diciembre, que destinaba a los hacendados sin tierra la tercera parte 
de toda denuncia de tierras públicas que en adelante se hiciere. 


“Esta clase de hacendados —deciía— abunda en nuestra campaña mucho 
más de lo que se cree. Contraidos a la ganadería, pero dueños de un 
ganado reducido, en que consiste su fortuna, ú ocupan tierras de per- 
tenencia particular y en este caso están expuestos a continuas emigra- 
ciones, al arbitrio de propietarios, o están establecidos en terrenos del 
Estado, cuyo dominio útil ha pasado ya, ó debe pasar en adelante á los 
particulares, y quedan por lo mismo en adelante en iguales inconve- 
nientes, 


Era una verdadera marcha contra el tiempo la de Vázquez, dado 
que ya la prensa se agitaba haciéndose eco de los rumores de revo- 
lución en la campaña. Su prédica periodística, la resonancia de sus 
medidas de gobierno, no rompían el cerco de la campaña, donde 
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“los iniciadores del movimiento 'recorrian el pais, de rancho en 
rancho para explotar el” desalojo’ de que estaban amenazados los. 
poseedores o intrusos”. Para quienes eran declaradamente desafectos 
al régimen, las medidas del gobierno incisive hsbisn sido enten- 
didas como un exceso: 


“He bisto en el Diario. de Montey. o deta Lorenzo Centurión a Lava- 
lleja el 26 de diciembre— la contribución q.e senos quieren istipular 
sobre los terrenos q.e Poseemos q.e biene aser en mil trescientos pesos 
Legua Cuadrada por «el termino de [Diez años pagando un Cuarto por 
Ciento anual; Lo q.e arbertimos a V.E.'q.e en caso q.e esto se efectue 
nosotros no lo.admitimos; por q.e.nos parece mui Cencible q.e abiendo 
sido unos defensores de nuestra Patria haora nos beamos unos tribu- 
tarios” (5), 


La opinión de Centurión era la de' miles de poseedores que se 
negaban no sólo a ser desalojados sino a ser considerados como 
enfiteutas., El monto. minimo de. la renta anual exigida por el go- 
bierno no “encandilaba a nadie. Del mismo'modo que los grandes 
latifundistas y acaparadores de la épota colonial se habían conten- 
tado con una renta consistente en una “pelota de grasa” o en “una 
docena de pollos” para de tel modo sacar de rondón el reconocimien- 
to de su señorío; los poseedores á quienes se les exponía el decreto 
de enfiteusis como abrillantada prenda de seguridad, vieron lo que 
la realidad les imponía, Reconociéndose enfiteutas, implícitamente 
admitían la propiedad del Estado sobre los campos que ellos consi- 
deraban suyos. El Estado —lo sabían muy bien los pequeños hacen- 
dados— era una dama versátil, y bien podía hacer en él futuro lo 
que: hoy no decía: vender “su propiedad” a un gran acaparador 
que, a la postre, los desalojaria. Toda la historia de los enfiteutas 
uruguayos es en gran parte'la historia de esta fabulosa trampa. 
Centurión había comprendido “el meollo del asunto: los defensores 
de la Patria, los que-la habían creado con dolor y sangre, no “podían 
transformarse en sus tributarios”. Y ` quien dice. tributario del Estado 
dice tributario de sus clases dominantes. 

La extensión de esta opinión por toda la campaña era ame- 
nazante. Vázquez decide entonces ampliar el ámbito de su influencia 
a través de las. correas de trasmisión del aparato estatal. 

Jefes políticos, curas párrocos, tenientes alcaldes, jueces, todos 
debían participar en la difusión de la nueva postura gubernamental, 
difundir la nueva orientación ágraria. Y todo encaminado a un 
objetivo: calmar.a los poseédores e impedir que fueren a engrosar 
las files revolucionarias de Lavalleja y de la oposición. Esta estaba 
dirigida por los grandes propietarios temerosos. de la política con- 
fiscatoria de los decretos sobre “sobras fiscales”, por los propietarios 
cuyos poseedores integraban el ejército de masas riverista, por los 
acreedores.del período lavallejista aún impagos. A los ojos de este 
gran frente, lós poseedores inquietados por la inhábil política de 
Ellauri-Pereira y por la colusión de los tribunales darían el tono 
popular: algo así como la carne de. cañón. 

Contando con el siempre seguro olfato político de Rivera, San- 
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tiago Vázquez se lanzó a una -laboriosa tarea de circulares a los 
jerarcas de campaña, que ayudase a desbaratar el plan opositor. 
El 12 de diciembre los jefes políticos recibían y ponían diligente- 
mente en cumplimiento una circular titulada “Manifiesto de este 
Ministerio para que los jefes políticos de la campaña se cercioren 
de los sentimientos que animan al Gobierno en favor de los indivi- 
duos poblados sin propiedad y medidas que ha adoptado en su bene- 
ficio”. En el “Manifiesto” comenzaba ponderando su rápida y densa 
terea al respecto, en particular los decretos del 23 de noviembre y 
de 2 de diciembre. Sobre estas medidas así como sobre “las expli- . 
caciones que de ellas han hecho los escritores públicos” el Mani- 
fiesto entendía que : 


“no sólo deben ser circulados con presteza sino que los jefes políticos 
deben emplear cuantos medios estén a su alcance a efecto de que la 
importancia y espíritu de aquellas providencias sean perfectamente 


sentidos.” 


Sobre la necesidad de esta propaganda pronta y masiva parecía 
que no debían caber dudas, pues a su juicio cada jefe político 


“se peonetrará bien də las intenciones con que se le dirige esta nota y 
hará en obsequio del país lo que su deber exige y la voz de la autoridad 
pública reclama con justicia.” 


Y agregaba p:ra cabal conocimiento de los peligros que amena- 
zaban al gobierno: 


“Hoi la campaña es el teatro que han escogido los díscolos para pre- 
parar escenas que han creido poder representar algún día: sus planes 
están descubiertos y son conocidos todos sus pasos; remedios suaves y 
análogos a los principios que la autoridad profesa y respeta bastarán a 
contener los programas de la sedición” (0), 


Al mismo tiempo, no descendía la polémica de la prensa minis- 
terial contra su contendora del campo lavallejista, la cual ponía en 
cuestión las leyes sobre tierras atacándolas particularmente por sus 
posibles aspectos anticonstitucionales. De lo poco que dolía esta 
acusación nos hablan los decretos que siguieron. El 13 se creaba la 
Comisión Topográfica, el 19 se reglamentaba (7, el 22 se daba plazo 
a los denunciantes de sobras fiscales, decretos que intentaban dar 
precisión y eficacia a los anteriores. El último, sobre todo, debía 
provocar una gran resistencia de los grandes propietarios y deten- 
tadores de la tierra pública, pues les concedían un plazo de 40 días 
para denunciar las sobras fiscales que se hallasen en sus propios 
campos, so pena de perder la preferencia ante cualquiera que 
quisiera denunciarlas para adquirirlas (8, 

El 23 de diciembre, Santiago Vázquez creía necesario aún tensar 
más la avalancha de manifiesta parcialidad del gobierno en favor 
de los poseedores, Tal por lo menos pretendía que se creyese enton- 
ces. Con esa fecha envió una nueva circular a los jefes políticos. 
para que con su ayuda, los poseedores recibiesen cordialmente a 
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las comisiones de catastro que partían para la campaña, por' cuanto 
la oposición las había calificado como empresas inquisitoriales des- 
tinadas a inquietar a los poseedores. 


> 


“Una de las primeras y mas positivas atenciones del gobierno, —decia 
la circular— es dar una colocación segura y cómoda á todos los vecinos 
/Que existen en la campaña con ganados, sin propiedad territorial] donde 
mantenerlos y q.e por su fortuna y circunstancias no putden adqui- 
rirlas.” 


De acuerdo a la circular, las comisiones de catastro estaban 
destinadas a facilitar la información previa a toda política práctica, 
y en tanto aquellas comisiones no se pusiesen en ejercicio, solici- 
taba de los jefes políticos que pasasen al ministerio todos los datos 
sobre “los individuos y propietarios que quieren obtar á los bene- 
ficios que le acuerdan aquellos decretos”. Nuevamente Vázquez 
urgía a los jefes políticos para que se apresurasen en colaborar con 
la política agraria del gobierno: 


“Para dar publicidad á esta resolución y hacerla circular entre las 
clases á quienes comprende, los jefes políticos emplearán los medios 
más eficaces que estén en su poder, tanto oficiales como particulares y 
amistosos; y al.comunicarles los deseos del gobierno tratarán de per- 
suadirles á que se aprovechen el beneficio que se les presenta, en el 
concepto de que el fin á que tienden las miras de la autoridad, es el 
de que cada vecino de la campaña, que posea hacienda de campo y sin 
propiedad territorial, adquiera aquella que sea compatible con su for- 
mento y con su fortuna; que sus mayores esfuerzos se dirijen á este 
importante objeto, y que no descansará hasta conseguirlo, empleando 
todos los medios que se hallen en la esfera de sus atribuciones cons- 
titucionales” (0), 


El fantasma de una nueva revolución agraria 


Todas estas preocupadas atenciones de Vázquez por la difusión 
de su nueva política, toda esta pormenorizada actividad que exigía 
a sus subalternos, estaban seriamente fundadas. La cabeza visible 
de la oposición —Juan Antonio Lavalleja— apuraba ya las fibras 
de su paciencia. Sus seguidores de la campaña, “amenazados de 
desalojo clamaban por su protección; los grandes propietarios afectos 
a su partido pedían su intervención por razones directamente inver- 
sas y, para colmo de males, sus dos principales establecimientos de 
campo, sobre los cuales había fundado su riqueza y poder, corrían 
riesgo de caer por la habilidad y codicia de dos poderosísimos ene- 
migos. Su rica estancia de Antonio Herrera —que' había pagado 
miles de patacones al emigrado portugués Juan Antonio Martínez— 
había sido sobriamente discutida por Gabriel A. Pereira, que esta- 
ba a punto de expulsarlo aduciendo haberla comprado antes al 
mismo aprovechado portugués (1%. Y Rivera, el compadre .siempre 
madrugador, se había instalado con toda: la fuerza que tienen los 
hechos consumados del “Señor Presidente” en la legendaria rinco- 
nada de Sopas (Salto), que Lavalleja consideraba suya y ocupaba 
desde el momento en que la había denunciado en enfiteusis 1, 
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. Las actividades revolucionarias del partido lavallejista eran 
suficientemente peligrosas como para que el ministerio no las per- 
diese de vista. Pero Vázquez seguía creyendo que el modo de desar- 
mar al enemigo seguía siendo el de aventajarlo en la adhesión de las 
grandes masas de poseedores cuyo grueso estaba constituido por los 
donatarios artiguistas ©“. Tanto en la prensa ministerial como en 
las circulares que regularmente lanzaba Vázquez a sus subordinados, 
insistía más sobre la segura efectividad de esta política que sobre 
la vigilancia o represión de los posibles o supuestos revolucionarios. 

El 13 de enero de 1832, el Gobierno publicó un acuerdo dirigido 

a que la Cámara de Justicia suspendiese los desalojos en curso, y 
cuya fundamentación es una notable caracterización y expresión de 
autoconciencia de los problemas de la tierra. En él puede destacarse 
ante todo cómo los espectadores atentos del desarrollo histórico del 
país “descubrían” de nuevo, el carácter puramente histórico de la 
propiedad. El redactor no se propone enfatizar lo que a los ojos 
de todos está completemente desvalorizado: el carácter sagrado, 
inviolable e inmutable de la propiedad. Por el contrario, lo que ana- 
liza: tranquila y resignadamente es la mera constancia de que la 
propiedad es un decantedo histórico, un consenso más o menos 
rígido, y en algunos casos muy lábil, establecido entre las clases 
de tuna sociedad dada. 

; “Difícilmente —decla— puede presentarse a la consideración de la 
autoridad un negocio más delicado en su resolución y más importante 
en sus consecuencias que el arreglo de las propiedades territoriales de 
la Campaña; ellas han sufrido grandes alteraciones por resultas de las 
que ha experimentado el orden político desde el año diez; el torrente 
de la revolución que arrebató todo menos la tierra, ejerció en ella 
influencias poderosas; y la guerra de la independencia prodigando sa- 
crificios y consagrando nuevos derechos vino a establecer una lucha 
terrible entre los títulos que nacieron de aquella época de la Patria: y 
los que traen su origen de una antigüedad que en esos días hubiera 
sido ominosa; estos sə presentaban hoi desnudos de todo prestigio 
ante la Constitución que consagra la inviolabilidad de las propiedades; 
pero aquellos además de referirse a una época enoblecida, bien fortifi- 
cadas por la poderosa mano del tiempo unas, por leyes vigentes otras, 
y los mas por elocuentes ejemplos o mas bien por principios, sino gene- 
ralmente reconocidos al menos practicados con frecuencia.” 


Para Santiago Vázquez —al igual que para el'modesto y parco 
entendimiento de Lorenzo Centurión, nuestro recordado correspon- 
sal de Lavalleja-- el problema estaba preñado de contradicciones 
que no admitísn una recta solución. El redactor no se propone 
—Vázquez no se propone— encerrar el problema en una disyuntiva, 
tal como se lo había planteado Artigas. El redactor —habla por su 
clase— se propone conciliar: los intereses de los grandes propie- 
tarios y los intereses de los modestos poseedores amenzzados de 
desalojo. Porque la burguesía que representa tiene ante todo sus 
intereses en la exacción a todas las clases del campo mediante la 
comercialización de sus frutos y porque, como el tordo, tiene sus 
huevos en el nido de la deuda pública, ubérrima fuente de la abun- 
dancia y de la usura. 
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La burguesía cojitranca que hablaba por “El Patriota” quería 
tranquilidad en la campaña, porque necesitaba el poder, taller 
donde se tejían los encajes de Brujas de sus operaciones bursátiles. 
Para los grandes especuladores que sostenían a Vázquez, para los 
angustiados acreedores del Estado que amamantaban al Fisco para 
saquear sus riquezas, la pérdida del poder era la quiebra fraudu- 
lenta, la prisión por deudas, tan abultados eran sus créditos, tan 
arriesgadas sus apuestas. Para tal burguesía, la oposición era un 
oficio de desocupados y mendigos: su lema era siempre “¡el poder!” 
Pero tranquilizar a los poseedores, únicos capaces de transformarse 
en el ejército de la insurrección, debía compadecerse con sus imbri- 
cados intereses que en buena parte buscaban lá tierra como elemen- 
to de pura especulación. Una política artiguista sobre la tierra no 
hacía otra cosa que aterrorizarlos y bien sabían por la experiencia 
de la “anarquía” del año 15, siempre recordada, que todo ataque 
revolucionario a la propiedad territorial ponía en cuestión a toda 
la propiedad privada. Sostener a los grandes propietarios, con quie- 
nes estaban enlazados por solidaridad de clase y muchas veces 
familiar o de compadrazgo, era apenas un sueño irreal. De ahí las 
reflexiones gemebundas del acuerdo gubernativo: 


“El gran problema se hace aún más difícil sino inesplicable para 
una resolución decisiva, por que no la admite general; por entre todas 
las solicitudes se toca la necesidad de una escala dilatada de clasifica- 
ciones, para no confundir la virtud con el crimen, el mérito con el 
vicio, el derecho con el abuso. 

Sin duda ese convencimiento fijó las consideraciones de la Comi- 
sión de Justicia cuando elevó la consulta de 13 Je enero de 1830 que 
desgraciadamente mo resolvió la Constituyente; mas sea que los tri- 
bunales se hayan espedido sin detenerse en los principios que fundaron 
la necesidad de la consulta o bien se hayan adoptado reglas generales 
que luchan con la fuerza de las cosas, ello es que acrecieron las difi- 
cultades que creaban estas cuestiones y se dejó sentir una predisposi- 
ción fatal en los posedores para ensordecerse a las resoluciones judi- 
ciales." 


El gobierno aún no había logrado detener el brazo de la justicia. 
Pese a las advertencias de Rivera, pese a la circular de Ellauri, pese 
a las promesas de Vázquez, luego de una breve tregua, los tribuna- 
les habían seguido aplicando lo que era su oficio: la defensa irres- 
tricta de la gran propiedad. El Ministro se lamentaba de esta inercia 
rutinaria y notaba con dolor que ella no hacía otra cosa que con- 
sumir el prestigio del gobierno y agigantar el renacimiento de la 
resistencia violenta de los poseedores que a poco que comprendieran 
la generalidad de sus reclamos podrían transformarse en una fuerza 
incontenible, que seguramente hubiera sobrepasado las miras del 
comando lavallejista para alcanzar quizá los niveles artiguistas. “La 
predisposición fatal en los poseedores para ensordecerse a las reso- 
luciones judiciales” había sido sabiamente definida por Centurión 
cuando decía que “el mejor de los dados es no jugarlos”. Si hasta 
las ruedas de la carreta se detenían con pelos, cuánto no habrían 
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de sonar las de la justicia oficial, son las cuñas que le ponían los 
paisanos. 

El peligro era muy claro, el gobierno no estaba. de acuerdo con 
el modo con que los tribunales ejercían su ministerio, y los posee- 
dores, comparando las proclamas ministeriales con las intimaciones 
de los jueces, sacaban sus propias y peligrosas conclusiones: 


“Es presumible —temía el Ministerio— que algunos agitadores 
acechando los medios de promover resistencias y [agitar] los ánimos y 
empezaron a cultivar aquella 'predisposición para inspirar prevenciones 
contra las autoridades constituidas y especialmente contra el Poder Eje- 
cutivo que respetando la delicadeza del asunto y reconociendo la conve- 
niencila de evitar estremos peligrosos, propuso abrir una marcha de 
conciliación que reclamaba ya su posición y responsabilidad; con este 

' objeto se dictó la circular del 12 de agosto último por la cual evitando 
los escollos de las resoluciones generales, se preparaba un abenimiento 
acomodado á los derechos que se agitaban y cada una de las varias cosas 
cuestionadas. 

Pero los efectos de la circular no correspondieron á las esperanzas 
que fundó el Gobierno mientras que los sucesos confirmaron su previ- 
sión y tomaron un carácter cada día más alarmante; mandatos judicia- 
les que se llamaron despojos violentos, fueron repetidamente eludidos, 
o entorpecida su ejecución, devilitando así los resortes de la adminis- 
tración 'da justicia y provocando la contiruación de actos que importan 
tanto prevenir; cuanto podría ser peligroso ul empeño de destruirlo des- 
pués de propagado tan funesto ejemplo. 


Para el gobierno, el proceso de identificación de la actitud de 
los tribunales con la política del gobierno, era ya el comienzo de 
su posible caída. Todos los esfuerzos debían dirigirse a desnudar 
ante las grandes masas, las diferencias que entre una y otra existía: 


“Esta consideración —decia— ha llegado á ser omnipotente como 
lo es la ley de la Salud Pública, porque aprovechando de la sencillez de 
los havitantes de las campañas, se ha propagado metódicamente y gene- 
ralmente que el Gobierno es el que ha provocado y aun dictado los 
mandamientos de desalojo espedidos por los tribunales respectivos; nada 
se ha omitido para consitar el odio y la resistencia a la autoridad y hoi 
con dificultad se hallará un poseedor sin propiedad reconocida, a quien 
no se haya sugerido la idea de que el Ejecutivo está empeñado en des- 
pojarlo violentamente de su posesión” (12), 


Pero la aparente colusión entre la actitud de los tribunales y la 
política del gobierno, no podía disiparse con la reiteración de las 
circulares y su prolija exhibición en los muros de templos y pul- 
perías. La circular aseguraba a los jefes políticos que el gobierno 
había decidido salvar el poder concreto antes que el principio abs- 
tracto de la independencia de poderes. Por fin aparecía aquella 
prosa inteligible para los paisanos: el Gobierno había indicado a 
las Cámaras de Justicia la suspensión de los desalojos hasta que 
el Cuerpo Legislativo dictase las leyes “cuyo vacío había sentido 
el Tribunal” ordenando al Fiscal Obes que en sus vistas expusiese 
opiniones acordes. 

Desde la prensa, otros “escritores públicos” comenzaron a in- 
quietarse por la situación. El irreductible “El Universal”, sancta 
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santorum del antirriverismo en la época del gobierno provisorio de 
Rondeau y Lavalleja, había coronado la laboriosa pirueta iniciada 
al comienzo dei ministerio Vázquez, El Ministro —lo decía “El Reco- 
pilador”— aiquilaba una pieza en la rumbosa propiedad del edi- 
tor de “El Universal, Pero las relaciones entre Vázquez y 
Antonio Díaz no se limitaban a las de vecindad. Antonio Díaz for- 
maba con los hermanos de las Carreras, un triunvirato rico y pres- 
tador. Eran Díaz y de las Carreras los principales propietarios de 
las rentas fiscales rematadas al mejor postor por Santiago Vázquez 
en los días finales de 1831. 

La insurrección lavallejista hablaba por “El Recopilador” cuan- 
do: amenazsba liquidar los negocios de los remates de rentas como 
primera medida de saneamiento. Toda esta connotada vinculación 
entre la posible insurrección de las masas del campo y sus conse- 
cuencias para el grupo especulador descubrió en Antonio Díaz una 
vocación desconocida: su interés por los problemas de la tierra. 

Dos días antes de la mentada circular de Santiago Vázquez, “El 
Universal” se lanzó con todo. En un larguísimo artículo expuso 
todo el fresco de los conflictos de la campaña y de sus preñadas 
consecuencias. Su relato vale como una ajustada síntesis de todo el 
proceso que estamos describiendo; y su frase final, llamando al go- 
bierno a tomar “medidas prontas de seguridad”, valga el giro cons- 
titucional, explican la sensibilidad que Vázquez tenía con quienes 
pagaban los presupuestos atrasados. l 


“Las cartas de la campaña —comenzaba el periódico— nos instru- 
yen del medio indigno de que se valen algunos agitadores para sublevar 
á una clase numerosa de sus habitantes contra las Autoridades consti- 
tuidas, y precipitar de nuevo al País en un caos de anarquía, mas fu- 
nesta, acaso, que la de aquéllos dias de desolación y lágrimas, cuyos 
estragos tanto há costado y aun cuesta reparar,” 


. 


En otros momentos Antonio Díaz no hubiera tenido inconve- 
niente en citar por su nombre la época artiguista, pero los tiempos 
que corrían exigían no lastimar aquellos recuerdos que los mismos 
poseedores consideraban más gloriosos. 


“Sabido es —agregaba más adelante— que la mayor parte de los 
campos, así de propiedad particular como pública, están ocupados hoy 
por ganaderos intrusos, que se han poblado en ellos, ó en virtud del 
abandono en que los tenían sus dueños, ó por otras causas que no es 
del caso referir”. á 


No se precisa ser zahorí para comprender que las “otras causas 
que no es del caso referir” eran ni más ni menos que las donaciones 
artiguistas y sù política revolucionaria, para cuya expresa mención, 
por una explicable superstición, la prensa uruguaya mantuvo siem- 
pre un pudor inextinguible. A pes 

“Algunos de estos [dueños] —continuaba “El Universal'!—. queriendo 


hacer uso ahora de sus estancias, para repoblarlas ó para venderlas, 
han reclamado, primeramente, el reconocimiento de su propiedad de 
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parte de los intrusos, para su desalojo, ó para exijirles tributo; y des- 
pues de no haber conseguido ni una cosa ni otra, han exijido de los 
Tribunales la ornen para expulsarlos.” 


Seguia “El Universal” ponderando la abrumadora generalidad 
de estos conflictos y alertando que en ellos “ninguna parte há teni- 
do, ni puede tener el Gobierno, sinó los Tribun:les de Justicia, cuya 
independencia es bien sabida por todos los ciudadanos”, Comprobaba 
el escritor que pese a ello la extensión de los conflictos 


“produjo en la práctica una resistencia, casí general también, de parte 
de los intrusos, apoyados en las razones ó circunstancias que á cada 
cual le ha parecido favorecerle”. 


Lo que hacía intolerable la situación antedicha volvía a ser el 
uso que: los opositores pretendían d:r a las pasiones así nacidas. 
Los “agitadores”, decía el escritor, “aprovechándose de'la ignoran- 
cia de muchos intrusos, y del espíritu de resistencia que los domina, 
se han derramado por la: campaña, costeándose á ir de rancho en 
rancho pzra persuadirles que el Gobierno de la República y no los 
propietarios, es que los persigue y expulsa”. Los argumentos usados 
por los “agitadores” parecían coincidir justamente con lo que los 
revolucionarios de 1811 y 1825 siempre habian considerado justo. El 
gobierno —se les deciíz— manifiesta ingratitud “criminal” des- 
conociendo los “sacrificios que hicieron para librar la patria del 
“yugo extranjero” 'al arrojarlos de “aquellos terrenos que de justicia 
les corresponden por remuneración de sus servicios”. Los “agitado- 
res” incitaban a los donstarios artiguistas y demás poseedores de la 
independencia “á sublevarse y á combinarse unos con otros por la 
identidad de intereses, para sostener con la fuerza lo que les per- 
suaden pertenecerles por la razón y el derecho”. 

Jamás hemos tenido oportunidad de ver reflejado con mayor 
cleridad el sentimiento revolucionario de las masas pobres y nunca 
hemos observado una mejor y más explícita demostración de la 
identificación histórica que se procesó entre la revolución nacional 
y la revolución social artiguista. Aquellos “agitadores” convocaban 
la ominosa sombra de Artigas, replanteaban nuevamente la conmo- 
ción social realmente revolucionaria de 1815, que el propio Antonio 
Díaz 'se apresuraba a diseñar ante los ojos Suena espantados 
de sus suscriptores: ; 

“No sabemos cuál sea la pena más digna para esta clase de pertur- 
badores calumniosos, en circunstancias de hallarse el país constituido, 
establecido el orden, [—y luego el ominoso recuerdo—] en compensación 


de aquella, infeliz, errante y miserable que han arrastrado en otras épo- 
cas, ya de horror y desolación, ya de ignominia y “esclavitud.” 


La' disyuntiva que proponía “El Universal” fue siempre la que 
plantearon las clases dominantes a punto de ver desmoronarse su 
poder: o la “anarquía” de la revolución artiguista, o la ignominia de 
la dominación cisplatina; o da revolución social o la intervención 
extranjera. a 
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Para quienes habían comprometido sus cuantiosas fortunas en 
las operaciones de hacienda de Santiago Vázquez, el asunto ni 
merecía una nueva vuelta de tuerca discursiva: 


“entretanto —finalízaba— cualquiera que Jea el respeto que debamos 
tributar a la independencia del Poder Judicial, y á la justicia con que 
es reclamado el derecho de propiedad, creemos que, según el giro que 
ha tomado la cuestión, el Gobierno, ejerciendo aquella regular inter- 
vención á. que lo autoriza la responsabilidad del orden público, debe 
adoptar una medida provisoria, y recabar de la Legislatura una provi- 
dencia que concilie los derechos indisputables de los unos, con las consi- 
deraciones que la equidad y la política aconsejan respecto de los 
otros.” (13) 


A buen entendedor, pocas palabras, Al otro dia los tribunales 
recibían la orden de paralizar los desalojos y dos días después la 
circular de Santiago Vázquez reventaba los caballos de los chasques 
para llegar a todas las jefaturas políticas del país. Era evidentemente 
una cuestión de “Salud Pública”, No se equivocaba la circular del 
12 de enero. 


La suspensión de los desalojos rurales 


Una sencilla revista de los conflictos entre propietarios y posee- 
dores artiguistas acaecidos en esos días revelaría la urgente nece- 
sidad que el gobierno tenía de exigir una tregua a los tribunales. 

Los Departamentos de Paysandú, Río Negro, Tacuarembó, Du- 
razno, Soriano, Colonia, Florida y Canelones estaban sencillamente 
convulsionados a lo largo y a lo ancho, por las resoluciones judi- 
ciales que prácticamente amenazaban con provocar migraciones 
masivas de todos sus pobladores. Aunque en menor grado era bas- 
tente similar la situación en los Departamentos de Flores, San José, 
Cerro Largo. Pero las cosas se agravaban mucho más atendido el 
estado de los pobladores de todo el país que estaban en la misma 
condición de poseedores sin título por haberse poblado a partir de 
la revolución de 1825 en terrenos abandonados, De ahí que la gra- 
vedad del problema era semejante en toda la República, indepen- 
dientemente del origen, artiguista o no, de la posesión de las masas 
pobres del campo. 

En 1831, durante el gobierno del ministerio Ellauri-Pereira, y 
el ministerio Suárez-Pérez, la actividad de los tribunales había 
creado el caos y la explosión violenta de todos los paisanos. Los 
letrados alternaban un período como jueces y otro como abogados 
de grandes propietarios. En la defensa de Alzaga se turnaron José 
Ellauri, Juan José Alsina, Francisco Araúcho y Joaquín Campana; 
en la de Juan de Almagro: Francisco Solano Antuña y Julián Alva- 
rez. Santiago Vázquez había sido cl conocido redactor del “Hry 
pues jueces...” publicado regularmente en la prensa en favor de la 
casa Solsóna-Alzáibar, que pretendía nada menos que la mitad de 
los actuales Departamentos de San José y Flores. Florencio Varela 
defendía a José de Arvide, y cuando prácticamente quedóse con el 
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czmpo se hizo defender por José Ellauri. Este, a su vez, como abo- 
gado de José Milá de la Roca, realizó el pleito y obtuvo sentencias 
favorables bajo su propio ministerio, Lucas J. Obes‘ representaba a 
la casa Stewart en su litis con Diego Noble por la propiedad de 
los ya de por sí solos extensos latifundios que fueran de Fontecely, 
Juan Francisco Blanco, Pedro González, Bernabé Alcorta y Juan 
Antonio Bustillos; y obtenida la transacción entre ambos, fue un 
“desinteresado espectador” de las transacciones del gran latifundista 
inglés Diego Noble con Fructuoso Rivera, para que éste le limpiara 
los campos de indios en un principio, y de poseedores después (la 
mayoría de estos campos habían sido confisczdos por Artigas). La 
casa Viana-Achucarro, dueña de la cuarta parte de Florida, repre- 
sentada por los ricos herederos Soria, Vergas, Wich, Juanicó, ete., 
era defendida por Xavier García de Zúñiga, así como la del especu- 
lador inglés John Jackson, comprador a la baja del Rincón del 
Rosario y de 200 leguzs de Florida; ambos pretendían por sí solos 
más de 10.000 kilómetros cuadrados*de dicho Departamento, pobla- 
dos la mitad por donatarios artiguistas (campos de Viana-Achuca- 
rro) y el resto por patriotas de la guerra de 1825, entre los cuales 
había inclusive varios de los 33 orientales (Freire, Spickerman). 
Durazno era un hervidero de poseedores y donatarios artiguistas 
refugiados en la protección de Rivera, a cuya sombra también se 
guarecían los poseedores de Viana-Achucarro y de Bernardino 
Arrúe. Colonia poseía la curiosa condición de no conocer práctica- 
mente ningún rincón que no estuviera contestado por los donata- 
rios artiguistas y los grandes propietarios. Recordemos los hechos 
ya conocidos de Canelones, donde los “mil habitantes” de que ha- 
blaba Alzaga prometían comenzar una nueva revolución en caso de 
ser desalojados; de Soriano, donde los solos campos de Pedro Ma- 
nuel García, Albín y Azcuénaga, repartidos por Artigas, cubrían ca- 
si la mitad del Departamento; de Río Negro, donde los comerciantes 
ingleses Young, Stirling, Noble y otros compraban por nada títulos 
mohosos de viejos propietarios confiscados; de Paysandú, donde los 
campos de Almagro, Barrera, Anzoátegui. Milá. de la Roca, etc., 
estaban cubiertos de dos aluviones de poseedores: los de 1815 por 
donación de Artigas y los advenidos luego de 1825 en que centenares 
de patriotas ocuparon los campos abandonados esperando que se 
repitiera la política agraria de la primera independencia. 

Era con esta situación de fondo que Santiago Vázquez había 
apresurado una política angustiosa y repentista. Quienes con él 
colaboraban en el ministerio y en la prensa creyeron que con la 
última medida arrancada a los tribunales podían darse un respiro. 
Los redactores de “El Patriota”: Juan Cruz Varela y Solano Antu- 
ña (especie de viceministro universal), por Jo menos estaban con- 
vencidos de ello cuando el 16 de enero por la noche fatigarón a los 
cajistas de su diario con un editorial en cuerpo 7 que cubría dos 
de las cuatro páginas del modesto periódico. 


“El acuerdo del gobierno —comenzaba el editorial— que se lee 
entre los documentos oficiales de este número, es una pieza de primera 
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importancia, bajo cualquier aspecto que se le considere. Pocos días han 
pasado desde que, en un periódico de esta capital, pareció un articulo, 
en que su autor,se quejaba de la conducta y de los medios de que se 
valen algunos hombres, para sublevar una clase numerosa de nuestra 
campaña. También nosotros habíamos visto algunas cartas, en las que 
se aseguraban igualmente que aquellos medio ilicitos se ponían en prác- 
tica con tan detestable objeto. Pero el ucuerdo del gobierno, fecha 12 
. del corriente, ha venido a poner de manifiesto el plan sistemado de los 
` perturbadores, y á cruzar hábilmente sus maquinaciones.” 


El periódico aseguraba asimismo que ya el gobierno había 
tenido oportunidad de demostrar la protección que dispensaba “a 
los “pobladores, llamados intrusos”, Enumeraba en particular el 
decreto de 2 de diciembre, a cuyas disposiciones atribuía eficaces 
soluciones. para los poseedores, afirmando que con ello quedaba 
demostrado que “el gobierno, léjos de perseguir á los intrusos, há 
procurzdo ya algunos medios de establecerlos”. 

“El Patriota” estaba seguro de que con estas medidas habría 
sido suficiente para “squietar a los pobladores de nuestra campaña” 
sobre las miras del gobierno 


, “pero, como l] odio personal nada respeta y de todo abusa, no faltan 
'jenios discolos que, sacando partido del cuidado y temor en que viyen 
los paisanos del campo, que no tienen propiedad territoríal, y abusando 
de su incauta sencillez, emplean una habilidad maligna en hacerles creer 

.. que el gobierno es el empeñado en lanzarlos de los terrenos en que se 
“han establecido.” $ 


. Atribuía, a la escasez “de luces” de los paisanos la facilidad con 
que habían confundido “los actos que emanan de los distintos pode- 
res 'sociales”, por cuanto habituados al solo poder del ejecutivo 
“miran todos los actos judiciales como otras tantas disposiciones 
del gobierno”. Su. preocupación. por aclarar las diferencias que en 
estos extremos se tocaban nacía con los ojos puestos en las graví- 
sims sentencias recaídas sobre una inmensa masa de poseedores, 

| Sostenia “El Patriota” que estos errores no hubieran sido difíci- 
les de esclarecer de no haber mediado los “perturbadores dedicados 
á confirmar en ellos á los sencillos campesinos” de modo de trans- 
formarlos_en “instrumentos de una obra de destrucción y anarquía”. 
Agregabz= que la independencia del Poder Judicial en el joven 
Estado era casi un hecho insólito en la América meridional y sus 
tribunales jamás habían sido avasallados por el Poder Ejecutivo, por 
lo que éste no podía “ser responsable de las determinaciones del 
poder judicizl”. Sólo el espíritu de partido había agitado a los 
paisanos' contra la autoridad. Felizmente, no habían logrado “el 
resultado funesto á que :=spiraban”. A pesar de que “las especies 
subversivas, derramadas entre ellos, han podido causar algún des- 
cóntento” éste no se había manifestado mayormente y se calmaría 
—confiaba “El Patriota”— “cuando circule por todos los ángulos de 
la República, el acuerdo del gobierno”. 

Asimismo aseguraba que el acuerdo no suponía que “la auto- 
ridad:haya tenido en vista principalmente la necesidad de cruzar 
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los proyectos siniestros de sus enemigos”, sino que había nacido en 
base a “principios de equidad y justicia”. 

Considerando que os pleitos sobre la propiedad y posesión de 
la tierra tenízn muy diverso origen y que no menos lives eran 
los derechos de los que disputaban, afirmaba que sólo una minuciosa 
operación de información podía deslindar los derechos. Añadía que 
justamente la dificultad de la operación habia sugerido al tribunal 
superior de justicia la consulta de 13 de enero de 1830. Había que 
evaluar los actos de los distintos gobiernos extranjeros que se 
habían sucedido en el país. 

En cuanto a los poseedores de origen artiguista, se preguntaba 
el periódico qué valor había de asignarse a los actos 


“de ciertas autoridades de hecho, que Pi mucho tiempo el terri- 
torio antes de la ocupación extranjera; hasta qué punto, en fin, pueden 
crezrse subsistentes los efectos de algunos decretos, expedidos por las 
primeras autoridades patrias, contra muchos individuos, cuya .propie- 
, dades fueron secuestradas, y pasaron á otras manos.” 


En realidad, serias reservas merecía la sinceridad de estas afir- 
meszciones del portavoz oficioso del ministerio cuando ya, según la 
tesis oficial, la suerte de los donatarios artiguistas estaba sellada. 
Y muchos hechos hablaban en ese sentido. Todos los tribunales y 
fiscales, apenas con diferencias de matiz, se habían expedido sohre 
el punto. Si Bernardo Bustamante se escandslizaba cuando alguien 
pretendía -discutir la potestad del gobierno cisplatino a disponer de 
la tierra, Lucas J. Obes había declarado decenas de veces absolu- 
tamente inválidss las concesiones artiguistas, negando la autoridad 
del Jefe para disponer siquiera de la tierra fiscal. Ninguna duda 
había turbado a tribunales ni al gobierno cuando el comerciante in- 
glés John Jackson pidió se tuviese por buena læ donación de Lecor 
a Nicolás Herrera. Y aún no se había secado la tinta del subsiguien- 
te auto de desalojo a los poseedores artiguistas de Rincón del Ro- 
sario, dictado a petición del encumbrado británico. Eses dudas, edi- 
torialmente formuladas, no resultaban de escrúpulos jurídicos sino 
del temor pragmático de que tantos intereses lesionados podían en- 
cauzarse en un torrente de violencia que podía hacer rodar al go- 
bierno. 

En opinión de los redactores sólo nuevas leyes podrían arreglar 
el caos de la propiedad territorial, y hasta que no adviniese esa 
nueva: legislación no podía permitirse que los tribunales decidiesen 
por sí la aplicación del viejo derecho nacido para otras circuns- 
tancias, Esa sería, a su juicio, la principal tarea de la próxima Le- 
gislatura, 

7. Creían, en fin. “que mediante ese acuerdo se pacificarían los 
ánimos en la campaña, haciendo perder pie a la oposición levantisca: 


“Creemos que este solo paso de la autoridad inutilizará todos los que 
hayan dado on la campaña los perturbadores del órden [..... ] Aquellos 
hombres sencillos conocerán al cabo que se les quería arrastrar á la 
sedición y al desorden, abusando traidoramente de su inexperiencia, y 
serán on adelánte más advertidos y: cautos.”(15) 
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Los ministeriales silbaban en la oscuridad. Sólo faltaba saber si 
no se equivocaban. 


“Los campos de Soria” en prosa de Lucas Obes 


Hasta ahora, la apasionada política de Santiago Vázquez, desti- 
nada a llevar tranquilidad a los poseedores, demostrándoles preo- 
cupación y buenos deseos, no había tenido expresión más que en 
la prensa y en circulares administrativas. Seguramente los conduc- 
tores de esa política sintieron la necesidad de ofrecer pruebas más 
palpables. El pleito con que el gobierno estrenó su nueva postura 
fue detonante y llenó esa necesidad. Dio prueba cabal de amparo 
de posesión a decenas de familias artiguistas, al tiempo que el Pre- 
sidente Rivera, ostentosamente, prometía su protección a esos mis- 
mos vecinos. De paso, golpeó frontalmente al lavallejismo, no sólo 
porque le quitó uno de los motivos de su agitación, sino porque 
desnudó las intenciones y puso en la picota al gran propietario así 
lesionado, Manuel de Soria, primo de los Oribe y elemento ultra 
entre los primaces de la oposición. ` 

A fines de diciembre, Manuel de Soria, heredero y apoderado 
de la legendaria casa Viana-Achucarro, realizó un enérgico esfuerzo 
para arrancar de los tribunales la sentencia que le devolviese defi- 
nitivamente los campos del Yí, Maciel y Timote. Tanto como para 
aguarle las fiestas, el Fiscal Obes dio su vista el 31 de diciembre 
de 1831, ya en plena conmoción nacional y en el climax de la nue- 
va política de Vázquez, 

Para empezar, Obes trancribió textual e íntegramente su ya 
famosa vista de 17 de abril de 1830, dada en el asunto Almagro, 
caso similar, y expresaba: 


“Estos principios, adoptados en el caso particular de aquel dictamen, 
son los mismos que sirvieron de base á la circular de 12 de Agosto 
último, y para abandonarlos ahora, como se pretende, sería preciso que 
D.n Manuel Soria ó justificase que sus terrenos, aunque distribuidos 
por el Cabildo Gobernador de 1814, y desde entonces poseidos por “55” 
vecinos, según los antecedentes que obran en este ministerio, no estaban 
comprendidos en la regla general; ó que para exceptuarlos había en su 
causa algo más digno de la consideración de V.S., que un buen título 
de propiedad.” 


Afirmaba Obes que sin poseer una causa semejante no se podía 
solicitar que los tribunales molestasen a “una multitud de hombres 
que de hecho poseen lo que litigan, y que sin disputa lo han poseido 
con aprobación de autoridad competente, y noticia de los propie- 
tarios, que se suponen autorizados para impedirlo”, La gravedad de 
las cosas —sostenía— había planteado si el título había caducado 
o no. 


“Como esta cuestión no puede tratarse sin ventilar otras de carácter 
más delicado —agregaba—; y como esas discusiones el Gobierno no las 
considerase propias del momento, ¡por eso se ha dicho que las Justicias 
Departamentales concurran de su parte á mantener las cosas en el estado 
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` 


en que las dejó el temblor revolucionario, hasta que las leyes arbitren 
y sujieran medios para restituirles á su antigua posición. 

, Y suponer que esta medida es un ataque simultáneo á la propie- 
dad y la independencia del Poder que administra las leyes, es hacer un 
abuso, no muy inocente, de los principios, para conmover y escitar el 
descontento entre las propias clases que el Gobierno cree mecesario recon- 
ciliar por su mediación, para que ni una ni otra se hostilicen, sa dañen 
y se destruyan, comprometiendo con sus querellas el sosiego de los 
demas.” . 


La estocada de Lucas J. Obes era profunda. Mostraba cómo el 
núcleo de grandes propietarios que rodeaba a Lavalleja buscaba el 
susurro de los tribunales para obtener la devolución de sus propie- 
dades, y posteriormente intentaba aprovecharse del ardor revolucio- 
nario de las masas así inquietadas para lanzarlas contra el gobierno, 
que justamente aparecía a los ojos de los latifundistas afectados 
como un obstáculo al desalojo masivo. Se desliza Obes aquí entre 
la audacia de los principios y la ironía concreta destinada a soli- 
viantar a Soria, cuyo violento carácter le había hecho merecer el 
mote de “Capitán Pimienta”. Asegurando que el respeto de la pro- 
piedad así exigido por Soria tenía larga vida en la Banda Oriental, 
preguntaba machaconamente por qué razón el propietario no había 
reclamado sus campos en 1814, en 1820 y en 1825. Pregunta que no 
tenía respuesta audible. “La Matraca”, libelo del círculo riverista, 
lc recordaría pocas semanas después: en 1814, Soria estaba tras los 
muros de Montevideo matando patriotas; en 1820, estaba en España 
cooperando en organizar la expedición reconquistadora, y en 1825, 
rondaba a Lecor para lograr, de algún modo, lo que buscaba'*”, 

Golpeando al caído, se abusaba Obes al demostrar a Soria los 
perjuicios que su “desidia” había acarreado para la viabilidad de 
su actual solicitud: 


“Los propietarios: se abstuvieron de reclamar como lo hacen ahora: y 
callando, ó consintiendo en la ocupación de lo suyo, confesaron que 
esta grande injusticia algo tenia que la hiciera respetable, ó no era de 
aquellas que puedan medirse con la escala común de esos principios 
que nacen con la sociedad y siguen todas sus vicisitudes.” 


Pero además de burlarse de Soria —especie de “béte noire”, 
para los girondinos del riverismo— Lucas J. Obes tenía un oficio 
a cumplir: contribuir a la estzbilidad del gobierno y a la aplica- 
ción de la política ministerial. Su tono recobra, entonces, grave- 
dad y practicidad: 


“Sin tomar en consideración estos, que también son principios, D.n 
Manuel Soria invoca solamente loa que pueden convenir á su propósito, 
y partiendo de ellos, no duda pedir que V.S. proceda al desalojo delos 
poseedores, que han invocado la Circular de 12 de agosto prox.o pas.do 
como un decreto de amparo provisorio contra esta especie de tentativa. 
Las resultas de un paso semejante V.S. puede calcularlas: á este minis- 
terio no le toca mas sino sostener una medida, que, sobre justa, en razon 
de lo expuesto, ha merecido la aprobación del Poder Judicial, y puede 
asegurarse que forma regla para todos los juicios entre poseedores y 
propietarios de terrenos abandonados en el curso de los últimos 20 años. 
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“Entretanto —agregaba más adelante— el Fiscal General pide que 
el Juzgado, auxiliando como .debe las miras del Gobierno, coopere por 
su: parte al mas fiel cumplimiento de la Circular de 12 de Agosto de 
este año y que en este sentido conteste á la nota de f.100 para inteli- 
gencia del Juzgado ordinario del Durazno, y de los poseedores á quienes 
.interesa.''(17) 


Una batalla ganada, podría haber dicho Obes. Con esta vista 
fiscal, el gobierno podía sentir asegurada su frágil retaguardia: el 
aparato judicial, siempre dispuesto a brindar “ciega justicia” a los 
propietarios. El uso que Obes hacía de la Circular de 12 de agosto 
valía más' que la circular misma, puesto que la ejercía como de- 
creto suspínsivo: a ella se habían ¿cogido los poseedores de Soria, 
y Obes no sólo lo aceptaba como natural; sino que remachaba su 
validez afirmando que ella formaba regla p:ra todos los juicios en- 
tre poseedores y propietarios de terrenos abandonados en el curso 
üe los últimos 20 años. Todos los tribunales y todos los propieta- 
rios sabían ahora que sobre la valla del Fiscal no saltabá una liebre. 

Toda la política de Santiago Vázquez estaba condenada al fra- 
caso si al mismo tiempo las grandes multitudes de poseedores no 
adquirían rápido conocimiento e inmediata confianza en la actitud 
del gobierno. No abundan los testimonios directos de la puesta en 
práctica de esta “operación confianza”, valgan las locuciones mo- 
dernas. Más explícitos son los escritos judiciales, en los que se com- 
prueba la inmediata paralización de todos los juicios de desalojo 
por todo el año 1832, salvo —obviamente— aquellos expedientes en 
los que se acataron las miras del gobierno y se orientaron a la po- 
lítica. de reversión al Estado de los campos en conflicto, proceso del 
que: nos ocuparemos más adelante. 

De todos modos, algunos de los hallados permiten observar que 
los jefes políticos y alcaldes ordinarios de todo el país fueron activos 
portadores de-la polític de Santiago Vázquez. 
a “En Soriano, por ejemplo, se dio quizá la más sintomática y 
enérgica de, las posturas. Posiblemente la influencia de la oposi- 
ción lavallejista obligó al gobierno a una especial atención sobre 
zquel Departamento, donde los donatarios artiguistas de los cam- 
pos: de Pedro Manuel García, directamente representados por La- 
valleja —a quien habían enviado todos sus documentos de dona- 
ción— encontraron posibles aliados en los vecinos del extenso la- 
tifundio de Azcuénaga. Su propieterio de entonces, Miguel de Az- 
cuénaga, hijo del revolucionario de la Junta de: Mayo, residía en 
ese momento en Soriano, impulsando diligencias de mensura y re- 
conocimiento del campo otrora confiscado por Artigas(**, 
Era Jefe Político Gregorio Salzdo, militar de la independencia, 
“y amigo y hombre de confianza de don Frutos. Parece que Salado, 
“apenas recibía una de las circulares del gobierno convocaba a los 
“vecinós y lés exhibía las resoluciones oficieles, aleccionándolos £o- 
bre las ventajas que él acatamiento a las nuevas disposiciones agra- 
«rias. ofrecería. alos: poseedores e intrusos en general. 

..Una carta de los poseedores de Arroyo “Grande ilustra sobre 
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esta conducta de Salado, a la vez que sobre las complicaciones e 
interpretaciones que funcionarios subalternos - Y paisanos agregaban 
a les aparentemente claras instrucciones gubernativas. 

Una de das circulares —la de 23 de diciembre de 1831— soli- 
citaba a los jefes políticos que persuadiesen a los poseedores de 
acogerse a las diversas medidas dictadas en los decretos de 23 de 
noviembre y 2 de diciembre de 1831, para lo cual era necesario que 
se registrasen quienes quisieran optar a sus beneficios. Y el 7 de 
febrero, desde Arroyo Grande, escribía el hacendado Juan Olivera 
a Lavalleja: 


“Tengo la satisfacción de elevar alconosimiento de V.E. la adjunta 
_ copia del circular, que sehadado al pco. expedida con fha de 23 de Dbre 
de 1831, Y pareciendome, una cosa impropia, dirijo: a V.E. porconducto 
dedos vesinos, paraque, impuesto, enel asunto, sesirve darme un cono- 
sim.to deloque devo haser en el caso: eldia, 2 del que rije; mandó el 
Juez depolicia d.n Gregorio Salado, que dho dia Estuviese este vesin- 
dario reunido, previniendo, que cada individuo; presente sustitulos, de 
propiedad delos terrenos que ocupan; encuio acto, mandó que mani- 
fieste cada uno, el titulo de propiedad, aloque respondimos, auna vez, 
que noteniamos, que los docum.tos dedadibas denro favor, se hallaban 
empoder dnro apoderado; eneste caso resolvió el sitado Salado, q.e para 
cuando viniesen los mensores detierras que tuviesemos prontos, delo 
contrario aviamos deperder nro. dro. y la gracia, queprometia elgno 
y gualm.te nó tendríamos unaqueja del Sup.or gno; y porhallarme algo 
escaso, de las operaciones quedevo practicar: sedicne darme las luces 
convenientes paraproseder con acierto.” (19) 


De este testimonio se desprende que Gregorio Salado alteró las 
instrucciones generales insertas en la circular, o poseía otras que 
desconocemos. En la primera hipótesis, es posible que Salado arre- 
glase las instrucciones para que los poseedores solicitasen de La- 
valleja la devolución de sus documentos artiguistas, : de manera que 
fueran rompiendo sus lazos con el caudillo. Al mismo tiempo :que 
los amenazaba con l= pérdida de sus derechos si no presentaban 
los documentos a las anunciadas comisiones de.catastro, les sugería 
la conservación de la “gracia quepromena” el: gobierno, -del que no 
tendrían quejæ si así lo hicieren. 

.Pero el tono más general del apoyo de fos jefes poliis: a Jos 
requerimientos del gobierno parece haber sido el.de apoyar: a Jos 
poseedores y tranquilizarlos respecto a su posesión, impidiendo in- 
clusive los procedimientos judiciales que en uno u otro caso sobre- 

pasaban lo que aquéllos entendían ser les directivas del gobierno. 

Pude estimarse incalculable la reacción que los poseedores habrán 
tenido y la adhesión casi incondicional que habrán prestado desde 
entonces al gobierno, si juzgamos los acontecimientos que, entre 
amargado y escandalizado, relataba un corresponsal del periódico 
lavallejista “El. Recopilador”' el 22 de mayo de 1832. - ¿ Decía: t 


“El 5 se presentaron en la casa de un See Tohiteo. çomo iis 6 20 
individuos intrusos en terrenos de propiedad particular, quejándose de 
que algunos agrimensores se habían presentado: 4: mensurar "los terrenos 
que poseían; y que ellos nó los :permitirían, gritando todos .á' voz “en 
cuello: ‘no queremos cuerda, no queremos cuerda’ faltando, al respeto 
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debido á una autoridad 'que de tan celosa encarcela justamente a un 
artesano é insulta groseramente a otro”. ¿Y qué contestó, señor editor, 
el gefe político que oia la insolencia, que presenciaba el desacato de 
los que querían sujetarse á las disposiciones superiores? Nada que con- 
tuviese á una multitud inquieta, y al contrario, fuese por debilidad, 
ignorancia ó mala intención, apoyaba con sus consejos, lo que debía 
ser refrenado con severidad: llegó el caso de decirles que hacian bien 
en no permitir que nadie los desalojase de los que les pertenecía; que 
á todos los que se presentasen á mensurar sus tierras “los corrieran a 
chicotazos', que él respondía de todo; y en seguida agregó que nada 
de lo que se había dispuesto dimanaba del gobierno sino de la Exce- 
lentísima Cámara de Justicia; leyéndoles una carta que decia ser, del 
señor Ministro en que le decía lo mismo; finalizando así el suceso más 
raro que se puede referir. ¿Y qué le parecerá al público esto? ¿Creerá 
que es un hecho puramente ideal? ¿Creerá que es una calumnia? Nada 
de eso; ya hemos dicho que somos patriotas y Orientales y mo viles 
calumniadores. Este suceso se ha hecho público, porque los mismos veci- 
nos del Arroyo del Vizcocho, lo han referido por todas partes.” 


Suponemos que los acontecimientos relatados ocurrieron en el 
costado oeste del gran establecimiento de Azcuénaga, quien por esa 
fecha había obtenido permiso para realizar la mensura y que poco 
después obtendría el reconocimiento de sus títulos. Lo importante 
de este suceso. es que poseedores y jefe político sobrepasaron vio- 
lentamente las conciliadoras medidas que Gregorio Salado atribuía 
a la circular de Santiago Vázquez, que no otra cosa era aquella 
“carta que decía ser, del señor Ministro...” Seguramente jamás hu- 
biera supuesto Vázquez que sus instrucciones serían así interpre- 
tadas. Muy lejos estaba del Ministro como del Fiscal la idea de 
impedir todas las actuaciones judiciales, Se limitaban a impedir que 
éstas se resolviesen en lanzamientos irreversibles, masivos y vio- 
lentos, Todas aquellas instancias que concurriesen al esclarecimiento 
de la propiedad eran aceptadas porque —se suponía— no afectaban 
el derecho de los poseedores ni exigían necesariamente el desalojo 
de éstos. Entre aquellas medidas que las autoridades judiciales acep- 
taban con pocos requisitos, estaba la mensura de los campos, que 
era muchas veces entendida como una diligencia puramente infor- 
mativa. De más está decir que los grandes detentadores de tierras 
sabrían usar en el futuro esas meras diligencias de información para 
arrastrar, por inferencia, la demostración de la perfección de la 
propiedad, 


NOTAS AL CAPITULO VIII 


(1) AGN. Compilación de leyes y decretos. Tomo I, pág. 330. 
(2) Ibídem, pág. 334. 
(3) Ibídem, pág. 336. 


(4) “Archivo Lavalleja". Tomo correspondiente a los años 1829-1836. 
“Pág. 263. Véase el desprecio que el poseedor: Lorenzo Centurión expresa por 
el decreto, en carta 2 Lavalleja. 26 de diciembre de 1831, 
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(6) AGN, “Acuerdos y decretos del Ministerio de Gobierno (1830-1852)”. 
Circular del 12 de diciembre de 1831. 

(7) “Compilación...” Tomo I, pág. 224 y 226. 

(8) AGN, “Acuerdos...” cit., 22 de diciombre de 1831. 

(9) AGN, "Acuerdos y decretos del Ministerio de Gobierno. 1830-1852”, 
23 de diciembre de 1831, 

(10) “Archivo Lavalleja”, Tomo correspondiente a los años 1829-1836. 
Págs. 275 y 278. 

(11) Ibídem, pág. 284. 

(12) En el archivo de Lavalleja se hallan copias de la mayor parte de 
la legislación agraria de estos días, mostrando la importancia que ella tenía 
DER el caudillo. Págs. 238, 253, 256, 259, 260, 262 y 274, del tomo arriba 
e O. 

(13) AGN, “Acuerdos y decretos del Ministerio de Gobierno. 1830-1852”. 
13 de enero de 1832. 

(14) “El Universal”, 10 de enero de 1832, 

(15) “El Patriota”, 17 de enero de 1832. 


(16) “La Matraca”, 13 de marzo de 1832: 

Estimado compadre. — El que suscribe tiene el honor de dirijirse al 
Sr. Compadre por medio de estas cortas líneas para decirle y poner en su 
noticia, en como el tal sujeto que quiere quitar sus campos á estos pobres 
paisanos, no es Sr. Coronel de la Patria sigun por equívoco se te avisó en 
nota aparte: sino un teniente del Rey de España hijo de su padre que tubo 
al que subscribe en el zepo de la Ciudadela mas de un año con otros mozos del 
pago de la primera patria de Buenos Aires y nos hizo comer unas comidas 
tan malas que por fin unos se murieron y el abajo firmado me quedé escu- 
rrido como trapo por queel Godo viejo era malo como toítos los Diablos y de 
pura rabia mandó la casta á España. 

El tal teniente me dice el Sordo de la Tapera que esta junto al paso que 
estaba para venir á esta tierra con un jeneral muy diablo que llamaban La- 
vispar, me parece, pero es cosa de avispas y seria muy mal hombre, que trahiba 
mucha gallegada y malos americanos para hecharlos de gancho el tal entre 
ellos: que decia iba á ser Marqués del Yi en acabando de matar á sus paisanos 
por que peleaban contra el Rey de España. 

Ahora sabrá el Sr. Compadre queel dicho Señor viendo que ya no había 
ni esperanzas (dice el Sordo) que en una montonera que tuvieron ellos por 
allá muy grande v:endose tan pobre cojio y se vino aquí y se metió en la 
bulla de la ultima patria y como tenia parientes ricos ai le dieron cargo y 
andubo pintando que metia miedo: y haciéndose de a caballo para parecer jente. 

Todas estas cosas y otras muchas le dirá mas por estenso el portador 
que va en busca de una limeta de Larrúa y es mozo que sabe, devalde Vd. 
lo vé así: y el mismo me traherá lo que haiga salido del gobierno á respecto 
del dicho asunto que nos tiene calientes por ver que ya todos somos unos y 
que es mentira que los palsanos que servían al Rey de España habian de 
pasarlo mal pues ellos son coroneles y les dan las tierras que han hecho colo- 
rear con la sangre de nuestros hijos. š 

Con que le estimaré que mire esta cosa como debe y me avise como vamos 
para que también sepan los paisanos si somos o no somos y si al fin el hombre 
es teniente del Rei de España ó que cosa es, y si lo que dejó por hirse 4 
servir contra la Patria es suyo que yo tengo la cabeza como porongo y el 
muchacho que escribe se está durmiendo y en otra seré mas largo. [...] 

Patricio Maciel y Castro 


(17) MHN, Colección de Manuscritos, Tomo 296, fojas 123, 
(18) AGN. Libro 73. Padrones de Soriano. 1832. 


sl pil “Archivo Lavalleja”, Tomo correspondiente a los años 1829-1836. 
E. 4, 
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CAPITULO IX 


TIERRA Y GUERRA CIVIL 


La “reversión” al Estado de los campos en conflicto 


¿En qué consistía, pues, la politica del gobierno respecto a los 
donatarios artiguistas? 

1. Desconocer tanto la capacidad soberana del gobierno arti- 
guista para conceder tierra en propiedad, como en negar la validez 
de los documentos que a sus leyes de tierras se refiriesen. 

2. Aceptar los documentos artiguistas de tierras emitidos so- 
bre fundos fiscales a simple título que ofrece una fecha cierta de 
toma de posesión. Aceptada y verificada la fecha cierta de posesión, 
el donatario artiguista debía someterse a las leyes vigentes de ad- 
quisición de tierras: enfiteusis, moderada composición, etc. 

3. Los documentos artiguistas de tierras emitidos sobre predios 
particulares eran'totalmente rechazados, y obviamente preferidos los 
títulos, perfectos o no, de aquellos propietarios o detentadores con- 
fiscados en su época por Artigas. 

Ante la conmoción que esta mera y aséptica política provocó 
en todo el país, el gobierno matizó y flexibilizó estas grandes líneas 
—sin abandonarlas— mediante los siguientes principios: 

1. Suspender los trámites de los pleitos en curso, en tanto las 
Cámaras no aprobasen —y entrasen en vigor— las nuevas leyes aue 
contemplesen todos los intereses. 

2. Promover transacciones entre propietarios y poseedores. 

3. En caso de que estas transacciones no fuesen aceptadas o no 
llegasen a feliz término, colocar al gobierno como componedor me- 
diante la reversión de los cempos en litigio al Estado, quien por 
una parte pagaría precios convenidos a los propietarios y, por otra, 
colocaría en los campos a los poseedores de mejor derecho y de me- 
jores condiciones económicas, ubicando en otros terrenos, chacras, 
pueblos, a los poseedores de modestos recursos o indigentes, 
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4. Impedir por todos los medios que en el curso de esta política 
renacieran las condiciones conflictuales que habían colocado al go- 
bierno en tan difícil situación. 

Esta política —es muy importante señalarlo— era puramente 
arbitrio del Poder Ejecutivo, sin ninguna intervención de las Cáma- 
ras. Justamente la discrecionalidad y laxitud de aplicación de esta 
política parecía ser lo que aseguraría más rápidamente los logros 
que el gobierno se proponía. La colocación de los poseedores de 
acuerdo al juicio del Poder Ejecutivo, traía como inmediata conse- 
cuencia que los poseedores se ubicaran frente al Poder, primero en 
una relación de expectativa, y después de dependencia, dado que la 
inexistencia: de leyes y reglamentos sobre la normación y aplica- 
ción de aquella política, los hizo presa de la línea que daba tierra, 
poca o mucha, como contrapartida de servicios económicos, políti- 
cos y guerreros. La reversión al Estado de los campos en conflicto, 
sin manejo ni control, daba lugar —y tal sucedió— a gravar al Era- 
rio con onerosísimas y fraudulentas operaciones de permutas de 
campos, de emisión de letras de Tesorería, de afectación de rentas, 
etc., haciendo que la tierra pasase a ser —hasta la locura— un mero 
papel de bolsa. í 

El principio de solución de conflictos entre propietarios y po- 
seedores mediante la reversión de los campos al Estado y subroga- 
ción por éste de los propietarios en la venta de los terrenos poseídos 
a todos aquellos que estuvieren en condiciones de comprarlos fue 
propuesto y fundamentado por primera vez en la vista fiscal de Lu- 
cas J. Obes de 17 de abril de 1830, dada con motivo del conflicto en 
los campos de Almagro, situados entre los arroyos Negro, San Fran- 
cisco y Sacra (Paysandú). La certera visión de Obes —una de las ca- 
bezas más esclarecidas del siglo XIX— fue confirmada por todos los 
hechos que se sucedieron hasta agosto de 1831, en que su cuñado José 
Ellauri, desde el Ministerio de Gobierno, lanzó la circular de 12 de 
agosto, recogiendo las ideas de Obes y convirtiéndolas en política 
gubernativa. Tea 

Santiago Vázquez, apenas llegado al Ministerio, el 7 de noviem- 
bre, se embarcó con particular energía en la aprobación y ejecución 
de esos principios, Tanto su politice legislativa, como las directivas 
que impartió por todos los canales administrativos, no eran otra co- 
sa que la aplicación de tales principios, convertidos entonces en an- 
gustiosa necesidad. . 

Desde el Ministerio Fiscal, encontróse Lucas J. Obes, por fin, 
respaldado en lo que habían sido sus opiniones desde la época cis- 
platina, en la que teorizara, entre otros, sobre la llamada política de 
“amparo a los poseedores de fuena fe”. No puede menos que recor- 
darse la soberbia y satisfacción que rodean sus afirmaciones conte- 
nidas en la vista fiscal de 31 de diciembre de 1831, que enarbola la 
circular de 12 de agosto como consecuencia y. tardía aplicación de 
su vista fiscal de 17 de abril de 1830, la que repitió por entero, como 
prenda de originalidad y de triunfo. Su presunta desorbitada arro- 
gancia en: decretar, desde la Fiscalía, como regla para los jueces, las 
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conclusiones de aquella circular, no era sino expresión de la segu- 
ridad que respiraba de que nadie que amase su pellejo y su fortu- 
na podía ya oponerse a los términos por él preconizados desde 
antiguo, 

Fue al terminar el año 1831 que dichos principios encontraron 
su primera aplicación. Los terrenos de Melchor de Albín, situados 
entre los arroyos Víboras y Vacas, habían sido destinados a la fun- 
dación de un pueblo —Carmelo—, que ya entonces florecia por su 
activo comercio con el alto Uruguay y Buenos Aires. Sus vecinos, 
agraciados con solares, chacras y algunas suertes de pastoreo, cu- 
brían los ricos campos, harto valorizados por su actividad y trabajo. 
Intentar en 1831 desalojar a un denso vecindario y arrasar a un pue- 
blo, no se le ocurría ni a aquel seráfico Fiscal Bernardo Bustaman- 
te, que tanto había cargado la boca para destratar a Artigas y a los 
donatarios. No es, pues, de extrañar que Francisco Martínez Nieto, 
casado con una de las hijas del finado Administrador de Correos 
de Buenos Aires y a la sazón apoderado de la rica testamentaría, 
aceptase presentarse oficialmente al gobierno solicitando se decla- 
rase “propiedad nacional los terrenos que reclamamos sus legítimos 
dueños con derecho a la compensación que les acuerdan las LL ge- 
nerales y el capítulo 144 de la Constitución”. 

Pasada al Fiscal la petición de la casa Albín, respondió Obes 
que los asuntos de este género debían regirse por las instrucciones 
de la circular de 12 de agosto, y en una segunda vista recomendó se 
formase a tal efecto un juri de cinco miembros. Aceptada esta opi- 
nión y reunido el juri, los tasadores estimaron por mayoría que la 
indemnización debía hacerse a razón de $ 4.000 la legua cuadrada 
de campo, Refutó violentamente Obes la opinión del juri, que to- 
maba como valor el trabajo incorporado por la densa población, que 
en veinte años tanto lo había acrecentado, afirmando que la pro- 
puesta no era “pasable por su exceso” y recordando que eran “re- 
petidas las transacciones de terrenos q.e el Fisco trata de vender, y 
quizá no hay una, en que las calculadas hayan dado el valor de cin- 
quenta pesos cada legua quadrada”. Recorridas nuevas instancias de 
discusión, llegó el asunto a resolución del Ministro Santiago Váz- 
quez, quien pasando por encima de la opinión fiscal aceptó que se 
reconociese a los Albín la increíble suma de $ 14.000, que en varias 
veces superaba el valor que hubieren alcanzado de ser el Estado 
quien las vendiese, 

Pocos días después, el 15 de enero de 1832, otro gran propieta- 
rio, Juan de Almagro, se allanaba a penetrar por la vía de aquella 
opinión fiscal inserta antaño en su litigio. En respuesta a la “aber- 
tura hecha p.r el Señor Fiscal Gral.” en el sentido de convenir una 
solución “sobre la base de hacer cambio del todo o parte de dha. 
propiedad por otra de propiedad pública que sea á nuestro cargo 
denunciar”, se presentó José Ma. Almagro en representación de to- 
dos los herederos dispuesto a secundar “las miras paternales del 
Gob.no”. En su representación recordaba José Ma. Almagro los su- 
cesos revolucionarios de los que había resultado la pérdida de su 
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propiedad, asegurando que dicha propiedad era “el patrimonio y la 
única fortuna de diez hijos”, algunos de los cuales habían combati- 
do en la guerra contra el Brasil. Sostenía que la mayoría de los 
intrusos no provenían de la época artiguista, contra lo que éstos de- 
claraban, y que, por el contrario, eran “advenedizos de una Provin- 
cia estraña y limitrofe por la margen derecha del Uruguay”. Sien- 
do como era en parte verdad lo afirmado por Almagro, no deja de 
ser singular la insistencia con que el gran latifundista porteño traía 
a colación aquella distinción. Demostraba con ella que, a los ojos 
de los paisanos, el más preciado título de posesión era el que se en- 
lazaba con la política agraria artiguista. Por otra parte, no es me- 
nos ilustrativo que el gran propietario comprendiese que lo que 
más temía el gobierno era la agitación de los donatarios de algún mo- 
do vinculados a las tradiciones revolucionarias de la. Patria Vieja. 
El suponer que los poseedores eran advenedizos era un modo de 
afirmar que sus derechos y peligrosidad no eran de aquellos que 
el gobierno deseaba atender. 

Expuesto que hubo lo precedente, siguió Almagro con el con- 
tenido de sus propuestas, consistentes en reservarse el mejor rin- 
cón ya reconquistado en la época cisplatina, en tasar los terrenos 
restantes puestos a disposición del gobierno y en solicitar en per- 
muta —precio a precio— tierras públicas que a los efectos denun- 
ciaría, 

Recibida la propuesta por Santiago Vázquez, la pasó a Lucas J. 
Obes, exigiéndole un “pronto despacho”. El Fiscal se expidió el 31 
de enero de 1832 en una vista breve pero cargada de significación: 


“supuestas las resoluciones del Poder judicial —decia— que condujeron 
este asunto al punto en que aparece desde fs/ ; y supuesto asimismo 
que por un efecto inmediato dela propuesta de Don Jose María Alma- 
gro aquella litis será terminada en el sentido que lo desean los posee- 
dores del terreno entre Sacra y Arroyo Negro, la opinión de este Minis- 
terio no puede ser otra sino que se adopte un partido análogo, alos 
principios ostentados en la circular de doce de Agosto de 1831, y acuerdo: 
que se asigne de un modo irrebocable, y que si es posible sirva de 
modelo en todos los casos que puedan ocurrir mientras la Ley no provea 
de mejores medios (lo que no es fácil) para conciliar los intereses 
opuestos de poseedores y propietarios de terrenos abandonados o distri- 
buidos en el curso de la rebolucion, y en fuerza p.r lo comun de sus 
extraordinarias vicisitudes.” (2) 


De esto importa, ante todo, un hecho por demás novedoso en la 
agitación de estos conflictos: los poseedores tenían noticias de la 
transacción y estaban acordes con ella, La vía así abierta era tan 
promisoria que para Obes no podía dejar de usarse la transacción 
como “modelo en todos los casos”. La condición social de los posee- 
dores que, al parecer, habían manifestado su acuerdo con la tren- 
sacción era aún un misterio no develado. Sólo los acontecimientos 
futuros permitirían comprobar que se trataba justamente de aque- 
llos advenedizos, de los que habían acumulado regular fortuna en 
las horas de guerra, y que ofrecían al poder la garantía de su adhe- 
sión y de sus numerosos peones y agregados, pastores de vacas aje- 
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nas en la paz y mesnada de intereses ajenos en la guerra. La.in- 
quietud de los poseedores se desfibraba desde arriba. Ganando a 
las capas acomodadas y medias del campo, el ministerio tendría lar- 
ga vida. 

En esos días el ministerio sufría una cerrada oposición desde 
muchos sectores, que lo acusaban de violar las prerrogativas pro- 
pizs del Poder Legislativo, A pocas jornadas de la apertura del pe- 
ríodo de sesiones y habiendo logrado el fin que se proponía —tran- 
quilizar a los poseedores “de horca y cuchillo” del latifundio cita- 
do— Santiago Vázquez resolvió el 10 de febrero trasladar a las Cá- 
maras “con preferencia á cualquier otro asunto” la definitiva acep- 
tación de la propuesta de Almagro que —como más adelante vere- 
mos— dio motivo a encendidas batallas parlamentarias, hasta con- 
vertirse en la música incidental que acompañó la insurrección la- 
vallejista. 

Todo parecía encauzarse. El ejemplo de solución de los conflic- 
tos en los campos de Albín y de Almagro podía cundir entre los 
grandes propietarios que estuviesen poco interesados en la expleta- 
ción directa de las tierras, Las capas solventes y acomodadas de los 
poseedores parecían segregerse del resto de los sectores radicales 
del campo, sumándose así a las grandes líneas de la política mi- 
nisterial, Por su parte, la actividad de los jefes políticos, a pesar de 
sus peculiares matices respecto de la interpretación de las instruc- 
ciones recibidas, parecía haber llevado cierta calma a los poseedo- 
res de modestos recursos. Los tribunales, a su vez, frenados taxati- 
vamente por las vistas fiscales, coadyuvaron postergando sus sen- 
tencias hasta que las Cámaras resolviesen el punto controvertido. 
En febrero, por ejemplo el Juez de lo Civil Juan José Alsina se 
abstenía de reconocer el título artiguista de un poseedor de Flori- 
da aduciendo que no correspondía a su Juzgzdo “reconocer la pro- 
piedad del terreno q.e se expresa, á mérito del docum.to de de f. la, 
cuya legitimidad, aún cuando se acreditase de la firma q.e lo auto- 
riza, debe declararse p.r la A.G.L. del Estado, como comprendida 
la donación q.e contiene en las expresadas en el Artículo 3° de la 
Consulta á q.e se refiere el acuerdo Superior de doce de En.o últi- 
mo, inserto en el N°? 17 del Patriota”. 

En esta situación, no puede extrañar que los tribunales prácti- 
camente quedasen sin trabajo. Dejaron de agitarse los asuntos na- 
cidos de conflictos entre propietarios y poseedores. De febrero a oc- 
tubre desaparecen todas las actuaciones, hecho por demás explica- 
ble. Todos dirigieron sus ojos hacia las Cámaras, cuyas reuniones 
comenzaban a fines de febrero. 

Para el gobierno, se trataba de finalizar hasta en sus detalles 
la política de solución de los conflictos en el campo. Poco antes de 
salir a campaña las Comisiones de Catastro, el Ministerio de Go- 
bierno publicó un aviso el 9 de febrero de 1832, por el que exhor- 
taba a propietarios y poseedores de tierras públicas y privadas a 
facilitar las informaciones que recabasen los comisionados.(* Una 
semana después, los jefes políticos recibían una pormenorizada cir- 
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cular por la que se les instruía sobre la ayuda que debían propor- 
cionar a los comisionados en sus tareas, sobre todo en la de averi- 
guar la entidad de las tierras públicas, que habrían de servir “al 
establecimiento de una multitud de poseedores que no las tiene”, 
así como en la de delimitar las propiedades evitando “las ruinosas 
cuestiones de tierras, que tantos males han causado”. El Ministro 
insistía en que esta operación de catastro no hacía otra cosa que 
continuar la política del gobierno encaminada “al objeto de subdi- 
vidir las propiedades y proteger a los poseedores”. Como se supo- 
nía que la labor de los comisionados no habría de estar exenta de 
dificultades, el Ministro pedía que el Jefe Político, así como los 
tenientes de policía, los alcaldes, jueces de paz e inclusive los cu- 
ras párrocos, debían contraerse al cumplimiento de esta tarea, pres- 
tándoles su colaboración y “empeñándose todas en destruir las 
preocupaciones y obstáculos que se presenten”,(%) 

En el mes de marzo ya estaban iniciadas las operaciones cen- 
sales al norte del Río Negro, en Soriano, Durazno y Florida, 
428 
De la “agitación” de los poseedores a la “agitación” 
de los propietarios 


Mientras los comisionados recorrían la República realizando 
sus tareas, profundizando y divulgando en todos los ámbitos las 
miras del Gobierno, la campaña fue siendo ganada por una aparen- 
te calma. La oposición lavallejista gastaba la pólvora desde la pren- 
sa, en cuyo terreno recibía iguales agresiones verbales de parte de 
los escritores ministeriales. Ni circulares ni sesudos editoriales pa- 
recían preocuparse ya por las graves circunstancias que tanto los 
habían agitado hasta pocas semanas atrás. La. oposición acusaba al 
Ministro de venalidad, de agiotaje en la deuda flotante y en la asig- 
nación de los terrenos de propios, y recordaba los negociados con 
les tierras públicas. Con igual eficacia, ambas partes se endilgaban 
el pasado cisplatino que prologaba el curso político de cada uno 
de los dirigentes de las facciones. 

Pero ambos, gobierno y oposición, sabían que la batalla se ga- 
naba o se perdía en la campaña. Y la "batalla, lenta pero segura- 
mente, estaba definiéndose a favor del gobierno: Rivera ganándo- 
se la adhesión de los grandes hacendados y empeñándose en com- 
promisos con los poseedores, los jefes políticos aplicando las direc- 
tivas del ministerio, las Comisiones de Catestro divulgando la pro- 
tección del gobierno a los poseedores con tal eficacia que la oposi- 
ción comprendió que todo se iba de las manos. Mayo llegó, y con 
él la tempestad. 

El 2 de mayo “El Recopilador” cambiaba bruscemente de fren- 
te. Bajo la firma de “Unos estancieros” el periódico lavallejista in- 
sertaba una requisitoria contra la política del gobierno respecto de 
los conflictos entre propieterios y poseedores. Ya en su comienzo 
podía suponerse lo que venía detrás: “casi se puede asegurar —de- 
cían los firmantes— que no hay un propietario que no esté moles- 
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lado en la posesión de sus campos”. Los poseedores “molestaban”. 


Se habían perdido. 

La insurrección lavallejista cambiaba de tono, se cargaba de 
otro contenido. Era la primera vez, por otra parte, que desde “El 
Recopilador” se afrontaba el tema con aire de “editorial”, luego de 
haber usado apenas alguno que otro dardo. Los trabajos en la cam- 
paña, que tanto vuelo habían tenido según las afirmaciones minis- 
teriales, jamás habían sido acompañados por “El Recopilador” de 
editoriales expresivos de aquella sedicente defensa de los donatarios 
artiguistas y demás poseedores. La arrolladora ofensiva de Santia- 
go Vázquez y don Frutos, al obtener la adhesión de los poseedores, 
aún cuando fuera precariamente, y la política ministerial tendiente 
a desconocer la propiedad de las “sobras fiscales” —considerada co- 
mo confiscatoria por los grandes propietarios—, reorientó a la opo- 
sición en la defensa abierta de los latifundistas, de cuyo seno, por 
otra parte, habían salido varios de sus principales portavoces: Fran- 
cisco Muñoz, Salvañach, Xavier García de Zúñiga, Manuel de. So- 
ria, que tenían todo a temer de la política contemporizadora con 
los poseedores como de ias leyes confiscatorias de las sobras fis- 
cales. No otros eran, seguramente, los “estancieros” que en “El Re- 
copilador” enjuiciaban de este modo la história de los conflictos que 
agitaban la campaña: 

Monet 

“Uno de los objetos que mas urgentemente reclama la atención de 
las CC. es el estado actual de nuestra campaña; casi se puede asegurar 
que no hay propietario que no esté molestado en la posesión de sus 
campos. 

Unos dicen, que los tienen por donación de Artigas, del gobierno 
de Buenos Aires, ó del Barón de la Laguna &, como si ningun gobierno 
pudiese disponer, no siendo para el servicio publico, ó bien de la comu- 
nidad, y es compensando al dueño, de la propiedad de un particular, 
otros por denuncias que hace, y otros porque se colocan por su propia 
autoridad. De esto resulta un entorpecimiento, y que se desista muchas 
veces, en las empresas rurales, que fomentarían nuestra campaña y de 
la cría de ganados, nuestra principal riqueza, 

Vemos porcion de intrusos que ocupan grandes espacios de terre- 
nos, y que no tienen ganados, y que es muy probable que se mantienen 
del de sus vecinos. 

Si la campaña estuviese tan poblada que no tuviesen terrenos los 
vecinos intrusos en que poblarse con sus ganados, en hora buena que 
se tolerase y tomase alguna medida que los favoreciese; pero no es asi, 
al norte del Río Negro hay campos inmensos, de propiedad pública, y 
desocupados en los que se pudieran colocar. De lo contrario ¿podemos 
decir que la propiedad es sagrada? ¿Hay acaso necesidad de obligar á 
los grandes propietarios de terrenos á despedazarlos y venderlos; como 
en algunos países ha sido preciso hacer algunas veces? No señor; hay 
campos de sobra sin ocuparse y que pertenecen al Estado, Mas, eun 
cuando no los hubiese nadie tiene derecho á ocupar los agenos, mi obli- 
gar á que se le vendan. Si el país estuviese sumamente poblado, está 
bien que se obligase á los propietarios á que ocupasen y poblasen, culti- 
vasen o arrendasen sus campos, pero por ahora no hay tal necesidad.” 


La actitud de los grandes propietarios era comprensible. Los es- 
fuerzos del gobierno por impedir el desencadenamiento de los con- 
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flictos en la campaña había sido tan exitosa que había sobrepasado 
largamente sus designios. Los poseedores, viendo recorrer las cu- 
chillas por pacíficos empadronadores, comprobando cómo el moho 
iba cubriendo los escritos de desalojo que tanta inquietud habían 
llevado a sus hogares, advertidos que el gobierno se hacía cargo de 
los grandes latifundios con ánimo de colocar en ellos a los posee- 
dores, no hicieron más que echar raíces en cuanto campo vacío en- 
contraban. Los que habían llegado para pastorezr por unos días, se 
quedaban para siempre. Los propietarios estaban gravemente preo- 
cupados. La política ministerial de reversión al Estado de los gran- 
des latifundios en conflicto debía ser derrotáda: 


“Creemos pues —finalizaban— que las CC deben tomar medidas 
que aseguren la posesion á cada uno de sus terrenos, digo sí se quiere 
que se fomente la campaña, y sino que se diga que no, para que cada 
uno piense á que dedicarse y pueda emplear su fortuna en que trabajar 
con más seguridad.” (6) 


Esta carta anunciaba ya cuál sería la actitud de la oposición 
en el tratemiento de las leyes sobre tierras que habrían de discu- 
tirse en las Cámaras, y en especial el recibimiento que ofrecerían 
al convenio del Estado con Juan de Almagro, que había sido ele- 
vado a la Legislatura por el Ministro Santiago Vázquez. 

Efectivamente, el 18 de mayo, a pocos días de la publicación 
de la carta mencionada, se iniciaba en el Senado la discusión del 
primer caso de reversión al Estado de campos en conflicto, discu- 
sión en la cual Miguel Barreiro, políticamente aislado en una Cá- 
mara adicta al gobierno, presentaría una sistemática oposición. 

Se inició la discusión con el informe de la Comisión de Hacien- 
da, integrada por Calleros, Larrobla y Nicolás de Herrera. El in- 
forme historiaba brevemente las circunstancias que rodeaban al 
conflicto desde su iniciación en la época artiguista, señalando que: 


*“Despojado así de su fortuna, compareció don Juan de Almagro 
en el año veinte á reclamar sus tierras ocupadas por intrusos y en cuya 
posesión fue amparado por las autoridades que gobernaban en aquella 
época. 

En las posteriores nuevas ocurrencias políticas dieron lugar á que 
quedase sin cumplirse en toda su estensión los despachos librados para 
el desalojo de los intrusos y otras nuevas ocupaciones sin títulos. 

Reintegrada la antigua provincia en sus derechos y constituida en 
República independiente, renovó Almagro su reclamación y obtuvo á 
vista de sus títulos nuevas órdenes del poder Judicial para que los que 
ocupaban dichos campos los desalojasen; intimados los intrusos se limi- 
taron en los principios á pedir término más largo para el desalojo, y 
más adelante renoyaron la misma solicitud ante el Ejecutivo no desco- 
nociendo los derechos del propietario, sino invocando la protección del 
Gobierno en recompensa de los servicios que alegaban haber prestado ' 
á la Patria, y cuando a esto no hubiere lugar, que se les permitiese 
abandonar las tierras y trasladarse con todas sus haciendas a la pro- 
vincia limitrofe de Entre-Ríos.” 


Añadía la Comisión que ante estes consideraciones, el Gobier- 
no creyó del caso intervenir y proponer al propietario arreglos ex- 
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trajudiciales; que en este sentido se habían realizado hasta tres 
propuestas diversas que no habían sido aceptadas por los poseedo- 
res, de tal modo que “cuzndo llegaba el caso de poner en ejecución 
los convenios, se presentaba una resistencia en masa que no deja- 
ba sino la adopción de expedientes extremos para vencerla”. 

A consecuencia de esta resistencia de los vecinos y posterior- 
mente a una proposición del Fiscal, se avino el propietario a hacer 
cesión de sus derechos al Estado en los términos que fijaba el con- 
venio citado, 

Para la Comisión, los términos propuestos por Almagro eran 
no “sólo razonables”, sino que sería de desear “que su ejemplo fue- 
se seguido por otros propietarios cuyos campos se hallan ocupados 
de muchos años de poseedores sin título”. Y explicaba el motivo de 
estas ventajas diciendo: 


“Bl Estado nada pierde en el cambio de unos campos por otros 
cuando ha de hacerse sobre la base de sus respectivos valores y que 
estos mismos ban de ser la medida de su adjudicación que se haga a 
los intrusos, bien sea con arreglo á la ley de enfiteusis, ó de cualquiera 
otra que se adopte; y además se consigue por este medio descubrir 
propiedades públicas, que el interés mismo de Almagro le infiriera la 
cautela de procurarse las vacantes para prevenir la molestía de una 
contestación litigiosa.” 


Puesta en discusión la noción de aprobación del convenio, in- 
tervino de inmediato Miguel Barreiro, quien comenzó por poner 
en duda la validez de un convenio cuyo propietario, aparentemente, 
no había dado las mejores pruebas de la perfección de sus títulos, 
sosteniendo que los poseedores parecían haberse avenido a un arre- 
glo sólo para evitar los dispendiosos resultedos de un litigio. A su 
criterio, seguía Barreiro, siendo general la situación de los propie- 
tarios de esta clase, debía posponerse una decisión puramente par- 
ticular para arbitrar una ley general que a todos comprendiese: 


“Por la circular del Gobierno, de doce de Agosto del año anterior 
—decla— se observa que hay otros muchos propietarios de campos: que 
Se hallan en el caso de Almagro, á quienes el Ejecutivo ha ofrecido diri- 
jirso á las Cámaras en solicitud de una medida legislativa que concilie 
sus intereses con los de los poseedores de sus tierras. Por consiguiente 
€s necesario que obrando mosotros en consecuencia de esa promesa la 
resolución que ahora se tome sea general.” 


Nicolás de Herrera, portavoz del gobierno, sostuvo que el in- 
forme estaba fundado en el deseo de que los otros propietarios de 
campos ocupados por intrusos, se presentasen como Almagro a arre- 
glos del mismo tipo, pero “que desgraciadamente no hzbía uno solo 
que imitase el ejemplo de aquel, por cuya circunstancia no surtía 
efecto la generalidad de la medida”. Continuaba demostrando las 
ventajas del Convenio propuesto, señalando que a pesar de las rei- 
teradas solicitudes del gobierno, los conflictos seguían su curso an- 
te los tribunales: 
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“El Gobierno —explicaba— no puede entorpecer el libre ejercicio 
del derecho de propiedad; y así es que, a pesar de lo que ha dicho en 
la circular que se ha leído, los propietarios cuyos campos están ocupa- 
dos por intrusos, persiguen sus acciones ante las justicias.”'(7) 


Esta afirmación de Nicolás de Herrera confirma lo que antes 
decíamos sobre la real actitud del gobierno. Este sólo había obteni- 
do de los tribunales que postergasen toda decisión irreversible, va- 
le decir, que no emitiesen sentencias de desalojo ni lanzamiento. Pe- 
ro los tribunales podían, y lo hacían, continuar los trámites en to- 
do aquello que supusiese delimitar el “mejor derecho” a las tierras. 
Y tanto es así, que en los mismos días que el Jefe Político de So- 
riano confirmaba a los poseedores en la tranquilidad de su pose- 
sión, el gobierno adoptaba una decisión cuyas consecuencias serían 
incalculables en años futuros, para los mismos poseedores a los que 
se decía tranquilizar, El Juez de lo Civil, Juan José Alsina, “con 
audiencia y expreso consentimiento del Fiscal General Doctor 
Obes” aprobaba los títulos de Miguel de Azcuénaga sobre sus casi 
cien leguas de Soriano, y el gobierno, con la firma de Gabriel A. 
Pereira y Santiago Vázquez aprobó una resolución por la que se 
mandzba “registrar los títulos como propiedad de Azcuénaga”.t% 

Esto no hace otra cosa que demostrar que el gobierno sólo es- 
taba interesado en una tregua. La suerte de los poseedores se esta- 
ba sellando en esos aparentemente inofensivos reconocimientos y 
registros de títulos, que la mayor parte de las veces se realizaban . 
con desconocimiento de los poseedores. Estos, ignorantes muchas 
veces de que los tribunales y el propio gobierno llevaban a cabo se- 
mejante política, se guiaban por las “palpables” pruebas que en sus 
pagos le garantizaban la tranquilidad de su posesión. Y esto era 
lo que los impulsaba a dar todo su apoyo al gobierno, para gran 
desesperación de los grandes propietarios, que menos sabios que el 
gobierno sólo atinaban a la inmediata recuperación de sus bienes. 
El gobierno tenía en vista ante todo un objetivo: desarmar a la 
oposición. Y ésta sí que lo entendió. Por ello clamaba desde “el Re- 
copilador”: 

“La cuestión de los terrenos de propiedad pública y particular —decía 
el órgano lavallejista—, es una cuestión que ha ocupado y ocupa la 
atención de muestro gobierno, y la que ha hecho aparecer en la campaña 
algunas chispas de «desorden. Nadie ignora los sucesos que han tenido 
lugar en algunos departamentos los que no los neferimos por no ser 


este el objeto de nuestro comunicado; y ojalá que con nuestras obser- 
vaciones podamos desterrar los abusos y contener los atentados.” 


A “El Recopilador” le causaba profunda preocupación que el 
gobierno aumentara sus fuerzas en la campaña apareciendo como 
el campeón de los derechos de los poseedores: 


“La multitud de ciudadanos que con el nombre de “intruso” ocupan 
terrenos públicos y particulares, han resistido y resisten muchos todavía 
el sugetarse å todas las resoluciones que dimanan de donde corres- 
ponde, para el desalojo de las tierras ¿por qué? Es desagradable decirlo, 
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pero lo dirémos como patriotas y Orientales, porque hay gefes políticos 
que fomentan las injustas pretensiones de una multitud de ‘intrusos’ 
poseedores, induciéndolos al desorden y á la desobediencia; resultando 
de este bárbaro manejo embarazos que comprometen la dignidad de un 
gobierno que ha reclamado las ideas mas justas y los principios arre- 
glados.''(9) 


Por estas declaraciones de la oposición no es difícil deducir 
que los poseedores habían volcado su adhesión al gobierno defini- 
tivamente, Para ellos, la autoridad no era aquella sutil tela de ara- 
ña que se tejía en los tribunales y en la cual quedaríen atrapados 
en años posteriores, sino, por el contrario, el contundente amparo 
que los jefes políticos prestaban a su posesión material de la tie- 
rra y de las haciendas. Y esto parece haberlo entendido Miguel Ba- 
rreiro, quien en las sesiones siguientes del Senado cambió brusca- 
mente su posisión con respecto al conflicto de Almagro, viendo en 
ello la coronación del triunfo del gobierno. 

El 18 de máyo había comenzado la discusión sobre el convenio. 
El 22, “El Recopilador” ofrecía la posición oficial de la Comisión so- 
bre el notorio e ilegal apoyo que el gobierno daba a los poseedores 
en desmedro de los llamados verdaderos propietarios. El 23, conti- 
núa en el Senado la discusión del convenio Almagro, y a poco de 
Pe la sesión con la lectura del convenio, Barreiro pide la pa- 
abra. 

El líder de la: oposición sostuvo entonces que había estudiado 
mejor los antecedentes del conflicto, llegando a la conclusión de 
que las leves objeciones que los poseedores oponían al título de Al- 
magro no alcanzaban a quitar a éste el carácter de propiedad per- 
fecta. Los poseedores —decía Barreiro— a título de algunos servi- 
cios que alegan, solicitan se les: 


“conserve en pacífica pozesión de los terrenos que ocupan, despojando 
de ello al propietario. Si tal cosa se hiciese, se daría un escándalo cuyos 
resultados no dejarían de ser funestos, por el poco respeto que se tribu- 
taría al derecho de propiedad. Yo había creído que los intrusos estaban 
en el cazo de otros muchos vecinos, que se han poblado con licencia 
de algunos Gefes, ó en virtud de concesiones hechas por las autoridades 
en los terrenos de los españoles emigrados, que se mandaron repartir 
pero no es así ni hay nada en los actos que justifiquen su pretensión. 
Por consiguiente debe hacerse respetar la propiedad de Almagro, y si 
el Gobierno ha tenido para esto algunos inconvenientes ha debido ins- 
truir a las Cámaras sobre el particular.” 


El cambio de posición de Miguel Barreiro sería incomprensible 
de no mediar el proceso cuyo carácter ya hemos explicado. Su zr- 
gumentación, impuesta por concretos intereses políticos, adolecía 
de toda clase. de flaquezas. No se veía por qué debía ser menos vio- 
lento el desconocimiento del sagrado derecho de propiedad, si todos 
los‘ poseedores en conflicto hubieran tenido su origen en las dona- 
ciones de la época artiguista; no era menos falsa su afirmación. de 
que “los poseedores consistían exclusivamente en poseedores re- 
cientes. Una gran parte de ellos estaba formada por aquellos que 
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sostuvieron sobre sus hombres todo el litigio transcurrido en la 
época cisplatina hasta 1825, justamente por su calidad de donata- 
rios .artiguistzs, para cuya precisión nos remitimos a los capítulos 
correspondientes, No es menos risueño el período final de la inter- 
vención de Barreiro. Sabía él que los “algunos inconvenientes” que 
había tenido el gobierno para hacer respetar el derecho de Alma- 
gro habían. sido la resistencia multitudinaria de fines de 1831, y que 
en lo que iba de 1832, los “inconvenientes” habían sido colocados 
por el propio gobierno, haciendo caer todo el peso de la fuerza pú- 
blica dependiente de los jefes políticos en favor de tal clase de po- 
lítica, Para ello bastaba leer “El Recopilador”. Y Barreiro lo ha- 
cía: era uno de sus redactores. 

Nicolás de Herrera, que tenía por qué saberlo, consideraba que 
el convenio era inevitable, sobre todo teniendo en cuenta que los 
intrusos “se resistían en masa, y que sería preciso tomar algunez 
medida muy estrepitosa para hacerlos desalojar”. La respuesta de 
Barreiro no fue menos dura y sorprendente en quién fuera secre- 
tario de Artiges. Consideraba que ceder a la presión de los intru- 
sos adoptando la convención “la reputaba muy perjudicial por la 
falta de respeto que se tributaba al derecho de propiedad”; dudaba 
además que se lograse hallar tierras públicas en número suficiente: 


“lo que sin duda sucedería porque es sabido que casi toda nuestra cam- 
paña está poblada, en cuyo caso costaría algo al Estado la condescen- 
dencia que se quería tener.con los intrusos, cuyos servicios no están 
clasificados, y que mostrando el Gobierno enerjía los intrusos cederían 
ante ella.” 


Barreiro parecía indignado y sorprendido afirmando que “no 
podía comprender cómo en un país en que se gastaban ochocientos 
mil pesos anuales, no tuviese el Gobierno como hacerse respetar”. 
Barreiro pidiendo la violencia para desalojar a los poseedores y do- 
natarios artiguistas era un símbolo de cuán lejos había quedado la 
revolución artiguista, No menos significativa era la verdadera cau- 
sa por la cual se oponía a que se pagase a Almagro con tierras de 
propiedad pública: 

“El Estado no tiene tales tres mil leguas cuadradas, pero ni tampoco 
mil vacantes. Es necesario no haber transitado la campaña para ignorar 
que todos los campos están poblados; y para que Almagro halle los 
suficientes, será necesario incomodar a casí todo el antiguo vecindario, 
que se ha sacrificado inmensamente por la independencia del País durante 


veinte años, para favorecer a unos hombres que no ha mucho tiempo 
vinieron á nuestro territorio, y de cuyos servicios no tenemos pruebas.” 


Lo que temía Barreiro era que la posibilidad concedida a Al- 
magro de denunciar tierras fiscales se convirtiese en el indiscri- 
minado derecho de denunciar campos fiscales poseídos por particu- 
lares en las grandes propiedades tituladas del viejo tronco colonial, 
que'en su buena parte acompañaba a la oposición. 

La oposición de Barreiro fue de todos modos vana, y aprobado 
el convenio en el Senado, no pasó mucho tiempo para que corriera 
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igual suerte en la Cámara de Representantes donde fue ratificado 
sin discusión.“ 

Se estaba discutiendo en el Senado la ley que regularizaba la 
Comisión Topográfica y legalizaba sus funciones,** a la que Barrei- 
ro hizo una poderosísima oposición, por cuanto veía en ella un ata- 
que a los propietarios, cuando estalló en Durazno el motín de San- 
tana, señal del incendio general que pocos días después consolida-* 
bə el levantamiento de Lavalleja en Montevideo. 

La insurrección lavallejista, en la que participaron grandes 
propietarios, contaba con el apoyo del gobierno de Rosas, cuyo 
enviado personal, Juan Correa Morales, confiscado por Artigas en 
Colonia, disputaba también con los poseedores de su campo del Pi- 
chinango. Contando en un principio con la adhesión de los herma- 
nos Oribe, posteriores circunstancias hicieron que los afamados je- 
fes militares prestaran su concurso al Presidente constitucional. 

Le proclama del mayor Santana, levantado en Durazno el 28 
de junio, no dejaba lugar a dudas sobre quien la orientaba; allí se 
encuentran los ecos de la propiedad particular lastimada por los 
proyectos sobre sobras fiscales y de aquella paralizada por multi- 
tud de ocupantes e intrusos; allí destilan las quejas de los grandes 
acreedores que vieron pospuesto el pago de sus créditos por la po- 
lítica despilfarradora de Rivera y por el maridaje de Vázquez con 
su círculo favorito de remetadores y prestamistas, de quienes como 
en el caso de Antonio Díaz se solicitaba la prisión, 


“amenazada, perseguida, minada la propiedad territorial —Aecía la pro- 
clama— organizado perfectamente un sistema de despojos, reducida a 
la defensa propia la seguridad individual, sin freno el robo, el asesinato 
y la violencia, y sin que se haga sentir, la influencia de la autoridad 
más que para Decretos que juntan la ruina de la fortuna pública, á la 
de los particulares.” 


La proclama centraba el ataque sobre todo contra Rivera, con- 
tra Santiago Vázquez y contra el Fiscal Lucas J. Obes, de cuya im- 
portancia como tutor de la política sobre la tierra fiscal y particu- 
lar ya había hablado “El Recopilador”.(1? Nuevamente se le ata- 
caba por sus Opiniones acerca de los problemas entre propietarios 
y poseedores, opiniones a las que se atribuía el origen de los males 
que sufrían los propietarios “despojados” por los intrusos: 


“¿por qué se ha permitido á su Fiscal esa omnipotencia escandalosa 
que ha suscitado querellas entre los vecinos, ha turbado la paz en las 
familias y puesto en combustión a todo el Estado? ¿porqué ha permitido 
que con él pleiteen su heredad los mismos que se han sacrificado tantos 
años por la causa pública prodigando su sangre y la de sus hijos y 
cuantos bienes ¡poseían en favor suyo sin haber exigido la menor retri- 
bución ?”'(13) 


A fines de setiembre, con la retirada de Lavalleja a través del 
Yaguarón, la insurrección estaba completamente vencida. Una nue- 
va etapa comenzaba. 
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La incambiada desvalorización de la política agraria artiguista 


Tranquilizada la campaña e inmerso el gobierno en los gravi- 
simos problemas de hacienda, el ministerio Vázquez centró todos 
sus esfuerzos en la solución de las angustias financieras. Les Cá- 
maras en receso habían dejado inconclusa la solución de los pro- 
blemas que tanto habían urgido al gobierno, y la ley de enfiteusis 
probada en la Cámara de Representantes, esperando igual voto en 
el Senado, había quedado para el próximo período de sesiones, con 
motivo de las grandes convulsiones nacidas de la revolución lava- 
llejista. Derrotada la oposición en su brazo armedo, el gobierno 
consideróse eximido de aquella santa alarma que lo había llevado 
a producir toda suerte de decretos, circulares y convenios destina- 
dos a proteger la suerte de los poseedores en sus dificultades con 
los grandes propietarios. 

A loz ojos de los poseedores, que habían conocido casi todo un 
año de tranquila posesión apenas interrumpida por el llamado + las 
armas que el caudillo Rivera les había hecho, el gobierno habría de 
premiar su adhesión con el irrestricto cumplimiento de las prome- 
sz.s contenidas en la abundante serie de resoluciones de Santiago 
Vázquez. ya 

En los tribunales comenzaron a desperezarse los expedientes 
que dormían el sueño de la necesaria demagogia del gobierno, Al- 
gunos poseedores veían despertar el inquietante fantasma del pro- 
pietario reivindicador. Reiniciaban sus intentos Azcuénaga y Lou- 
reiro en Soriano, Alzaga en Canelones, Milá de la Roca en Paysan- 
dí, Diego Noble en Rio Negro, Paysandú y Tacuarembó; y, cosa 
inesperada, la fuga de Manuel de Soria, lugarteniente de Lavalleja 
en la fracasada insurrección, no había interrumpido la reivindica- 
ción de los campos de Florida, cuyos otros herederos de la casa Via- 
na-Achucarro continuzban con el litis. 

Los poseedores de Viana-Achucarro habían visto fallecer a su 
principal apoderado el comandante Felipe Caballero, así como de- 
saparecer cien onzzs de oro que el finado comandante había dado 
a un tal Carrillo para que los representase ante los tribunales. Ha- 
biendo prestado su total adhesión a Rivera en los sucesos armados 
de mediados de ¿ño, volvieron nuevamente la mirada al Presidente 
para que de su palabra naciese nuevamente la seguridad que no 
terminaban de alcanzar. 

Requerida su opinión sobre los antecedentes que le habían cz- 
bido como fundador del pueblo del Durazno, dentro de los límites 
del latifundio cuesticnado, así como sobre la validez de las dona- 
ciones realizadas por los gobiernos anteriores, Rivera respondió en 
una breve comunic:ción, cuya importancia fue justamente calibra- 
da por la prensa que le dió estado público: 

“Exmo,Sr. —decfa Rivera—. No es la primera vez que el infras- 
eripto informando en el asunto ha dicho que la Villa del Durazno debe 


su fundación a la necesidad reconocida por el Gobierno Portugués de 
reunir en un punto central del Estado diversas familias que faltas de 
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terrenos: propios y de medios para adquirirlos se veían expuestos a uná 
misoria peligrosa: formar de ellas una barrera contra las insurrecciones 
de los, salvajes y un cuartel de policía rural. 

Los. terrenos llamados de la marina, entre el Yi y el Maciel se 
hallaban abandonados por sus propietarios y distribuidos por el último 
gobierno de la provincia. Las ideas del momento hacían mirar en ellos 
una especie de propiedad pública, ganado por los hombres que habían 
defendido el terreno contra sus enemigos y esta denominación se daba 
a todos: los-que seguían las banderas de S.M.C. [El Rey de España]. 

Los distribuyó por eso el Gobierno de la Provincia; y por eso se 
fundó en ellos la Villa del' Durazno, destinada, como se ha dicho, a 
recoger los huérfanos de la Patria, y arrancarlos de la vida errante. 

A este fin se dieron órdenes en cuya ejecución tuvo una parte muy 
principal el esponente y que es natural se conservan en los archivos de 
la misma villa o en los del Gobierno interino. 

Esto en cuanto a los hechos; en cuanto a lo demás el infrascripto 
no cree que sea de su resorte justificar ni reprobar la conducta de los 
Gobiernos que tuvieran por bien fundar la Villa del Durazno y dar una 
parte del terreno adyacente.” (14) 


Si se analiza cuidadosamente el escrito de Rivera no se encuen- 
tra en sus palabras una sola de defensa irrestricta de los poseedo- 
res. Sorprendería el tono puramente objetivo que usa Rivera para 
calificar el origen de la posesión de las decenas de familias asenta- 
das en los campos de Viana-Achucarro, si no supiéramos ya que Ri- 
vera no había acompañado cordialmente la política artiguista al 
respecto. Evidentemente, Rivera no quería comprometer pública- 
mente opiniones y mucho menos opiniones generales que compren- 
diesen a todos los poseedores y donatarios artiguistas, por cuanto 
en este sentido prefería las soluciones casuísticas que en su realiza: 
ción quedasen permanentemente vinculadas a su participación per- 
sonal en ellas y significasen el acrecimiento de las relaciones de 
dependencia personal de las masas con respecto a su poder. 

De ahí que Rivera afirmase que no era de “su resorte justificar 
ni reprobar la conducta de los Gobiernos” que habían tomado tales 
medidas. Aquello que las grandes masas reclamaban, que el gobier- 
no oriental ratificara la política agraria artiguistz, y como conse- 
cuencia avalase y legalizase la de los poseedores que aún careciendo 
de aquel título artiguista, se hallaban poblados en los campos fis- 
cales y en los absndonados apoyándose en el mismo derecho que 
poseían las masas que habían hecho la revolución y conquistado la 
independencia, eso no estaba en las miras de Rivera ni de su 
gobierno. 

Y esta conducta encontrzba su más extensa confirmación en lo 
que sucedía con otros donatarios artiguistas. Algunos de los resi- 
dentes en los campos de Fernando Martínez (Durazno), Calera de 
las Huérfanas, etc., tuvieron pronto oportunidad de convencerse de 
que nada había cambiado respecto del desconocimiento de los tí- 
tulos artiguistas así como que el triunfo del gobierno en su enfren- 
tamiento con Lavalleja, lejos de significar el esperado premio a 
quienes habían dado su apoyo al gobierno, sólo había servido para 
tranquilizar al gobierno ante los reclamos de los poseedores. 
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. A fines de octubre de 1832, Eusebio Benavídez, comprador de 
la suerte donada por Artigas a José Antonio Silva, en las puntas 
del arroyo Cuadra, se presentó al gobierno solicitando se iniciasen 
los trámites para obtener el campo en propiedad. Lucas J. Obes, 
siempre al frente de la Fiscalía General, no tardó en desengañar 
al ingenuo hacendado: 


“La solicitud de Dn Eusebio Benavides —decía Obes— no puede consi- 
derarsa sino como de simple denunciante de una propiedad que perte- 
nece al fisco, que nunca fue enagenada por autoridad legítima en favor 
de particulares, en cuya virtud Vd podrá poseerla haciendole lugar en 
cuanto lo tenga solamente y sin perjuicio de tercero”.(15) 


Lucas J. Obes nunca se había avanzado tanto. Nunca había si- 
do tan rotundo en afirm¿r que Artigas careciese de “autoridad le- 
gítima”. Ni Benavídez había “dicho una sola palabra de que el cam- 
po hubiese sido disputado por la testamentaría de Fernando Mar- 
tínez, ni Lucas J. Obes tenía cómo saberlo hasta que los propieta- 
rios ejerciesen su tercería. Ambos actuaban en el supuesto de que 
el campo era fiscal, y Lucas J. Obes, incapaz de sostener que un 
gobierno no pudiese ejercer legítimas prerrogativas donando terre- 
nos a particulares, se vió obligado a negar no la donación, sino la 
autoridad y soberanía del gobierno que la había realizado. Era de- 
masiado. i 

En estos mismos días, los hermanos Zermeño, que tan brillante 
defensa de la legitimidad de la autoridad zrtiguista y del Reglamen- 
io Provisorio habían hecho, se habían avenido a recibir el campo 
en enfiteusis, cediendo así la propiedad eminente del terreno al Es- 
tado, cesión que les sería fetal en el curso de los años, que dieron 
a la casa Viana-Achucarro el resuello necesario para lograr gobier- 
nos que admitiesen su derecho. Sin embargo, nunca faltaban h2- 
cendados que pese a la constante política de desconocimiento de los 
derechos de los donatarios artiguistas, insistían en la revoluciona- 
ria política que los había hecho felices. Eusebio Benavídez fue uno 
de ellos y sus argumentos son un nuevo reflejo del sentimiento ge- 
neral que anidaba en la generación revolucionaria a la que perte- 
necía. 


“El Sr.Fiscal General —decía— asegura que la propiedad de dicho 
terreno pertenece al Fisco, fundandolo en que nunca fue enagenada por 
autoridad legitima, cuyo reparo no es justo, por resultar lo contrario 
del documento que en testimonio obra a fojas 1 en el que se observa 
el terreno se concedio con la obligacion de poblarlo dentro de tres meses 
porque así lo ordenaba el Sr.Dn. José Artigas Capitán General de la 
Banda Oriental”. 


Los pequeños hacendados que recibían respuestas como las de 
Lucas J. Obes no: salían de su asombro: 


- “Juego la autoridad de este Sr. [Artigas] mo era legítima en doce de 
. mayo de mil ochocientos diez y seis, ¿y cuál será entonces?, la del Rey 

Fernando 79 ó la del Triunvirato de Buenos Aires? 
Si la autoridad del Sr. Don José Artigas no era legítima, por que 
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se respetaban, y hacía lugar a sus resoluciones en todos los ramos que 
abraza un gobierno novador: es pues de necesidad confesar su auto- 
ridad era legítima: o que se declare nulo y sin ningún valor, en cuanto 
hizo y dispuso durante el tiempo de su generalato: si lo primero no se 
admite, lo segundo es inverificable, porque habiendo creado autoridades 
civiles y militares, unas y otras fueron reconocidas, aquellas en veinte 
de enero del año 1817 en que fue ocupada esta plaza por las armas 
de S.M.F. mediante a que capitularon con el extinguido 'Cayildo; y 
estas enseguida por los tratados gue el Exmo Gral Dn Carlos Federico 
* Lecor hizo con S.E. Dn Fructuoso Rivera; por ellas resulta conven- 
cionado no se haría novedad en las propiedades, fueros y privilegios 
de los pueblos del distrito, esto en cuanto a lo Civil, y por lo que toca 
a lo militar, los oficiales y tropa se: conservaban alistados y armados; 
esto mismo tubo lugar en «l Gobierno de S.M.I. y no hay una razón 
para "que no se le haga en este, cuando las propiedades son garantidas 
por lá Constitucion del Estado”. 


Benavídez terminaba- calificando de ridícula la tentativa de 
“negar la autoridad que tuvieron sus antecesores”, solicitando en 
consecuencia se le ratificase la propiedad así adquirida por dona- 
ción de Artigas, Todo fue en vano. El 13 de noviembre, Lucas J. 
Obes reiteraba su opinión, la que fue recogida por el Juez Villade- 
moros. En otro escrito Benavídez realizó su último esfuerzo, ofre- 
ció copia del Reglamento Provisorio de 1815, documento que no ha- 
cía otra cosa que espantar a los jueces de entonces, solicitando que 
lejos de atribuirse los tribunales el derecho de calificar la autori- 
dad de Artigas, sólo las Cámaras pudieran hacerlo. Lucas J. Obes, 
comprendiendo que había ido demesiado lejos, opinó finalmente 
que el Juez mandase diligenciar los trámites de adquisición en en- 
fiteusis “sin perjuicio de que el G. se dirija al Poder Legislativo 
para que resuelva sobre la autoridad de Dn, José Artigas según lo 
propone el Sr. Benavidez”.(1% Sólo en estas condiciones cedió Be- 
navídez en lo que considereba su derecho. Las Cámaras, por su- 
puesto, jamás homologaron la autoridad artiguista; esperarían pre- 
viamente que el gran jefe de los orientales estuviera bien muerto 
en la memoria revolucionaria de los hombres. Para entonces los 
grandes latifundistas habían finalizado la laboriosa digestión de la 
propiedad territorial, 

Algunos donaterios artiguistas, o en su lugar los adquirentes 
de sus derechos de posesión, abandonaron toda esperanza de ver 
reconocidos sus derechos de propiedad, y tramitaron sus asuntos 
agitando la respectiva donación como simple prueba de posesión 
antigua que les permitía acogerse a las diversas leyes sobre tierras 
que los comprendiesen. 

De este modo Juan Larraura solicitó en enfiteusis el campo 
que fuese donado a su suegra Cayetana Cervantes; y para el caso 
se limitó a citar la concesión de Manuel Durán a los efectos de 
testimoniar la antigüedad precisa de su posesión 1”, 

Juan Tomás [Núñez (a quien ya hubimos de conocer como 
representante de los vecinos de Carmelo en el sonado litigio con 
Julián Laguna), adquirente de los derechos de posesión: de dos 
donatarios artiguistas, Hipólito Montes de Oca y Manuel Antonio 
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Hidalgo, se presentó ante el gobierno para sanear los títulos de sus 
campos. Provisto de los respectivos documentos de compra y de los 
certificados de Manuel Durán, se presentó en abril de 1833 dispuesto 
a acogerse a la compra por moderada composición de ambos terrenos 
de acuerdo al plazo perentorio exigido por el decreto de 22 de di- 
ciembre de 1832, que obligaba a quienes hubieran comenzado los 
trámites a liquidarlos en un plazo de cuarenta días. En su escrito 
ya no se pretende siquiera que la donación artiguista sea título 
bastante de propiedad y apenas si se apela a la consulta como futura 
y lejana posibilidad de consagrar aquella donación: 


“de dichos docymentos —s<ostenía Núñez— aparece que estos terrenos 
fueron dados en merced y propiedad por el general D.n José Artigas, 
y relativamente hay pendiente una consulta de Vuescelencia al Poder 
Legislativo, yo no devo temer que entretanto se me turbe en la pose- 
sion, y si hay razón para creer que se anulen estas donaciones, después 
que se han respetado y aprovado los que hicieron las diversas autori- 
dades Superiores que han mandado en el Pais; Sin embargo deseando 
no continuar en esta «incertidumbre, y observando que está por espirar 
el termino que Vuescelencía ha fijado para hacer composicion de tierras 

` estoy determinado á entrar en la de estas y ocurro por tanto denun- 
ciandolas.''(18) > 


Poco después, otro vecino de la estancia de las Huérfanas, San- 
tiago Fernández, se presentó ante las zutoridades solicitando se le 
admitiese la denuncia del terreno donado por Manuel Durán pues 
deseaba “continuar la posesión del espresado terreno con un dere- 
cho incontestable”. El trámite concedido a su denuncia fue también 
el del tácito reconocimiento de la propiedad fiscal de los terrenos, 
aceptándose la donación artiguista como mera prueba de posesión y 
fecha cierta (9, 


El populismo agrario de Rivera en busca de autor letrado 


Al comenzar el año 33, los rumores de una próxima invasión de 
Lavalleja se hicieron sentir con insistencia. El peligro se renovaba. 
Los apuros financieros del ministerio Vázquez no sólo no decaían 
sino que adquirían cada vez mayor vuelo. Obligado a realizar rui- 
nosas Operaciones con letras ' corto plazo, éstas provocaron una 
situación tal que se vio obligado a convenir arreglos privados pre- 
paratorios de un empréstito cuyo resultado suponía gravar nueva- 
mente una parte de las rentss aduaneras. Los problemas de la tierra 
que tanto parecian haber conmovido en 1831 a Santiago Vázquez 
estaban ausentes ahora de sus preocupaciones. 

No era lo mismo para Rivera, El peligro lavallejista era su 
constante preocupación. De allí y 'sólo de allí temía todo. Recorrien- 
do la campaña con esporádicas residencias en Durazno, había lla- 
mado junto 2. sí a Lucas J. Obes, quien había abaridonado la Fiscalía 
de Hacienda, desempeñada ahora por el Dr. Somellera. En Durazno, 
temiendo Rivera todo de la irresolución de los problemas de los 
poseedores, tomó ante sí y por sí la responsabilidad de esentar a los 
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pequeños hacendados sin títulos y proveerles de resguardos suficien- 
tes para la tranquilidad de su posesión. En febrero se le verá exten- 
der documentos a todas luces irregulares desde el punto de vista 
constitucional, pero que por supuesto llenaban perfectamente los 
deseos de los poseedores, así como las miras de Rivera para que las 
soluciones a los poseedores le fueran directamente debidas, 

. Según aquellos documentos así extendidos, “El Exmo. Señor 
Presidente de la República Grel. en jefe del Exercito” se decía “fa- 
cultado para establecer definitivamente á los poseedores de campos 
que en el curso de la revolución fueron abandonados por los propie- 
tarios supuestos ó verdaderos” y con tales facultades prometía ven- 
der a los poseedores incluidos en es:s transacciones los terrenos que 
justificasen poseer bajo las siguientes condiciones: se formaría un 
juri que tasase los terrenos, luego de lo cual los compradores que- 
darían obligados a pagar un tercio del precio dentro de los sesenta 
días mediante una letra contra el rematador de las obras públicas 
de Durazno y los dos tercios restantes en un plazo de cinco años, El 
gobierno se obligaba a dejar los terrenos medidos, amojonados y 
libres de “chacareros”, obligándose asimismo a extender el título 
definitivo finalizadas que fueren todas estas operaciones (9%, 

No es posible calibrar la extensión que adquirió esta actividad 
de Rivera, pero aun cuando no conocemos muchos de los documen- 
tos asi otorgados, sí es posible estimar que deben haber sido varios. 
Tal ectividad parece haber abrazado a los poseedores situados en 
los campos de la casa Viana-Achucarro; impulsado quizá por la ur- 
gente necesidad que tenía Rivera de ganar su adhesión ante las 
sucesivas invasiones lavallejistas. Una de las poseedoras allí asen- 
tada lo recordaría en 1834 afirmando: 


“Que hace algunos años poseo una parte de los campos, cuyos derechos 
disputa un tal Soria, y se dice heredero de los Vianas, y como esta pose- 
sion con justo título me haya servido como a otros muchos para resistir 
el desalojo solicitado por aquel, S.E. el Sor Presidente de la República 
tuvo á bien mirarnos con alguna consideración en su última campaña, 
ordenando se levantase un padrón de dicho campo, en el que fui ins- 
cripta por tener ocho años de posesión, y ochocientas cabezas de ganado. 
Desde esa época quede mas tranquila sobre mi suerte futura con la 
seguridad de que e] Superior Gobierno, vivamente interesado en garantir 
las fortunas de los hacendados que se hallaban en mi posisión, nos 
alargaba una mano protectora.''(21) 


De todos modos, a pesar de las seguridades impresas en los res- 
guardos concedidos, Rivera no poseía las facultades que argiiía. 
Jamás había sido investido de tales atribuciones y sería él mismo 
quien por ello padecería si seguimos lo que poco después afirmaría 
en carta. a Lucas J. Obes. Colocado al norte del Río Negro, donde lo 
había llevado la vigilancia de la campaña ante los amagos lavalle- 
jists, y luego de recordar que el compadre había cruzado definitiva- 
mente el Cuareim dando fin a sus correrías, decía Rivera: 


“La infinidad de cosas que puedo yo hacer en estos 2 meses son 
también de una gran ymportancia p.a el pays pero caresco de suficientes 
autorizaciones especiales del Gobierno para proceder tal como a acomo- 


dar en terrenos de propiedad pública una infinidad de jentes povres que 
hoy poseen los campos de los propietarios que en esta tierra mucho 
puede aserse y es menester que Vds resuelvan.''(22) 


La nueva ley de enfiteusis y los donatarios artiguistas 


Pero los deseos de Rivera, separado en la campaña de toda 
decisión en los asuntos públicos, no parecían tener buena acogida 
en los círculos ministeriales, Santiago Vázquez, con el apoyo del 
Vicepresidente constitucional Gabriel A. Pereira, con quien se había 
reconciliado, estaba por completo entregado a sus propios planes. 
Para Vázquez, la tierra era uno de los medios necesarios de regu- 
larizar las entradas fiscales, creía que el sistema de enfiteusis 
extendido a lo largo de todo el país solucionaría el hambre de tierras 
de los hacendados sin ellas o sin títulos, al tiempo que crearía una 
renta permanente, siempre en aumento, necesaria para la erección 
de un sistema financiero sólido. La solución por él preconizada: con- 
ceder en enfiteusis las tierras fiscales, fuera de que habría de trans- 
formarse en un vehículo de acaparamiento de tierras de los hombres 
vinculados a su círculo, atendía sólo a una clase de poseedores y 
donaterios artiguistas: los ubicados en tierras fiscales. Para la in- 
mensa mayoría de los poseedores y donatarios artiguistas, sobre todo 
para estos últimos, ocupantes de grandes fundos particulares confis- 
cados por Artigas o abandonados en el curso de lss guerras de la 
independencia, Vázquez, y con él los proyectos radicados en las 
Cámaras. no ofrecían ninguna solución, salvo la del desalojo, puesto 
que los dejaba librados a la suerte que sus asuntos corrieran en los 
tribunales de siempre. 

La ley de enfiteusis, aprobada en el anterior período de sesiones 
por la Cámara de Representantes, había logrado la aprobación del 
Senedo, y el 17 de mayo de 1833 entraba en vigencia. En su dispo- 
sición fundamental —el art. 1*— determinaba que “las tierras de 
propiedad pública destinadas al pastoreo que no estuviesen poseídas 
por más de veinte años, se darán en enfiteusis por el término de 
cinco”. Quedaban comprendidos en ella todos los poseedores cuya 
fecha cierta de ocupación fuera posterior al 17 de mayo de 1813, es 
Gecir. que prácticamente abarcaba a los donatarios artiguistas y a 
los posteriores poseedores de campos fiscales, 

Esta ley alcanzó —en el ámbito del objeto de nuestro estudio— 
una importancia decisiva, por cuanto separó del grueso de los dona- 
tarios artiguistas y demás poseedores, los intereses de los pequeños 
hacendados colocados en campos fiscales, que se apresuraron a reini- 
ciar sus trámites de adquisición olvidando comp!etamente el sagrado 
derecho revolucionario que había dado lugar a sus propiedades. Pero 
también provocó otro fenómeno no menos singular y que tantas 
dificultades ha provocado en el estudio de la verdadera dimensión 
de la política agraria artiguista. Nos explicaremos. 

Los donatarios artiguistas situados en latifundios privados con- 
fiscados por Artigas, se encontraban con la siguiente situación: la 
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ley de enfiteusis permitía a los poseedores de tierras fiscales iniciar 
los trámites para adquirir los campos mediante el pago de un canon. 
Colocados expresamente fuera de sus términos, aquellos donatarios 
podían optar entre quedar a merced de las futuras contingencias 
de los pleitos reivindicatorios promovidos por los viejos propietarios 
o burlar la ley adquiriendo un título —por precario que fuese— 
mediante el cual se transformaban en arrendatarios del Estado, 
siempre y cuando ocultasen cuidadosamente el origen artiguista de 
su donación y el carácter de propiedad privada confiscada de los 
campos sobre los cuales se hallaban. Como es natural, este camino 
fue seguido por muchos. Al expulsar de aquellos expedientes toda 
referencia a la pretérita actividad revolucionaria artiguista, queda- 
ron para siempre ocultas a nuestras investigaciones muchas pruebas 
fehacientes de las confiscaciones realizadas por Artigas y sus con- 
secuentes repartos entre los pequeños hacendados. 

A poco de aprobada la ley de enfiteusis, varios poseedores de 
los campos de Azcuénaga, Alzaga y Huérfanas, logrzron la posesión 
legal de sus terrenos acogiéndose a la ley recién promulgada, pro- 
bando su posesión mediante información de testigos, pero callando 
a lo lergo de todo el expediente el origen artiguista de sus vosesio- 
nes. Sólo debido a los padrones levantados en Soriano en 1832 o nor 
otros expedientes truncos de diversos años. sabemos que anuellos 
poseedores habían adquirido sus terrenos por donación de Manuel 
Durán en 1816. Como también en los padrones existen varios casos 
de donaterios artiguistas que ocultaron dicha información, puede 
estimarse muv numerosa la cantidad de donatarios artiguistas que 
a partir de 1830 dejaron de mencionar, perdiéndose para siempre, 
la noticia del origen artiguista: de sus posesiones. 

A lo largo del año 1833, la pasividad del ministerio Vázquez, 
sumada a la del corto interregno de Llambí, había elevado nueva- 
mente el fantasma de la conmoción de la campaña. Miles de dona- 
tarios artiguistas y poseedores sin título de campos particulares 
habían esperado en vano la definitiva solución de la propiedad de 
sus campos y el término de sus angustias. Sólo la presencia de 
Rivera. rodando por la campaña y transformándose en garantía ver- 
bal de los poseedores, había impedido aue la situación hubiese 
culminado en la caída del régimen. Desde Buenos Aires, los gran- 
des propietarios porteños. cansados de solicitar la devolución de sus 
camvos en la Banda Oriental. embuiaban y sostenían la invasión 
lavallejista siempre lstente, al mismo tiempo que ponían toda su 
fuerza para aue el gobierno federal alentase las inenrsiones de La- 
valleia y amenazase de continuo al gobierno oriental con su clare 
enemistad, 

Por otra parte, los grandes prestamistas y acreedores del Estado 
amenazaban con ahogar al fisco en sus penurias, acrecentadas ya 
por el cauce siempre abierto de los giros de Rivera, ya por las expen- 
sas de un ejército constantemente en armas contra los amagos de 
invasión. Para ser eficaz la política del gobierno debía abrazar todos 
los problemas al mismo tiempo: transar con los rematadores de 


. 
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rentas y tenedores de la deuda pública, tranquilizar a los miles de 
poseedores alarmedos, sin malquistarse con los grandes propietarios. 
Lucas J, Obes, íntimo de Rivera, al tanto de todos sus proyectos y 
aspiraciones, con una vieja opinión conciliadora en torno a los pro-. 
blemas de la tierra, vinculado a lo más granado del capital usurario 
montevideano, parecía el más indicado y el único capaz de dirigir 
semejante política, Luego de acorralar a Llambí en breves días de 
coparticipación en el ministerio, obtuvo el Ministerio “Universal”, 
que desenfadadamente acumuló a la Fiscalía de Gobierno, y quedó 
como gran visir, sin rival a la vista. Por otra parte, no eran menores 
los lazos de Lucas J. Obes con buena parte de los propietarios de 
latifundios ocupados por poseedores. Como después veremos, fue- 
ron ellos los principales ganadores de la política que a su respecto 
elaboró Obes. 
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“Sr, E. del Recopilador. 

En decreto de 2 de Setiembre de 1829, el gobierno provisorio proveyó la 
plaza de fiscal general en el Dr. D. Lucas J. Obes; y como todos los actos 
de aquel gobierno fueron provisorios, también lo fué este otro. 

El mismo gobierno provisorio en decreto de 22 de Abril de 1830, declaró 
acéfala la fiscalía. 

El gobierno permanente por decreto de 12 de Noviembre, repuso al Señor 
Obes en su dicha plaza de fiscal, remitiéndose para ello al artículo 8 de la 
convencion de 18 de Junio; mas como el nombramiento primitivo era provi- 
sorio, la reposicion: participó del mismo caracter, de modo que dicho señor 
sirve actualmente ese destino provisoriamente, y el presidente del Estado tiene 
derecho á proveerle en propiedad. Pero no puede recaer en el su nombra- 
miento sin infraccion de la ley 28 título 24 libro 2? de Indias que priva que 
el cuñado pueda ser abogado en territorio de audiencia donde fuere oidor su 
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cuñado, y un fiscal no es otra cosa que un abogado del Estado para todos sus 
asuntos contenciosos, que en ultimo resultado van ó pueden ir á nuestra cáma- 
ra, de modo que ó era preciso que de ella saliese su cuñado el camarista d. 
Julián Alvarez, ó que dicho empleo se proveyese en otra persona que la del 
señor Obes. 

Agréguese á esto que por el reglamento provisorio de justicia, el fiscal 
es llamado á suplir las faltas de los demas camarisztas en todo negocio que 
no sea fiscal, y es muy chocante que dos hermanos se reunan en un mismo 
tribunal con caracter de jueces. 

El fiscal es la llave de los tribunales: es ademas él custodio de los 
derechos del fisco, y este destino no deberá recaer sino en una persona, de 
la mayor provided, de lo contrario el fisco puede ser muy perjudicado princi- 
palmente en todo asunto de tierras; porque uniéndose con los denunciantes 
de ellas, puede despojar al Estado de una gran parte de sus riquezas de lo 
cual podia ser ejemplo lo ocurrido con el cerro, y lo no ocurrido, pero debido 
ocurrir con el Rincon del Rosario, Puede causar el mismo perjuicio por una 
infinidad de diferentes manejos, tambien pueden ser ofensivos individualmen- 
te, Por exemplo denuncio un terreno, Vista al Fiscal. El Señor fiscal 
detiene el espediente; pero da curso al que se formei con otra denuncia del 
mismo terreno que clandestinamente dispone la haga un confidente suyo. He 
aquí el modo de irse haciendo dueño de todos los terrenos que se denuncien 
y de obtenerlos por un pedaso de pan. Estas y otras rasones hacen que la 
provicion de la fiscalia, puesto que no pueda recaer en el individuo que hoy 
la sirve, sea la mas delicada de todas, aun prescindiendo de la estencion de 
conocimientos que necesita [...]. “Unos procuradores”. 
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CAPITULO X 


LUCAS OBES: TIERRA Y ESPECULACION 


Los especuladores de títulos de propiedad 


No analizaremos en este trabajo los múltiples problemas de 
hacienda que aquejaron al gobierno de Rivera, ni lo hemos hecho 
hasta ahora. Pero una de las peculiares soluciones que Lucas J. Obes 
dio a las cuestiones de la tierra fue la de vincularla indisoluble- 
mente a la alta especulación que ya hacía estragos con la deuda 
pública y sólo a su respecto enfocaremos problemas históricos hoy 
ajenos al objeto de nuestra investigación, 

En el cuadro de esa vinculsción, Obes lanzó el decreto de 6 de 
diciembre de 1833, por el que se creaba la Caja de Amortización. 
Este organismo, destinado a convertirse en la oficina encargada de 
buscar soluciones y administrar la amortización de la cuantiosa 
deuda existente, fue encomendada a la dirección de los propios 
acreedores que habísn sangrado al joven Estado. Y a su frente fue- 
ron colocados los más notorios y poderosos: Juan María Pérez, Do- 
mingo Vázquez, Agustín de Castro y Ramón de las Carreras. 

Pues bien, entre las diversas rentas que por el mismo decreto 
se afectaban al tesoro de la Csja de Amortización, el artículo 3 
incluía “los terrenos que el gobierno contrate con particulares para 
disponer de ellos en favor de intrusos u otros que se considerasen 
con derecho a su adquisición siendo su producto aplicable a la Caja 
por el tiempo que el Gobierno pudiera hacerlo según su convenio 
con los propietarios.” ®©. 

Es necesario señalar desde ya, que las necesidades de amortiza- 
ción de la deuda pública, así contempladas en este decreto de Obes, 
antecedieron a toda la política que sobre los terrenos en conflicto 
elaboró el mismo Ministro. De este modo, los intereses de las gran- 
des masas de poseedores fueron totalmente supeditados a los tejes 
y manejes de los grandes especuladores que a este respecto rezli- 
zaron verdaderos fuegos artificiales a lo largo de todo e! siglo. 
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El segundo grupo de intereses contemplados en la política de 
Lucas J. Obes, fue el de un restringido grupo de grandes propieta- 
rios integrantes de su círculo, que preferían traslzdar al Estado los 
latifundios en litigio, haciéndoselos pagar en gruesas sumas de dine- 
ro que provocaron un incontenible alza de la deuda pública y de 
las ya pesadas obligzciones que gravaban al Estado: este grupo 
estaba formado por el propio Lucas J. Obes en representación de 
Diego Noble y su concurso de acreedores (León Ellauri, Aréchaga, 
Mezquita, García Cortinas), Domingo Vázquez, José Ellauri, Flo- 
rencio Varela, Antonio Hocquard, Antonio Blanco, etc. 

Lo que el lector notará a primera vista en esta enumeración es 
que en ella aparecen nombres que para nada se habían visto afec- 
tados por la política expropiadora del Reglamento artiguista. Es 
verdad. Los especuladores arriba nombrados, comerciantes nacio- 
nales y extranjeros, se habian limitado a pescar en río revuelto. Los 
unos habían comprado los títulos desvalorizados a temblorosos pro- 
pietarios incapaces de continuar por sí las litigios, y pera ello habían 
aprovechado los días de la insurrección libertadora de 1825; los otros 
habían comenzado como marrulleros letrados a defender los dere- 
chos de propietarios ausentes o empobrecidos y sin saberse bien 
mediante qué transacciones terminaron por apoderarse de todos 
los terrenos, a cuyo título convinieron después su reversión al 
Estado. 

Uno de los más insaciables en acaparar campos en conflicto 
había sido la sociedad comercial de Steward-Mac Coll, de Buenos 
Aires, cuyo socio o comisionado en Montevideo era el también 
comerciante inglés Diego Noble. A los pocos meses de iniciado el 
desembarco de los Treinta y Tres Orientales, Diego Noble se lanzó 
a una veloz campaña de compra de campos a los horrorizados gran- 
des propietarios para quienes la nueva revolución era la definitiva 
pérdida de las tierrss fatigosamente recuperadas bajo la dominación 
cisplatina. El 20 de agosto de 1825, Pedro González le vendía sus 
campos de la costa sur del Queguay; el 1? de setiembre del mismo 
año hacía otro tanto Lorenza Moro, viuda de Bernabé Alcorta. con 
sus campos de Cerdoso «y Salsipuedes (Tacuarembó): el 21 de junio 
de 1826, José Fontecely le vendía sns campos de Ro'ón v Moles 
(Río Negro) y mediante poder al efecto el mismo estanciero vendía 
también los campos de la testamentaría de José Antonio Bustillos, 
situados entre los arroyos Laureles y Carpintería (Tacvzrembó). 

Fallecido el principal de la sociedad comercial, Guillermo 
Steward, sus hijas menores quedarían bajo la tutoría de su más cer- 
cano pariente, Antonio Agell, quien nombró como apoderado a Lucas 
J. Obes. En 1831, Obes se vio obligado a publicar un aviso a los 
posibles compradores de los campos de la sociedad “Steward €: Mc 
Coll y Diego Noble”, notificándoles que su prte no reconocería ni 
aprobaría ninguna “enagenación hecha por el Sr, Noble, sino es con 
noticia y consentimiento del que representa a los menores”? Lle- 
gados a un avenimiento Diego Noble y el anoderado de Steward, 
Lucas J. Obes, comunicaba el 13 de febrero de 1832, que el citedo 


comerciante estaba facultado para disponer de los terrenos de la 
sociedad (>, 

Abocado a una cessción de pagos, el poderoso comerciante 
inglés viose obligado prontamente a llamar a concurso de acree- 
dores, con los cuales convino el 22 de mayo de 1832 cederles los 
terrenos de su propiedad. Los síndicos de este concurso: León José 
Ellauri, Francisco García Cortinas, Juan Bzutista Aréchaga y José 
María de Mezquita, serían en los años futuros los encargados de 
llegar a todas las transacciones neceserias para la negociación de los 
muchos y extensos latifundios antes citados. 

Florencio Varela, letrado y apoderado de José de Arvide, por 
los campos situados en el Daymán, entre los arroyos Carumbé y 
Blanquillos, había quedado finalmente con ellos. José Ellauri re- 
presentaría sus derechos a partir de 1833 en todo lo que tenía que 
ver con las transacciones con el Ministerio, Ellauri, a su vez, repre- 
sentaba los derechos de Milá de la Roca y de Antonio Hocquard, 
adquirente de los antiguos derechos de José de Alagón (campos 
entre el Minuzno y el Colla, en Colonia). Agustín Murguiondo era 
apoderado de la casa de Azcuénaga, y Domingo Vázquez represen- 
taría los derechos del comerciante porteño Martín Elordi (sobrino 
del conspicuo dirigente rosista de ia Maza) como síndico del con- 
curso de Pedro Anzuátegui '*, 

Como puede verse, muchos de los ex-latifundios confiscados por 
Artigas o abandonados en los años de su gobierno, estaban ahora en 
poder de especuladores y comerciantes, que poco interés tenían ya 
no sólo en explotar directamente los campos, sino siquiera el de 
continuar litigios ya de por sí onerosos. Su interés era el de con- 
vertirlos en onzas de oro, buscadas en esos días para los jugosos 
negocisdos del préstamo usurario al propio Estado. Con Lucas J. 
Obes en el Ministerio, la operación aparecia prometedora. 


El decreto del 23 de diciembre de 1833 


El 16 de diciembre de 1833 lanzaba Obes ei primer decreto que 
daría a su política de arreglo de los campos en conflicto un vuelo 
inusitado, En su fundamentación se decía: 


*“Debiendo el Gobierno adquirir la propiedad de los terrenos perte- 
necientes a los S.S. Ansoategui, Noble y Milá de la Roca, bajo las condi- 
cionis y convenios que deben realizarse con sus respectivos apoderados 
legales, deseando por este medio conciliar la colocación de una valiosa 
parte del vecindario del Departamento de Paysandú que lo posee, ponien- 
do un término á las disputas que han sostenido o pueda sostener para 
garantir su ocupación; ha acordado se enagene dichos terrenos en toda 
propiedad a los mismos poseedores.” 


En su parte dispositiva, el decreto nombraba a Francisco Lecoq 
para el desempeño de la comisión así encomendada, quien tendría 
como deberes levantar un padrón que indicase el número y anti- 
gúedad de los poseedores así como otros datos que interesasen. El 
comisionado estaría encargzdo de señalar a los poseedores el interés 
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del gobierno en venderles los campos que poseyesen, medidos y 
amojonados, por el precio de “otras tierras de igual bondad” que 
deberían pagar mitad al contado y el resto a plazos “equitativos” 
al rédito del 5 por ciento anual (%, 

Este decreto de Lucas J. Obes estaba fundado en las conversa- 
ciones previas realizzdas con los “apoderados legales” de los campos 
citados; el mismo Lucas J. Obes había sido representante de los 
campos cuestionados de Diego Noble, y si aún no lo era, para evitar 
tan grosera implicancia, se descuenta los estrechos contectos que 
tendría con los síndicos del concurso del comerciante inglés, Por su 
parte, Martín Elordi, síndico del concurso de Anzoátegui, había 
presentado su propuesta el 20 de noviembre, la que sería aceptada 
por el Ministerio pocos días después del decreto, el 21 de diciem- 
bre (©, Ellzuri, a su vez, en representación de los campos de Arvide, 
había presentado la suya el 5 de diciembre, y denegada que le fue, 
por sus escandalosos términos, la repetiría al comenzar el año si- 
guiente (7; el mismo Ellauri, pero ahora en representación de los 
campos de un zusentísimo Milá de la Roca, produciría otra pro- 
puesta el 17 de diciembre, que denegada por iguales razones reite- 
raría poco después hasta ser aceptada ($, El 16 de noviembre, nue- 
vamente Ellauri en representación de Antonio Hocquard presentaba 
otra propuesta por los campos que fueran de Alagón”. Si Ellauri 
no era el Excelentísimo Presidente, bien merecía el título de * “cuña- 
dísimo” del Ministro. 

Tales son los antecedentes inmediatos del famoso decreto. del 
23 de diciembre de 1833, sobre el cual se han hecho tantos comen- 
tarios, despistados en su mayor parte. Su extrema importancia, la 
durable consecuencia que sus disposiciones poseyeron a lo largo de 
muchos años, nos imponen transcribirlo por entero: 


“Considerando que el interés supremo de la República ha mucho 
tiempo reclama por una medida que corte de todo punto la peligrosa 
lucha entre poseedores y propietarios de terrenos abandonados en el 
curso de la revolución, asegurando a aquéllos el tranquilo goce de lo 
que hubieron de la mano del tiempo y de las circunstancias, sin defrau- 
“dar á éstos del derecho que pueda competirles por cualquier título 
legítimo; ` 

Considerando que por la circular de 12 de diciembre de 1831 y el 
acuerdo de 13 de enero del año siguiente, el Gobierno Supremo de la 
República hasta cierto punto se constituyó garante del mantenimiento 
de los dichos poseedores en el goce de sus adquisiciones, según lo había 
pedido el Fiscal General del Estado, en dictamen de 3 de abril de 1830, 

cel Gobierno Supremo de la República, en consejo de Ministros, 
ACUERDA Y DECRETA: 


1, — Los terrenos de propiedad particular a que aluden y pueden 
“hallarse en el caso de la circular de Diciembre 12 de 1831 y al acuerdo 
de 13 de enero de 1832, serán adjudicados en toda propiedad a sus 
poseedores, salvo el derecho de propietarios supuestos o verdaderos, en 
log términos que con ellos mismos se estipulan, habida consideración 
“al mérito de las personas y urgencias del Erario Nacional, 
i 2. — Los propietarios que, coadyuvando las benéficas miras del 
z Gobierno Supremo, quisieren hacerle una cesión anticipada de todas sus 
: acciones y derechos, ciertos o dudosos, lo tendrán muy especial, tanto 


190 


. & la consideración del Gobierno Supremo como al resarcimiento de los 
perjuicios que el presente pueda irrogárles. 

3. — Quedan aprobadas las transacciones ya celebradas en este 
sentido y autorizado 'el Ministerio de Hacienda para hacer todas las que 
fueren propuestas en adelante sobre la base del artículo anterior. 

4, — Debiendo nombrarse personas, que, en concierto con las auto- 
ridades locales, procedan a ejecutar ej contenido del artículo primero, 
el Ministerio de Hacienda formará las instrucciones que' creyere más 
oportunas para que, en el reparto y adjudicación aquí decretada, se 
opere con brevedad y economía de trámites y expensas, pero sin faltar 

_2/los principios de equidad que han dictado esta medida. 
5. — Comuníquese, etc. — RIVERA. — Lucas Obes, Manuel 
. Oribe.” (10) 
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El decreto era, por fin, la adopción completa, legalizada, de las 
viejas aspiraciones de Rivera y de Lucas Obes. El primero conso-. 
lidaría así la pacificación de la campaña y obtendría su adhesión 
—así lo esperaba— para siempre. El segundo se regocijaba en el 
texto -citando todas aquellas ideas que había elaborado æ lo largo de 
varios años. Se mencionaba allí la vista fiscal a él debida, emitida: 
en 1830 con motivo del conflicto de Almagro, se recordaba las circu- 
lares lanzadas por Santizgo Vázquez, al comienzo de su Ministerio, 
tendientes a proteger la posesión, circulares nacidas expresamente y 
con la “consulta de Lucas Obes. Se sostenía, con las mismas palabras 
de:la vista fiscal de 17 de abril de 1830, que los poseedores debían 
tener el tranquilo goce “de lo que hubieron de la mano del tiempo”, 
y se reiteraba la interpretsción fundada por Obes en su dictamen 
de 31 de diciembre de 1831 (campos de Viana-Achucarro), según la 
cual las. circulares del Ministro Vázquez habían constituido al Go- 
bierno en “garante. del mantenimiento de los dichos poseedores en 
el goce de-sus adquisiciones”. 

En su parte dispositiva —no molesta reiterarlo— el „decreto 
repetia sus mismas ideas, ya esbozadas en la vista fiscal del año 30 
y recogidas. por la circular de Eilauri de 12 de agosto de 1831 y 
comenzadas a aplicar por el Ministerio Vázquez a instancias. de las 
“aperturas” realizadas por Obes como fiscal a los propietarios de la 
testamentaría Albín, de la casa Almagro y del Rincón de Camacho. 
La reversión al Estado de. los campos en .conflicto, tantas veces 
anunciada, se transformaba, por fin, en política general de solución 
de todos los conflictos entre propietarios y posvedores cualquiera 
fuera su origen. 

El decreto, por otra parte, no obligabz a los propietarios a ceder 
ni negociar sus derechos al Estado, pero no les dejaba ninguna otra 
alternativa, desde el momento que -cualquiera fuera su actitud al 
respecto, los poseedores obtendrían de todos modos la: propiedad de 
los campos que poseyesen, apenas cubrieran, por Supuesto, las exi- 
gencias que el gobierno imponía. para el caso. . 

‘Sin que estuviese- expresamente contenido en-el texto, las can- 
tidades obtenidas por las enájenaciones de: campos a los poseedores 
se integrarían —por el decreto de fundación de la Caja de Amorti- 
zación del 6 de diciembre— al capital amortizante de la deuda pú- 
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blic2, razón por la cual la administración de todas aquellas enajena- 
ciones corría prácticamente por los ejecutivos de la Caja: Juan 
María Pérez, Domingo Vázquez, Agustín de Castro y Ramón de las 
Carreras. 

El decreto era, sí, extremadamente impreciso acerca de los 
poseedores mismos, por cuanto no determinaba qué sucedería con 
aquellos poseedores que no estuviesen en condiciones de someterse 
a los requerimientos de pago del gobierno. Todo el contexto que 
rodeó el nacimiento y aplicación del decreto mostraban en qué pro- 
fundas apetencias fiscales se fundaba la solución surgida, y si esta 
actividad y miras del gobierno deben integrar legítimamente una 
justa interpretación del decreto, no era difícil señalar desde ya lo 
que a la postre sucedería: sólo los más ricos y poderosos de los 
poseedores recibirían la posibilidad de acogerse a los supuestamente 
universales derechos concedidos a los poseedores para la definitiva 
consolidación de sus terrenos. 

La prensa de la época publicó como correspondía tan impor- 
tante disposición, y un periódico ministerial de reciente aparición, 
“La Revista de 1834”, redactado por José Rivera Ind:rte, se hizo eco 
en un editorial que reflejaba la opinión del gobierno. 


“Damos lugar en este número ——comenzaba el artículo publicado 
bajo el título de “Interior'”'— al acuerdo de 23 de Diciembre del año 
que acaba de concluir, apesar de que ya ba visto la luz en el periódico 
Universal, porque lo créemos demasiado importante para dejarlo pasar, 
sin hacer las observaciones, á que provoca su contenido. 

No nos detendrémos en ponderar los males que él evita. Baste 
decir, que un número crecido de litigios, en que se consumían las fortu- 
nas; que una porción de disputas, que indisponían á unos ciudadanos 
contra otros, han desaparecido, ó desaparecerán bien presto, con el 
temor que aflijía al poblador, de ver perdido el trabajo de muchos años 
por Ja repentina aparición de un propietario, que probase denechos á la 
tierra en que habían plantado su choza o donde pastaba su ganado. 
Otros objetos ocuparán nuestra atención. 

Tres fines se propons el acuerdo: 1? asegurar la propiedad de los 
terrenos, á que alude la circular de 12 de Diciembre de 1831, á eus 
actuales poséedores, teniéndose en consideración los servicios que hubie- 
sen prestado a la nación. 29 Garantir los derechos de los que se crean 
con títulos á ellos, según lo permitan las circunstancias del erario, y 
atendida, la deferencia que observasen á las resoluciones del Gobierno. 
39 La creación de una comisión de sujetos idóneos, que entienda en los 
espedientes que se versen sobre los negocios comprendidos en los dos 
artículos anteriores. Las demás disposiciones, que abraza el acuerdo, ó 
son reglamentarias ó dimanan de las que hemos mencionado. 

El primer objeto no puede ser más laudable. Los poseedores intru- 
sos pertenecen, en su mayor parte, á los ciudadanos que regaron con su 
sangre el suelo patrio, por libertarlo del estranjero; sería sumamente 
injusto el no legalizar la posesión, en que se hallan, de algunos retazos 
“e campo, que abandonaron sus dueños primitivos ó que pertenscen á 
esas grandes porciones que donó el Gobierno Español, y otros que le 
succedieron, á unos pocos individuos. Y á la verdad, mas derecho tienen 
á los terrenos, de que habla el acuerdo, algunos de los denominados 
intrusos, que muchos propietarios originarios. que adquirieron esta cali- 
dad á mui poca costa ó por medios que reprueba la sana moral. Los 
primeros hicieron cuanto estubo en su mano porque fuera feliz la nacion, 
los otros (hablamos en general) mui poco ó tal vez nada. 
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Si convertimos nuestra vista de estas consideraciones, å las que 
refieren á la opulencia de la República, hallaremos, que se consilian 
maravillosamente con las otras de que hemos hecho mérito. “Ningunas 
leyes son más contrarias á los principios de la sociedad, que aquellas 
que disminuyen la cantidad de propiedad individual y el número de 
propietarios”. ¿Y las que dispusiesen la devolución de los terrenos, que 
los llamados intrusos han cultivado á manos de unos cuantos propie- 
tarios originarios, que por escases de fondos, ó por otras causas, los 
tenían despoblados, no serían nocivas a estos principios, y á la espe- 
riencia que nos suministran las páginas de los pueblos antiguos y mo- 
dernos? ¿Ese cambio de señorío no haría una profunda herida á la 
industria? ¿No daría pie á reclamaciones interminables? ¿No abriría 
una puerta á los odios y desavenencias? Reflecciónese sin pasión y ino 
podrá menos de aplaudirsa la determinación del Gobierno. 

El segundo objeto, es justo y tiende á alejar todo motivo, capáz 
de alterar la tranquilidad interna de las familias. Los propietarios origi- 
narios advertirán, que una revolución los ha despojado de unos bienes, 

s cuya recuperación, fuera de ser dificil, sería un principio. de miseria 
para un considerable número de vecinos beneméritos y se contentarán 
con una retribución, que aunque moderada, está exenta de tamaños 
inconvenientes. El Gobierno, por otra parte, con un pequeño sacrificio 
garante la inviolabilidad de los títulos que establecen la propiedad, lo 
que influye sobremanera, en la moral de los pueblos. 

El tercer objeto es útil álos interesados y á la autoridad; a los 
primeros por la mayor seguridad que adquieren, ante una comisión 
especial formada de sujetos idóneos, de que sus reclamaciones y ecep- 
clones serán mas puntualmente atendidas, que en otro tribunal de una 
institución diferente: al Gobierno por que le descarga de un peso enorme 
que le estorvaba para espedirse en negocios de cuantía y trascendencia. 

Desearíamos —+finalizaba el periódico— que las plumas de 'nues- 
tros colegas se ocupasen de un negocio, que por la poca estension de 
nuestro papel no hemos podido tratar sino imperfectamente,”.(11) 


La política de reversión al Estado de los campos en conflicto es, 
ante todo, un mero negocio agrario. El Estado paga al valor del mer- 
cado el “precio” de la tierra, Si bien los propietarios ven “deforma- 
da” la demanda de su “bien” por la imposición aparente de un solo 
comprador, que así lo determina, no es menos cierto que el vende- 
dor “deforma” la oferta, tanto porque el Estado —concreto, histórico 
y angustiado políticamente— necesita comprar, como por el hecho 
extraeconómico de que el Estado no es realmente una pura ente- 
lequia sino un comité administrador de los intereses de las clases 
dominantes, en este caso de los vendedores de campos en conflicto 
que son a la vez Dios Padre, Hijo y Espíritu Santo. El aparente 
diálogo de la oferta y la demanda es apenas el soliloquio del cohecho. 

La reversión de campos en conflicto decretada el 23 de diciem- 
bre de 1833 participa de todos estos atributos si no trinitarios —a 
Dios lo que es de Dios—, sí por Jo menos binarios. Un ministro, hijo 
de la carne, Lucas Obes; varios propietarios y apoderados, mundanos 
y llenos de flaquezas. Los convenios que lograron a fin de cuentes 
sólo ceden en pecados a los que propusieron en primera instancia. 
Algo se ganó; i 
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Tratos y contratos 


El 5 de diciembre de 1833, José Ellauri proponía “ceder” las 16 
y dos tercias leguas que fueran de Arvide y entonces de su albacea, 
Florencio Varela, a la tasación de $ 1.400 por legua, apenas tres 
veces más de lo que el Estado cotizaba las suyas, cuando las cobraba, 
Los $ 23.333 así exigidos no se parecían en nada a lo casi nada paga- 
do por su primitivo propietario en la época colonial, pero ya es 
sabido que el apetito crece comiendo. Como los propietarios no 
tenían por qué apurar al Estado, le concedían que el pago se rea- 
lizase en una letra de $ 3.500 a tres meses, otra por igual suma a 
seis meses, y el resto proporcionalmente, dividido en letras a seis 
meses hasta un máximo de tres años. Tanto como para que el Estado 
no echara sus usuras, el propietario echaba las suyas. Las letras así 
recibidas tenían por esos días el bonito quebranto del 4 6 5% men- 
sual. Para Ellauri, era lo que se llama un negocio dodecaédrico, 
y para el Estado realmente bueno, porque de haber recibido la pro- 
puesta el 16 de noviembre, el quebranto hubiera ascendido al 7 % 
mensual en plazos cortos y el 512-6 % a plazos largos (*>. Nos exi- 
mimos de sacar las cuentes, si se recuerda que Ellauri debe haber 
hecho las suyas. 

El 20 de diciembre de 1833, Lucas Obes contestaba “No ha 
lugar”. Si el Estado pagaba aquellos precios, en letras así depre- 
ciadas, Lucas Obes no duraba veinticuatro horas en el Ministerio. 
El 24 de febrero volvió José Ellauri a la carga, en una segunda 
vuelta del regateo (“después de haverme acercado á conferenciar 
con el Señor Ministro”) y pidió apenas $ 1.200 por legua, o sea, sola- 
mente $ 20.000, pagados $ 5.000 al contado y el resto a uno, dos y 
tres años “bajo hipoteca general y especial”. El 26 de febrero, Lucas 
Obes podía firmar con dignidad, Sólo el tiempo demostraría que las 
mentadas 16 leguas apenas alcanzaban a 10, por lo cual el Estado 
regaló $ 7.200 en la única oportunidad conocida en que las mensu- 
ras de la época: dieron mucho más de lo real. 

Y éste es el segundo de los sabios contratos propuestos por José 
Ellauri: el de los campos de Milá de la Roca, Son también un 
modelo del género: un capolavoro del desenfado y de la usura. El 
campo poseía 32 leguas cuadradas, y Ellauri aquí sólo vendía 20; 
las 12 de la rinconada, infinitamente superiores a las restantes, por 
hallarse cercadas por límites naturales, quedarían en propiedad de 
Ellauri. Por el resto, Ellauri realizó una propuesta —la primera el 
17 de diciembre de 1833— según la cual se adjudicarían al Estado 
al precio de $ 1.600 la legua cuadrada (cuadrada, sí, no cúbica). Para 
pagar estos $ 32.000, Ellauri hizo prodigios de mesura: en primer 
lugar, aceptó que de esa suma se restara el precio original del campo 
que Milá de la Roca no había pagado jamás: $ 2.560 de la compra 
del campo y los réditos vencidos que “todo junto asciende á $ 5.670”; 
y por el resto (algún distraído lector se preguntará qué resto) 
Ellauri esperaría que cada seis meses se le pagasen letras en cinco 
veces. A esta fecha las letras —recordemos— “sólo” tenían un que- 
branto del 4 ó 5% mensual (12. 
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Con meno firme, Lucas Obes garabateó un segundo “No ha lugar 
la propuesta”. Volvió José Ellauri con serena paciencia el 24 de 
febrero de 1834 —era todo un franciscano— y por haber sabido pedir 
$ 1.600 en la primera propuesta obtuvo entonces los $ 1.400 por 
legua que no había logrado por las tierras de Arvide. Total: $ 28.000. 
Se repitió la magnanimidad de Ellauri, quien aceptó se restara de 
esa suma el precio del campo, que jamás se había pagado, pero 
como el esfuerzo había sido tamaño, Lucas Obes condescendió a 
restarle, ya no $ 5.760 sino solamente $ 3.200. Ellauri aceptaba que 
sólo se le pagara: al contado $ 7.000 y para los restantes $ 17.800 abría 
crédito al gobierno en pagos de 1, 2 y 3 años, apenas veinticinco 
años menos de lo que había esperado el Estado a Milá de la Roca- 
Ellauri para que, en vez de pagar, cobrasen (**, 

Basta comparar la propuesta que se le aceptaba para los campos 
de Milá de la Roca, con la primera que se le rechazó para los cam- 
pos de Arvide para comprender por qué Juan Carlos Gómez pudo 
decir en similares condiciones: 


“De lo que resulta que se le rechazó porque pedía poco. 
. ¡Lo hubiera dicho antes! Ahora, sí; esto es pedir como un milord.” 


Martín Elordi, “como albacea y principal acrehedor” de la 
testamentaría del finado Pedro Anzoátegui, hizo lo suyo con las 42 
leguas situadas entre el Uruguay, el Quebracho y el arroyo de Soto. 
Anzoátegui —se recordará— había comprado, en 1808, a Yapeyú en 
$ 2.950 a censo reservativo, cifra pequeña si las hay, pero que se 
hace graciosa cuando —como sucedió— no se la paga jamás. Cual- 
quiera pensaría que cuando Martín Elordi se presentó el 28 de 
noviembre de 1831 ante las autoridades vendría a pedir disculpas 
por la demora. Nada de eso. El Sr. Elordi venía a reconocer al 
Estado como principal acreedor por ess suma, gravando aquellos 
campos por “el principal y los réditos”, gesto ecuánime si se tiene 
en cuenta que el Estado no se lo había pedido. Como nunca falta 
un “díscolo” (valga el término de la época) que pretendiese que 
el campo. pertenecía al Estedo por cuanto el comprador no había 
mostrado en 25 años nada que se pareciese al cumplimiento del 
contrato, el Sr. Elordi presentó una propuesta “que al paso que con- 
sultaba los intereses del Estado, atendía los del proponente”. 

El Sr. Elordi trespasaba al Estado “todos sus derechos a los 
citados terrenos por las dos terceras partes del valor a que se ven- 
dieran por el gobierno” siempre y cuando, claro está, el Estado los 
vendiera “a los precios corrientes que tienen los campos de su cali- 
dad en los contratos entre particulares”. De lo que así se reczudase, 
el gobierno separaría la mitad hasta $ 38.000 que Elordi tenía en 
créditos contra la testamentaría y el resto quedarís en poder del 
Gobierno por cuenta de la testamentaría. deducida la tercera parte, 
que también la testamentaría renunciaba a favor del Gobierno. 
Cuando el 21 de diciembre de 1833, el Ministro Lucas Obes aceptó 
sin discusión las bases presentadas pòr Elordi, era del caso pregun- 
tarse qué meritorio caballero era don Martín como para recibir tan 
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“pronto despacho” (19), Misterio que quedó totalmente aclarado 
cuando el 7 de abril de 1834 el señor Elordi, en una escritura de 
reconocimiento de derechos, reparó cel injusto anonimato del verda- 
dero propietario de la idea y del dinero: don Domingo Vázquez **, 
miembro de la Comisión Administradora de la Caja de Amortiza- 
ción y prestamista del Estado al modo florentino. T 

Esto ya era pedir como pares de Francia. 

Juan de Alagón, comprador al gobierno de Buenos Aires de lo 
que éste jamás había sido propietario, es decir, del fertilísimo rincón 
situado sobre la costa del Río de la Plata, entre los arroyos Minuano 
y Colla (siete leguas y media, Departamento de Colonia) se hizo 
representar por don Francisco Hocquard, comerciante francés resi- 
dente en Montevideo, excelente comprador de letras de gobierno, 
ya no quebrantzdas sino derrengadas y hombre de íntima amistad 
de Lucas Obes y en cuyo salón secular se reunió durante mucho 
tiempo lo más selecto de la sociedad uruguaya, incluido el “león” 
Melchor Pacheco y Obes, heredero de don Lucas en las letras de 
favor de la casa Hocquard. 

Francisco Hocquard presentó una propuesta sobria de apenas 
unas] líneas: vendió al Estado lo que éste ignoraba no pertenecerle 
en $f 17.000. Quien había dado esta noticia al gobierno había sido 
don José Ellauri. Años atrás, como apoderado de Juan de Alagón, 
Ellauri había tenido el honor de conmover a decenas de pequeños 
hacendados, algunos de ellos donatarios artiguistas, promoviendo en 
los tribunales el correspondiente juicio de desalojo, Como Juan de 
Alagón no había satisfecho al letrado los honorarios del caso, el 
Estado se comprometió ante el señor Francisco Hocquard a pagar 
al Sr. Ellauri lo que éste reclamaba contra Juan de Alagón. La 
propuesta fue tan escueta en sus argumentos como para jamás 
explicarnos a santo de qué el gobierno cargaba con el rubro. Pero 
se ha dicho, y dicho bien, que menos pregunta Dios y perdona. 

La propuesta: presentada el 16 de diciembre de 1833, fue apro- 
bada el 10 de enero de 1834 y escriturada el 15 de julio del mismo 
año (17, El campo había sido adquirido por el Estado de acuerdo 
al decreto de 23 de diciembre de 1833 —reiteremos— por cuanto 
estaba comprendido en los campos particulares ocupados por posee- 
dores. Pero de éstos nadie se acordó. El 21 de noviembre de 1834, el 
gobierno vendía el campo a Antonio Blanco por la cantidad de 
$ 2.640, sin entenderse bien si con ello se quería decir que los campos 
del Colla se habían cúbierto de sal, única forma de explicar los 
S 15.000 del quebranto. Cuando el 17 de octubre de 1837 esta venta 
fue anulada por “lesión enormísima” a los intereses del fisco, nadie 
habló de pedirle a Hocquard los $ 17.000, ni a Ellauri los honorarios. 
Antes bien se restituyó a: Antonio Blanco los $ 2.640 más los inte- 
reses del 1% mensual (19. Tampoco investigó el gobierno si —como 
se pensaba— Blanco era un testaferro de Hocquard. ` 

Esto no era pedir, esto era reinar. 

El 24 de febrero de 1834, el Ministro Lucas Obes elevó su Men- 
saje a la Asamblea General (*”, En el dilatsdo balance de su breve 
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actividad ministerial tuvo un espacio importante la explicación de 
su política de solución de los conflictos entre propietarios y posee- 
dores mediante la reversión de los campos al Estado. Ese día el 
Ministro acababa de aprobar el cuarto contrato de tierras, y de 
haber presentado las cuentas en el Mensaje a la Asamblea General, 
los legisladores hubieran podido opinar sobre aquel extraño modo 
de favorecer a los poseedores, pagando $ 100.000 más intereses e 
hipotecas por las 85 leguas de czmpo que Artigas había “vuelto a 
un curso más natural” confiscando a sus sedicentes “propietarios” 
y distribuyendo la tierra entre los paisanos que morían por la 
patria. 

Pero aquellos legisladores no pidieron tales cuentas ni aquellas 
por las cuales la Sociedad amortizadora de letras de gobierno cobra- 
ba el 5% mensual de comisión por encargarse de hacer los pagos 
oficiales. Se limitzron a escuchar el Mensaje que, entre diversos 
temas de comercio y hacienda, incluía los que interesaban a una 
enorme masa de pobladores sin título de la campaña. Las palabras 
de Lucas Obes reiteraban sus ya conocidos principios en torno a 
las soluciones consabidas, Insertas dos meses después de estar vi- 
gentes las medidas decretadas el 23 de diciembre sólo hubieran 
tenido interés de haber sido un real balance de los éxitos —o fra- 
casos— obtenidos a dos meses de su funcionamiento. Carentes de 
tal interés, puesto que el decreto sólo hzbía conocido la aplicación 
de uno de sus puntos —el más gravoso— correspondiente a la rever- 
sión de los campos a manos del Estado, el documento sólo expresaba 
la esperanza de “cortar de un golpe la azarosa cuestión de intrusos 
y propietarios” en la que se hallaba agitada “la población entera y 
ocupados todos los Tribunales” con desmedro de la “autoridad que 
sufría todo el peligro de sus resultas”. 


La tierra oriental y el encono federal 


Del conjunto de grandes propietarios —en su mayor parte 
confiscados por Artigas— cuyos campos habían revertido al Estado, 
sólo cabía inferir que el Ministro Lucas Obes se había apresurado 
a favorecer a aquellos propietarios o apoderados cuasi propietarios 
que con él tenían estrechas vinculaciones familiares o de negocios 
de préstamo. Pero la mayor parte de los propietarios cuyos campos 
estaban en conflicto carecían de esa condición. Estos, en su mayoría, 
pertenecían a aquel viejo tronco de aporteñados o “malos america- 
nos” sobre cuyos pastos había pasado la segadora artiguista. Cual- 
quiera fuese el propietario primitivo, el hecho es que al comenzar 
1834 residían en Buenos Aires la casi unanimidad de los propietarios 
que aún esperaban las resoluciones que en la práctica el gobierno 
uruguayo les negaba. Félix de Alzaga, propietario del rincón de los 
dos Solises (Canelones), Necochea y Larravide, entre los arroyos 
San Juan y Colla, y Juan Correa Morales, en el rincón del Pichi- 
nango y Rosario (Colonia), Loureiro, sobre el erroyo Agraciada y 
Arenal Grande, y Beláustegui y Santurio, sobre el arroyo Grande 
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(ex campos de Pedro Manuel García), Miguel de Azcuénaga, con 
sus 80 leguas del Perdido (Soriano), las casas de Barrera y Díaz 
Vélez, con sendas rinconadas (Paysandú), y el propio gobierno de 
Buenos Aires o el comerciante francés Domingo Roguin, reclaman- 
tes de la estancia de las Huérfanas, entre los arroyos San Juan y 
Víboras (Colonia), eran apenas los más poderosos y visibles de los 
numerosos propietarios porteños que diariamente paseaban su furia 
por las antesalas del gobierno federal de la Provincia de Buenos 
res. 

Fuera de esta lista habían quedado ya otros propietarios por- 
teños cuya pésima situación económica los había hecho fácil presa 
de los especuladores: Juan de Alsgón, Pedro Anzoátegui; o que 
por sus relaciones habían logrado mejor suerte: el ciudadano nor- 
teamericano José Bond cuñado de don Juan Manuel de Rosas, o el 
español Juan de Almagro, de vieja raigambre porteña. Algunos de 
entre ellos rondaban regularmente por los tribunales montevidea- 
nos: Alzaga, Azcuénaga o su apoderado Murguiondo, Santurio, 
Beláustegui, etc. Otros mudarían su residencia a la Banda Oriental, 
como León de Pereda, yerno de Fernando Martínez y albacea de 
su testamentaría, hasta vincularse definitivamente de este lado del 
Plata. Para toda esta serie de pertinaces propietarios, el decreto de 
23 de diciembre de 1833 podía transformarse en la quiebra: definitiva 
de todas sus esperanzas, Su influencia y riqueza era, por otra parte, 
demasiado crecida como para transar con los venales especuladores 
que hacían “pata ancha” en el ministerio montevideano. Díaz Vélez 
había sido un riquísimo latifundista, con propiedades en Buenos 
Aires y Entre Ríos, y su viuda estaba enlazada familiarmente con 
conspicuos dirigentes federales. Félix de Alzaga, más rico aún, si 
cabe, que el ajusticiado motinero de 1812, tenía vara alta en la 
facción rosista. Larravide seguía siendo un gran comerciante y un 
federal de pro. Melchor Beláustegui, fuera de su fortuna personal, 
poseía la buena condición de ser cuñado de Felipe Aranz. Juan 
Correa Morales había sido expulsado de Montevideo cuando estaba 
investido nada menos que con el cargo de enviado personal de Juan 
Meznuel de Rosas. Domingo Roguin había sacado de apuros al go- 
bierno de Dorrego comprándole la estancia del Colegio de las 
Huérfanas, de la que se decía heredero el gobierno federal. Y, por 
supuesto, los Azcuénagz conservaban tanto el brillo de la casa fun- 
dada por el juntista de Mayo como su fortuna en la parte no lesio- 
nada por la confiscación artiguista. Sus quejas y corrillo fueron 
“seguramente bastante responsables de la: constante enemistad que 
el grupo rosista mantenía contra el gobierno de Rivera, el cual, 
después de una primera apertura de firme neutralidad terminó por 
pagarle con la misma moneda. En ese núcleo, acrecido con los 
iguales odios de Manuel de Soria —confiscado como ellos— y de 
Lavalleja, ambos emigrados en Buenos Aires, nació y se afirmó la 
idea de intervenir firmemente y detener al gobierno oriental: para: 
ello eligieron nada menos que al propio gobierno argentino, 

Pocos días después de aquel en que Lucas Obes ofrecía a la 
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Asamblea General la seguridad del definitivo “corte” de los con- 
flictos que sacudían la campaña y en que prometía una general 
aquiéscencia de los propietarios a las soluciones decretadas el 23 
de noviembre, llegaba a sus manos la protesta elevada por el 
gen.l Tomás Guido en su carácter de Ministro de Relaciones Exte- 
riores de la República Argentinz. La nota, por demás explicitada 
con los antecedentes que acabamos de enumerar, era un modelo de 
intervención en los asuntos internos de un país soberano, y consti- 
tuyó, sin lugar a dudas, un muy bien recibido precedente para los 
cónsules extranjeros que, como el francés Raymond Baradere, 
leyeron, comentaron y enviaron confidencialmente su texto a sus 
respectivos cancilleres. Rosas, y con él las Repúblicas del Plata, en 
el futuro tomarían dos tazas de este caldo. Decía la nota: 


“¡Buenos Aires, Febrero 26 de 1834 

Año 25 de la Libertad y 19 de la Independencia 

Al Exmo.Sr.Ministro de Relaciones Exteriores de] Estado 
Oriental del Uruguay. 

El infrascripto Ministro de Relaciones exteriores en la República 
Argentina tiene el honor de dirigirse á S.E. el Sr. Misistro de igual 
departamento en el estado Oriental del Uruguay para manifestarle que 
instruido €l Gobierno por el Superior decreto de 23 de diciembre ultimo, 
publicado en esa capital, que los terrenos de propiedad particular, serán 
adjudicados á sus poseedores, salvo el derecho de propietarios, supues- 
tos ó verdaderos, en los términos que con ellos se estipulare; habida 
consideración al mérito de las personas y urgencias del erario nacional, 
ha sentido la necesidad de llamar la consideración del superior Gobierno 
del Estado Oriental, sobre los perjuicios que irroga el espresado decreto 
á la República y á muchos ciudadanos Argentinos que tienen propie- 
dades en ese Estado. 

El infrascripto no se detendrá en manifestar el respecto que las 
leyes de las naciones acuerdan á la propiedad pública y particular, 
mientras el título que las acredita no sea legalmente contestado; y como 
en este caso considera el que tiene la República á unos terrenos en ese 
Estado y el que esiste á los ciudadanos argentinos que han implorado ya 
la protección del Gobierno, confía que el del Estado Oriental se pres- 
tará gustoso á una justa excepción en su favor. 

El Gobierno de Buenos Aires encargado de las Relaciones Exte- 
riores de la República Arjentina, tiene el indispensable deber de recla- 
mar cualquier perjuicio que se infiera á la fortuna pública, y dispensar 
la más decidida protección á la propiedad de los ciudadanos arjentinos. 
Wl] reconoce igual derecho en todos los Gobiernos, pues ha proclamado 
el principio de la inviolabilidad de la propiedad aun en los casos de 
guerra. Con este motivo el Ministro que subscrive tieme órden de su 
Gobierno para pedir al Sr. Ministro, á quien se dirije, se sirva mani- 
festar 4 S.E. el Sr.Presidente del Estado Oriental del Uruguay, queel 
Gobierno de Buenos Aires protesta solemnemente de los perjuicios que 
irroga á la República y a los particulares de ella el supremo decreto 
de 23 de Diciembre de 1833, y pide á S.E. se sirva exonerar de sus 
efectos las propiedades que reclama, declarando bastantes los títulos 
legales que la justifican. 

El infrascripto al dejar cumplida la orden de su Gobierno, tiene 
la honra de saludar al Exmo.Sr.Ministro del Estado Oriental del Uru- 
guay, con la mas perfecta y distinguida consideracion. 


Tomás Guido.'*(20) 
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Sabía muy bien Lucas Obes que aquellos grandes propietarios 
federales habían “implorado ya la protección del Gobierno” porteño. 
Esta era una vieja historia. Por esa protección Pueyrredón había 
llamado a los portugueses. Cuando éstos usaron el llamado en su 
provecho y dejaron por el camino a los propietarios porteños, vol- 
vieron éstos a darse su protección, pero esta vez coincidiendo con 
los intereses patrióticos de las masas orient:les, ayudando y finan- 
ciando la cruzada lavallejista. Cuando las masas orientales y el 
gobierno autónomo parecían no entender que el derecho de los lati- 
fundistas porteños era el “primer derecho”, ya tan temprano como 
en 1829 el comisionado porteño Francisco Pico había elevado su 
protesta por lo que aquellos consideraban desconocimiento de sus 
más preciados intereses, Tocóle entonces el turno a Giró de ponerlos 
medidzmente en su lugar. Soberano el joven Estado, volcaron toda 
su influencia en los tribunales para acariciar al fin el fruto de tan 
largos afanes, y la conmoción que contribuyeron a provocar casi 
derriba al propio gobierno oriental. Arrestraron entonces a Lava- 
lleja a ser parcialmente su instrumento, y las sucesivas derrotas 
del viejo y glorioso libertador terminaron por trastornarles el seso. 
Los grandes latifundistas porteños se excedieron y comprometieron 
a su propio gobierno en la pulseszda. Fue el turno de Lucas Obes. 

Su respuesta fue un memorable documento de defensa de la 
política de no intervención, que puede inscribirse entre aquellas 
que contribuyeron a crear doctrina en el joven Estado. En ella se 
combinaron tanto el desprecio al recurso intervencionista como al 
ecompañamiento militar lavallejista con que el gobierno porteño 
creyó necesario reforzar la prosa diplomática. Reclamación diplo- 
mática y ayuda desembozada a la invasión armada de una de les 
facciones en lucha era demasiado para quien se jugaba tantas cosas 
en la partida. Y en la respuesta, por fin, Obes se excedió en recursos 
sin cobrar usuras. 

Por supuesto, aquel que había sufrido los grillos de Purificación 
no era hombre para ser más jacobino que Artigas, y en sus palabras 
no se hallará una sola palabra de justificación revolucionaria de la 
obra artiguista, Pero hay, sí, un brioso orgullo nacional y un afán 
de soberanía, el mismo que había sido incapaz de sentir en sus años 
de fiscalía cisplatina, que era lo más que se podía pedir a la bur- 
guesía florentina que representaba, 

La respuesta, fechada el 4 de abril de 1834, afirmaba que 


“el gobierno de la República Oriental del Uruguay, no pudiendo tomar 
en consideración las protestas del gabinete Argentino contra el decreto 
de esta República que adjudica á sus poseedores actuales, los terrenos 
abandonados en elcurso de la rebolucion ha ordenado al infrascripto 
que ponga esto mismo en noticía de S.E. el Ministro á quien se dirige 
y le haga una franca manifestación de las razones que tiene el gobierso 
de la República Oriental del Uruguay, para mirar este procedimiento 
como prescripto a su deber por el interés común de las naciones y el 
particular de su incuestionable Soberanía. 

Al cumplir con este encargo de su Gobierno, el infrascripto no puede 
escusarse de observar, que sería preciso renunciar á toda idea de paz 
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y buena inteligencia entre Estados vecinos, si la razón y la justicia no 
hubiesen concedido á cada soberano el poder de administrar los nego- 
cios domésticos con absoluta independencia de sus iguales, porque ape- 
nas habría uno de tales negocios que no diese á la razon de Estado, 
grandes pretestos, para erigirse ya en Juez de un Gobierno, ya en pro- 
curador de sus súbditos naturales. Pero felizmente las naciones han 
comprendido como lo comprende el Estado de la República Oriental del 
Uruguay ,que cuando los actos de un Poder soberano ni atacan direc- 
tamente el derecho universal de las sociedades, ni el particular de alguno 
de ellos, es preciso respetar sus consecuencias distantes y de un orden 
inferior para evitar que la anarquía, la confusion y la fuerza se apode- 
ren de todo y quiten á los pueblos el recurso á un código conocido y 
estable, para entenderse y tratarse como verdaderas familias destinadas 
á poblar la tierra, y hacerla una morada digna de seres 1acionales. 


Continuaba la nota de Lucas Obes desnudando la maniobra de 
los grandes propietarios porteños que rimaban la reclamación diplo- 
mática con la invasión del país. 


‘Con las luces que subministra esta observación, y advirtiendo que 
el Decreto protestado, no puede ofender sino á los súbditos de esta 
República, y accidentalmente á los que sin serlo por su nacimiento y 
domicilio se hallan al nivel en cuanto al fuero que surta la propiedad, 
es fácil comprehender.— lo 19 que el haber ellos ocurrido, al Gobierno 
de la Provincia de Buenos Aires, para que los ampare y proteja, es 
suponerse destituidos de leyes y Tribunales, capaces de tomar en consi- 
deración su causa, ó buscar dolosamente fuera del país por virtud de 
cuyas instituciones se titulan propietarios, un procurador bastante para 
imponer, ya que no lo fuere para pedir. 

Lo 29 que los dichos propictarios han elegido aquel arbitrio raro 
con el expreso designio de violentar la política interior de un Gobierno, 
independiente, y ponerlo en la alternativa de retroceder, ó sostenerse á 
riesgo de las consecuencias que tienen por lo común estas reclamacio- 
nes, en que un Gabinete empeña decididamente sus respetos: 

Acaso ellos han contado con algo más, y es el aliento que la publi- 
cidad de esta tentativa pudiera dar á los quejosos en el momento que 
la anarquía se arrojaba sobre las costas de la República con todo el 
furor de su despecho habitual, y acaso también el no comprehenderlo así 
el Gobierno de Buenos Ayres, haya dado margen á la singular coinci- 
dencia de aquel movimiento con las reclamaciones de los Argentinos 
propietarios de terrenos abandonados, y las protestas de su Gobierno 
contra una medida, que tiene por objeto la consolidación de la paz 
interna de esta República que le ha merecido un tan sincero interés, 
en el presente, como en otros casos de la misma naturaleza. 

De cualquier modo, el Gobierno de la República Oriental del Uru- 
guay habiendo expuesto las razones que le impiden considerar el asun- 
to de la nota del Gabinete Argentino, y ocuparse en justificar el De- 
creto que adjudica á sus poseedores los terrenos abandonados en el 
curso de la revolución, salvo el derecho de propietarios supuestos ó 
verdaderos, espera que su franqueza sea estimada como el mejor tes- 
timonio de los sentimientos que le animan con respeto a los subditos 
argentinos que tienen propiedades en el territorio de su dominio, y 
ácia el Gobierno de quien dependen por derecho de oriundez. 

El infrascripto aprovecha, etc. 


Lucas José Obes” (21) 
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La guerra de los clanes usureros y la pobre tierra 
de los paisanos pobres 


El 19 de diciembre de 1833, Juan María Pérez aceptaba la tarea 
encomendada por el gobierno “para organizar y manejar” la Caja 
de Amortización ©). Poco después, en cumplimiento de los objetivos 
señalados en las conversaciones realizadas con el Ministro Lucas 
Obes y en correspondencia con los decretos de 6 y 23 de diciembre 
que habían atribuido a la Caja la administración de todas las can- 
tidades nacidas de enajenaciones de tierras ocupadas por poseedores, 
Juan María Pérez, en su carácter de Presidente de la Comisión 
Administradora, solicitaba al Ministerio que se aprobasen una serie 
de sugestiones relativas al mejor funcionamiento de la institución. 
Entre ellas nos interesan las relativas al tema que relatamos. 


“importaría empezar desde luego —decia— á realizar los fondos con 
que la Caja debe hacer frente á sus compromisos y que, aunque en 
cierto modo eventuales, con todo, no puede negarse que ellos sean en 
mucha parte de fácil realización. Será en este sentido conveniente hacer 
saber al píblico, que la Caja está autorizada para negociar la enaje- 
nación de toda clase de propiedades públicas ya sean rurales ó ur- 
banas''(23) 


Algunos días después, Juan María Pérez publicaba un aviso a 
todos los interesados, por el cual se informaba que de acuerdo al 
oficio del gobierno de esa fecha, “interin no empieza sus operaciones 
la caja de amortización” se hacía cargo de “proceder á la enagena- 
ción de las propiedades contenidas en la nota”. Dicha nota enume- 
raba distintas propiedades urbanas y del ejido y dos “rurales”, las 
úniczs cuyos convenios habían sido ya definitivamente cerrados: los 
rincones de Melchor de Albín (entre Víboras y Vacas) y de Cama- 
cho (entre Víboras y Sauce) 24, Como era natural, las sucesivas 
liquidaciones de los demás campos en conflicto, incluidos en la polí- 
tica de reversión al Estado, irían integrándose al patrimonio de la 
Caja. 

La comisión organizadora de la Caja de Amortización no llegó 
a cumplir sus tareas ni a finzlizar la creación del organismo pre- 
visto. Sus principales integrantes fueron realizando a lo largo de 
los meses siguientes toda clase de empréstitos personales, remates 
de diversas rentas, adquisiciones de terrenos fiscales a precios rui- 
nosós pera el Estado y toda clase de conversiones de deuda flotante 
adquirida a bajísimo valor y pagada por el Estado a precios usura- 
rios y escandalosos, 

Por el carácter prácticamente fraudulento de sus operaciones se 
distinguió sobre todo Juan María Pérez en el período que va de 
enero a mayo de 1834, Pero la situación de la hacienda nacional, lejos 
de mejorar al entregarse mansamente al poderoso grupo de presta- 
mistas dirigido por Juen María Pérez, Domingo Vázauez, Agustín 
de Castro y Ramón de las Carreras, se agravó considerablemente. 
La invasión de Lavalleja a las pocas semanas de comenzedo el año 
llevó las cosas al paroxismo. Las operaciones del ejército constitu- 
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cional, ya de por sí gravosas, se transformaron en un pozo sin fondo 
de erogaciones que terminaban en los bolsillos de los grandes abas- 
tecedores del ejército y del propio don Frutos, que de ese modo 
lograba mantener el tren dispendioso que le aseguraba la adhesión 
feudal de los caudillos y jefezuelos de la campaña. Las cuentas 
presentadas por el Contador General Francisco Magariños el 15 de 
marzo ofrecían un cuadro agobiador: según sus cifras la deuda na- 
cional el 15 de febrero alcanzaba a 880.000, sin que en ella se tuviera 
en cuenta nada más que las deudas reconocidas e intervenidas por 
las oficinas a su cargo. 

En mayo de 1834, Lucas Obes presentó ante las Cámaras un 
conjunto de leyes de hacienda —cuyo contenido no podemos deseri- 
bir— por las cuales, entre otras cosas, pensaba lograr el definitivo . 
y legalizado establecimiento de la Caja de Amortización proporcio- 
nándole rentas suficientes. Entre las rentas afectas incluía Obes 
“las tierras de enfiteusis y de moderada composición”, rubro en el 
cual, naturalmente, entraban todos los donatarios artiguistas asen- 
tados en campos fiscales. 

Aprobada la ley el 5 de junio, y luego de diversos intentos rea- 
lizados por Lucas Obes tendientes a nuclear a los más importantes 
comerciantes en torno & sus operaciones de hacienda, en virtud de 
aquella ley realizó a fines de junio el primero de la larga serie 
de contratos que transformarían el resto de su Ministerio en una 
mera agencia oficial de las operaciones de usure de un restringido 
grupo de grandes prestamistas: Antonio Montero, Domingo Vázquez 
y Agustín de Castro. 

El 30 de junio de 1834, Vázquez y Castro elevaron a Lucas 
Obes un conjunto de propuestas por las que ofrecían hacerse cargo 
de todas las cantidades que el Ministerio necesitase, aceptando las 
letras que el gobierno girase contra sus casas. Como garantía del 
pago de esas sumas así prestadas, el Ministerio afectaría una serie 
de rentes bastantes para los adeudos y “Quinientas leguas de terre- 
no Enfitéutico á elección de los Contratantes”. Escriturado el con- 
trato el 3 de julio, Obes emitió un decreto por el cual se oficializaban 
los términos de la garantía (2, El 5 de julio, bajo la firma de Anaya 
—Vicepresidente de la República— y del fantástico Ministro de 
Hacienda, se decretó que la Contaduría girase contra todos aquellos 
que debiesen dinero al Estado por concepto de censos diversos (cen- 
so perpetuo, reservativo, etc., de tierras del ejido; canon enfitéutico 
de las tierres de pastoreo propiedad del Estado y arrendadas a par- 
ticulares) y que dichas sumas se asentasen a favor de la Tesorería. 
Se determinaba asimismo que los libramientos así realizados serían 
negociados por les “sociedades encargadas de suministrar al Erario” 
o por la propia Tesorería “según conviniere”. Quienes comprasen los 
créditos enumerados solamente podrían cobrar la renta que deven- 
gase el capital, pero no tendrían derecho a solicitar el pago del 
capital mismo hasta tanto el Estado no pudiese pagarlo “sin violar 
el contrato bajo que se hallare ascensuado” (20, 

Antonio Montero, asociado a los contratantes en casi todas sus 
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operaciones, publicó un aviso el 19 de julio en “El Universal” por 
el que se notificaba a quienes quisiesen comprar terrenos del Estado 
“afectos” a la Sociedad en pago de sus préstamos, que se presentasen 
a su casa a realizar las propuestas. 

El 4 de setiembre, el Ministro Lucas Obes, apurado por realizar 
la venta de todos los campos cubiertos de poseedores y no menos 
angustiado por los requerimientos de la Sociedad de prestamistas, 
pasó una circular a los jefes políticos poniéndolos en conocimiento 
de la nueva situación. 


“Hallándose la Sociedad de Dn Dom.o Vázq.z —decía en la Cir- 
cular— autorizada por el Sup.or Gob.no en la Administración de los 
terrenos de propiedad publica que en garantía les ha cedido mediante 
contrato celebrado y con arreglo a la ley de 5 de junio ultimo sobre la 
materia han determinado aquellos hacer llamam.to de todas las per- 
sonas q.e posean terrenos de propiedad publica dados en enfiteusis por 
el Gob.no, para que concurran á la brevedad posible á fin de celebrar 
el contrato de compra de ellos y librarles los respectivos títulos. El 
Gob.no hallando esta medida tan proficua a los intereses del Fisco, 
como util y favorable á los enfiteutas poseedores cuyas ansiedades fu- 
turas quedan dirimidas con esta medida, es de su deseo obtemperar 
con los deseos manifestados p.r la sociedad segundando con su auto- 
ridad el cumplimiento de aq.a. Para este efecto previene á V. q.e trans- 
mitiendo el tenor de esta comunic.n á los Jueces de Paz de todo ese 
Departam.to y demas autorid.s locales q.e convenga les encargue la 
hagan circular y noticiar á las personas á quienes interesa p.a q.e lle- 
gue a] conocim.to de todos; y tenga su debido cumplim.to; en la in- 
teligencia q.e toda demora expresiva ú omision en apersonarse podrá 
robustecer las........ pretenciones de otros licitadores, y debilitar los 
derechos de preferencia de los poseedores.” (27) 


He aquí en qué terminaba la famosa propiedad eminente de la 
sociedad sobre la tierra enfitéutica. Lucas J. Obes no sólo otor- 
gaba 500 leguas de tierra enfitéutica a un estrecho grupo de insa- 
ciables usureros, no sólo violaba el contrato de enfiteusis obligando 
al poseedor a comprar la tierra al altísimo precio que exigían los 
prestamistas, sino que, desconociendo el plazo del contrato de arren- 
damiento enfitéutico los amenazaba con la expulsión en caso de no 
aceptar la compra compulsiva, sustituyéndolos por cualquier terce- 
ro que aceptara la onerosa transacción que la sociedad Vázquez, 
Montero, Castro impusiese. De lo que se sigue que la propiedad 
eminente de la sociedad... era nada más que la propiedad de la 
sociedad Vázquez-Montero-Castro. 

Con motivo de esta autorización contractual, Domingo Vázquez 
y Agustín de Castro, titulándose “Comisión encargada de la ena- 
genación de tierras públicas” comenzaron a vender en propiedad 
los campos de Melchor de Albín y de las Huérfanas, cuyos trámites 
corrían ya nte las autoridades, 

El 8 de febrero de 1834, el general Julián Laguna había sido 
nombrado comisionado del gobierno para el arreglo y enajenación 
de las tierras revertidas al Fisco en el Depzrtamento de Colonia, 
y fruto de su actividad era la afluencia de varios poseedores de 
aquel Departamento dispuestos a comprar los campos ya liquid: dos 
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con los propietarios. Los poseedores, artiguistas originarios unos, 
compradores de sus derechos de posesión otros, poseedores recientes 
los terceros, .se encontraron con que el encargado de tasar sus 
campos y negocier sus propuestas ya no era el gobierno, sino la 
poderosa Sociedad Vázquez y Castro. Estas transacciones obedecían 
menos a la feliz resonancia de los avisos de la Sociedad y de la 
circular a los jefes políticos, que '¿l hecho simple de que la Sociedad 
intervino en los terrenos cuyos trámites caían bajo la mirada del 
ubicuo Lucas Obes, fiscal interino entonces, por si poco fuera el 
mando que poseía en el Ministerio Universal. Con este motivo, todos 
los expedientes de compra o enfiteusis situados bajo tan atento 
control fueron obligados a realizar propuestas a la Sociedad Vázquez 
y Castro. Las tasaciones impuestas por los prestamistas oscilaron 
según el valor de los campos en $ 800, $ 900 y $ 1.000 legua cuadrada, 
prácticamente el doble de lo que aquellos poseedores hubieran pa- 
gado de acuerdo a las leyes de adquisición por moderada compo- 
sición. En algunos casos la Sociedad hasta llegó a rechazar las 
ofertas de $ 1.300 la legua aduciendo tener propuestas por más del 
doble (28), 

El grupo prestamista: que sostenía a Obes se encontraba en una 
situación excepcional. Planeando sobre la suerte de una incalculable 
cantidad de enfiteutas y poseedores, su poder encontró, como era 
natural, una gran resistencia. De ¿cuerdo a toda la precaria legis- 
lación dictada desde el 6 de diciembre de 1833, todos los campos 
revertidos al Estado por estar cubiertos de poseedores y todos los 
campos fiscales hasta la cantidzd de 500 leguas debían someterse a 
los dictados, operaciones y apuros financieros de la Sociedad de 
prestamistas. Más tarde tendremos oportunidad de comprobar qué 
suerte cupo a los donstarios artiguistas y demás poseedores en la 
vorágine desatada por el conjunto de especuladores que describimos. 
Pero no fueron éstos solamente quienes se resistieron a las opera- 
ciones del Ministerio Obes y de su cohorte usurera. En la sucesiva 
red de operaciones financieras del grupo Vázquez, Castro, Montero, 
Ellauri, Herrera y Obes, etc., fueron sucesivemente desplazados 
aquellos grandes comerciantes y prestamistas que desde el Minis- 
terio Santiago Vázquez hasta junio de 1834 habían contribuido a 
sostener al gobierno de Rivera: la cabezz política y el más poderoso 
representante del grupo usurero así expulsado era Juan María Pérez; 
pero junto a él se alineaban Francisco Joaquín Muñoz, su agente 
fimemciero y socio menor en sus remates de rentas, los hermanos 
De las Carreras, Antonio Díaz, Tomás Bazáñez, Ramón Masini, 
Gradín, Francisco García Cortinas, José Ramírez, José de Bejar y 
Gabriel A. Pereira, que habían visto deszparecer no sólo su pre- 
eminencia en los negocios de descuentos de letras y préstamos 
usurarios a corto plazo, sino que inclusive muchos de ellos habían 
visto rescindidos los contratos de remates de rentas realizados en 
el Ministerio Santiago Vázquez y en los propios comienzos del de 
Lucas Obes, 

A partir de octubre de' 1834, dirigidos por Juan María Pérez en 
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el tráfico de letras de la plaza y por éste y Ramón Masini en la 
Comisión Permanente, llevaron una guerra despiadada contra el 
Ministerio Obes y su grupo de prestamistas, No es del caso estu- 
diar aquí el proceso de esa batalla, una de las más duras que cono- 
ció la vida política de nuestro país. Apenas si queremos ubicar en 
el cuadro de esa lucha, lo sucedido en la aplicación de los poderes 
que la Sociedad poseía para enajenar las tierras afectas al pago de 
sus créditos. 

Apenas iniciadas las transacciones entre poseedores aspirantes a 
comprar sus tierras y la Sociedad de Prestamistas, en setiembre de 
1834 surgió una seria oposición del Contador General Francisco 
Magariños, quien amparado en sus atribuciones amenazó con echar 
abajo la continuidad de la política elaborada por Obes y, por lo 
tanto, de las garantías en tierras ofrecidas a la Sociedad. La argu- 
mentación en que se basaba la oposición de Magariños era muy 
simple: según el art. 1° de la ley de enfiteusis aprobada el 14 de 
mayo de 1833 y su decreto reglamentario de 3 de agosto, todos los 
terrenos que se elevabzn a la Contaduría para ser enajenados a 
moderada composición con intervención de la Sociedad de presta- 
mistas carecían de la antigüedad de posesión exigida: por la ley para 
venderse en tales condiciones, razón por la cual el Contador sostenía 
que los terrenos citados debían ser concedidos solamente en enfi- 
teusis. Entre el 15 de setiembre, en que Magariños presentó sus 
observaciones, y el 29 de octubre, en que por primera vez respondió 
Lucas Obes, medió un mes y medio, lapso en el cual el ambidextro 
Ministro-Fiscal apuró todo lo que pudo los trámites de varios expe- 
dientes. Pero como Magariños retomaba sus observaciones en cada 
uno de los expedientes que se le cursaban, se vio obligado Obes a * 
tomar una determinación, puesto que la obstrucción del Contador 
General amenazaba con impedir las transacciones proyectadas. En 
la fecha citada, en su calidad de Fiscal, Obes negó a Magariños 
toda clase de atribuciones para sugerir u observar las condiciones 
en las que el gobierno realizaba las enajenaciones de la tierra fiscal. 
No fue menos lento Magariños en su respuesta; empantanando los 
expedientes en el ir y venir de las notes cumplía a su modo la 
labor de oposición que en esos días llega a su climax. El 25 de 
noviembre respondía al fiscal que no abandonaría lo que entendía 
sus atribuciones a no mediar decreto formal que salvase su respon- 
sabilidad administrativa. Pocos días después, el 6 de diciembre. Lucas 
Obes, cambióse las vestiduras y en su calidad de Ministro estampó 
en todos los expedientes obstruidos una resolución por la cual “no 
reconociendo el Gobierno facultades en la Contaduría Gral. para 
entrar en este género de observaciones” le ordenaba cumpliese lo 
que se le ordenase “con la brevedad que lo requiere tanto el interés 
del Erario cuanto el del particular interesado en la compra” de 
cada terreno. 

La respuesta de Francisco Magariños, fechada el 16 de diciem- 
bre, ocupa varias fojas del expediente del que la extrajimos. Larga 
y minuciosamente explicaba lo que entendía sus atribuciones y la 
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responsabilidad que le cabía si renunciaba a ellas. Finalizada esta 
etapa, comenzaba Magariños atacando directamente las operaciones 
del Ministerio de Hacienda en combinación con la Sociedad de pres- 
tamistas y negando que la ley del 5 de junio, por la que se concedía 
las tierras a censo en garantía del empréstito, hubiese derogado las 
anteriores leyes sobre tierras: 


“Autorizando V.E. por ella para negociar —-agregaba—, sobre cual- 
quiera de las propiedades ó rentas afectas para el pago de la deuda 
exigible á término fijo ó que por su naturaleza no sufra retardo hasta 
la cantidad de doscientos veinticinco mil pezos, los demas recursos de 
la ley han quedado afectos al pago de la deuda en general por medio 
de la creación de una Caja deamortización, pero no pudiendo ser com- 
prehendidogs en ella los suplementos de los S.res Montero, Vázquez y 
Castro, la Contaduria gral que no es oficina de la Caja de estos S.res 
para practicar liquidaciones de lo que V.E, les haya querido dar para 
cubrir sus contratos, si por obedecimiento á las órdenes de V.E. lo 
hace, esto no puede entenderse sino en el supucsto de que V.E. les 
ordenó la venta sobre la enagenación de tierras públicas que á V.E. 
le és permitido hacer vender, pero no de las que no se dan, ni se pue- 
den dar de otra forma que la que ha arreglado la ley de 14 de mayo 
de 1833, mandada cumplir por V.E. en 17 del mismo, por que esta 
no sehalla derogada por la expresión de quedar afectos á la deuda, 
por la de 4 de Junio de este año como recurso para su pago, las tie- 
rras de enfiteusis y demoderada composición, por que en este caso 
diria, para la venta de enfiteusis, y esto no ha podido hacerse 
desde que no se puede faltar á los contratos estipulados con los enfi- 
teutas en el concepto de las. condiciones de aquella ley.” (29) 


Continuaba afirmando Magariños que tales condiciones no po- 
dian transgredirse ni siquiera con acuerdo mutuo de las partes y 
que a lo único que autorizaba la ley era a vender no las tierras sino 
las rentas; la autorización no existía “sino para poder hacer uso 
de las tierras en enfiteusis, es decir, de su renta”. El 20 de diciembre 
Lucas Obes —Fiscal— liquidaba en cuztro líneas la larguísima 
argumentación de Magariños, ordenando que se diese cumplimiento 
a lo ordenado por el anterior decreto de Lucas Obes —Ministro— 
“sin perjuicio de resolverse” después lo planteado por la Contaduría. 

Otro tanto ocurrió con los campos ya no enfitéuticos sino retro- 
vertidos al Fisco, estuviesen o no liquidados los arreglos con sus 
propietarios. En enero de 1834 comenzaban a enajenarse los campos 
de Alzaga, asegurándose en la propuesta de los adquirentes y acep- 
tándose en las resoluciones que estsban comprendidos en el decreto 
del 23 de diciembre de 1833, razón por la cual estaba permitida su 
enajenación. 

En los mismos campos de Alzaga se presentó otro donatario 
artiguista, Vicente Hernández, solicitando la propiedad en virtud del 
decreto del 23 de diciembre y de acuerdo con los arreglos que había 
hecho con el que se decía propietario Félix de Alzaga. Magariños, 
el 22 de noviembre de 1834, al hacer sus observaciones, hacía notar 
que su oficina carecía de información sobre el convenio que el 
Estedo hubiese realizado con el llamado propietario, en virtud de 
lo cual el terreno debía someterse a la ley de enfiteusis del 17 de 
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mayo de 1833. La respuesta de Obes fue inmediata; dos días des- 
pués levantaba la observación afirmando: “Estando ordenado el 
reparto y enagenación de estas tierras, con arreglo al Decreto Supe- 
rior de veintitrés de Diciembre próximo pasado, sin sujección ala 
Ley enfitéutica, y en virtud de que el fisco se halla en aptitud de. 
poder disponer de ellos, por retroversion de otros titulos, buelva ala 
Contaduría general” (90, 

La oposición de Magariños a las ventas en propiedad de los 
campos de las Huérfanas sufrió también la contundente respuesta 
de Lucas Obes, quien el 7 de noviembre de 1834, ante las sucesivas 
observaciones que el Contador General presentaba en cada expe- 
diente, emitió el siguiente decreto: 


"no siendo estas tierras de las que deben enagenarse con sugeción á las 
condiciones establecidas por la ley enfitéutica, por que ella y otras de 
la misma clase han venido por retroversión, ú otros títulos, á poder 
del fisco, después de la promulgación de aquella, con el obgeto de 
llevar á efecto las disposiciones consignadas por el Decreto de 23 de 
Diciembre anterior; Declárase que los espresados terrenos, y todos los 
demas comprendidos en los limites de los conocidos por de la Calera 
de las Huérfanas no se hallan en el caso de adjudicarse á moderada 
composición, ni de ser incluídos en las condiciones de la ley citada” (31) 


Por su parte la Comisión Topográfica, que había recibido una 
relación de todas las tierras revertidas al fisco, había levantado las 
observaciones de Magariños en otro expediente “en consecuencia de 
las ordenes” recibidas, por hallarse el terreno en cuestión entre 
aquellos “pasados ... á la sociedad administradora de las tierras 
públicas en la relación formada al efecto.” 


La nueva estructura social de las capas pobres del campo 


Las tierras en conflicto habían revertido al Estado. Pero la 
grave operación abrazada en el decreto del 23 de diciembre de 1833 
de ningún modo podía detenerse en aquello que era sólo un paso 
previo. La tranquilidad de los poseedores y las necesidades finan- 
cieras del gobierno exigían que la enajenación de los campos po- 
seídos se realizase con toda urgencia. Los tribunales y las oficinas 
ante los cuales se ventilaban los derechos de los poseedores a los 
campos ocupados, y donde se transaban o fallaban las disputas en 
torno al mejor derecho, antigüedad, límites, ete., eran incapaces de 
desater los enredados litigios a que hubiera dado lugar la tramita- 
ción unilateral de cada expediente. Para evitar esta ineludible con- 
tingencia, así como para sacar a los tribunales la ejecución de una 
política. que el Ministro Lucas Obes necesitaba controlar y dirigir 
personalmente, se decidió ya en el decreto citado que la operación 
de asentamiento definitivo de los poseedores y las transacciones y 
enajenaciones consiguientes fuesen dirigidas desde el Ministerio por 
intermedio de comisionados nombrados al efecto y dependientes de 
su autoridad e instrucciones. 

Ya el 27 de noviembre de 1833, antes del decreto y entre las 
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medidas que lo prepararon, se había decidido enajenar las tierras 
de Alzáibar-Solsona (Departamentos de Flores y San José), desig- 
nándose como comisionado dependiente del Ministerio a Juan 
Andrés Geilly, también cuñado del ubérrimo Ministro (4%, Por...el 
decreto de reversión al Estado de los campos de Diego Noble, An- 
zoátegui y Milá de la Roca se designó como comisionado a Fran- 
cisco Lecoq, legendario enfiteuta de decenas de leguas en el norte 
del actual Departamento de Artigas. El 8 de febrero —recordemos— 
. Julián Laguna, poseedor él mismo de los terrenos en cuestión, se 
hacía cargo de los campos de Albín y Huérfanas %9, En abril, de 
1834 partía para el litoral Melchor Pacheco y Obes, sobrino dilecto 
del Ministro, encargado de la enajenación de las decenas de leguas 
del finado Isidro Barrera. El ajustado cumplimiento de las instruc- 
ciones recibidas le conquistó igual comisión meses más tarde, cuando 
se le ofreció el arreglo de los campos de Anzoátegui, Milá de la Roca 
y Diego Noble, cuyo anterior comisionado, Francisco Lecoq, apa- 
rentemente hzbía dejado de cumplir +, 

La política de reversión al Estado de los campos en conflizto, 
tal y como la realizaron Lucas Obes y los sucesivos gobiernos inde- 
pendientes, finalizó un proceso iniciado con la desaparición del líder 
de la revolución agraria, José Artiges, de la escena rioplatense. 

El proceso de dislocamiento de las relaciones revolucionarias 
entre los pobres del campo, comenzado por Lecor mediante la cola- 
boración' de algunos tenientes artiguistas que traicionaron al Jefe 
de los-Orientales y a la patria, puede decirse que es ya un hecho 
consumado y acelerado en los días que estamos describiendo. Los 
donatarios contemporáneos y luchadores de la revolución artiguista 
no son los mismos, por supuesto, que los que permanecen y com- 
prometen su fibra bajo la dominación cisplatina; son ya muy 
diversos de aquellos que peregrinan desde los primeros años del 
Uruguay independiente, ora en los tribunales, ora en el séquito de 
los grandes caudillos, añorando, sin comprender los cambios, la 
época del gran Jefe de los Orientales, pero forzados a transitar rutas 
que los llevarán definitivamente al infortunio. 

La revolución, en su largo curso, ha provocado, a su vez, una 
singular diferenciación entre la inmensa multitud de poseedores 
que cubre los campos de la Banda Oriental. Los donatarios artiguis- 
tas y los ocupantes de campos de emigrados y enemigos de esos 
mismos días, ven llegar, en el correr de los ños, a otros compa- 
ñeros de desventura o de igual condición jurídica: los poseedores 
que se asientan en campos abandonados pero ya sin control revo- 
lucionario alguno y sin los extremosos requisitos que la democrática 
ley agraria artiguista anteponía a los adjudicatarios para impedir 
que el acceso a la tierra se convirtiese en un privilegio y en el fruto 
del poder militar o económico. 

La posesión de campos abandonzdos transcurrida desde 1820 
“hasta 1828 no escapa a las leyes de concentración de! capital y opera 
en relación estrictamente inversa a la pensada en la ley agraria 
artiguista. El ámbito de la posesión material no está expresado en 
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las tierras necesarias para el cómodo sostenimiento de una familia y 
un núcleo mínimo de fuerza de trabajo ajena, como preveía el 
Regiamento Provisorio, sino en la capacidad del poseedor para 
ocupar todo el campo sobre el que es capaz de sostenerse ante la 
apetencia de vecinos y demás competidores en la posesión. 

Las leyes de concentración de la tierra que operaron en la época 
colonial volvieron a repetirse en las que rigieron natural y obje- 
tivamente la posesión material de los detentadores sin título en los 
primeros años del Uruguay independiente. El poseer una sola suerte 
o diez y más leguas de campo no era, por descontado, resultado de 
la voluntad o ambición del poseedor. Esa capacidad aparentemente 
irrestricta de posesión estaba férreamente vinculada a su capacidad 
económica previa, porque los campos se ocupaban con ganados y esa 
ocupación se defendía a tenor del número de peones, agregados y 
esclavos que se mantuviese bajo la dependencia del poseedor (ocu- 
pante o detentador de campos fiscales o abandonados por sus primi- 
tivos dueños coloniales o porteños). 

En los primeros meses de dominación pecífica del régimen 
cisplatino, Nicolás de Herrera había sentado ya la jurisprudencia 
necesaria para facilitar este modo de concentración de la tierra de 
acuerdo a la capacidad económica de los poseedores, al determinar 
que los donatarios artiguistas sólo serían amparados en la posesión 
que ocupasen realmente con sus ganados de rodeo manso. Dada la 
inevitable y cuantiosa pérdida en ganados de todos los hacendados 
y en particular de los donatarios artiguistas, naturalmente compro- 
metidos en la lucha armada, la medida se resolvió en un verdadero 
apocopamiento de las suertes donadas por Artigas. La revolución 
nacional de 1825 provocó un nuevo y violento reforzamiento de Jas 
tendencias feudales y antidemocráticas surgidas en el seno de las 
fuerzas patriotas. La “guerra a las vacas”, que acompañaba como 
la sombra al cuerpo a las guerras nacionales de independencia, pro- 
dujo un hecho de largas consecuencias en la futura historia de la 
ocupación física de la tierra. Las “razzias” de ganado realizadas por 
Rivera en las Misiones, por Alvear y Lavalleja en la Banda Orien- 
tal y Río Grande, crearon un fenómeno singular. Un gran número 
de jefes, oficiales y soldados de las fuerzas orientales se hallaron 
propietarios o detentadores —tanto da— de cantidades de ganado 
cuantiosas o modestas, conforme a su jerarquía, influencia o auda- 
cia. Lo singular, por supuesto. no es la apropiación misma, sino el - 
hecho de que esta nueva oleada de propietarios de ganados carecía 
de tierras donde mantenerlos. 

A ellos sin duda se refería la circular lanzada por Santiago 
Vázquez el 23 de diciembre de 1831 cuando proponía que “cada 
vecino de la campaña, que posea hacienda de campo y sin propiedad 
territorial, adquiera aquella que sea compatible con su fomento y 
con su fortuna”. Una gran parte de esos poseedores, propietarios de 
apenas unas decenas o pocos centenares de cabezas, no radicaban 
definitivamente en ningún punto de la campaña, limitándose a 
mantener los rodeos mínimos, hoy aquí, mañana allá, de acuerdo a 
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la benevolencia o rigidez de los hacendados de los alrededores. 
“Contraídos á la ganadería —decía “El Patriota” el 6 de diciembre 
de 1831— pero dueños de un ganado reducido, en que consiste toda 
su fortuna, ú ocupan tierras de pertenencia particular, y en este 
caso están espuestos á continuas migraciones, al arbitrio de los 
propietarios; ó están establecidos en terrenos del Estado, cuyo domi- 
nio útil ha pasado ya, ó debe pasar en adelante á los particulares, 
y quedan por lo mismo sujetos á iguales inconvenientes”. 

Todos los avatares que hemos relatado en las páginas anteriores 
nos revelan que aquellos hacendados desalojados a pesar de los 
precarios amparos concedidos por las autoridades, no encontraban 
otra vía que la de emigrar a otros campos abandonados, hasta que 
un viejo propietario o un influyente acaparador de tierras públicas 
los obligaba a emigrar nuevamente en un periplo interminable. 

Pero en el desarrollo de la apropiación física de los terrenos 
fiscales o particulares abandonados, volvemos a ello, nada puede 
esperarse que se parezca a la apropiación surgida de la aplicación 
del Reglamento artiguista. Aquellos que por su influencia y poder 
o jerarquía militar habían sido favorecidos en el botín de ganado 
que produjo la guerra de la independencia, naturalmente ocuparon 
y pOseyeron grandes cantidades de tierras. Por su parte, los grandes 
y ricos comerciantes de la capital y de la cempaña aprovecharon a 
su vez el caos de la revolución para asentarse en todos los terrenos 
que su avizora mirada encontró vacíos, tanto —y sobre todo— en la 
época cisplatina, como en los primeros años de la revolución liber- 
tadora de 1825. Estos grandes poseedores ya no eran aquella vieja 
y heroica generación de donatarios artiguistas ni nada tenían que 
ver con aquella menesterosa grey de soldados desmovilizados, des- 
pectivamente calificados de “polilla de la campaña”. Para aquellos 
se teorizaron más que para nadie los decretos de protección a los 
poseedores que rodaron a lo largo de la primera presidencia consti- 
tucional, para los otros valían los tribunales que invocaban una 
vieja legislación santificadora de la propiedad y los decretos y regla- 
mentos de policía de campaña que los perseguían por vagos o los 
sujetaban a las relaciones semiserviles de dependencia personal 
mediante la obligación de portar la papeleta de conchabado; para 
ellos, en fin, se hacían los impiadosos decretos de desalojo y los 
lanzamientos manu militari, que obviamente los propietarios prefe- 
rían a los escritos en papel sellado. : 

Los poseedores ricos no eran un número despreciable, sobre 
todo si tenemos en cuenta la cantidad de tierra que ocupabzn. Entre 
ellos se habían repartido los campos de Solsona-Alzáibar; basta 
citar algunos de sus nombres parz. comprender cuán distinta era su 
condición a la de los donatarios artiguistas o a la de la miserable 
masa de hacendados pobres o meros intrusos: Felipe Flores, San- 
tiago Sayago, Juan María Pérez, Adrián Medina, Lorenzo Medina, 
Nicolás Benítez, eran estancieros de gran fortuna y los más propie- 
tarios de tan gran número de animales como señores de esclavos, 
-agregados y peones a quienes remontaban en la guerra tras la divisa 
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o el caudillo que los convocara. Era similar la situación en los càm- 
pos de Barrera, Anzoátegui, Arvide, y en menor grado en los de 
Almagro, Milá de la Roca. Allí, en el litoral que rodeaba el viejo 
campamento de Purificación, la generación de donatarios artiguistas 
había sido considerablemente raleada como resultado de su cons- 
tante adhesión a la revolución por la cual los más perdieron la vida. 
Su lugar, sus campos, aquellos que habian regado con su sudor y 
luego con su sangre, fueron ocupados particularmente por los jefes 
y oficiales de la independencia en la guerra contra el Brasil, y en 
su mayor número por los que arrostraron con Rivera el ostracismo 
y la conquista de las Misiones: tales como José María Raña, Pedro 
Marote, etc. En condiciones similares se hallaban la mayor parte de 
los campos confiscados por Artigas o abandonados en los días de su 
gobierno. Al sur del Río Negro, allí donde los donatarios artiguis- 
tas habían subsistido en mayor cantidad, pudieron darse aquellos 
casos ya expuestos en que su solideridad revolucionaria se mantuvo 
o fue debilitada en escaso grado, pero aún en estos casos se operó 
otro fenómeno no menos importante. 

Entre los donatarios artiguistas se produjo en veinte años el 
inevitable proceso de diferenciación y polarización económico-social 
propio del desarrollo mercantil. En el correr de los años, los más, 
abrumados por la guerra, la opresión, las persecuciones políticas y 
judiciales, cayeron en la mayor indigencia. Unos abandonaron sus 
posesiones y se perdieron para siempre, incapaces de sostenerse en 
los campos donados por Artigas. Otros, en buena cantidad, enajena- 
ron sus derechos de posesión a hacendados ricos o a comerciantes 
de las villas del distrito. Los terceros quedaron en sus campos de 
todos modos, pero ya fueron incapaces de sostener la posesión de 
todo el campo adjudicado en sus documentos, puesto que sus ralea- 
dos ganados apenas si cubrían los míseros corrales que rodeaban sus 
viviendas. Por el contrario, algunos donatarios artiguistas en los 
veinte años transcurridos, favorecidos por su obsecuencia en la época 
cisplatina, por sus grados y poder en el ejército insurgente de 1825, 
o en las “sacas de ganado” a los brasileños enemigos en la Banda 
Oriental y Río Grande, no sólo conservaron las suertes donadas por 
la ley artiguista, sino que inclusive ocuparon áreas mayores en 
detrimento de vecinos débiles o ausentes, o adquirieron sus campos 
a otros donatarios artiguistas o a poseedores y propietarios de todo 
origen. De esta condición era nada nenos que Juan Antonio Lava- 
lleja, y en menor grado Faustino Tejera, Ramón Santiago Rodríguez, 
Tomás Burgueño, Leonardo Olivera, etc. 

Sobre este complejo, contradictorio y ya muy cambiado pano- 
rama operó la política de Lucas Obes. La homogénea clase de los 
donatarios artiguistas, revolucionaria y democrática, había pasado a 
mejor vida. En su lugar, una vieja generación de donatarios arti- 
guistas o adquirentes de sus titulos de donación, corroida por la 
diferenciación de clases, escindida en sus dependencias personales a 
los grandes caudillos, enfrentada en sus expectativas políticas y 
económicas; y una nueva generación de grandes poseedores usufruc- 
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tuarios, en el peor sentido, de la independencia conquistada por toda 
la nación, y poseedores aislados, miserables, que debían su posesión 
a su mera voluntad y al azar de las guerras que asolaban al país 
desde hacía dos décadas. Artigas había quedado muy atrás en el 
tiempo. 


“Los propietarios verán llenados sus deseos” 


En un futuro trabajo esperamos exponer con precisión las ideas 
que alumbraron toda la política de Lucas Obes respecto a las for- 
mas de distribución y propiedad de la tierra, y en especial respecto 
a los poseedores. Pero, de todos modos, algo tenemos que dejar 
dicho para la mejor comprensión de las consecuencias y formas de 
aplicación del decreto del 23 de diciembre de 1833. 

De la política de Obes relativa a los poseedores puede decirse 
con seguridad dos cosas: en primer lugar, que no sólo olvidó sino 
que condenó al desalojo o a la supeditación a la inmensa mayoría 
de los donatarios artiguistas (y cualesquiera otros poseedores de 
orígenes diversos) de condición modesta o miserable; en segundo 
lugar, que se orientó a consolidar y favorecer a los grandes posee- 
dores, sobre todo a los vinculados por su riqueza y poder, ya al 
grupo ministerial, ya a la jerarquía caudillesca en cuya cumbre se 
hallaba Fructuoso Rivera. 

Lucas Obes, que estaba lejos de todo pujo democrático revolu- 
cionario, no había bebido en vano, sin embargo, en la filosofía bur- 
guesa revolucionaria de su época. En plurales ocasiones había sen- 
tado su opinión contraria a la concentración latifundista que había 
“colocado en pocas manos” “aquellas desmesuradas heredades” de 
la época colonial. Devoto de las ideas de Jovellanos, cuya “Ley 
Agraria” había citado en los artículos de prensa, consideraba en la 
misma forma pacata que aquél, que el problema de la propiedad 
de la tierra era ante todo un problema de justa medida. Natural- 
mente supeditado al optimismo liberal de sus años, que aseguraba 
que la libertad de empresa era el requisito básico de todo progreso, 
tampoco podía entender que la propiedad de la tierra y del ganado 
pudiese ser embridada en leyes igualitaristas que respondiesen al 
sentimiento de las más amplias maszs. La propiedad de la tierra 
era, para él, ante todo un problema de capital, razón por la cual 
los poseedores que debían ser atendidos en sus planes de arreglo de 
la czmpaña debían ser, por sí, económicamente independientes. 

Su política tendiente a favorecer a los poseedores ricos y aco- 
modados se casaba también con sus intereses inmediatos. En primer 
lugar, separaba del conjunto de los poseedores, a sus capas más 
rices, transformándolas así de enemigos potenciales en aliados firmes 
de la política de gobierno; en segundo lugar, los poseedores ricos 
eran los únicos capaces de pagar los campos a los altos precios que 
el Estado necesitaba realizar para volcar sus fondos al pago de la 
deuda pública, negocio en el cual estaba interesado personalmente 
junto a sus compadres del clan prestamista afecto. 
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Entendida esta motivación de la política de Lucas Obes, no 
pueden extrañar las instrucciones que impartió a los comisionados 
designados para el arreglo de los campos en conflicto ni su preocu- 
pación “familiar” por colocar en esos puestos a hombres estrecha- 
mente vinculados a sus miras y a su destino, 


“He recivido la nota de 25 del próximo pasado —decía Melchor 
Pacheco y Obes a su tío el 15 de mayo de 1834— en que V. me co- 
munica las ulteriores disposiciones del Gobierno y me remite las pri- 
meras propuestas que elevé, 

: En ella se me previene que es condición expresa de la enajena- 
ción de eztos terrenos el que los compradores entreguen una tercera par- 
te al contado, quedando el resto a censo redimible al plazo de dos y 
cuatro años, con el recargo del 4 por ciento anual.” 


No hemos tenido a la vista las instrucciones citadas por Pacheco, 
pero éstas son fácilmente inferibles del relato de su aplicación que 
el mismo Pacheco realiza en su correspondencia, así como del resul- 
tado de los repartos en tal forma realizados. 

En la misma carta Pacheco y Obes informaba —se supone que 
consecuentemente con las instrucciones recibidas— qué criterio 
debía aplicarse en los campos de Carumbé (ex campos de Arvide): 


“La área de aquel terreno no es suficiente a contener la multitud 
de familias que V.E. había notado en la relación de ellas que remiti 
el día 3, y aún cuando lo fuese juzgo que sería conveniente el que 
todas fuesen colocadas en aquel punto. Los intrusos se dividen en tres 
clases: hombres que algo tienen, hombres que no teniendo nada son 
honrados, y hombres de mala conducta que tampoco tienen nada, Es- 
tas dos últimas clases no pueden subsistir sino en las inmediaciones 
de los Pueblos y los campos del Carumbé no lo están”. Y agregaba: 
“Las poblaciones de Frontera que va a establecer el Exmo Sr Presi- 
dente de la República, serían un lugar a propósito para colocar los 
individuos miserables y de mala conducta. Queda pues solo la primer 
clase, es decir la que posee algo y que podría colocarse en la parte 
exterior del Rincón de Carumbé, quedando la anterior en actitud de 
enagenarse”.(35) 


En los campos de Arvide, la carencia de poseedores acomodados 
obligaba a encararlos en abierta contradicción con la publicitada 
legislación que aseguraba que la reversión al Estado de los campos 
en conflicto estaba dirigida a tranquilizar la posesión de los “intru- 
sos”. Los “miserables” eran condenados a la expulsión de los campos 
y a su confinamiento en las “marcas fronterizas” establecidas por 
Rivera. La suerte de los hacendados pobres —aquellos “hombres que 
algo tienen”— era la de ser arrojados a la “parte exterior” de las 
rinconadas, es decir, a aquellos campos que nadie quería por care- 
cer de límites naturales y de aguedas, y cuya conservación —en 
tanto conservación del ganado— exigía cuantiosos gastos de peones 
y rodeos. Por el contrario, las sabrosas rinconadas —de jugosos ren- 
dimientos y menores costos de explotación— eran vaciadas total- 
mente de los molestos intrusos para consagrarlas a la enajenación, 
inextinguible fuente de amortización de la deuda y de ventas frau- 
dulentas. 
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En los campos de Barrera se procedió exactamente de este modo 
y en su carta de 20 de mayo Melchor Pacheco lo anunciaba con 
fruición: 

“Consecuente también con las prevenciones de V.E., he ordenado 
a todos los que se hallan poblados en Campos ya propuestos que pre- 
paren a desalojarlos; algunos de los que algo poseen lo están verifi- 
cando, y esa multitud miserable que notará V.E. solo espera que la 
superioridad determine el lugar a que deben transportarse, y le señale 
el terreno que por mi órgano se le ha ofrecido. 

Llevada a efecto esta medida los Propietarios verán llenados sus 
deseos, el criador verá asegurada su fortuna y el País sobre todo ha- 
brá ganado mucho desde que separados aquellos Infelices del medio 
de los campos, y puestos por la Autoridad en la precisión de trabajar 
olviden sus hábitos semisalvajes, y en vez de los vicios que hoy llenan 
su existencia, adquieran industria, civilización y moral.” (30) 


Vése, pues, cómo la política de Lucas Obes llenaba a satisfac- 
ción “los deseos de los Propietarios”. Y cuán literalmente se cumplía. 
la expropiación: de los medios de producción a los trabajadores 
directos, condición sin la cual, el trabajo asalariado era incapaz 
de nacer. 

La limpieza de los campos de aquella miserable “polilla de la 
campaña” era la condición necesaria para que la política de Obes 
tuviese el curso que esperaba. Sin la “evicción y saneamiento” del 
campo, preciosos deliquios con que las escrituras definían la patética 
expulsión de los pobres y miserables paisanos, ninguno de los posee-. 
dores ricos estaba dispuesto a “segundar las benéficas miras” del 
gobierno. 

El Dr. Juan Andrés Geilly, quien por añadidura al “arreglo” de 
los campos de Solsona-Alzáibar, fue comisionado para la digestión 
de los campos de Alagón (en el Colla) lo hacía notar en la corres- 
pondencia mantenida con el Ministro: 


“Varios de los que ocupan los terrenos —decfa— que se llaman 
de estancia han propuesto su compra pero no se decidirán a ello sin 
que se reduzca a vivir donde deben varios que se hallan poblados en 
ellos sin hacienda, ni labor y que viven a costa de los hacendados.” (37) 


Y cuando los ricos poseedores aceptaban al fin de cuentas las 
ofertas de los comisionados, no olvidaban de poner en sus contra- 
tos y propuestas el consiguiente punto que los preservase. El hacen- 
dado Pablo Montaña, comprador en los campos de Barrera, sometía 
al gobierno la obligación citada, exigiéndole que “haga salir del 
Campo que compra, los individuos cuya relación adjunta al Señor 
Mayor Comisionado y que ocupando lo mejor del mismo campo lo 
inutilizan para el pastoreo” (88), 

Lo sucedido en los campos de Barrera es por demás ilustrativo. 
En esas tierras —de acuerdo al riquísimo padrón elevado por Mel- 
chor Pacheco y Obes—*M se hallaban 92 poseedores. De éstos se 
destacaban, por su riqueza y poder, un grupo de 12 poseedores, que 
en su conjunto tenían 20.000 animales vacunos, casi 4.000 caballares 
y 6.300 ovejas. Algunos de ellos reunían a su condición de hacen- 
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dados la de saladeristas (Pedro Marote), propietarios de caleras 
(Pereira, Béjar, de la Calleja) y bien trabajedas chacras (Lino 
Pérez, Francisco Francia). 

Estos,posedores ricos mantenían 12 esclavos y congregaban en 
sus establecimientos a 56 agregados, 4 puesteros, 17 peones de estan- 
cia y 43 peones de otficios. Si el más poderoso de ellos (Francisco 
Francia) había logrado limpiar de intrusos sus campos, donde pas- 
taban más de 6.000 vacunos y 1.000 caballares y lanares, los demás 
hacendados disputabzn sus campos con una multitud de poseedores 
pobres y miserables intrusos. De esta ínfima condición había 80 
pobladores, de los cuales dependían en total 482 personas. Este 
grupo, 7 u 8 veces más numeroso que el primero, poseía, en cambio, 
cuatro veces menos ganado: 5.141 animales vacunos, 2.785 cabalia- 
res y 3.208 lanares. 

Conforme a las instrucciones recibidas, el comisionado Pacheco. 
y Obes realizó contratos de venta de campos con los hacendados del 
primer grupo, quienes por sus propuestas no sólo adquirieron los 
campos que poseían sino inclusive aquellos terrenos que jamás ha- 
bian pisado, donde se hallaban los intrusos que mencionaba el 
padrón y cuya expulsión pedían en sus escrituras los poseedores 
ricos, El grupo más afectado por la ambición de los hacendados ricos 
estaba formado particularmente por 49 hacendados pequeños y muy 
pobres, propietarios de 2.372 animales vacunos, 1.342 caballares y 
2.364 lanares. 

De este grupo de hacendados pequeños y simples intrusos mise- 
rables no es menos importante señalar algunas particularidades. El 
sector más indigente estaba constituido por 20 indios misioneros, los 
más de ellos llegados al país con Rivera y otro grupo se había 
asentado bajo el gobierno artiguista. Diez y seis pobladores eran 
entrerrianos, llegados al país a favor del abandono de los campos 
luego de 1820. Del Paraguay había 24 hacendados, 10 de los cuales 
habían entrado al país bajo el gobierno artiguista, repitiendo así un 
interesante fenómeno ya confirmado en los campos de Viana-Achu- 
carro (Florida). Del resto de las provincias platenses y andin:s 
encontramos 13 pequeños hacendados, 8 de los cuales habían pene- 
trado al país también bajo el poder artiguista, Once orientales y 9 
hacendados de otras nacionalidades completaban el grupo que ahora 
investigamos. Del conjunto de hacendados extranjeros, 24 habían 
emigrado a la Banda Oriental atraídos por la fama del gobierno 
artiguista (misioneros, paraguayos, santefecinos, entrerrianos, santia- 
gueños, correntinos, porteños, etc.); 4 orientales y 4 americanos se 
hallaban en los campos de Barrera desde los años 1815-16, Pero la 
inmensa mayoría de los intrusos habían llegado luego de la guerra 
del Brasil: 15 en el período 1825-28 y 52 de ellos en el período pos- 
terior a 1828. 

Tal es el resultado estimativo de las fechas de entrada al país 
y de poblamiento en los campos de Barrera que inserta Melchor 
Pacheco en el padrón llevado al efecto, Pero aún estas cifras, por 
ciertas y dignas de fe que se nos aparezcan, no constituyen de nin- 
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gún modo toda la verdad, y tomadas a la letra podrían deformar 
una justa aprecieción de los hechos. 

Los censos realizados en 1834 no pueden, por supuesto, ofre- 
cernos un cuadro retroactivo de las donaciones realizadas por Arti- 
gas en dichos campos. En primer lugar, sólo uno de los censados 
dice claramente que está poblado por “dádiva del general Artigas”; 
de otros, se desprende que su posesión arranca del mismo origen 
por inferencia de las fechas que denuncian: “está poblado hace diez 
y nueve años p.r haber comprado el derecho de posesión”; “se pobló 
hace catorce años con un documento de posesión que ha perdido”; 
“se pobló hace diez y nueve años”. De todos estos puede decirse 
que mediando leves incorrecciones de memoria, sus posesiones esta- 
ban originadas en “documentos” que bajo el gobierno artiguista sólo 
eran otorgados en aplicación del Reglamento. Otros citados como 
soldados de Artigas o de sus tenientes, y que denuncian fechas 
de asentamiento en los campos de Barrera muy posteriores a las 
naturalmente aceptables como regidas por el Reglamento Proviso- 
rio, pueden indicar meramente la segunda etapa de poblamiento de 
los así citados. Pero no puede menos de señalarse lo que tantas 
veces hemos repetido a lo largo de nuestro trabajo: la inmensa 
mayoría de los donatarios artiguistas al norte del Río Negro sólo 
dominaban una clase de tierra, la de sus tumbas, tanta había sido 
la adhesión y constancia con que acompañaron al gran jefe en sus 
terribles batallas del período 1816-1820 contra la intervención extran- 
jera unida a la contrarrevolución interior. Sus nombres, sus glorio- 
sos nombres faltaban irremisiblemente en el padrón de 1834. 

Tampoco puede olvidarse que muchos de los hacendedos que 
declaraban sus servicios militares de la Patria Vieja al comisionado 
ministerial sabían ya, como lo sabían todos los patriotas endureci- 
dos por años y años de litigios y desalojos, que las donaciones arti- 
guistas eran papeles desahuciados y sin valor alguno para los prima- 
ces de la política en curso. No puede ser despreciable el número 
de los hacendados que con tal conocimiento prefirieran exhibir 
simplemente sus servicios militares en ambas guerras de indepen- 
dencia o las muy efectivas menciones a su participación en las 
medidas del gobierno contra las correrías lavallejistas, antes que 
un documento o una “dádiva” que apenes si proporcionaban una 
fecha antigua de posesión, que para el arreglo de lcs campos de 
Barrera ni siquiera era útil, por cuanto ni Pacheco ni el gobierno 
respetaron las antigúedsdes en el otorgamiento de los campos allí 
comprendidos, interesándoles solamente la capacidad económica y 
el precio que los poseedores ofrecían por legua cuadrada, 

Todos aquellos esforzados patriotas de la épocz artiguista, todos 
aquellos que por su edad sólo participaron en la guerra de inde- 
pendencia contra el Brasil, así como los flagelados indios misioneros 
atraídos a la Banda Oriental con sus ganados por las promesas de 
Rivera y luego robados, perseguidos y dispersados en estos campos, 
todos aquellos restos de una gloriosa generación de donatarios arti- 
guistas y meros ocupantes de tierras que creían censolidar por sus 
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méritos ante la Patria, todos ellos verdaderos fundadores de la 
República, fueron condenados al desalojo y a la pérdida de sus 
modestas fortunas y preteridos frente a los ricos y poderosos posee- 
dores de la vecindad, propietarios de amplias haciendas y de bolsas 
forradas de.onzas. De estos favorecidos por la arbitrariedad del 
Ministerio, puede recordarse algunos nombres: Lino Pérez, aquel 
mismo a quien Artigas había amenazado con quitarle el campo por 
dedicarse a la voraz corambre de ganados en vez de formar rodeos 
mansos, como exigía la política revolucionaria y democrática del 
Reglamento Provisorio; Pedro Marote, español confinado en Puri- 
ficación por orden de Artigas, liberado por las fuerzas portuguesas 
y posteriormente vinculado a Rivera, que junto a su yerno José 
María Raña era caudillo y columna del poder riverista en el litoral 
norte, Pereira y Béjar, que jamás habían poseído una sola pulgada 
de aquellos terrenos de pastoreo, propietarios de una calera en una 
pequeña lengua de costa, contaron con los buenos oficios de Pele- 
grín Catalá para estirar la calera a los feraces campos de los alre- 
dedores, despojando a los siempre sacrificados poseedores de los 
contornos (+0, 

Tales los resultados del decreto del 23 de diciembre de 1833, 
tendiente —nada menos— ... que a favorecer a los poseedores. Bien 
podrían haber dicho éstos: “De los amigos, líbrame, Señor, que de 
los enemigos me libraré yo.” 


¿Quién puede pedir, hoy, jueces para su desgracia? 


Los objetivos económicos, políticos y sociales del gobierno en 
torno a los campos en conflicto guardaban una relación tan estre- 
cha como era posible. 

Uso de la tierra como fuente de recursos para el pago de la 
deuda pública; negociados usureros en los contratos de retroversión 
al fisco de los campos detentados por los favoritos del régimen; 
enajenación de esas tierras a los poseedores ricos capaces de pagar 
las tasaciones exigidas por el gobierno; expulsión de los poseedores 
pequeños, pobres y miserables, y su concentración en puebios 
proyectados. El conjunto de estas medidas suponía lograr, de una 
sola vez, la coronación de las más audaces especulaciones financie- 
ras, la creación de una clase de propietarios ricos vinculada al 
gobierno y la desaparición de la intranquilidad de la campaña y el 
fin de la peligrosísima corriente revolucionaria que desmerecía 
hasta aniquilar el sagrado derecho de propiedad. 

Cada vez que algunos de estos objetivos apareció como incon- 
ciliable con otro, la política de Lucas Obes no vaciló: sacrificó las 
aspiraciones de las masas pobres en los altares de los negociados 
del clan usurero. Si en los campos de Almagro, Huérfanas y Barrera 
fue posible elegir a un selecto grupo de poseedores acomodados en 
quienes depositar los grandes latifundios en conflicto, en otros 
campos —como ya vimos en los de Arvide-— no sucedió lo mismo. 
Así transcurrieron las cosas en los rincones de Alagón y de Correa 
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Morales (Colonia) donde la composición social y la escasísima 
solvencia económica de los poseedores erradicó desde un principio 
la posibilidad de repartir los terrenos entre sus inexistentes capas 
riczs. Enfrentado a tal situación, Obes, repetimos no vaciló: sacrificó 
a todos sus poseedores y alentó su expulsión masiva en favor de 
sus propietarios Francisco Hocquard y Antonio Blanco, 

Los campos del Colla habían sido repartidos por Vigodet en 
1810, después de una secular lucha de los vecinos para que esí se 
realizase, Advenida la revolución, fueron adquiridos en Buenos 
Aires por el porteño Juan de Alagón, cuyos títulos fueron desco- 
nocidos por Artigas, quien en aplicación del Reglamento Provisorio 
se limitó a consolidar los repartos recientes y a otorgar nuevas 
donaciones hasta completar su lleno “1. Surgido el país a la vida 
independiente, José Ellauri primero y Francisco Hocquard después, 
diciéndose representantes de Juan de Alagón, habían promovido Jos 
desalojos de sus centenares de chacreros y hacendados. 

La conmoción que se provocó fue, por supuesto, enorme. Pero 
los especuladores que así fomentaban la inseguridad de los patriotas 
pobres, sabían que sus acciones no podían desembocar en desalojos 
efectivos y, al llevarlas a cabo, procuraban justamente encarecer 
los conflictos que se evitarían apenas el gobierno estuviese dispues- 
to a pagar los campos a los propietarios “despojados”. Ya hemos 
visto la increíble operación a que se llegó por parte de Hocquard 
y el Ministro de Hacienda. Incluido el rincón de Alagón entre los 
campos retrovertidos al Fisco, y pasibles por tanto de ser enajena- 
dos a sus poseedores, no' puede extrañer que el paso siguiente del 
gobierno fuese enviar a Juan Andrés Geilly como comisionado para 
el arreglo de estos campos. 

Es posible que el escandaloso fraude en que finalizó toda esta 
historia estuviera ya en conocimiento de los poseedores, puesto aue 
el comisionado informó rápidamente que los pobladores del Colla 
ofrecían una gran resistencia a su labor. El 14 de enero de 1834 
participaba Geilly: 


“El comisionado debe poner en noticia del Govierno, que ha en- 
contrado en la generalidad de los pobladores de las chacras del Colla 
una predisposición contra la Comisión de que está encargado, nacida 
de especies que han acreditado y sostenido Dn José Prendes y Dn Ni- 
colas Calo de que el Gobierno pensaba despojar a los vecinos de sus 
posesiones. El Comisionado, auxiliado de los buenos oficios del encar- 
gado de la Policía Dn Gregorio Sanabria, ha logrado calmar y aquietar 
a estos vecinos, de cuya ignorancia se habría abusado, pero no ha sido 
después de algunos autos de los cuales el Comisionado solo referirá uno. 

Al empezar a tomar la razon que previenen sus instrucciones, ha- 
biéndose presentado al Juez de Paz, de quince a veinte vecinos, acom- 
pañados uno de ellos invocando el nombre del vecindario y Pueblo del 
Colla, pidió al Juez de Paz Dn Ciemente Eyia, que el archivo del Juz- 
gado que el Juez de Paz interino Dn Gregorio Sanabria había fran- 
queado al Comisionado en virtud de órdenes superiorez, que se le co- 
municaron, fuese puesto en la guardia y custodia de una Comisión que 
se nombrase popularmente la misma que velaría por los derechos del 
pueblo. Esta petición fue apoyada por unas cuantas voces que repi- 
tieron: conviene, conviene. 
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El Juez de Paz, Evia aprobó inmediatamente la proposición y con- 
dezcendido con tal prontitud, que se veía muy claro, que había sido 
acordada con él. Mandó á Dn José Prendes, que sin ser poblador de 
chacra, concurrió, cuando solo eran llamados estos, extendiese un acta 
como se hizo, y fue firmada por varios de los concurrentes.” (42) 


Aparentemente, fueron vanos los intentos realizados por el 
Comisionado y el gobierno para que los poseedores acordasen com- 
prar los campos. Los vecinos del Colla habían revelado saber defen- 
der sus terrenos mediante el mejor de los derechos, el que nacía de” 
su larga posesión adquirida tanto en la fundación del pueblo como 
por mérito de les donaciones artiguistas. La unidad y solidaridad 
que habían revelado, su rápida reacción hizo naufragar los planes 
del Ministerio, Este, sin embargo, revelaría al fin que los temores 
de los vecinos del Colla no eran infundados. El 21 de noviembre el 
gobierno vendía a Antonio Blanco en $ 2.640 lo que meses atrás 
había pagado $ 17.000 a Francisco Hocquard. Sobre la colusión y 
fraude de este contrato nos habla el mero hecho de que Hocquard 
era apoderado de Antonio Blanco en el siguiente negociado que 
pasamos a relatar. 

Los campos inmediatos al de Alagón por el norte, situados entre 
los arroyos Pichinango y Rosario, habían sido confiscades por Arti- 
ges y repartidos por Manuel Durán. Uno de los donatarios había 
sido Juan Domingo Figueredo. En los años del Uruguay indepen- 
diente era el más rico e influyente te los varios intrusos que pobla- 
ban el rincón, y en mérito a su condición fue el principal obstáculo 
presentado a la reivindicación de la familia Correa Morales, cuyo 
apoderado residía en Montevideo como delegado personal de Juan 
Manuel de Rosas ante el gobierno oriental. Luego de la expulsión 
de Correa Morales en 1832 a raíz de su participación en la insurrec- 
ción lavallejista, y por transacciones que desconocemos, los campos 
de Pichinango pasaron a poder del binomio Hocquard-Antonio 
Blanco. 

Advenido el decreto de diciembre de 1833, era natural esperar 
que las decenas de poseedores poblados en el rincón hubieren de 
lograr, por fin, los medios para alcanzar el reconocimiento de su 
propiedad. Pero también aquí los intereses del grupo especulador 
que rodeaba a Obes prevaleció sobre los deseos y derechos de los 
hacendados pobres. 

Para llevar a cabo sus planes, era sin embargo necesario quebrar 
la fuerza de los poseedores, desfibrándolos y dividiéndolos, Para 
ello, Antonio Blanco, cabeza legal del negociado, operó sobre la 
peculiar situación que había surgido en las relaciones sociales del 
campo. En el rincón del Pichinango, como en muchos otros de la 
campaña uruguaya, coexistían un pequeño grupo de donatarios 
artiguistas sobrevivientes a las muchas contingencias de los últimos 
veinte años, junto a poseedores provenientes de las continuas emi- 
graciones y poblamientos devenidos en el mismo lapso. 5 

Como también sucedió en buena parte de los campos en con- 
flicto —Alzag2, Fernando Martínez, Milá de la Roca—, apenas 
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surgía la reivindicación del gran propietario, la mayoría de los 
vecinos prefería ser espectadora de los conflictos y en el mejor de 
ios casos delegaba tácitamente en el poseedor más rico e influyente 
los solitarios riesgos del juicio contradictorio ante los tribunales. 
Tal medida, habida cuenta de las condiciones de la época, estaba 
justificada en las consecuencias prácticas que tuviera el litis en los 
tribunales. Su pérdida, a los ojos de los demás donatarios y posee- 
dores, no tenía por qué arrastrar la de sus derechos, no cuestionados 
en los tribunales, permitiendo de ese modo replantear en cada caso 
el litigio hasta hacerlo interminable. Por supuesto que estas miras 
de los poseedores a la lerga fueron eficazmente contrarrestadas por 
los grandes propietarios, y en otros casos, como en éste de que 
hablamos, fue una de las principales causas de sus desastrosos aca- 
bamientos. 

En el Rincón del Pichinango fue Juan Domingo Figueredo quien 
desde muy temprano tuvo que enfrentar solitariamente los compro- 
misos del pleito en los tribunales. Los demás poseedores, algunos de 
los cuales eran no menos acomodados, prefirieron —como decís- 
mos— esperar las resultancias del conflicto singular que enfrentaba 
a Figueredo con Correa Morales. El alejamiento del propietario 
rosista parecía llevar tranquilidad a los poseedores, pero el adveni- 
miento del especulador Antonio Blanco modificó trágicamente la 
situación. 

Antonio Blanco, conocedor seguramente de los términos que 
rodeaban el conflicto, decidió finalizar el viejo pleito decapitando la 
resistencia visible de los vecinos, para lo cual llegó a una curiosa 
transacción con el que fuera cabecilla de aquéllos. El 11 de abril 
de 1834, en Colonia, Blanco y Figueredo convinieron en que Figue- 
redo abandonaba para siempre todos sus derechos al campo que 
Correa Morales había vendido a Antonio Blanco, y éste, por su 
parte, permitía al “cedente” el usufructo del “terreno durante su 
vida, la de su mujer y sus hijos si estos fuesen hombres de bien y 
de conducta acreditada pues de no el enunciado Blanco tendrá 
acción y derecho á hacerlo inmediatamente desalojar.” 

Desfibrada ¿sí la rebeldía del principal representante de los 
poseedores del Pichinango mediante un contrato de la más pura 
cepa feudal, fue entonces fácil para Blanco liquidar la resistencia 
de los demás poseedores pobres, cuya adhesión y supeditación per- 
sonal sl “carisma” del caudillo del pago se transformaba así en la 
condición previa de su incapacidad revolucionaria, Pocos días des- 
pués, el 17 de abril, acompañado por el Juez de Paz, Blanco arran- 
caba, una tras otra, las promesas de 15 pequeños hacendados de 
abandonar las tierras, excepción hecha de Basilio Casco, el más 
poderoso de los intrusos, quien se negó “abiertamente” a desalojar 
el campo y a reconocer la propiedsd de Blanco (1%. 

El decreto de 23 de diciembre tenía, además, un atributo sobre 
el cual no nos hemos detenido aún. Si bien establecia que los 
campcs en conflicto eran arrancados de los términos comunes del 
derecho de propiedad —y en este sentido podía parecer dirigido 
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contra los propietarios— no es menos cierto que su contexto y 
aplicación finalizó por dar estado legal al definitivo desconocimien- 
to de las donaciones artiguistas. El supuesto desconocimiento de los 
derechos de propietarios ya vimos en qué escandalosas operaciones 
se había transformado. Pero, en cambio, el decreto sí sirvió para 
que tribunales y fiscales se aferrasen a la legislación vigente para 
todos los campos en conflicto en todos los casos en que volvieron 
a surgir solicitudes aisladas de donatarios artiguistas. 

Cada vez que éstos, por extrema ingenuidad, se animaron a 
insistir con sus viejos documentos de donación, recibieron el pla- 
nazo de opiniones fiscales como la que Lucas Obes descargó el 26 de 
febrero de 1834 contra uno de ellos: 


“No siendo hasta ahora conosida la extension delas facultades con 
que el Comisionado D.n Manuel Duran prosedió en el reparto de tie- 
rras de Emigrados y realengas, en la epoca á q.e se refiere el Docu- 
mento de fs. 18, no constando p.r los terminos dedho Documento so 
diesen entoda propiedad, y débiendo inferirse lo contrario, dela Ley de 
enfiteusis y otras de su roferencia, se declara á beneficio de la pose- 
sion.''(44) 


Quedaba así sentada la definitiva jurisprudencia sobre la que 
se edificsron todas las opiniones y sentencias de los tribunales 
uruguayos: la donación artiguista sólo servía como fecha cierta de 
posesión siempre y cuando, claro está, sobre el derecho de posesión 
no se encontrase “el mejor derecho” de cualquier aguilucha titulado 
con sellados de la época colonial o cisplatina. 

Ante semejante política, no puede extrañar que los raleados 
restos de donatarios artiguistas y la inmensa muchedumbre de 
poseedores optase “por el mejor de los dados”: no presentarse ante 
los tribuneles ni ante las autoridades y conservar la posesión mate- 
rial de sus campos, amparados en el silencio y en la, esa sí, efectiva 
vinculación con los caudillos poderosos de la campaña. Sólo los años 
demostrarían la precariedad de aquel silencio y la lenidad del 
mentado amparo de los caudillos, pero en 1834 no había cómo sa- 
berlo. ¿Quién puede pedir, hoy, jueces para su desgracia? 
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CAPITULO XI 


¿HUBO ALGUNA VEZ UNA REVOLUCION AGRARIA? 


A modo de generalidad sumarísima 


El Gobierno de Oribe en definitiva no transitó por caminos 
divergentes a los ya recorridos por su antecesor el General Rivera. 
Ambos por igual confirmaron una orientación que los trascendía y 
que venía de lejos: la herencia revolucionaria artiguista debía ser 
aniquilada en todo lo que fuese propiedad democrática de la tierra. 
En ambos gobiernos se mantuvo como norma abstracta, ideal y 
deseable, el respeto sagrado a la propiedad de la tierra, fuera ésta 
de origen colonial español o portugués. Como no se cansaron de 
reiterarlo jueces, fiscales, ministros, periodistas y demás voceros de 
las clases dominantes, las diversas medidas que en mérito a “circuns- 
tancias extraordinarias” viéronse obligados a tomar en contradic- 
ción con aquel principio, estaban fundadas en razones de seguri- 
dad del Estado y debían justamente tender a restablecer en toda su 
pureza el prestigio lamentablemente deteriorado de la propiedad 
sagrada e invio!able. n 

En el marco de una sociedad cuyo contenido moderno y capi- 
talista estaba limitado a su periferia mercantil de intercambio de 
excedentes, los procesos de acumulación originaria de capital gesta- 
ron un parto aún más dificultoso de ese deseado futuro de tranqui- 
lidad para la sociedad de propietarios. El mutuo desconocimiento 
de la propiedad de la tierra, el inalterable desconocimiento del 
crédito público afectado al bando enemigo, no hicieron sino reforzar 
el tránsito a una relación también contraria al derecho de propiedad 
burgués moderno, el vinculado a las relaciones de dependencia 
personal entre los agentes económicos de una facción dada. 

Del mismo modo que bajo la Presidencia de Rivera la irreso- 
lución de los problemas de la tierra pareció arrojar las masas de 
poseedores amenazados de desalojo tras las banderas de Lavalleja, 
la postergación o agravamiento de los recurrentes problemas ame- 
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nazó y en buena parte decidió el paso de amplias masas rurales tras 
la divisa colorada ahora sí definitivamente nacida y configurada. 

Lá clase de comerciantes y prestamistas se escindió gravemen- 
te en todo el período, El sector más rico vinculado a Lucas Obes 
(Agustín de Castro, Antonio Montero, Domingo Vázquez, José 
Ellauri, Manuel Herrera y Obes, etc.) vio desconocido el pago de 
sus créditos con la consiguiente ola de quiebras, escándalos sociales 
y dramas que llevaron a algunos al suicidio, Por el contrario forta- 
leció su poder económico el sector que había llevado la célebre 
“guerra del crédito” contra ellos y que reconocía en Juan María 
Pérez su principal cabeza política y financiera (Ramón Massini, 
Francisco Joaquín Muñoz, Antonio Díaz, Jorge y Ramón de im 
Carreras, José María Platero, etc.). 

Este enfrentamiento escindió a su vez a los grandes enfiteutas 
y aspirantes a la compra de tierras públicas, que lograron la posi- 
bilidad de confirmar sus títulos y pagar menores tasaciones en la 
medida de su afección al bando ministerial. Quebrantó por igual a 
los especuladores de la tierra urbana. Los acaparadores de la tierra 
de ejido y propios de la anterior presidencia vieron desconocidos sus 
derechos en favor de una nueva capa de adquirentes. 

Pero donde esta sima se hizo no tanto profunda pero sí peligro- 
sísima fue en la muy debatida ley de Reforma Militar. Por ella 
fueron alejados del Ejército los principales oficiales vinculados a 
Rivera. Mientras quedaban en actividad con sueldos jugosos los 
adictos a Oribe, los riveristas desplazados se vieron dueños de sim- 
ples Bonos de Reforma Militar que pronto se hicieron agua en las 
jugadas de bolsa del- grupo ministerial. Fue ésta sin duda la más 
infortunada de las cuidadosas maniobras realizadas por el poder 
para debilitar el prestigio y fuerza de Don Frutos. 

Cuando a mediados de 1836 estallaron en una coyuntura crítica 
todos los: elementos de contradicción pudo ser viable la insurrección 
de Rivera, cuya primera derrota militar no significaba, claro está, 
que las contradicciones fueran superadas. Por el contrario, cada 
enfrentamiento civil agregaba más razones para proteger a los pres- 
tamistas que ayudaban a levantar los ejércitos y para perseguir a 
los que financiaban al enemigo, añadía más razones para premiar 
con las tierras del enemigo emigrado al oficial que se había esfor- 
zado en el triunfo de la divisa. La sociedad no tuvo una estructura 
más significativa que la que la escindía binariamente en dos hemis- 
ferios sociales que se configuraban especularmente uno al otro. 

Para terminar y como sumarísimo adelanto de lo que deberá 
ser explicado con pormenor en la futura historia económica y social 
del período de gestación de los partidos tradicionales sintetizaremos 
en pocos rasgos el conjunto de conflictos sobre la tierra analizados 
en el Capítulo XI y su engarce con la contradicción compleja que 
fraguaba ya en el crisol histórico a los Partidos Blanco y Colorado. 

Cuañdo un connotado ministerial como Ramón Massini se lanza 
sobre la tierra de más de cien familias de Tacuarembó; cuando miles 
de habitantes de la campaña de Canelones y Maldonado ven aso- 
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marse la amenaza de la expoliación de un porteño federal como 
Félix de Alzaga con el apoyo de un Ministro del Gobierno; cuando 
otro tanto le ocurre a los hacendados de Colonia que venían ya de . 
sufrir lo suyo con la Sociedad Vázquez-Castro en el gobierno de 
Rivera; cuando todo un paisanaje aguerrido y batallador como el 
de Soriano se ve conmovido por la ilegada de otros porteños como 
Azcuénaga y Beláustegui con la venia del mismo Ministro del mismo 
Gobierno; cuando en Durazno los paisanos de los campos de Fer- 
nando Martínez, de Farruco, de los saladeristas Gibernau y Legris, 
ven que les sucede otro tanto y ven a otro propietario expulsador 
de donatarios artiguistas como Jefe Político, etc., etc.; cuando todo 
eso ocurre como una llamarada en los 4 ó 5 meses finales de 1835; 
cuando todo eso ocurre en los mismos días en que el Comandante 
General de la Campaña está haciendo una política aparentemente 
contraria, distribuyendo tierras “de acuerdo a sus facultades” al 
norte del Río Negro, dando “boletos” a los poseedores de los campos 
de Viana Achucarro en Florida y de Fernando Martínez en Durazno, 
cuando todo eso ocurre, debía esperarse un conflicto de alcances 
imprevisibles. 

Los paisanos reflexionaban a su modo sobre estas diferencias y 
así los de Tacuarembó creían que la codicia de Massini se explicaba 
porque querían “incomodar impunemente al género humano, hom- 
bres que no tienen otra cosa en qué ocuparse”. Los hacendados del 
enorme latifundio que iba desde las cercanías de Mercedes hasta 
Jas: inmediaciones de Colonia preguntaban al gobierno si pretendía 
que los paisanos se “tomasen justicia de su mano” o buscaba que 
„se repitiesen “las escenas de escándalo a que ha dado lugar ya antes 
de ahora esa pugna” entre poseedores y propietarios.', 

Cuando hombres acostumbrados a usar las-armas con tanta 
eficacia como para derribar dos Coronas preguntaban “¿qué manejo 
es el que ha habido en este negocio?”, había que comenzar a pensar 
dos veces lo que se hacía. $ l 

Llambí demostró su prudencia cuando dos caudillos departa- 
mentales como Tomás Burgueño y Leonardo Olivera deshicieron las 
„pretensiones de Alzaga. Fue cauto y postergó la resolución de los 
conf'ictos sobre la propiedad de aquella vasta zona. En Colonia, si 
Roguin había logrado hacer su negocio no era tanto por el recono- 
cimiento «de los poseedores como por las liquidaciones centrales- de 
Tesorería, y cuando pretendió hacerlo se encontró con que uno de 
los poseedores, el General Julián Laguna, no reconocía 'su propie- 
dad y no pagaba, como no pagó. NÄ 

La Casa del finado Fernando Martínez veía reconocida su pro- 
piedad por el Gobierno, pero lo qve temía era que la posesión de 
sus. rebeldes intrusos se fuese conso'idando por las operaciones del 
Comandante General de la Campaña. Nada menos que el mismo 
“Rivera acababa de escribirle al Presidente Oribe sobre la minuciosa 
tarea de repartos de campos entre los que ya lo poseían en la juris- 
dicción que rodeaba su “capital”: Durazno. De él y de su actividad 
se trataba cuando los; Martínez auguraban que no faltaría “un pode- 
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roso que con su influencia y relaciones ayude á sostener el pleito 
de desalojo ó se interponga para comprometer al Gobierno á que 
apruebe semejante violación”. 

El Jefe Político Bernardino Arrúe se hallaba también trenzado 
en pleitos con los donatarios artiguistas colocados en su campo, 
antaño confiscado por Artigas a su padre. Y era el mismísimo 
Rivera el apoderado de los paisanos que pretendía expulsar. En fin, 
al norte del Río Negro, sobre todo, los paisanos oían los decretos de 
desalojo. y como en los viejos tiempos de la Presidencia Constitu- 
cional de Don Frutos, ofrecían su adhesión a cambio de la promesa 
del. Comandante, Si el Comandante mandaba quedarse no había 
partida' armada que se animase a desalojar, Por precaria que fuese 
aquella protección, permitía aguantarse días, semanas a veces, 
sobrevivir en fin, y si de todos modos llegaba el desahucio, nadie 
olvidaba aquella brevísima suspensión de la desgracia nacida del 
gesto del caudillo. Claro que el caudillo a veces procedía exacta- 
mente al revés y aceptaba $ 20.000 para limpiar de intrusos un 
latifundio y acomodarlos donde no molestasen. 

Cuando la temperatura de estos conflictos se hizo más alta 
—durante los violentos desalojos en los campos de Beláustegui— 
Antonio Díaz advirtió desde “El Universal” que la resistencia de 
lós paisanos estaba alimentada por agitadores y opositores al gobier- 
no. Lo que Antonio Díaz calificaba de “error” de los paisanos al 
resistirse a los desalojos no era tanto producto de los mismos paisa- 
nos: “este error se hubiera: ya desvanecido —sostenía— sino hubie- 
se algunos genios que se complacen en arraigarlo, para hacer á los 
sencillos habitantes de` la Campaña instrumentos de sus miras 
particulares”. Como lo: afirmaba más adelante, el Gobierno debía 
mantenerse .firme “desarraigando algunos malos hábitos y hacer 
conocer los riesgos que corren en dejarse llevar de los consejos de 
“algunos díscolos de que por desgracia abundan los Pueblos de 
Campaña”. 

El -18 de febrero de 1836, con la campaña otra vez encendida 
por las pasiones y enfrentamientos, el gobierno de Oribe, a quien 
llegaban ya los rumores de la próxima tormenta que preparaba 
Rivera, creyó necesario pedir a las Cámaras una norma que le 
permitiese navegar airoso entre la necesidad de salvar el principio 
de propiedad 'de la tierra, razón de ser de aquella sociedad que 
creía representar, y "la necesidad de conservar una base social de 
apoyo entre las masas rurales, razón de ser de su supervivencia 
como poder político. 

' Había lVegadó demasiado tarde, Las Cámaras no daban abasto 
con los temas graves y urgentes: Deuda pública, Empréstito inglés, 
tráfico de esclavos, Reforma militar, especulación y fraude con las 
tierras urbanas. La insurrección de Rivera, ya una revolución colo- 
rada contra un gobierno ahora blanco, no sorprendió a nadie. El 
país' se estaba gestando de tal modo, que durante casi un siglo ya 
nadie tuvo de qué asombrarse, salvo del extraño silencio de la paz. 
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La política agraria del Ministerio Pérez-Llambi 


E! nuevo gobierno comenzado el 15 de febrero de 1835, bajo la 
Presidencia del General Manuel Oribe, recibía una herencia com- 
plicada. No era menos caótica la situación de la propiedad territo- 
rial que pesada y embrollada la de Hacienda. La enorme deuda pública 
superaba en varias veces las partidas globales del presupuesto de 
la joven república, y los esfuerzos por atenderla arrastraron, tras de 
si toda la política agraria. Sin duda contribuyó para que la antigua 
orientación de resolver los conflictos entre propietarios y poseedores 
continuase por la vía de cargar con grandes erogaciones al Estado, 
supuesto comprador de los latifundios en conflicto, y de vender las 
tierras así rescatadas a los poseedores acomodados, cuya solvencia 
les permitiese aceptar os contratos onerosos exigidos, con la consi- 
guiente expulsión inmisericorde de los menesterosos. 

Las urgencias fiscales determinaron que las primeras preocupa- 
ciones sobre la tierra estuvieran dirigidas a fortalecer los contro!es 
para la percepción de la renta enfiteutica o para aumentar el precio 
de las tierras fiscales enajenadas. Consecuentes con el objetivo de 
nuestro trabajo nos limitamos a señalar sus rasgos esenciales. El 14 
de marzo se aumentó a $ 1.000 el precio de la legua cuadrada, cuyo 
mínimo no podía ser alterado por ninguno de los juri de tasación 
cualquiera fuera la zona del país (©. El 19 de marzo, atendiendo al 
hecho notorio de que apenas una tercera parte de los denunciantes 
de tierras enfitéuticas continuaban aún las instancias para la defi- 
nitiva regularización y pago del canon anual, mientras q] resto había 
usado de la ley para validar la simple ocupación material, el gobier- 
no exigió a la Comisión Topográfica un informe pormenorizado 
sobre los caídos en falta''2, lo que le permitió poco después, el 4 
de abril otorgar 60 días de plazo a los enfiteutas morosos, so pena 
de anular sus derechos ‘®, 

Pero apenas fue tendida la red fiscal sobre. la tierra enfitéutica, 
el gobierno dirigió su mirada a la tierra conflictiva, allí donde la 
violencia de los enfrentamientos podía estallar en cualquier mo- 
mento, 

En el Ministerio de Gobierno se hallaba el abogado Francisco 
Llambí, cuyos antecedentes como letrado de grandes hacendados y 
como Fiscal de Hacienda del gobierno cisplatino permitían .-anun- 
ciar un reforzamiento de la política de Ellauri y de -Obes, -vale 
decir: permanente desconocimiento y execración de la revolución 
agraria artiguista y de los títulos de ella derivados, soluciones que 
resorzaran la gran propiedad y el respeto irrestricto de -su e 
sagrado e inviolable. 

El informe presentado por el Ministro de Hacienda, J uan “Meria 
Pérez, ante las Cámaras, no dejaba ninguna duda sobre cuál era-la 
orientación que recorría su política. global. El- capítulo que. abra- 
zaha la tierra pública y enfitéutica no la miraba como un instru- 
mento de producción agropecuaria, o como el substratum.: material 
de una clase social vinculada a un tipo dé explotación .rural espe- 
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cifico; nada de eso. Allí la tierra era una unidad física estimada en 
4.000 leguas fiscales a $ 1.000 cada una, en tanto capital la tierra era 
su valor de $ 4 millones y como capital era ante todo su renta: 
$ 100.000 anuales (*, Los acreedores y prestamistas podían entender 
ahora su lenguaje. “Vaya, así que la tierra no es esa cosa pegajosa 
y sucia, sino una renta amortizante de mis préstamos”, juzgaban 
mientras asistían alborozados a la perspectiva de un empréstito 
ingiés y a la quiebra compaginada con suicidios de la claque pres- 
tamista del odiado “Pardejón”. 

Puede entonces entenderse el apuro con que el ministro Llambí 
acompañaba los esfuerzos de su colega de Hacienda. El 8 de abril 
el gobierno dictó un decreto que acelerase el finiquito de los con- 
tratos realizados con una enorme serie de grandes latifundios “”. 
Las tierras mandadas rescatar por el Estado para su venta posterior 
a los poseedores ricos cubrían aproximadamente todo el departa- 
mento de Colonia (A'agón, Albín, Huérfanas, Higueritas, Camacho, 
Azcuénaga, etc.) aproximadamente un 60% de los actuales depar- 
tamentos de Flores y San José (campos de Alzáibar-Solsona) más 
de la mitad de los actuales departamentos de Río Negro y Paysandú 
(campos de Diego Noble, Arvide, Milá de la Roca, Barrera, Anzuá- 
tegui, Almagro, etc.) parte importante de los de Canelones y Mal- 
donado . (entre los arroyos Solís Grande y Chico y Potrero de Pan 
de Azúcar) y porciones menores de los departamentos de Soriano 
(Azcuénaga-Murguiondo) y de Tacuarembó (Campos de Bustillos, 
Alcorta y luego de Diego Noble). 

Pero este relevamiento solamente cubría las tierras que se “han 
mandado enagenar por disposiciones anteriores”. Justamente el 
decreto pretendía dar un rápido fin al arreglo de estos campos para 
poder demostrar sus bondades e “iniciar otros aun pendientes del 
resultado de estas operaciones”, Efectivamente, había a lo largo del 
país situaciones conflictivas entre propietarios y poseedores aún no 
involucrados en Jas normas del decreto del 23 de diciembre de 1833. 
Baste recordar los campos del inglés John Jackson, Testamentaría 
Fernando Martínez, Inchaurbe, Pedro Manuel García, Díaz Vélez, 
etc., que por todos lados brotaban recurrentemente haciendo inaca- 
bable el esfuerzo por dar tranquilidad y seguridad a la propiedad 
y a la población rura. Era pues imprescindible liquidar esta 
situación. 

La caída del Ministerio de Luces Obes había arrastrado la de 
las comisiones departamentales anteriormente designadas para el 
arreglo de los campos citados, Ni Melchor Pacheco y Obés, ni Juan 
Andrés Geilly continuaban en sus trabajos. De ahí que el decreto 
del 8 de abril decidiese reg'amentar minuciosamente un sistema aue 
permitiese limar todas las. dificultades que impedían una rápida 
solución. Para ello nombró 4 comisiones compuestas de dos vecinos 
hacendados de los departamentos involucrados acompañados por un 
agrimensor sometido a las instrucciones de la Comisión Tonosráfica. 

El obieto de las comisiones consistía-en “recibir de los posee- 
dores los documentos en que consten los contratos iniciados para 
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la compra de-«Jichas tierras”, proceder a su deslinde, “procurando 
que los poseedores conserven la extensión que ocupen o puedan. 
reclamar: por los capitales-entregados, o.títuló de posesión” siempre, 
claro .está, que hubiere -terreno bastante. Era misión de las comi- 
siones resolver los inevitables conflictos y diferencias .entre los 
hacendados sobre cuestiones de límites y elevar al Gobierno los-que 
no pudiere transar. El agrimensor debería consecuentemente ejevar 
los planos correspondientes sin.olvidar los terrenos que pudieran 
corresponder a los ejidos de los pueblos cuando los hubiera en las 
jurisdicciones. Finalizada esta parte cada poseedor debería -ocurrir 
al gobierno, el cual, previa tasación y pago del poseedor interesado, 
daría los títulos definitivos. 

- Las comisiones serían presididas por los agrimensores D. N. 
Rizo, Joaquin Teodoro Egaña, Migue'.L. Picor y Felipe Jones, res- 
pectivamente para Paysandú, Colonia, San José y Maldonado. Dos 
poderosísimos latifundistas integraban los “propietarios” de la comi- 
sión de Paysandú, Nicolás Guerra (socio de Francisco Juanicó y el 
por las que se debían regir en sus trabajos. Se abunda en ellas en 
y Francisco Rivarola ` (conspicuo representante del clan Martínez de 
Haedo); dos poderosos hacendados Juan Antonio Ramirez y Felipe 
Flores, ex-arrendatarios de la casa A'záibar-Solsona, serían los 
encargados de delimitar los campos de:sus colegas de San José (y 
Flores) entre los que se hallaba el no ` menos interesado y rico 
poseedor, Su Excelencia el Ministro de Hacienda Juan María Pérez. 
En cambio eran por lo menos garantía de representatividad de los 
pegueños hacendados los miembros elegidos en los departamentos 
de Colonia y Maldonado. Tanto José Ro'án y Bonifacio Figueredo, 
como Francisco Osorio y Tomás Burgueño eran representantes típi- 
cos de la grey de pequeños hacendados y donatarios artiguistas que 
habían hecho en- la guerra patria la demostración de su firmeza 
revolucionaria, 

El: Ministro de Gobierno. Francisco Llambi, entregó el. 20 de 
abril a los comisionados designados instrucciones” complementarias 
cónsul francés Andrés Cavaillon en .el compleio rural de“ Paysandú) 
indicaciones relativas a la función delimitadora y verfeccionadora 
de derechos y títulos de los poseedores. Por ellas se desnrende one 
la solución perseguida tendía a fortalecer la propiedad de acuellos 
hacendadoz que ya fueran suficientemente ricos como para pagar 
las tosaciones de $ 1.000 legua fijadas en el decreto de maro. Así, 
por ejemplo, cuando hubiere disenzión de límites entre noseedores. 
los comisionados deberían transar las diferencias “teniendo en' con: 
sideración” el “número de ganados” awe cada uno tuviere, “la clase 
de establecimientos aue havan formado” y “los verinicios añé pnez 
dan originarse”. Claro está que los ricos poseedores, sobre todo los 

“nuevos ricos” erán capaces de arrojar “sobre sus campos grandes 
repuntes de: ganados, que inevitablemente acudían a _los “dvlces 
pastos ajenos” de aquellos viejos _donatarios artisuistas ó poseedores 


de la Patria Vieja que ocupados en la guerra patria habían distrai do 
sus negocios. 
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Las opiniones de Llambí sobre cómo se validaba la posesión del 
suelo estaban claramente establecidas desde su fugaz ministerio de 
octubre de 1833. Entonces emitió un decreto: interpretativo sobre 
posesión civil y material, confirmando la opinión fiscal de Lucas 
Obes, según la cual “quando se trata de tierras de pastoreo esta 
posesión puede entenderse que se limita solo a la parte que un 
hacendado ocupa con su población y ganados” y no lo que él “en- 
tiende y supone pertenecerle por el ejercicio de algunos actos de 
aquella posesión juzgar que puede ejercer un hombre solo sobre un 
gran desierto” (®©, 

Era la política ya conocida en oportunidad de las opiniones que 
lanzadas por Nicolás Herrera sirvieron para achicar la posesión 
material de los donatarios artiguistas. En estos días, este criterio 
sirvió exactamente para lo mismo. Los advenedizos, ricos comer- 
ciantes unos, altos oficiales bien provistos de ganados extraídos en 
las “sacas” en Río Grande otros, se avanzaron sobre los terrenos de 
sus vecinos pobres que no poseían ganados suficientes para reiterar 
con la ocupación de ganados la posesión civil que les venía de la 
donación artiguista o de la ocupación simple contemporánea. 

Para que las Comisiones designadas pudieran ser realmente 
atendidas en sus medidas, faltaba coronar el proceso y detener e: 
brazo rutinario de los estrados judiciales. El 28 de abril, Llambí se 
dirigió al Juez Létrado de lo Civil comunicándole que sobre todos 
los terrenos comprendidos en el decreto del 8 del mismo mes que gira- 
sen en expedientes de su Juzgado competía al Gobierno y por dele- 
gación a las "Comisiones 'departamentales juzgar el mejor derecho 
de cada parte y' que en consecuencia había ordenado a! Escribano 
de: Gobierno y Hacienda así lo tratase. Llambí finalizaba esperando 
que “para facilitar el suceso de estas Operaciones” “y para guardar 
“la analogía que ellas demandan” se sirviese el Juez- “ordenar al 
mismo actuario se expida en igual forma con los asuntos relativos 
que en la actualidad corran por el Juzgado de`su “cargo” (7. Llambi 
pedía que “Dios guarde á V.S. muchos años” porque no podía pedir 
lo mismo “para la separación de poderes consagrada 'en la Cons- 
titución. ' f 

Nuevamente la angustiosa necesidad de dinero que sellaba cada 
uno de los pasos de un ministerio ahogado por la deuda pública; 
prohijó: la política de' enajenar la tierra fiscal a marchas forzadas: 
Fueron en ese sentido, radicalmente novedosas las leyes aprobadas 
el 30' de abril y el 20'de junio de 1835. Por la primera se“daba tran- 
quilidad a los grandes propietarios: coloniales que veían discutida la 
propiedad de las llamadas “sobras fiscales” o sea la diferencia 
muchas veces enorme entre la superficie `detentada dentro de los 
límites naturales atribuidos en sus títulos respectivos y la que 
surgía de las primitivas mensuras y por lo tanto realmente pagadas 
a un estado permanentemente defraudado por pilotos o agrimenso- 
res presas del soborno de los propietarios. Las leyes anteriores 
habían permitido que los especuladores solicitaran para sí esas dife- 
rencias con lo que llevaban la intranquilidad a los viejos latifun- 
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distas que preferían rescatar en dinero el chantaje planteado por 
los avisados denunciantes. ' 

Asimismo se concedían formas de adquisición a los poseedores 
de la tierra fiscal de más de 20 años, de más de diez años y de 
menos de diez años, para quienes se determinaba la posibilidad 
de adquirir los terrenos poseídos por compra o en enfiteusis respec- 
tivamente. Del mismo modo se separaba la quinta parte del terreno 
denunciado por hacendados con menos de diez años de posesión para 
¿comodar bajo el régimen de enfiteusis a los intrusos que hubiere 
en campos de ajena propiedad, El poseedor de más de 40 años obtenía 
la propiedad inmediata de su posesión (%), : 

La ley del 20 de junio igualó a iodas las categorías al autorizar 
que todos los adquirentes por èl contrato de- enfiteusis pudieran 
adquirir en propiedad perfecta los campos poseídos ‘®, 

El 27 de junio se reglamentaba la ley de venta de tierras 
públicas otorgando un plazo de 8 meses a los poseedores para regu- 
larizar la perfección de su título hajo la amenaza de preferir a 
cualquier otro denunciante (1%, El gobierno urgía pues a transfor- 
mar la tierra en propiedad privada perfecta. Y urgía a pagarla 
rápidamente (10 bis), 

Esta nueva legislación para la adquisición de propiedad perfec- 
ta de la tierra tuvo enormes consecuencias que apenas si podemos 
caracterizar aquí en sus rasgos más generales. En primer lugar 
transformó en ley general el acceso a la propiedad de la tierra de 
los sectores ricos de la sociedad. Con las exigencias de pagar la 
lierra a mil pesos la legua cuadrada estaban descalificadas por 
definición todas las capas pobres del campo que eran la inmensa 
mayoría de la población. En segundo lugar permitió que por las 
rendijas del cohecho ora pagaran mucho menos aquellos que podían 
ergúir más de 20 años de posesión ora se apropiaran gratuitamente 
de la tierra los que afirmaban tener más: de 40 años de ocupación. 
Nada menos que Lucas Obes —ahora en la oposición— se vio obli- 
gado. a mostrar las comanditas que se formaban entre diversos 
hacendados para testimoniarse recíprocamente tan dilatado tiempo 
de posesión que les permitía apoderarse de no menos dilatadas 
extensiones de campo sin pagar absolutamente nada. En tercer lugar 
permitió que un número indeterminado pero seguramente conside- 
rable de donatarios artiguistas —ya porque ocuparan campos fiscales 
ya porque aun siendo de privados confiscados los hicieran pasar por 
fiscales—, se separaran de las antiguas y revolucionarias expectativas 
y se acogieran a las leyes éstas si reales que les permitían perfec- 
cionar de una vez su posesión. Por supuesto que vale aquí lo dicho 
en el primer punto: de esa.masa «¿e antiguos donatarios, sólo los 
que habían logrado consolidar una regular fortuna podían pensar 
en solicitar los beneficios de la ley, Los demás, fueran donatarios,.o 
poseedores advenedizos pero-miserables, estaban expresamente con- 
denados por el plazo perentorio de ocho meses, según el cual serían 
preferidos los denunciantes de cualquier condición, fuesen .o no 
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poseedores reales, si en tal plazo no concurrían a perfeccionar sus 
títulos y pagar la tierra, 

' Los hechos: confirmaron esta: caracterización. A partir de 1835 
crecen en forma desmesurada las enajenaciones de la tierra. El 
gobierno de Oribe lograba así consolidar gran parte de la propiedad 
y. conquistar la adhesión de las capas rurales de mayor infiyeneis 
económica y política. 

Pero independientemente de os resultados que de aqui nacie- 
ran “sobre cambios de la correlación de fuerzas de los protobańdos 
o de la influencia de los caudillos, la política agraria naciente for- 
maba un justo correlato de la hacendística contemporánea. Cuales- 
quiera fueran los vicios de su gestación era en fin de cuentas un 
esfuerzo masivo por aburguesar las relaciones económicas, por 
deslindar en la propiedad territorial Ja posibilidad del negocio mer- 
cantil y por purificar el crédito público mediante la consolidación 
técnicamente moderna de su funcionamiento. Pero para que este 
proyecto hubiese sido viable, habría sido necesario que en el país 
hubiesen triunfado ya las relaciones' económicas modernas. La 
historia del siglo XIX uruguayo mostraría que en 1835 no podían 


cumplirse las tareas para las que el país estuvo maduro sólo en 
1875-1900, 


"¿Cómo se pretende establecer el feudalismo en un 
país republicano?” 


Es pues en e) cuadro general de esa política agraria donde debe 
colocarse la elaborada con respecto a'los campos discutidos entre 
propietarios y poseedores. r 

Pero esta politica no transcurrió sin graves conflictos y sin 
despertar amargas reflexiones de los pequeños hacendados que así 
veían conmovida su tranquilidad y burladas sus esperanzas de uni 
sociedad democrática y benéfica para todos. Es ilustrativa la opinión 
de “más de cien familias” instaladas entre los ríos Tacuarembó 
Grande y Chico cuando se enfrentaron a la codicia de Ramón Massi- 
ni, asistido para entonces por su amistad con el ministerio. Viejos 
donatarios de los repartos artiguistas de la época colonial y revo- 
lucionaria, poseedores de toda data, habían cubierto aquellos cam- 
pos serranos y fomentaban entonces sus establecimientos amparados 
en la ley de enfiteusis algunos o meros poseedores otros. A mediados 
de 1834, por medios que desconocemos, Ramón Massini se dice apo 
derado de la testamentaría del finado propietario colonial José 
Inchaurbe y lejos de pretender la simple devolución de lo que fuera 
su indiscutible heredad colonial, intenta —siguiendo los pasos de 
su antecesor— invadir un área ocupada secularmente por viejos 
vecinos pobres. Según los vecinos afectados Massini había denun- 
ciado “como sobras una campaña de ochenta leguas” y pretendía 
ahora su inmediato desalojo a caballo de un inicuo decreto del Juez 
de lo Civil que así amparaba sus pretensiones. Vale la pena insistir 
en el sentimiento jamás decaído según el cual los patriotas identi- 
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ficaban el sistema republicano y democrático como indisolublemente 
unido a una justa y democrática apropiación de la tierra: 


“¿Cómo se pretende establecer. el Feudalismo en un país Republicano 
—decian— y que se halla casi desierto porque sólo unos pocos fueron 
siempre los dueños de toda la campaña? ¿Tendrá el Sr. Masini algún 
privilegio que le conceda la excepción de la Ley? Esto es imposible. 
Luego lo que quieren es incomodar impunemente al genero humano, 
hombres que no tienen otra cosa en qué ocuparse, Desista el Sr. Masini, 
si es patriota, de sus pretensiones y no se empeñe cn Hacer desgráciadas 
á más de cien familias. Considere que el Estado se perjudica distra- 
yendo á los hombres de sus labores para que vengan a Montevideo á 
gastar en pleitos lo que no tienen. Interésese en sostener que sean sagra- 
dos los decretos y contratos del Gobierno, si desca la prosperidad de 
la Patria” (11), 


Aquella desgarrada pregunta “¿Cómo se pretende establecer el 
Feudalismo en un país Republicano?” se la hacían en 1835 casi todos 
los paisanos a lo largo y a lo ancho del país. Alzaga en Canelones 
y Maldonado, el francés Roguin en Colonia, Azcuénaga en Soriano 
y Colonia, los Barrera y Del Cerro en Paysandú, los Pereda y Mar- 
tínez en Durazno, Melchor Beláustegui en Soriano, etc., venían a 
restablecer sus llamados derechos con todos los bríos con que se 
pueden sentir asistidos los que contaban con la protección del gobier- 
no federal porteño que acompañaba cada una de sus gestiones ora 
amparado en la presión diplomática, ora rodeando de influencias y 
alianzas al nuevo gobierno de Oribe. . . 

Ei gobierno podía ser más enérgico contradictor de tales ape- 
tencias cuanto más contribuyese a defender la contemporánea deten- 
tación de ricos hacendados. Y así era posible que el fiscal desesti- 
mara la pretensión tanto de los Barrera como de sus litigantes los 
hermanos Del Cerro, afirmando que aquellos terrenos pertenecían 
al fisco “por derecho de soberanía” dado que el pleito colonial que 
los había enfrentado había sido impedido de fallar por el surgi- 
miento de la revolución, la que a su vez había permitido la “ocupa- 
ción de los terrenos en cuestión por diversos patriotas en cuyas 
manos se encuentra y en cuyo favor creyó el Gobierno que era justo 
se enagene” (02), Como es sabido, los poseedores cuasi-propietarios 
ahora protegidos ni eran pobres, ni habían sido poseedores en tiem- 
pos de la revolución, ni en su buena parte habían sido patriotas sino 
antes bien connotados miembros del partido español o portugués 
como para merecer algunos grillos y la reeducación de Purifi- 
cación (13), i ; ; 

Apenas publicitado e} decreto del 8 de abril, la campaña 
comenzó a verse nuevamente convulsionada por los reivindicadores 
coloniales. 


“Las costas del Arroyo de San Salvador ofrecen en estos momentos 
uno de esós escandalos acerca de los que ya varias veces se han ele- 
vado quejas a la Autoridad y casi siempre sin suceso —escribían “Unos 
Estancieros” el 28 de diciembre de- 1835 desde “El Universal"—. La 
cosa es que somos poseedores de muchas leguas de terrenos, de pastored 
comprados al Fisco; unos á moderada composición; otros adquiridos 
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por derecho enfitéutico; y todos lejitimamente establecidos y poblados 
en ellos con títulos que el Supremo Gobierno nos otorgó en virtud de 
autos del Juzgado Civil ante quien fueron denunciados esos campos, 
aprobadas las diligencias practicadas judicialmente para averiguar su 
pertenencia y declarados de propiedad del Estado. Entre nosotros hay 
algunos que á mas de esos títulos tienen posesión no interrumpida y 
nunca reclamada, de 25, 30 y 40 años; otros denunciaron sus campos 
como de propiedad pública y probaron serlo á satisfacción del Juzgado 
por la declaración constante de vecinos que lo eran desde medio siglo, 
A e durante ese dilatado período no conocieron otros dueños que el 
stado”, 


Los vecinos afirmaban que fue en mérito de esas seguridades 
que habían pago los terrenos según la tasación establecida, poblado 
sus campos con ganados, “empleando en ellos el resto de nuestros 
capitales” y seguros de que nadie habría de inquietarlos en el goce 
de lo que tan legitimamente habían adquirido. ' 


“Cuando de repente —continuaban— se presentó Don Agustín 
Murguiondo en clase de apoderado del finado Don Miguel Azcuénaga 
de Buenos Aires acompañado de un Agrimensor y sin mas formalidad 
ni requisito que el de entrarse por los campos adentro con la ahuja y 
la cuerda va midiendo una larga estension de campaña diciendo que 
es de su instituyente é intimando á los poseedores que desalojen ó 
paguen el precio que él les impone”. 


Los estancieros así conmovidos ignoraban de quién provenía el 
aval; de semejante atropello, “porque del Gobierno que nos vendió 
esos mismos campos como suyos, no puede ser” agregaban con iro- 
nía, ni del Juzgado Civil que “le dijo al mismo Gobierno que podía 
venderlo”. Murguiondo afirmaba tener “orden para medir y vender” 
en virtud del título antiguo que decía poseer, “De hecho —decían 
los indignados hacendados-—— mide, vende y ha habido ya alborotos 
de todo tamaño”. La rabia apenas contenida giraba ahora contra la 
“autoridad misma que tolera, si es que lo sabe, que así se nos des- 
poje de lo que nos ha bendido” y que aparentemente nada hacía 
para salvarlos “de los perjuicios que á unos y á otros nos prepara 
el que se llama dueño y dispone como tal” (1%, Los hacendados se 
declaraban expectantes y prometían volver sobre el tema. 

No es difícil descifrar quiénes eran aquellos hacendados. El 
padrón de Soriano de 1832, diversos documentos de adquisición en 
enfiteusis, expedientes sobre litigios de tierras nos permiten descu- 
brirlos. Allí se hallaban los donatarios artiguistas Eusebio Quinte- 
ros, Julián González, José Mariano Medina, Juan Silvestre López, 
Francisco Ríos, Andrés Estrada, Gregorio Osuna, Cayetano Olivera, 
- Bautista Lozano, Ramón Cáceres, Pedro Villarrutia, María Villade- 
mora, Rufino Espínola, Francisco Osores, etc. etc. Muchos de ellos 
efectivamente habían ocultado el origen de propiedad privada con- 
fiscada de sus asentamientos y habían logrado subrepticiamente se 
les otorgase e!; título de enfiteutas; tales eran los casos entre otros, 
de Julián González, Bernardino Estrada, Luis Arballo, y el más 
conocido de todos, Cayetano Olivera, en cuyo establecimiento había 
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tenido lugar el célebre encuentro de Monzón entre los compadres 
Rivera y Lavalleja, 

Habían sido ellos los anónimos vecinos que en 1832 se habían 
enfrentado al temprano intento de los Azcuénaga de amojonar los 
campos, para lo cual habian logrado el apoyo del jefe político de- 
partamental (1%, Seguramente esperaban que desharían nuevamente 
el enriedo como lo habían hecho entonces. Por lo menos tal cosa se 
infiere de aquellos “alborotos de todo tamaño” que habían provo- 
cado ante la gira del reivindicador Murguiondo, 

Los paisanos demostraron no haber sido excesivamente cavilosos 
cuando incriminaban al; Gobierno y al Juzgado de lo Civil en los 
atropellos que acababan de sufrir. Apenas iniciado el año, se había 
presentado Agustín Murguiondo “á nombre de los herederos del 
finado D.n Miguel Ascuenaga” para acreditar la propiedad de la 
“Estancia de los Laureles”. Habiendo solicitado se recogiera el tes- 
timonio de Francisco Rodríguez Landivar, Francisco Martínez de 
Haedo y de diversos paisanos que habían ocupado los cargos de 
peones y capataces de la vieja estancia, comenzó la diligencia en 
agosto de 1835. Finalizada la información, Murguiondo presentó 
asimismo un libro de estancia llevado por el ex-administrador An- 
tonio Villalba y otros documentos que permitían confirmar la pose- 
sión desde 1794 hasta por lo menos 1802. El conjunto de esta infor- 
mación estaba destinada a subrogar como prueba de propiedad los 
títulos “que se perdieron en el saqueo que en 1806 hicieron los 
Ingleses en la casa del Sr. Ascuenaga como es público y notorio”. 
Sometida la solicitud a la vista del fiscal Lucas Obes, y habiendo 
declarado éste que el Estado no tenía parte en la solicitud, el Juez 
Villademoros decretó el 11 de setiembre de 1835 como “probada la 
propiedad de los campos” por parte del apoderado de la testamen- 
taría Azcuénaga “®, Y era acompañado con un testimonio de ese 
decreto judicial, que el apoderado Murguiondo había ido a la exten- 
sa campaña del San Salvador “campos adentro con la ahuja y la 
cuerda” intimando desalojos o reclamando se le pagase “el precio” 
que él imponía. 

La primera advertencia elevada a la prensa por los hacendados 
no tuvo efecto alguno, Continuaron los intentos de la casa Azcué- 
naga y un mes después, el 22 de enero de 1836, los qu ocupa- 
ron la prensa nuevamente con sus cuitas: 


“Sr. Editor del Universal 


Dijimos a V. en nuestro anterior remitido que no sabíamos con 
que orden medía el apoderado de Azcuenaga una buena porción de 
nuestra campaña y despojaba de ella a los poseedores que la ocupan 
a virtud de títulos del Gobierno, a quien la compraron como de pro- 
piedad pública. Ahora estamos informados que no tiene orden de nadie, 
sino unos títulos antiguos' que dice le han sido reconocidos en el año 
1932 por ese mismo gobierno vendedor: los títulos dicen que son anti- 
guos, y deben de serlo en efecto, o mucho el abendono en que Azcuena- 
ga ha tenido los campos a que ellos se refieren. Porque en los terrenos 
que ahora ilaman suyos sus herederos, hay pobladores no sólo de 25, 
30 y 40 años, como hemos dicho en nuestro anterior comunicado, sino” 
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de 60 de posesión no interrumpida y que sin embargo se los mide el 
*- Apoderado de aquellos con la misma confianza y desenvoltura que V. 
puede medir el patio de su casa sin avisar al poseedor ni a-los linderos.” 


No se puede menos que leer con cierta melancolía el escrito de 
los viejos so'dados artiguistas agraciados con campos en la revolu- 
ción. El desconocimiento generalizado a toda propiedad nacida del 
Reglamento Provisorio es tal, que nadie se anima siquiera a recor- 
darla. Sobrevuela en el escrito un afán quizás ladino, pero en el 
fondo terriblemente ingenuo, de conjurar la desgracia ocultando lo 
que era de pública notoriedad. Muchos de los hacendados firmantes 
habían sido tan -simples como para declarar en pieno expediente de 
reivindicación agitado por Murguiondo que era cierta .la antigua 
dominación de la casa Azcuénaga sobre sus mismos terrenos. Si era 
aceptable la afirmación de parte de los poseedores nacidos con la 
“revolución del año 15, que su posesión contaba ya con 20 años, era 
infantil la de los que mentaban una larga posesión que iba desde 
los 40 a los 60 años. Estaba fresca ia tinta de sus declaraciones en 
'el mismo expediente. Su larga posesión era apenas allí el recono- 
'cimiento de haber trabajado como peones y capataces a sueldo del 
“viejó estanciero de la Junta de Mayo. El abandono de parte de 
«Azcuénaga estaba originado en la revolución agraria, pero todos 
sabían de su vuelta en la época cisplatina para inscribir los títulos 
'en el registro de entonces y de su reconocimiento de títulos de 1832 
acompañado con los clamorosos incidentes comentados en la prensa. 
E” propio ocultamiento por parte de los hacendados de. la compli- 
“cidad actual del gobierno 'en la expulsión que se les intimaba era 
"desconcertante. Pero de todos modos los paisanos acorralados por la 
'ämenaza se animaban a devolverla, y preguntaban con energía al 
-gobierno cómo podía haberlos abandonado en tales circunstancias. 


. “¿Quiere 'que cllos se tomen justicia de su mano? —preguntaban ame- 
2 nauzadoramente—. ¿Quiere que se repitan las escenas de escándalo a 

que ha dado lugar ya antes de ahora esa pugna entre los compradores 

del Fisco y los que se titulan dueños de lo comprado?... ¿Qué manejo 

ez ol que ha habido en este negocio para que resulte ahora una con- 
qe? tradicción de tanta trascendencia?” (17), i 


En realidad no había tal contradicción. Por lo menos no la había 
entre el porteño Azcuénaga y el Fiscal: de Hacienda de la República 
Oriental del Uruguay, el también porteño Julián Segundo de Agúe- 
ro, quien poco antes, el 10 de noviembre de . 1835, habia hallado 
“perfectamente en regla” los títulos afirmando “que el fisco no 
tenía derechos algunoz que alegar”. En fin, pasó 1836 y 1837, cambié 
el Fiscal, que fue entonces don Francisco Solano Antuña, pero nada 
mejoró para. los viejos hacendados artiguistas. Antuña reconoció “la 
legalidad de los títulos y de los derechos de Azcuénaga, de un modo 
tan- expresado y tan enérjico” que a quien lo citaba le parecia 
“conveniente recomendar” la lectura de sus opiniones (*7 bis), A los 
«pequeños hacendados como a la generalidad de sus iguales, sólo una 
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tormenta como la revolución podía salvarlos. O por lo menos pos- 
tergar su desgracia. Y tal fue lo que sucedió para unos pocos, cuando 
Oribe necesitó en abril de 1838 premiar algunas adhesiones. Pero 
ésa ya es otra historia. 


El contrato con Alzaga, un federal (de tomo y) “lomo negro”. 


Don Félix de Alzaga “ciudadano y vecino de la Provincia de 

Buenos Aires”, gran latifundista allá enfiteusis mediante, “estante 
actualmente en Montevideo”, dijo con el “mayor respecto”: que “era 
dueño de estensos Campos de la Campaña” o sea que era también 
gran latifundista acá. 
. Alzaga, que vio morir a su padre ajusticiado por la revolución, 
había comprendido que la constancia paga dividendos, por lo cual 
se presentó en julio de 1835, por enésima vez en 15 años, a ofrecer 
al Estado uruguayo un contrato que pudiese “proporcionar tal vez 
un ingreso notable al Erario”, Para no dejarnos alucinar por Félix 
de Alzaga, hombre de palabra fácil según unos, “lengua sobada” 
según otros, advirtamos al lector, que el brillante negocio consistía 
en que el Estado uruguayo reconociese la propiedad de Alzaga sobre 
"220 leguas cuadradas y se las pagase a $ 1.000 cada una. Pero siga- 
mos. La propuesta'de Alzaga tenía de todos modos una gran virtud; 
con ella el Uruguay se evitaría problemas diplomáticos y el Gobier- 
no.de Rosas “la desagradable | necesidad de reclamaciones justísimas 
que de otro modo no le sería dado desatender” (15), A Dios rogando 
y: con la mazorca dando. 

Recordemos algunas informaciones. El campo reclamado había 
sido adquirido especulativamente por $ 4.000 en la lejanísima Espa- 
ña por el avisado hijo de godo, patriota de nueva hornada. Consistía 
en dos enormes rinconadas, la situada entre los arroyos: Solís Gran- 
de y Chico.y la contigua que cubria el llamado Potrero de Pan de 
Azúcar hasta el arroyo del mismo nombre. La primera poseía una 
pob'ación densa, calculada en bastante más de mil habitantes, -La 
segunda usada como reservorio estatal por Artigas; conoció posible- 
mente un primer y precario reparto que fue deshecho bajo la Cis- 
platina, expulsándose entonces a más de 10 poseedores entre los que 
se hallaban el aia Pimienta . y. el legendario oficial Leonardo 
Olivera. ee: 

En este campo sobre todo, el país. independiente vio nacer una 
típica forma de posesión espontánea de campos vinculada a la nueva 
estructura de poder y a la redistribución de ganados que se produjo 
en las grandes “sacas de vacas” en Río Grande. Leonardo. Olivera 
se distinguió justamente por encabezar grandes operaciories de arreos 
de ganados riograndenses y fue su.extrema pericia en e) ejercicio 
de:la apropiación de.vacas la que le permitió arroiar sobre su vieja 
“suerte de estancia del Potrero una nueva forma de apropiación del 
suelo, la que se garantizaba con el número. de ganados y con lo- 
hombres dependientes capaces de -sostenerla. El censo llevado a 
cabo por la Comisión departamental, con motivo justamente “del 
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contrato Ajzaga, permite ver qué enorme diferencia había entre la 
distribución igualitaria y democrática prevista en la política agraria 
artiguista y la que en estos años surgía como producto del libre 
juego de las leyes sociales de apropiación feudal del suelo. De las 
8 leguas 2366 cuadras en que fue calculada la superficie del Potrero 
de Pan de Azúcar, 5 leguas y 950 cuadras habían pasado a manos de 
Leonardo Olivera, mientras los otros 14 poseedores se repartían 3 
leguas y 1416 cuadras (1%, 

En el otro rincón la densa población y la consolidada propiedad 
parecían hacer irreversible el proceso. Como única solución se 
avizoraba la de obligar a sus pobladores a pagar los campos al Esta- 
do o al propietario que ahora se reconocía como tal. 

Tal fue pues el objetivo de Félix de Aizaga. Su propuesta con- 
sistía en 9 artículos. Por el primero proponía que fuese el Gobierno 
quien se entendiese con los compradores de sus campos, siendo 
Alzaga quien extendería los títulos, Alzaga exigía que se pagase la 
mitad al contado y la otra mitad en letras con el máximo de un año 
de plazo, pero cualquiera fuese el precio que se obtuviese en estas 
ventas, e; Gobierno garantizaría la indemnización mínima de $ 1.000 
por legua cuadrada al propietario. Como el Estado había ya conso-. 
lidado en venta o enfiteusis algunos de las estancias allí ubicadas, 
también éstas debían ser comprendidas en la indemnización mínima 
exigida. 

La única consideración que Alzaga tenía con el Gobierno estaba 
vinculada a la posible resistencia que se hallare entre los poseedo- 
res. En caso de que alguno-no aceptara la propiedad de Alzaga, sería 
de cuenta de éste ventilar la contradicción ante los tribunales y 
sólo cuando éstos fallaran a su favor pasarían las tierras involucra- 
das a ser comprendidas en las demás normas del contrato. 

En su vista del 17 de agosto de 1835, el Fiscal de Hacienda 
Dr. Alejo Villegas se consideró eximido de juzgar los términos 
económicos de la propuesta, pero en cambio se lanzó con vértigo a 
aprobar el reconocimiento de la propiedad de Alzaga. Para declarar 
indiscutible esta propiedad el Dr. Villegas no poseía ningún antece- 
dente estrictamente nacional; sólo un tribunal había declarado 
anteriormente que los papeles presentados por Alzaga se parecían 
a un título de propiedad, y este tribunal había sido uno argentino. 
Fue en la increíble resolución del 29 de mayo de 1827 pronunciada 
en Buenos Aires por un tribunal, de inmediato desconocido en sus 
atribuciones por la Provincia Oriental, quien había fallado a favor 
del más importante abastecedor del Ejército Argentino el pleito que 
lo oponía con los paisanos orientales, 

Sus opiniones seguían después la orientación ya cristalizada en 
el país independiente. Reconocida la propiedad y habiendo “circuns- 
tancias extraordinarias” que impedían su devolución, sólo cabía 
indemnizar al propietario. Como hemos dicho, el Dr. Villegas se 
consideraba eximido de juzgar la conveniencia de la propuesta 
estrictamente económica de esa inderanización, pero pidió que se le 
“fuese permitido observar” las “enormes ventajas” que proporciona- 
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ría al Estado su aceptación en términos idénticos a los queridos por 
Alzaga. : 7 

E: 20 de agosto el Ministro Llambí aprobó el contrato con algu- 
nas cbservaciones a los términos más escandalosos. Por una de ellas 
sólo aceptaba devolver lo que el Estado ya había cobrado en sus 
ventas anteriores, en la liquidación general de cuentas que se rea- 
lizase con toda la operación terminada; se libró también de la 
exigencia de ser el agente de ventas del proponente en los tratos 
con los poseedores y de resarcir las diferencias que hubieren entre 
los precios reales de ventas y los $ 1.000 por legua que exigía Alzaga. 
Sin embargo la experiencia de otras transacciones, como las con- 
temporáneas de los campos de las Huérfanas, indicaban que ésta 
podía transformarse en una ventaja más para Alzaga. 

Provisto de este fantástico contrato partió Alzaga hacia las 
verdes campiñas perseguidas por más de 15 años y allí comenzó, 
aguja va cuerda viene, a demostrar a canarios y carolinos que allí 
no había otro perro que el chocolate. Importa entonces recordar la 
importancia que para este enfrentamiento tuvo la tradición revo- 
lucionaria que el pago había heredado de la jefatura ideológica del 
maestro Víctor Delgado y de la no menos consciente y armada del 
teniente y donatario artiguista Tomás Burgueño, integrante en esos 
días de la Comisión Departamental que debía atender la consolida- 
ción de los poseedores. 

Las resistencias halladas entre los dos Solises parecen haber 
sido casi unánimes y si bien son muy indirectas las resonancias de 
esta nueva manifestación de una vieja rebeldía, las quejas de Alzaga 
parecen indicar que impidieron prácticamente su tarea. Los paisa- 
nos entendían seguramente que los campos —sus campos-— estaban 
requetemedidos y amojonados y por lo mismo deben haber pedido 
al federal que fuese con la aguja y la cuerda a otra parte. Y esto 
era comprensible. No había paisano en el Uruguay que no supiese 
que la supuesta inccuidad de la mensura terminaba siempre en el 
desalojo. De ahí que fuese una nueva demostración de hipocresía la 
afirmación de Alzaga según la cual si 


“alguno ó algunos aleguen ó tengan títulos aparte de esas tierras no 
himpide la mensura en su totalidad; no perjudica al fisco; no daña a 
los pretendientes, cuyos derechos, si esisten, quedan ilesos; y siempre 
en estado de hazerse valer al paso que a.mi no solo es combeniente 
sino absolutamente necesario el conocer esos pretendientes al área que 
pretenden y los títulos en que se fundan, pues soy quien tengo que 
luchar con ellos”. 


A'zaga no podía esperar ni estupidez de parte de los paisanos 
ni complicidad de la Comisión Departamental donde Tomás Bur- 
gueño representaba los sentimientos de todos. La Comisión integra- 
da además por Francisco Osorio y el Agr. Felipe Jones dio comien- 
zo a sus labores el 4 de setiembre en los terrenos de Pan de Azúcar, 
y a pesar de que se comenzó por el extremo del camvo, Alzaga v 
su apoderado Valentín Alsina se encontraron con el horcón del 
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medio. Apenas comenzaba la. cuerda a tensarse comparecieron los 
linderos Juan Viera, Vicente López (hijo del donatario Francisco 
López, de célebre enfrentamiento con Alzaga) Francisco Benítez y 
José Ramirez, y con todos los malos modales que felizmente here- 
daron de Artigas dijeron “que no reconocerían otro dueño y si Don 
Félix Alzaga los reclamaba, ellos defenderían sus derechos ante los 
Tribunales del País”. 

La Comisión aceptó de inmediato la protesta de los paisanos 
afirmando que su misión no era imponer la propiedad del latifun- 
dista porteño sino “contraerse solaniente a repartir los terrenos que 
se hallaban poblados por intrusos sin títulos”. Y esta observación 
merece un comentario, Para Burgueño como para todos los paisanos 
de los Solises y Pan de Azúcar, los nacidos de Artigas y gobiernos 
posteriores sobre propiedades confiscadas a los contrarrevoluciona- 
rios eran títulos legítimos, los más legítimos que haber pudiera. Con 
ese criterio se hace explicable cómo funcionó la comisión en la zona 
de más antigua distribución revolucionaria de tierras y se hace 
comprensible que sólo creyera que tenía algo que hacer en parte de 
los terrenos del Potrero de Pan de Azúcar, en la parte aún no con- 
solidada ni como donación artiguista ni como propiedad privada o 
enfitéutica. El expediente que recoge esta información releva lr 
10 poseedores que se hallaban en esta condición pero se hace mudo 
respecto a qué suerte les cupo, pues el escrito se interrumpe sin 
explicaciones. 

Que la resistencia fue allí del todo generalizada lo demuestra 
el protocolo donde se hallaba inserto el contrato. Según estaba pre- 
visto en él, Alzaga debía sostener en los tribunales toda contradic- 
ción que hallare a su pretendida propiedad y tal fue lo que sucedió. 
La resistencia unánime de una población extensa y unida, la co'a- 
boración que halló en una comisión departamental donde se refle- 
jaba su opinión, impidió la consumación del atropello. El gobierno 
tenía todo a temer de una desafección generalizada de una masa 
rural tan importante. Lo que el gobierno perdiese de opinión lo 
ganaba el Comandante General de la Campaña, que rodaba por la 
campaña con el oído pegado a la tierra para ver dónde temblaba. 


Las “Huérfanas” y la importancia de las tutorías 


El 23 de abril de 1828, el Exmo. Sor. Gobernador y Capitán 
General de la Provincia de Buenos Aires, Don Manuel Dorrego 
vendió a Roguin, Meyer y Compañía en perfecta propiedad los 
terrenos pertenecientes al Colegio de Niñas Huérfanas de la ciudad 
de Buenos Aires. Inobjetable, procedimiento si se atiende a que la 
autoridad del Exmo. Sor. Gobernador y Capitán General Manuel 
Dorrego era incontestable en la Provincia de Buenos Aires, pero, 
cuando menos, graciosísima resolución si se recuerda que los terre- 
nos se hallaban bajo la jurisdicción de la Provincia Oriental, tan 
igual como su igual la de Buenos Aires. 

Monsieur Domingo Roguin demostró tener un humor tan desa- 
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rroliadu como el de su paisano Rabelais, cuando acudió a principios 
de 1835 ante el gobierno uruguayo independiente para hacér valer 
aquella autoridad, aquella venta y aquella su buena fe compradora 
de los terrenos ocupados hoy en perfecta propiedad y large posesión 
por decenas de familias orientales. 


“A pesar de todos los derechos adquiridos en virtad de sia con- 
trato, —-decía M. Roguin— mi propiedad ha sido invadida y ocupada 
por varios individuos: lo ha sido la Calera, el terreno todo, y aun el 
valioso edificio que existe en aquel establecimiento. Una parte de los 
campos ha sido denunciado como de propiedad públici y según estoi 
informado es vendido como tal por V.E., o se ha dado'en enfiteus:s a 
los denunciantes, aunque todos estos no pueden alegar otro título que 
el de una violenta y reciente ocupación, me encuentro en la imposibi- 

. lidad de hacer valer mis derechos y de reclamar el desalojo y desocu- 
pación de mis campos” (20), 


. Bien. No había empezado mal Monsieur Roguin, aunque bien 
pudiera haber recordado al ginebrino que en excelente francés 
había ya aconsejado a los hombres que se hallasen en igual condi- 
ción que los orientales: “Guardáos de escuchar a este impostor; 
estáis perdidos si olvidáis que los frutos son de todos, y que la tierra 
no pertenece a nadie”. 

Roguin explicaba a continuación por qué se veía desvalido de 
fuerza, El decreto del 23 de diciembre de 1833 mandaba “proteger 
y amparar en su posesión á todos los que, a consecuencia de las 
continuas convulsiones que por tantos años se han experimentado 
en este territorio, se apoderaron y establecieron en terrenos de 
propiedad particu'ar”, y el gobierno se había comprometido a indem- 
nizar a los propietarios que como el reclamante se hallasen en ese 
caso, Y resignado ante la ley, Monsieur Roguin comenzó a pedir. En 
primer lugar no pensaba ni por asomo que nadie osara discutir su 
propiedad; luego afirmaba que ésta contaba 42 y media leguas, y 
más luego pedía otras vacías a cambio de las que perdía. Pero como 
“no hay tierra como la mía” Monsieur Roguin afirmaba que cual- 
quiera fuera el lugar donde se dirigiera la mirada no había un 
terreno que valiese como el que perdía, por el cual “el gobierno 
deberá indemnizarme al menos en parte este exceso de valor, abo- 
nándome veinte mil pesos que me serán entregados en los términos 
que se convenga”. 

Roguin, en cierto modo puede ser considerado aquél anónimo 
fundador de la sociedad civil mentado por Rousseau. Por lo menos 
es lo que deja pensar lo que afirmaba Rousseau y lo que aquí 
sucedió. “El primero que habiendo cercado un terreno apuróse a 
decir: Esto es mío y encontró gente bastante simple para creerlo, 
fue el verdadero fundador de la sociedad civil”, El Fiscal Alejo 
Villegas formaba parte de esa especie de “gente bastante simple” 
cuya reaparición de tanto en tanto reconforta, habida cuenta de la 
malignidad creciente en la mayoría de los hombres, Al Fiscal Alejo 
Villegas no se le ocurrió pedir los antecedentes de la legitimidad 
de esa propiedad, ni fundarse en la reso ución anterior del Ministro 
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Giró de 1829 o en la respuesta del Ministro Obes de 1834. Haber 
recurrido a esos expedientes hubiera sido prenda de maliciosidad 
y él era simple; simple, puro e incapaz en su simpleza de que se le 
sospechara blando y poco firme en la defensa de los intereses eco- 
nómicos del Ertado. Por eso, el 7 de marzo de 1835 declaró 


que no pudiendo disputársele a Dn. Domingo Roguin la propiedad de 
este terreno legalmente adquirido según los títulos y documentos que 
` ha presentado, tampoco puede negarse la obligación que este Gobierno, 
consecuente á todo derecho y particularmente a las sagradas promesas 
del citado decreto de 23 de diciembre tiene de indemnizarle compe- 
tentemente” (21), 


.Como alguien interrumpió su escritura preguntándole si podía 
considerarse legítima una propiedad comprada a quien no tenía 
derecho a vender, el Fisca]; Alejo Villegas, ni corto ni perezoso, 
agregó con picardía que el Estado Oriental se reservaba el derecho 
de cargar la suma “contra la República Argentina en la liquidación 
general de sus cuentas”. Y al escribir esto nadie murió de apoplejía, 
pues era aquella una sociedad de hombres robustos. 

La propuesta de indemnización así reclamada por el deman- 
dante y validada por el Fiscal fue tratada por el Ministro Llambí, 
quien parece haber tenido varias “explicaciones verbales” con el 
prestamista franco-porteño. Resignóse éste a modificar su demanda 
inicial limitándose a reclamar todo lo cobrado por el Estado a los . 
compradores ya existentes y toda lo que en el futuro se cobrase “en 
los términos y plazos” ya contratados, y pidiendo se intimase a los 
que. todavía no hubiesen comprado a que lo hicieren en plazos 
perentorios. 

Cuando todo parecía deslizarse hacia un feliz final, surgió el 
nuevo Fiscal; que lo era Don Lucas Obes. Como aquellas feracísimas 
cuarenta leguas cuadradas de Colonia no eran “quítame allá esas 
pajas”, Lucas Obes arrojó sobre el inexperiente francés varias 
“carretonadas de fanegas jurídicas, constitucionales, de hondo sabor 
federal, patriótico e independentista que dejó a todo el mundo de 
una pieza, 


“El Fiscal General —comenzaba el escrito— dice que el Gobier- 
no de Buenos Aires no pudo en 827 sacar a remate el terreno de las 
Huerfanas sito en el territorio de esta República ni pasar por ello en 
este contrato en $28. El Ministerio fiscal probará esta proposición”. 


Y allí recayó el larguísimo escrito que apenas si escondía el 
afán de Lucas Obes por cruzar de dificultades todas las operacio- 
nes del partido federal rosista: 


“Si el Gobierno de Buenos Aires enagenando las propiedades pú- 
blicas de que se trata creyó disponer en una parte del dominio nacional, 
siempre debiera consultar cl de la sala de esta Provincia y conceder 
a su Gobierno aquel derecho de intervenir en el mejor y mas prove- 
choso destino de las cosas especialmente adjudicadas a su tesoro por 
la naturaleza”. 
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“Esta conducta —agregaba enseguida— la mas conveniente al 
principio federal que dominaba cuando esta provincia proclamó la 
reincorporación y que nunca destruyeran los esfuerzos del unitarismo, 
habría sido especialmente recomendable por su tendencia al mayor bien 
en toda la República como que el Gobierno Gral. de ella nunca debe 
suponerse tan instruido del valor, ni tan interesado en que lo tengan 
las cosas patrimoniales en un miembro de la Federación, como las 
autoridades que las administrasen”. 

“Esto que en 827 sería una observación contra la regularidad dei 
procedimiento que nos ocupa, en 828 es un reproche sin disculpa contra 
su valídez, porque á esta época no ya el Presidente de la República 
Argentina, sino el Gobierno y Capitán General de la Provincia de Bue- 
nos Aires es quien podía figurar en la venta de la Calera de las Huér- 
fanas, propiedad de otra Provincia emancipada o próxima a emanci- 
parse por convención, que ya el mundo miraba como ajustada entre 
la otra República y el Imperio del Brasil” (22), 


Ser más federal que el supremo federal era un rasgo de ingenio. 
Sobre todo porque ese ingenio siguió derramándose por 9 fojas 
dejando apenas espacio para que el Ministro Llambí, ahogado en 
aquella facundia, musitase un modesto “Oigase al interesado”, Y el 
interesado se dejó oir. Primero rayos, luego centellas, se fueron 
dejando caer de nuestro francés, que preguntó primero quién era 
este fiscal que contradecía al anterior cuando la opinión fiscal debe 
siempre reiterarse a sí misma, y que recordó después que la pro- 
puesta ahora discutida había sido presentada nada menos que por 
el mismo Ministro en las conversaciones mantenidas con el solici- 
tante. Respecto al tratado constitucional de derecho federal desple- 
gado por el fiscal Lucas Obes, a nuestro francés Monsieur Roguin 
se le importaba un ardite; si estaba en el Río de la Plata —cual- 
quiera podía haberlo comprendido— era por no haber podido sopor- 
tar a Benjamín Constant. 

El 19 de setiembre de 1835, el Ministro Llambi sin que nadie 
lo urgiera, más bien falto que sobrado de fondos —así estaba Ja 
Hacienda!!—, reconoció a un usurero y prestamista extranjero. la 
propiedad de 40 leguas vendida por un gobierno extranjero que no 
tenía la menor autoridad para vender lo que no le pertenecía. 

Cuando 3 años después se procedió a la liquidación de cuentas entre 
el Estado y el bienaventurado “propietario” se tuvo cabal idea de 
lo que el país había perdido —por mejor decir, regalado—: $ 49.309 
pasaron de los más o menos 30 poseedores así expoliados al funam- 
bulesco personaje (2. Nadie pcdía exp'icarse por qué. 


Leguas!! Creced y multiplicáos!! 


Esta historia trata de cómo entre los ríos Yí y Negro se mostró 
que todavía era tiempo de milagros, de cómo no sólo los peces y 
los panes sino también las leguas pueden apelar a formas de repro- 
ducción que sólo Dios y la pícara diosa Latifundia son capaces de 
dominar, Todo comienza con:la testamentaría del finadísimo Fer- 


nando Martínez y de su yomo y albacea el- a si León de 
Pereda. 
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Entre los, ríos bíblicos que reciben las aguas de la cuchilla del 
Durazno se hallaban centenares de pobladores cuya posesión nacía 
de los repartos artiguistas, Conocemos su historia. Obligados en la 
Cisplatina a recomenzar el yugo de pesadas rentas, se creyeron 
liberados de las mismas apenas recomenzó la Cruzada libertadora. 
Muchos de ellos, como tantos otros, en la medida de sus posibili- 
dades económicas habían usado de las diversas rendijas jurídicas 
para consolidar precariamente sus propiedades mediante la enfiteu- 
sis, o la compra en moderada composición, o incluso apelando a la 
prescripción cuarentenaria, La injusticia tarda pero llega. E irrum- 
pió en forma de un aviso aparentemente anodino en la prensa 
capitalina, 

Por el mismo, un anónimo consejero sugería que nadie com- 
prase ni perfeccionase propiedad entre aquellas inmensas heredades, 
porque el vendedor —indeterminado aún— no era legítimo propie- 
tario de lo que decía vender, ni estaba autorizado para ello. 

. Como en el país había pocos y todos se conocían, la respuesta 
de los hacendados afectados fue pronta. “El amigo de la justicia” 
respondió desde “El Univereal” un día 4 de noviembre de 1835, Y 
lo que allí contó mantuvo sobre ascuas a los lectores a pesar, de 
que en esos días nadie podía decirse sorprendido en lo que respecta 
a negocios de tierras, 

“El amigo de la justicia” comenzó informando sobre el origen 
de la propiedad de la casa Martínez. Un remate de aquelos colo- 
niales había atribuido al bien ubicado cabildante don Fernando la 
provincia ubicada entre los ríos Yí y Negro, los arroyos Caballero, 
Antonio Herrera, Chileno y Conches, Lo que hacía a la concesión 
verdaderamente original no era solamente el precio de $ 625 con 
que pagó aquella porción de planeta, sino la medición de aquella 
superficie que dio 65 leguas. El corresponsal, parlanchín desaforado, 
informaba lo que nadie le había preguntado. Que la caza Martínez 
había realizado varias ventas a Don Francisco Antonio Maciel, Juan 
Moreira, Lorenzo Larrauri. José Antonio Arrúe, Juan Medina, 
Hermenegildo Laguna, por una superficie global de 205 leguas cua- 
dradas. Cuando se podía esperar que la Testamentaría Martínez 
viniese a devolver a! Estado lo de más cobrado por. 140 leguas, venía 
a saberse en cambio que la altísima casa reclamaba ser dueña de 
otras 200 leguas cuadradas y de esto era lo que trataban las palabras 
finales de aquel amigo de la justicia que los Martínez más bien 
calificaron de “amigo da onca”: 


“De modo que se manifiesta —decía el inmisericorde— que el 
terreno vendido por los Martinez, á titulo de tener la propiedad de 
sesenta y cinco leguas, asciende a 205, de que resulta dichos herederos 
tienen que sanear la venta de 140 por ser de la pertenencia del Estado; 
y no obstante esto. quieren justificar tienen derecho á vender todo el 
terreno comprendido entre los ríos Yi y Negro, que contendrá como 
200 leguas más. Si este aviso que por deber doy á los que se ocupan, 
“evita los males que se seguirían, no- denunciándolos por de: propiedad 
pública, y comprando al Estado habré conseguido hacer un bien á la 
sociedad, y que á esfuerzos de mi eficacia, ayudado de la razón, la 
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verdad, y la justicia, reporte al Estado el producto de la venta de estos 
campos que no bajará de quinientos mil pesos, y el placer de ver rea- 
lizados estos bienes, es toda la recompensa a que aspira «El amigo de 
la justicia»” (2). 


” `La acusación parecía aplastante. 65 leguas se transformaban 
primero en 205 y luego en 405. Pero la mala fe acechaba debajo de 
la supuesta protección de los centenares de paisanos pobres, Todo 
giraba en torno a aquellas malhadadas 65 leguas. Y armado de la 
verdad, surgió el artículo de respuesta de “Los herederos de D. 
Fernando Martinez” que vio la luz en “El Nacional” y en “El Uni- 
versal” del 12 de noviembre. 


“Los que hayan leido el artículo 4 que contestamos —decían los 
cuitados— habrán visto que las diligencias del remate dicen «cuyas 
tierras componen sesenta y cinco leguas en cuatro divisiones». En pri- 
mer lugar, pues, aquí se habla, no de sesenta y cinco leguas cuadradas, 
sino de sesenta y cinco leguas en cuatro divisiones. Las 65 que compró 
nuestro autor no fueron cuadradas sino lineales, con fondos y frentes 
diferentes que no se cuadraron pero que tenían límites fijos y cono- 
cidos dentro de los cuales se comprendían”. 


+ 

Maravilloso. Sensacional. Jamás visto. Porque se ha visto sacar 
conejos de una galera, más aún manadas de conejos de una galera 
como Houdini, o reedificar doncellas como hacía el Buscón, pero los 
“Herederos de Fernando Martínez” habían roto la barrera del soni- 
do. No 65 leguas cuadradas sino lineales. Nos descubrimos. Sólo por 
el argumento se merecía ya no las tierras entre los ríos Yí y Negro, 
poca cosa para tanto linaje, sino entre el meridiano tal y cual, como 
sabía hacerlo por bulas aquel dispensador de latifundia, Ale- 
jandro VI. 

Y la casa Martínez, segura ya de que nadie discutiría su argu- 
mento geodésico, comenzó a descubrir las maniobras que había 
querido desbaratar con el aviso de rnarras: los Martínez comproba- 
ban con pavor aue diciéndose autorizado por el Gobierno, nada 
menos que don Fructuoso Rivera, el odiadísimo “Pardejón”, andaba 
tranquilizando a los poseedores y donatarios, vendiéndoles la tierra 
supuestamente por cuenta del Estado. 


“El aviso a que se refiere el amigo de la justicia, fue dado por 
nosotros á consecuencia de conocimientos que tenfamos. y tenemos de 
que no es un simple ciudadano el que se cree autorizado para vender 
porciones de nuestras tierras, sino un individuo å quien por fatalidad 
muchos incautos reconocen con un poder sin límites hasta para dispo- 
ner de la propiedad agena”. 


Los Martínez conocían bien el arborizado sistema de mutuas 
adhesiones que nacían con aquellas transacciones y lo casi impo- 
sible que sería luego deshacer aquellos consumados hechos: 

“lo que se quiere es mandar esos papeles a la campaña, embaucar 
con ellos á log pobres paisanos, inspirarles confianza, para venderles; 


Y después que hayan echo dinero, no faltará un poderoso que con su 
influencia y relaciones ayude á sostener el pleito de desalojo, ó se inter- 
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ponga para comprometer al Gobierno á que apruebe semejante vioia- 
ción de tan sagrado derecho, como ya se ha pretendido, aunque sin 
suceso; porque gracias al Cielo, todavía el Gobierno conserva el jura- 
mento que hizo de observar y hacer cumplir la Constitución y las 
leyes” (25), 


La casa Martínez tenía razón, no habrían de pasar muchos días 
antes que los poseedores agitados tomaran a Rivera como su asesor 
letrado y campeón de sus derechos. Preocupaciones había para el 
Gobierno con aquel Comandante General de la Campaña. Y era esta 
seguridad la que resplandecía en la respuesta que los hacendados 
dieron el 19 de noviembre para cerrar la polémica. Alí no faltaba 
nada, desde “colusión” entre los propietarios y los agrimensores, 
que escandalosamente dieron más de 600 leguas por 65, hasta la 
afirmación según la cual rematar 65 y “apropiarse más de seiscien- 
tas, debe clasificarse de un robo público y punible”. Los vecinos 
sostenían que la ley daría fin a todo aquello, “conc'uirá, todos los 
pleytos que los Martínez sostienen en el día: también se conseguirá 
restituir la paz y la seguridad de que se halla privada una nume- 
rosa población” 40), 

Los herederos de Fernando Martínez supieron tañir la cuerda 
que hacía vibrar al gobierno. Sugerirles que el compadre Rivera 
andaba por Durazno trabajando de Ministro de tierras todopoderoso 
era suficiente para que se animaran a decir públicamente sin ser des- 
mentidos que la violación de los pequeños hacendados no había logra- 
do comprometer al Gobierno, “porque gracias al cielo, todavía el Go- 
bierno conserva el juramento que hizo de observar y hacer cumplir 
la Constitución y las leyes”. 

Los centenares de pobladores, allá en Durazno, no podían menos- 
preciar la amenaza lanzada por la casa Martínez. A los pocos días 
.del suceso periodístico, efectivamente los “papeles” llegaron a todos 
los pagos afectados. El 16 de diciembre de 1835 se vio reunir en 
asamblea a los donatarios artiguistas del Rincón de las Minas y del 
arroyo de los Chanchos. Se encontraron allí Francisco Javier Sierra, 
Bernabé Morales, Ramón Calleros, Pedro Matías Sierra, Fermín 
Custodio, Carmelo Roldán, Andrés Silbera, Francisco Griseño, Cle- 
mente Goyeneche, Francisco Rosano, Bernardo Díaz, Juan José Re- 
bollo, Esteban Peña, ete. Informados de la reaparición ominosa del 
poderoso propietario colonial otorgaron poder a uno de los afectados, 
comprador de un viejo donatario, Eusebio Benavídez, Fue segura- 
mente este mismo quien siguió la tarea y se le vio pocos días des- 
pués llegar a los pagos de Mariscala y Carmen, donde convocada 
ctra asamblea de pequeños hacendados, recibió también su poder 
rara agitar en conjunto todos los derechos de los vecinos Waldo 
Rodríguez, José Lóvez Jvan Moreno, Francisco Callorda, José Ortiz. 
Antonio Moreira, Manuel José Báez, Benito Alzogaray, Bruno An- 
tonio Bianco y Manuel José López. 

El 9 de enero de 1836. Eusebio Benavídez. en nombre de “los 
vecinos Hacendados entre los Ríos Yi y Negro”, presentó denuncia 
de los campos poseídos en común que alcanzaban a “200 leguas 
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quadradas” para adquirirlas en propiedad y acusando a la Casa 
Martínez de molestar sus derechos mediante las maniobras que los 
vecinos enumeraron pormenorizadamente y que no eran otras que 
las ya hechas públicas en la prensa (97), 

Desde entonces los Martínez impidieron toda normalización y 
tranquilidad de los poseedores. De nada valía que Rivera saliera de 
testigo de los 40 años de posesión pacífica de Eleuterio Olivera sobre 
tierra fiscal. No faltaba quien se lo comunicara a los Martínez que 
salían al paso calificando el testimonio de “embuste imperdona- 
ble” (28), Ni servía que Eusebio Benavídez agitara la donación arti- 
guista como legítima. El panorama de desconocimiento de la pro- 
piedad de todos los pequeños hacendados parecía ir cerrándose en 
el embudo del desalojo. 

Sólo la inmediata insurrección de Rivera permitió detener la 
dura mano que pedía la Casa Martínez. Dura mano que en las 
vísperas del Grito de Asencio había logrado “el desalojo y lanza- 
miento de cuantos, pobladores y arrendatarios se resistiesen a pagar 
la merced” (2%, desalojos y lanzamientos transformados en soberbia 
propiedad revolucionaria. Años después lo recordaban con infinita 
rabia los linajudos feudales: 


*¿Quién desde entonces ha sido «dueño sino'de los titulos. de su 
E territorial? ¿Quién desde entonces ha tenido medios no diré 
para desalojar, pero ni para demandar y reconvenir á los intrusos po- 
seedores de sus terrenos? Nueve años hacen, es verdad, que sancionada 
nuestra Constitución y establecido sobra ella un gobierno legal inde- 
pendiente, los Poderes públicos han tratado de poner término a esta 
calamidad. ¿Más desde entonces qué es lo que se ha conseguido hasta 
aquí? Que los propietarios tengan recurso abierto á los tribunales y 
que obtengan de ellos providencias análogas á la justicia de su reclamo; 
pero providencias que es preciso que escollen en la radicación misma 
del mal fomentada por las circunstancias desgraciadas de guerra en 
que aun se encuentra el país” (30), 


“La radicación misma del mal” donde escollaban algunas recla- 
maciones coloniales permitió —es cierto— postergar como en este 
caso, alguna de las inexorables sentencias históricas que pendían 
sobre la herencia revolucionaria artiguista, Pero los Martínez, que 
en la década del 60 terminaron de ingerir el duro bocado, que fina- 
lizaron la conversión de 65 leguas cuadradas en ríos de oro, pudieron 
al fin vender “sus campos” al poderoso barón de los ferrocarriles 
británicos, Mr. Rowley y a la emparentada casa de los Solsona. Por 
allí un día cayó un irlandés Mr, Reyles, cuyo hijo alguna vez quiso 
venderncs la leyenda dorada del “gaucho florido” en e! marcc 
arcádico de una rinconada que sólo conoció el despojo de los pohres 
y la apoteosis de ladrones de levita. 

Tal fue la suerte de los soldados que combatieron en dos revo- 
luciones y que levantaron sus ranchos en los campos de Minas de 
Callorda, arroyo de los Perros, de las Conchas, Mariscala, Carmen, 
a uno y otro lado del albardón del Durazno. Peor. Mucho peor fue 
la de sus paisanos de Soriano, allí donde la laguna del Chaná cierra 
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la rinconada del arroyo Vera, Grande y el río Negro. A éstos les 
cupo la desgracia de ser el paradigma de la derrota terrib:e, termi- 
nante, de la gran revolución agraria artiguista. 


“¡0Oh, amada Patria, cuál será tu destino!” 


` El Coronel del Batallón del Comercio, Don Pedro Manuel García, 
derrotado con sus paisanos españoles en Las Piedras, supo de la 
prisión, de la fuga y la restitución a la ingrata Banda Oriental pero 
ya bajo el dominio cisp!atino. Logró en el consiguiente clima de 
abyección que allí predominaba, primero una azotaina paternal del 
nuevo poder, vale decir una breve prisión por creer que España era 
mejor amo que Portugal, y luego el premio de ver reconocida su 
propiedad en la enorme rinconada situada en Soriano, entre el Río 
Negro. el arroyo Grande y Vera, Se hallaba ya en trance de expul- 
sar a los paisanos que habían recibido la tierra de Artigas, cuando 
sobrevino la Cruzada Libertadora (31), Posó entonces de patriota, 
languideció en Mercedes a la espera de la virazón y cansado quizás 
vendió sus prometedores títulos ornados de preciosos sellos.' firmas. 
rúbricas, vistas, autos y alcabalas pagas, a dos vecinos de Buenos 
Aires entre los que descollaba don Francisco Antonio Beláustegui. 

En 1830 presentó Beláustegui los títulos de propiedad de sus 
terrenos y “demandó el desalojo de los que se habían poblado en 
el'os” y en vista de que aquellos documentos poseían caligrafía 
superior “los tribunales ordenaron el desalojo”. Allá por 1831, Lo- 
renzo Centurión, principal en el pago, creyó —como se recordará.— 
que “el mejor de los dados es no jugarlos” y escribió a Lavalleja 
pidiendo su protección. Las necesidades nolíticas de Rivera v la 
astucia ministerial de Santiago Vázquez hicieron el resto. Todo 
volvió a la calma 2), 

Es posible que los Beláustegui no lo entendieran así. y aue 
presas de ingenuidad o de larguísima premonición hicieran bien 
cuando prosiguieron con sus esfnerzos. De creerse a “Un hacenda- 
do” corresponsal del “Universal”, Beláustegui 


“solicitó a cada uno de esos hombres que ocupaban su campo, pacto con 
todos, menos uno, el. desalojo, compró y pagó á todos la población, 
con solo el objeto de que no 'sufriesen ese perjuicio”. Poseía incluso 
“los recivos de las cantidades que dió por esta razón” y de creerles hasta 
el fin “después de todo esto y de quedarse con el dinero del Sr. Be- 
Jáustegui, se dejaron estar y no cumplieron ni el precepto judicial, ni 
el pacto” con Beláustegul” an. 


Cansado aiani de esto, uno En los hijos de la benemé- 
rita casa, don Francisco Casiano Beláustesui. se presentó el 20 de 
enero de 1835 anté el Juez de lo Civil; Carlos Villademoros. para 
que enviase orden al Alcalde Ordinario de Mercedes y siguiesen las 
actuaciones que le permitiesen recuperar de una vez su propiedad, 


. “El juez así lo ordenó —contarían meses después unos subscriptores 
de «El Eco Oriental»— pero compareciendo Beláustegui ante el territo- 
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rial, compareciendo también los pobladores, les concedió tres meses para 
el mismo objeto, y elios sin hacer la menor reclamación, ni ocurrir al 
juzgado competente se retiraron tranquilos a sus casas”, 


Aquello no era una prueba de “que aun ellos mismos conocían 
su sinrazón” como afirmaban a continuación los tinterillos del lati- 
Íundista. Era la ya enca!lecida respuesta de los paisanos: “el mejor 
de los dados es no jugarlos”, Sencillamente, oían, saludaban y se 
iban. “Que nos saquen” reflexionaban. i 


“Es verdad que ya al cumplirse el último plazo, movieron algunas 
gestiones, con el visible objeto de parar el golpe que les amenazaba, 
pero no produjeron su efecto. Mientras aquellas se hacian se venció 
el término, el alcalde ordinario pidió para hacer respetar las providen- 
cias judiciales tantas veces burladas, auxilio de la policía y vednog aquí 
llegados al punto principal de la cuestión”. 


El' punto principal de la cuestión era, ni más ni menos, la 
tormenta desatada por los inicuos procedimientos cometidos contra 
centenares de paisanos en los meses que iban de junio a agosto en 
cuyos días los enfurecidos Beláustegui pretendían terciar en una 
polémica periodística que ocupaba páginas de todos los diarios sin 
distinción. De ahí su preocupación por justificar sus atropellos: 


“Antes que nada digamos, seremos prevenidos sin duda 'por los lectores, 
que habrán ya formado un juicio muy conforme al nuestro, luego que 
se hayan impuesto de la relación antecedente. Habrán justificado sin 
duda a nuestro gobierno, a los jueces, y a la policía misma; habrán 
pensado con cuanta sinrazón se quejarían hombres que sin el menor 
derecho querían apropiarse de lo ageno; y lo que es singular, hombres 
- muchos de ellos que no se les ha hecho daño alguno porque ni están 
¿ Cen los campos, y otros que están convenidos con los dueños, pero que 
£ fueron envueltos en el tumulto, y conducidos casi involuntariamente 
hasta este punto”. e 

E; tumulto mentado había tenido su comienzo el 10 de junio de 
1835. Aquella inmensa heredad colonial cubierta de palmeras. gua- 
yabos y laureles en las márgenes del Río Negro, se estrechaba en 
suaves faldas que dejaban en su medio arroyos y cañadas rodeados 
de juncales y sarandíes. Allí donde los albardones se gastaban, se 
abrían riachos más profundos “sombreados en sus bordes por grupoz 
ae sauzales, laureles, arrayanes y mil otros fo'lajes”. Y lejos de las 
riberas, donde “las faldas de las colinas dulcifican sus pendientes y 
se transforman en estrechas planicies. donde estancándose las aguas 
se convierten en cuencas, u hoyas, humedecidas por esteros, o cañh- 
das”, crece “vigorosamente la vegetación de los pajales, del junco, 
del ceibo y de la carda” 9, En esos cardales, juncales y pajonales 
transcurrió el acto final del drama. a 
El 10 de junio de 1835 surcaba aquella angélica región uña 
partida armada. La dirigía el Comisario de Policía de Mercedés, un 
hombre que “sabía cumplir con sus deberes, tenía firmeza y medios 
para-hacerse respetar”, el Escribano del Juzgado ordinario. Ambro- 
sio Agustini, hombre de letra menuda y dócil, los propietarios Sres. 
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Beláustegui y Santurio, impacientes y manirrotos, los mandamás del 
pago, Don Fermín Carabajal y Don Juan Olivera, teniente alcalde 
de} partido, “acompañados de fuerza armada” ®, Beláustegui y 
Santurio recordarían algunos pormenores de lo acontecido cuando 
llegaron al pago, luego de haberse reiterado el mandato de desalojo 
y anunciado que serían arrojados por la fuerza quienes no lo cum- 
pliesen. 


“Lejos de obedecer —sentenciaban— se prepararon los más de 
esos instados á resistir las órdenes judiciales: el Juez que debía cum- 
plir la orden superior del Tribunal, sabiendo esto pidió auxilio á la 
Policía, que lo frangueó como debía hacerlo: al ir el Juez á hacer la 
intimación, se le presentó un grupo como de 15 ó 16 hombres arma- 
dos, con la intención conocida de imponerle y amedrentarjo: por for- 
tuna el Juez sabía cumplir con 31s deberes, tenía firmeza y medios 
para hacerse respetar y llenó su comisión, de lanzar porla fuerza a 
los inobedientes. Esto es lo que ha ocurrido” (36). 


El 27 de agosto de 1835, 37 vecinos hacendados encabezados por 
Manuel Ruidías, viejo donatario artiguista y soldado de la inde- 
pendencia, lograron que se publicara su opinión sobre lo allí 
“ocurrido”, 

“Invocando órdenes del Gobierro principiaron á ejecutar el más 
violento despojo. Nuestras chozas fueron demolidas, nuestras haciendas 
lanzadas, algunas hasta la margen occidental del Río Negro, nuestras 
mujeres é hijas privados hasta de un miserable abrigo, y £ntregadas 
á la intemperie; obligadas algunas familias 4 precipitarse al otro lado 
del Arroyo Grande, y condenados á la miseria 37 patriotas y sus fami- 
lias. ..” (3D, 


r 
Por su parte, conscientes de que la indignación pública no hacía 
sino aumentar ante el atropello desmesurado, los propietarios inten- 
taron aminorar la gravedad de su conducta e inflar una supuesta 
mala fe de pocos agitadores. De creerles las cosas habían afectado 
a muy pocos, puesto que los propietarios habían ofrecido 
“al dueño de cada choza el duplo de su tasación para que no la per- 
diese; procuraban comprar los ganados de otros, y en suma tentaban 
todos los medios de conciliación que en aquellas circunstancias eran 
aceptables. Algunos entraron por tales convenios, mas otros a todo se 
negaron, y, como era natural, sufrieron los efectos de su obstinación, 
viendo sus ranchos demolidos, y sus ganados echados fuera de los 
parages, en que indebidamente pacían” (38), 


Sobre lo que valían aquellos “medios de conciliación” y sobre 
la libre voluntad con que algunos “entraron por tales convenios” 
nos ilustra el testimonio de los mismos vecinos. Su relato es por 
otra parte el dramático fondo que recorre cada uno de los miles de 
ejemplares que los censos decimonónicos ofrecen cuando nos men- 
„tan a los “agregados”, puesteros, arrendatarios y demás “intrusos 

con anuencia del propietario”. Ante el argumento de que la fuerza 
sólo se había usado contra los “obstinados” decían los vecinos: 


“El concepto en que se funda esta contestación es que dicen los 
contrarios que los pobladores en número de 30 fueron lanzados á la 
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fuerza, por cuanto habiéndose aproximado con fuerza armada, algunos 
capitularon y pazaron por las condiciones que les pusieron con ventaja 
conocida, y los que se resistieron sufrieron todo el rigor de la justicia. 

¿Cómo podría conciliarse semejante despropósito con la sana razón? 
Decir que no fueron espelidos á la fuerza porque algunos capitularon. 
¿Quién es el que mira en tan poco su vida que no entre por cualquiera 
capitulaciones, viéndose amenazado del plomo, y estando bajo el filo 
de la espada? Lo que hay de cierto es, que en la sorpresa y cruel agre- 
sión que sufrieron los pobres pobladores tuvieron que ganar, muchos 
de ellos entre las pajas con sus familias, hasta que pasó la demolición 
de sus hogures. Todos estos procedimientos señores Suscriptores ema- 
nan de la fuerza. Yo no sé que haya alguno, á no ser un incensato que 
diga que la fuerza da derechos. Por el contrario, la fuerza es la que 
despoja de los derechos á los que los tienen” (39), 


El “cimbronazo” que los grandes latifundistas amparados por 
el gobierno, creyeron necesario arrojar sobre los paisanos no fue el 
primero, pero tampoco el último. A fines de julio, Eugenio Devia, 
Inocencio Arballo, Matías Barrios y otros “intrusos” obstinados 
entre los más habían reedificado miserables ranchos en la tierra 
revolucionaria. Por ello Beláustegui solicitó que se llevase nueva- 
mente a efecto la providencia tal como fue realizada en junio: 


“Contra Eugenio Devia y cualquier otro individuo que á consecuencia 
de la suspensión ordenada permanezca aun en el campo, ó haya inten- 
tado rehacer su población; pidiendo el auxilio correspondiente al Señor 
Jefe Político, para que en el término de tercero día proceda á la demo- 
lición indicada” (40), 


Tal como correspondía al Jefe Po'ítico adicto a los nuevos tiem- 
pos se pasó nota al Teniente Alcalde del arroyo Vera para que inti- 
mase desalojo a Eugenio Debia, a Miguel Núñez, al primero “con 
mas hacer despoblar y salir de los lugares donde hoi se hallan los 
becinos Harballo y Matías Barrios, y en caso no lo efectuasen diri- 
giros presos” a Mercedes. 

El teniente alcalde Agustín Valiente, posiblemente incómodo 
con una orden que afectaba a paisanos y amigos, respondió dando 
largas: 


“Yo miro q.e esta medida me compromete —decía— maxime quando 
no cuento con mas garantias q.e mi sola persona, por lo q.e espero q.e 
como otras beses este paso lo ha dado esa autoridad con otras seguri- 
dades, y sin comprometer al jues del Partido, hoi puede conducirse del 


mismo modo, ó como crea necesario sin contar conmigo para ¿este 
fin” (41), 


El teniente alcalde de Vera tenía razón. Había que hacer las 
cosas “como otras beses este paso lo ha dado esa autoridad”, “con 
otras seguridades”. Por lo cual el Juez de Mercedes libró orden al 
Comisario de Policía “para q.e asista y auxilie con la fuerza” la 
expulsión solicitada. 

El 21 de agosto se dio paso al tercero y final de los actos. Pre- 
sente el escribano Ambrosio Agustini. amparado por aquella fuerza 
que sabía usar, dio la intimación final a Pedro Gómez, Enrique 
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Carbajal, y la esposa de Eugenio Debia, - Se impuso a Sebastián 

Domínguez la pesada carga de una renta y con el contumaz Ino- 

cencio. Arbal'o que no quiso presentarse cayó el peso del martillo 
pilón de la justicia: ' À 

“En el mismo día, mes y año, el infrascripto Escribano, en virtud 

dela Comisión conferida dá fé de que en este día con el auxilio del 

Comisario de Policia y fuerza pública, se ha demolido la nueva pobla- 

ción, que después de destruida la primera, había hecho Inocencio Arba- 

llo en los campos de Beláustegu;, no habiéndose verificado la citación 

que previene el despacho del Señor Juez en lo civil por no haber encon- 


trado ninguna persona en ella, y para que conste lo pongo por dili- 
gencia”. 


Los escrupulosos agentes de la virginidad de la ley, decidieron 
descansar de aquella faena. Pruebe el lector a demoler un rancho 
de paisano pobre y verá cuánta energía se gasta y qué mal se paga. 
Por lo cual después de cenar como conviene a magistrados, dormir 
como Dios manda y permite a los recatados cumplidores de la ley, 
se levantaron el día 22 de agosto porque aún había mucho por 
demoler, y sin detenerse en sacrificios, procedieron “á la demo'ición 
Gelos ranchos que tenían los intrusos Miguel Núñez y José Silva en 
Jos Campos de Beláustegui, los quales hallandose solos y sin nada 
adentro no pudieron ser notificados de lo que doy fe”:*2), 

Inocencio Arballo, Miguel Núñez y José Silva eran contumaces , 
de'incuentes lombrosianos. A sus infinitas culpas agregaron la de 
no estar presentes en la notificación. Se habían hecho matreros. 


Los vecinos realizaron un último esfuerzo. Se unieron. Preten- 
dieron conmover la fibra popular, denunciar la iniquidad de su 
expulsión. Escribieron a la prensa. Y fue el lavallejista “Estandarte 
Nacional” quien abrió paso a la denuncia. Fue allí donde estampa- 
ron muchas de las acusaciones ya citadas y donde compareció su 
dolor y sorpresa. Su carta dirigida como “Súplica” al “Supremo 
Gobierno de la República” daba cuenta no sólo de aquellos atrope- 
llos de junio, sino que relataba sobre los recientísimos de agosto: 


“Tal es en compendio la historia de ese día fatal, en que nos vimos 
arruinados, y arrojados de un campo, al. que nos consideramos con 
lejítimos derechos. El desalojo continúa, y algunas familias han reci- 
bido la orden de abandonar sus habitaciones siendo ya de noche; y 
otras han sido arrancadas violentamente de unas pajas donde se habían 
guarecidos con sus obejas. 

Estas intimaciones hechas por la fuerza armada y por ella cum- 
plidas se han hecho invocando el nombre respetable del Gobierno, que 
profanaban con infamia al invocarlo para proteger tales abusos. 

En vano el vecindario solicitó se le concediera un plazo para recu- 
rrir á los tribunales por la revocación de esa providencia. En vano sus 
apoderados hicieron sentir la voz de la justicia, en los estrados donde 
se administra. En vano se alcanzó una orden para suspender esos pro- 
cedimientos que ya se han mandado continuar. En vano, en fin, se ha 
¡instado porque se presenten Beláustegui y Santurio á deducir sus dere- 
chos, porque estos Sres. han sabido ausentarse siempre oportunamente. 
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En tal estado de cosas —finalizaąaban— nuestra ruina y nuestra 

` miseria estaría sellada, si V.E. no fuera justo y recto, y si no prevale- 

ciesen en el ánimo del Gobierno los principios de Justicia y de pública 

conveniencia que ha hecho valer, en favor de log denominados Intrusos, 

“máxime cuando no nos consideramos en esa Clase, sino en la de posee- 

dores legítimos, no solo por el tiempo, sino también por mercedes, gra- 
cias “especiales y donaciones” (43), 


Las mercedes, gracias especiales y donaciones artiguistas no 
eran de recibo. Eran —¿quién no lo sabía entonces?— “golpes de 
acha de una época de anarquía por un poder que había despedazado 
todos los frenos”. Otras mercedes y donaciones ofrecían mejor .fra- 
gancia. Ahí andaba el bien situado barraquero inglés John Jackson, 
quien logró el apoyo del embajador inglés en Río de Janeiro y de 
la escuadra británica surta en el puerto para validar la donación 
del poder. portugués a Nicolás Herrera, de quien le venía la propie- 
dad del caudaloso rincón del Rosario, Para ellos Llambí sólo había 
tenido genuflexiones. Y como si hubiera aún tiempo de acudir a los 
tribunales, como si desconociendo todas las normas no se hubiese ya 
violado amparos arrojando a los paisanos al otro lado del río. e 
gélido Ministro de Gobierno se limitó a contestar la patética súplica 
con un brevísimo decreto que antes bien parecía un “De profundis”: 
“Estando pendiente este asunto ante los Tribunales; el esponente 
use de sus derechos según corresponde.” 

La indignación con que fue recibido el hipócrita desahucio, que 
no otra cosa era el supuestamente imparcial decreto de Llambí, fue 
inmediato: ; 


“Basta la lectura de la solicitud —decían los paisanos— para cono- 
cer que el Sr. Ministro lo que ha querido es desatender el clamor de 
esa multitud de patriotas, que se ven hoy arruinados, en pago de sus 
servicios. Téngase presente que 'hemos implorado la protección del Go- 
bierno; que nos hemos acojido á los principios que han dictado sus 
resoluciones sobre esta materia; que hemos invocado las garantías que 
nos concede la Carta... y que se nos ha dicho de un modo muy preciso, 
no há lugar. Quizá el Sr. Ministro se haya olvidado que el Gobierno es 
un cuerpo moral; que no están derogadas varias disposiciones vijentes 
sobre la materia, y que no se pueden deducir derechos cuando se usa 
de la fuerza para arruinar á los que deben hacerlos valer. 

Quizás no habrá tenido presente el que solo se pide la suspensión 
de esas violaciones, para poder entonces probar que hemos habido la 
propiedad de esos campos por mano del tiempo, y por gracias hechas 
por los jefes patriotas en remuneración á los servicios prestados á la 
causa de la independencia, que entre nosotros hai poseedores de 40 y 
60 años, que á -los otros los favorecen algunas disposiciones guberna- 
tivas, y por último que sólo hemos pedido una suspensión, que es del 
resorte del Ejecutivo, visto que nos quejamos de la fuerza pública que 
depende inmediatamente de él. tis 

En una palabra, que el asunto queda concluido de hecho, desde 
que se nos arruina, se nos destruyen las poblaciones, se nos dispersa 
el ganado, y se nos imposibilita para ocurrir pobres y arruinados, á 
unos tribunales, a dónde necesitamos gastar lo que no tenemos, para 
"probar nuestros derechos. 

Si el Sr. Ministro Llambí, hubiera visto esos campos, salpicados con 
nuestra sangre, si hubiera presenciado los sacrificios de los Patriotas. ..! 
estamos ciertos que no hubiera suscripto una providencia que con el 


255 


debido respeto consideramos injusta, á menos que sólo estén vigentes 
los decretos que él ha espedido. 

Las donaciones hechas á favor de los enemigos del país, de esos 
hijos espúreos de la República y de la Libertad. Esas donaciones hechas 
por los portugueses y por los brasileros á favor de sus fieles servidores, 
de los enemigos de la Patria, han sido válidas; atendidas y respetadas... 

¡Oh, amada Patria! — ¡Cuál será tu destino!” (14), 


El Ministro Llambí no pudo ver esos campos salpicados con Ja 
sangre de los desalojados, no pudo presenciar los sacrificios de los 
Patriotas, justamente porque se hallaba dentro de Montevideo como 
Fiscal portugués y brasileño firmando decretos de expulsión de esos 
mismos paisanos, porque estaba atareado aprobando la donación a 
favor de los fieles servidores del invasor enemigo de la Patria. El 
Sr. Ministro no podía estar en todos Jados. Era humano, 

Y esto fue lo que intentó explicar el Sr, Antonio Díaz, antiguo 
prisionero liberado por Artigas, engordado rematador de las rentas 
del Estado, editor de “El Universal”, Oficial Mayor del Ministerio 
de Hacienda de Juan María Pérez, y, según el cónsul Hood, apro- 
vechado especulador con el negocio de deuda que se estaba gestando 
en esos días, 

Para estos miserables apátridas no había nada más fastidioso 
que estar recordando (a los soldados que habían dado vida, sangre 
y fortuna por la Patria) que el Poder Judicia]; era “independiente” 
y que la Patria no tenía por qué premiar con tierras sus sacrificios. 
La patria —de creerles— sólo podía venderles las rentas a la usura 
del 5% mensual, pero Antonio Díaz no quiso abusar del argumento. 
De ahí que, como en oportunidad del ministerio Santiago Vázquez, 
pasara a enseñar derecho constitucional a los empecinados patriotas 
desalojados. 

Comentando el artículo de los paisanos de Soriano, Antonio 
Díaz afirmaba que era hora de “notar un error que es muy general 
y del que se han hecho muy frecuentes abusos”: 


“Los moradores de nuestros campos, acostumbrados á ver en tiem- 
pos de los Gobiernos de España, Portugal y Brasil, que los gobernadores 
hacían todo, creen que ahora sucede lo mismo; piensan que el Gobierno 
todo lo puede, y que él es el que todo lo manda; confunden todos los 
actos que emanan de los distintos poderes constitucionales, y suponen 
que no hay más poder que el que ejerce el Presidente de la República 

* ó la autoridad ejecutiva; de aquí nace que miran todos los mandatos 
y decisiones judiciales como determinaciones del Gobierno y cuando un 
juez, 6 el Tribunal de Justicia, haciéndola a algún propietario, ordena 
que desalojen su terreno los que están poblados en él sin razón ni título, 
piensan que semejante desalojo 'es una violencia y que se la hace el 
primer Magistrado.” 


Antonio Díaz demostraba enseguida que el Poder Ejecutivo 
consecuente con esos principios no se entrometía en las decisiones 
de jueces y tribunales. Amparado en la estricta separación de 
poderes, cuanta vez se le exigiese fuerza para cumplir las órdenes 
judiciales “las presta y auxilia con ella” y que en tal conducta se 
hallaba una “de las mejores y más fuertes garantías públicas que 
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tenemos”. Pero donde el timbre de Antonio Diaz alcanzó sus más 
puras vibraciones fue cuando tocóle el turno a la defensa de la 
propiedad. Sí. Claro. La defensa de la propiedad latifundista: 


“Una de nuestras primeras garantías es que la propiedad debe ser 
inviolable y sagrada, y tanto que ni con pretesto de utilidad pública 
nos la pueda quitar el gobierno”, Y vibrante de indignación seguía el 
tribuno: “¿Y por haber combatido y derramado mi sangre por la inde- 
pendencia del País, por haberle hecho muchos servicios, tendré derecho 
para quedarme con lo ageno? ¿Tendré derecho para atropellar en motín 
y máno armada los jueces? ¿Tendré derecho para invocar leyes, garan- 
tías, seguridades, cuando he sido el primero en atropellar esas garan- 
tías, en despreciar las leyes y faltar el respeto á los Magistrados?”. 


Aquellos protervos autores de dos revoluciones, aquellos infa- 
tigables y contumaces sediciosos contra dos imperios, aquellos 
agentes del emigrado en el Paraguay tenían que comprender de una 
vez para siempre que “el tiempo de la anarquía” no volvería, Que 
el gobierno haría de su parte todo para impedirlo. : 


"Si la autoridad emplea la fuerza para hacer respetar esas leyes y 
garantías, hace de la fuerza el uso que debe y la emplea en su destino. 
Ningún derecho tiene ni puede reclamar el que desconoce y atropella 
los derechos de otro. Necesitamos desarraigar algunos malcs hábitos y 
hacer conocer los riesgos que corren en dejarse llevar de los consejos 
de algunos discologs de que por desgracia abundan los Pueblos de la 
Campaña: no hay leyes, garantías, ni Patria, sino hay respeto á “la 
propiedad y sumisión a los jueces.” (45), 


Se estaba doblando la página de una etapa histórica. Hasta 
entonces los patriotas creían que Patria era soberanía, independen- 
cia, insumisión al invasor, resistencia al opresor, tierra para todos 
porque “no es posible restablecer el feudalismo en un país repu- 
blicano”. Arrastradas por el siglo, demudadas ante los furores del 
republicanismo jacobino de los paisanos, las clases dominantes uru- 
guayas comenzaron a promover si ecuación favorita: “Patria es 
propiedad”. Para tener una idea de cuánto había cambiado desde 
los días de Artigas, Monterroso y Encarnación, hasta estas horas de 
crueldad latifundista tendríamos que haber sido testigos de aquellas 
escenas. Los paisanos aplanados por la traumática quiebra de sus 
sueños y sacrificios de decenios lo decían en todos lados y el silencio 
era la única respuesta: 2 


“Es nesesario, Exmo. Sr., haber presenciado esta escena para for- 
marse una idea aproximada del grado á que llegó en ella la inaudita 
crueldad de Beláustegui y Santurio, y la injusticia con que los funcio- 
narios que he citado los protegieron, haciendo un uso reprobable de la 
fuerza pública destinada á conservar las garantías, pero jamás á llevar 
al albergue del pacífico ciudadano la ruina, la miseria, el terror “y el 
espanto. . g 

El uso innoble que se hizo de esa fuerza, empleada vilmente en 
destruir los hogares de una multitud de patriotas, encanecidos soste- 
niendo la independencia de la República y arrancando de manos del 

. enemigo común ese campo, que hoy regalan con su sudor para alimen- 
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tar á sus hijos, como entonces lo empaparon con sangre por dar exis- 
tencia a esta Patria, en cuyo seno se ven hoi sin un mísero abrigo, 
perseguidos y arruinados... por quién, Exmo. Sr.” (46), 


Veamos por quién. 

Francisco Antonio Beláustegui, perseguidor y arruinador de 
patriotas, regidor porteño desde 1804, tuvo fragata y casa de comer- 
cio en Buenos Aires “donde fue feliz” hasta 1810. “Plácida y labo- 
riosa transcurría pues la existencia de D. Francisco Antonio Beláus- 
tegui, cuando de pronto, los acontecimientos de Mayo vinieron a 
torcer el rumbo de su destino”, 

Don Francisco concurrió como vecino distinguido al Cabildo 
Abierto del 22 de mayo, Empaquetado y abrumado con tanto “bajo 
puebio” declaró que “reproducía en todo el voto del señor Oydor 
D. Manuel de Reyes” que por su lado había manifestado que no 
encontraba motivo para “la subrogación” del Sr. Virrey. Por su 
españolismo fue desterrado a Chascomús “como un fascineroso”, se 
refugió luego en la chacra de Quilmes de su no menos atribulado 
paisano Juan Antonio de Santa Coloma, emigró a Montevideo “su- 
friendo las causas consiguientes de una plaza sitiada y de la entrada 
en ella de los sitiadores” y luego de una fugaz vuelta a Buenos Aires 
emigró a Río de Janeiro a conspirar, No volvió a Buenos Aires hasta 
“a época de Rosas”, donde ya tenía vara alta su yerno Felipe Arana, 
distinguido con el Ministerio de Relaciones Exteriores. Se hizo 
entonces ministro, pero de la Tercera Orden de San Francisco, 
siguió intransigente, se le conoció como “el godo” y casó a sus hijas 
con todos los partidos; la que abrió el trillo federal fue seguida por 
otra que casóse con el unitario José Luis Bustamante, y Petrona le 
garantizó contra todas las desgracias cuando se casó con el muy 
unitario y mitrista Rufino de Elizalde, que luego de la caída de 
Rosas le dio un nieto, Ministro de Relaciones Exteriores de 
Mitre (+7, Los hijos de Francisco Antonio, Francisco Casiano y 
Melchor apetecieron las tierras orientales y les compró tierras, Costó 
sanearlas, pero el gobierno oriental devoto de la alianza federal 
allanó todos los obstáculos literal y materialmente. Cuando cayó el 
gobierno de Oribe, nada menos que Melchor anduvo de arrumacos 
con Don Frutos como mediador con Juan Manue'. Las tormentas 
políticas atravesaron las costas de ambas márgenes del Plata, Fran- 
cisco de Beláustegui sobrenadó las agitaciones que muy allá abajo 
de su “altura inalcanzable, conmovían a blancos y colorados, unita- 
rios y federales, Francisco Antonio Beláustegui tampoco murió como 
lo afirmaba el “Diario de Avisos” de Buenos Aires del 2 de octubre 
de 1851 y lo reproducía la prensa de Montevideo, “a la una y media 
de la mañana del lunes 29 del ppdo.”, porque Beláustegui no era un 
hombre, era una clase. 

Esa que ahora comienza a morir. 

La historia es la memoria de un pueblo. Y un pueblo debe 
apelar a la suya en cada encrucijada. Vuelta la mirada al pasado 
nos hallaremos con hombres entrañables y hasta ahora desconocidos. 
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Sus nombres de sabor arcaico no se hallan sino excepcionalmente 
esmaltados en los cruces de calles. Por eso el negro liberto Lorenzo 
Ruidíaz, el maestro carolino Víctor Delgado, el indio Nicolás Curu- 
zú, el pardo Encarnación, el anciano Lorenzo Centurión, el siempre 
rebelde Eugenio Debia que construyó mil veces su rancho revolu- 
cionario, sabiendo que sus hazañas de hombres pobres, sencillos, 
desvalidos y fieros, habrían de atravesar todos los amaños, injus- 
ticias y chicanas de la historia fabricada por una clase que mil veces 
traicionó la patria y a los hombres, no permitieron que su legado 
artiguista se perdiera y alií en el humeante fogón de sus hogares 
destruidos, en el teatro de sus viejas hazañas nos imponen que 
recordemos 


“Los padecimientos que sufrimos sin consideración de nuestras 
familias y hogares, abrazándonos de las armas de la Patria, para el 
despojo del tirano, estando en escasez, arruinados, no mirando hambre, 
desnudez, afrenta ni palos; llenos de gloria y de valor, sólo aspirando 
al feliz momento de ver a los tiranos despoblados del seno de nuestros 
hogares y campos. 

Acordáos del Rincón, Sarandí, Ituzaingó, que relucían las armas 
del pabellón de la Patria; acordáos cuando en los campos de batalla 
quedaban manchados con la sangre de estos ciudadanos y padecfamos 
sepultados en oscuras prisiones sin tener más amparo en nuestras des- 
dichas que afrenta y palos, y ahora que hemos recuperado nuestros 
trabajos, que dio fin a todos los contagios, dando felicidad a nuestros 
hermanos, y haber puesto Leyes y Constitución á nuestro Estado, ju- 
rando el sostenerla y al Exmo. Gobierno de nuestra Provincia, y ahora 
el tiempo ha llegado de vernos despoblados de nuestros hogares y de 
los campos pertenecientes a nuestro Estado”. 


Nadie, Nadie tiene fuerzas ni ganas de olvidarlo, 
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